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Resumen

Este texto explora la producción de espacio y la reestructuración de 
la regulación minera en el enclave aurífero de Portovelo y Zaruma, 
Ecuador, entre 1860 y 1980. El trabajo utiliza las herramientas 
de la geografía crítica, la teoría de la regulación y la economía po-
lítica para analizar la espacialidad de la regulación de los recursos. 
Metodológicamente, se desarrolla un estudio de caso extendido, con 
atención explícita a las escalas resultantes de las prácticas materiales, 
los discursos y las relaciones de poder. El argumento central es que las 
empresas mineras transnacionales no “penetran” sino que negocian 
las condiciones para su operación. Por lo tanto, existe una reestruc-
turación y reescalamiento de las regulaciones como producto de la 
mediación entre el capitalismo extractivo y la formación del Estado.

Palabras claves: 

Reestructuración territorial, regulación minera, geografía histórica, 
Ecuador.
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Prólogo

Zaruma y Portovelo, memoria e historia

La imagen de Zaruma es la de una ciudad de difícil acceso construida 
entre montañas y cañadas. Para muchos ha sido y en parte conti-
núa siendo un lugar remoto que “no conduce a ninguna parte”, al 
igual que otros lugares de frontera. Al mismo tiempo, Zaruma es un 
lugar que “atrapa a los que vienen de lejos”. Quienes habitan la ciu-
dad la perciben de ese modo: como un lugar con historia, mientras 
que Portovelo, ubicada a poca distancia de Zaruma, es mirada como 
“ciudad del olvido”.1 

La historia de Portovelo está directamente condicionada por la 
explotación minera y con las disputas entre distintas perspectivas de 
desarrollo y desarrollo social, mientras que a Zaruma se la relaciona 
con la reproducción de una tradición y un patrimonio.

La historia de Zaruma toma forma en la cultura material y, parti-
cularmente, en su arquitectura. También en Portovelo hubo una ar-
quitectura de madera construida en “tiempos de la Compañía”, pero 
de ella no quedan casi huellas. El museo de la ciudad de Zaruma 
atesora objetos precolombinos entremezclados con imágenes de per-
sonalidades relevantes (músicos, maestros, sacerdotes), antiguas fo-
tografías de la ciudad y de las minas, así como suficientes máquinas 
de coser Singer como para despertar la sospecha de que fueron im-
portadas por la Compañía para uso de las mujeres de sus empleados 
y trabajadores. Se trata de un repositorio hecho de fragmentos, mu-
chas veces inconexos, al igual que la memoria cotidiana de la gente. 

En Portovelo, por el contrario, han sido desarticulados la mayoría 
de los hitos de la “ciudad-enclave”. Al faltar los “lugares de la me-
moria”, incluyendo parte de los archivos de la Compañía, también el 
pasado ha ido perdiendo sus referentes. 

1	 Agradezco al doctor Gonzalo Rodríguez por la larga conversación que mantuvimos en la 
ciudad de Zaruma.



Eduardo Kingman Garcés14

En las primeras páginas de la novela Curipamba, de Ángel Felicísimo 
Rojas, se hace una descripción de Portovelo a inicios de la década de 
1940. Se trata, al igual que Zaruma, la ciudad gemela, de un lugar 
remoto:

Muy lejos estaba del mundo. Para llegar acá era preciso vadear ríos em-
bravecidos, violar la selva virgen, franquear desfiladeros peligrosos y hú-
medos a loma de mula; caminar día y noche penosas jornadas, confiar-
se a la ciencia de los arrieros. Y traer con ellos por trochas imposibles, la 
pesadumbre de las maquinarias (Rojas, [1983] 2010, p. 13).

El mismo Rojas ensaya una descripción de su espacio. Se tra-
ta de un espacio modélico caracterizado, al mismo tiempo, por la 
separación:

En los declives se afianza un desfile de (quinientas a seiscientas) 
casitas construidas de acuerdo a un patrón único. ¡Qué pintoresco 
el rebaño de construcciones de madera, de un uniforme color oliva, 
con sus cubiertas de zinc […] Ahí la escuela de varones. Allá la de las 
muchachas. El teatro. La iglesia. Al fondo, cerca del río, el campo de-
portivo, en la playa artificial. En un costado los descomunales haci-
namientos de madera seleccionados para el encofrado de las minas, 
poniendo los límites de los “links” de golf (…) A la izquierda y aparte 
de las viviendas de los trabajadores y empleados nacionales, el jadeo 
de un tropel de caballos de fuerza y unos rugidos sordos. Las instala-
ciones mecánicas descienden, en sucesión escalonada, por el declive 
de un antiguo torrente, bajo pabellones enormes (…) La acometida 
final mueve los compresores que generan aire para las minas. Por 
sobre la cubierta se yergue la sirena, que da órdenes a tres mil traba-
jadores (Rojas, 2010, p. 13).

Se trataba de un orden espacial a partir del cual se estructuraba 
un imaginario de orden social. Pero más allá del espacio controlado 
por la Compañía estaba la barriada. 

Las casas ahí son estrechas, sucias, levantadas sobre patios negros y en-
charcados. Montones de basura se pudren en el sumidero común. Ahí 
los mineros beben, juegan, hacen escándalos, trasnochan, bailan o se 
acuestan con prostitutas. En este puñado de casas asquerosas hay cin-
co cantinas que venden licores falsificados, nacionales y extranjeros (Ro-
jas, 2010, p. 14).



Prólogo 15

El horizonte de la literatura linda con los ámbitos de la memo-
ria social. Al igual que el cine documental, la literatura trabaja con 
la memoria. La memoria constituye un espacio de construcción de 
significados, mientras que la historia se orienta a la reconstrucción 
del pasado a partir del archivo. En realidad, tanto la historia como la 
memoria son necesariamente incompletas y llenas de paradojas y con-
tradicciones en la medida en que son construidas desde el presente. 
Aun cuando la tendencia es a producirlas por separado, deberíamos 
buscar la forma de hacerlas complementarias. Y esto es válido tanto 
en relación con el estudio de las ciudades, como de su economía y 
su configuración social. Zaruma y Portovelo se presentan como dos 
ciudades distintas, sin embargo, ninguna de las dos se puede entender 
sin la otra. Tanto Zaruma como Portovelo se han visto afectados por 
la minería, aunque de modo diverso. En el documental La Quebrada 
de Oro se conjugan testimonios y antiguas imágenes del tiempo de la 
Compañía para preguntarse de qué modo y bajo qué pautas cohabi-
taron dos mundos diferentes y en algunos sentidos opuestos, el de los 
trabajadores mineros venidos de muchas partes y el de los gringos. 

Por un lado, hay una historia local, estrechamente ligada a la 
construcción de identidades locales, en la que distintos personajes 
toman forma en medio de la niebla de los tiempos. Se trata de una 
historia directamente relacionada con la construcción de comunida-
des imaginadas y con el desarrollo de un sentido de pertenencia. Por 
otro lado, hay una historia disciplinaria. El geógrafo, el historiador 
que hace de esa historia local un objeto de estudio no está compro-
metido con la cotidianidad de un lugar. Sus requerimientos vienen de 
un campo especializado de estudio. Recorren la ciudad, contactan 
con sus habitantes, indagan en los archivos. Para hacerlo parten de 
un plan, unas hipótesis, unas preguntas previas, unos paradigmas. 
Su campo de preocupaciones se ubica fuera de la localidad, en la 
academia. Es ahí donde se define el espacio de lo pensable, así como 
las “formas legitimadas” de construcción de narrativas.

Son pocos los estudios especializados de pequeñas ciudades. 
¿Qué espera encontrar el geógrafo, el historiador que se acerca a 
ellas? ¿Qué sentido tiene hacerlo? Hasta hace poco, la historia urba-
na ocupó un lugar marginal en los Andes en relación con la historia 
agraria o con la historia política, pero además el grueso de los estu-
dios urbanos que se hicieron se centraron en las ciudades principales, 
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Quito, Guayaquil, La Paz, Lima, Cuzco, Bogotá, entre otras. En la 
medida en que se trataba de estudios fuertemente influidos por la 
urbanística y marcados por modelos o debates clásicos, como los 
del progreso, la modernidad, la economía urbana, el despliegue de-
mográfico, la transición, buscaron ubicarse en lo que se consideraba 
momentos avanzados dentro de una línea de transformaciones suce-
sivas. Las ciudades andinas, como las latinoamericanas, respondían 
a un modelo de desarrollo lineal, originado en Europa, que, de acuer-
do con esa perspectiva, solo tomaba forma en las ciudades principa-
les. Ahora sabemos que lo urbano incluye lo social, ubicándose más 
allá de la urbanística y de la propia historia de los espacios urbanos. 
Sabemos, además, a partir de Lefebvre y Leeds, que lo urbano se ha 
generalizado, incluyendo tanto a la ciudad como al campo.

El estudio de Andrea Carrión sobre Zaruma y Portovelo puede ser 
ubicado lo mismo dentro de la historia urbana, la historia social o la 
historia de la minería. En realidad, topa esos distintos aspectos como 
parte de una historia social global. Su perspectiva de análisis incluye 
tanto la economía, como la geografía, la sociología y la política. Al 
hacerlo de ese modo se coloca más allá de la urbanística asumida en 
términos espaciales o geográficos o de la economía, concebida como 
factor determinante a partir de la cual se estructuran las clases y los 
grupos sociales. 

Lejos de asumir una perspectiva causal, de cualquier tipo que fue-
ra, Andrea se orienta a explorar “las condiciones sociales que trans-
forman la tierra, la naturaleza y el espacio de acuerdo con las fuerzas 
productivas en juego, en una negociación entre acumulación capita-
lista y producción social a diferentes escalas” (ver página 52).

Una de las virtudes de este trabajo es conjugar una perspectiva 
teórica con el examen de un rico material empírico, hasta el momen-
to dejado de lado por los historiadores. El libro, al mismo tiempo que 
se basa en la búsqueda exhaustiva de documentación de archivo y en 
la crítica de fuentes, se ubica fuera de los cánones de la historiogra-
fía positivista y de cualquier determinismo. Su trabajo se desarrolla 
de manera certera en un espacio de debates y estudios conectados, 
relacionados con campos como los de la geografía, la economía, la 
historia crítica. 



Prólogo 17

Uno de los puntos de partida de su investigación es asumir a 
Zaruma y Portovelo como enclaves, o como parte de un enclave mi-
nero. Un enclave es un espacio acotado de ejercicio de soberanía. 
Esto no solo responde a los requerimientos de una compañía como 
la South American Development Company, orientado a organizar la 
explotación minera bajo sus propias reglas de juego, sino al limitado 
control estatal sobre el conjunto del territorio y particularmente so-
bre los “espacios remotos”. Esto hace, como ha señalado Guerrero, 
que el Estado actúe por delegación, pero en este caso no se trata 
de la plantación o de la hacienda sino de un espacio de extracción 
minera. El estudio de Carrión no solo permite colegir los esfuerzos 
que debió desarrollar la Compañía para organizar la producción en 
un espacio separado de los centros principales de producción e in-
tercambio, movilizar recursos como la madera, traer maquinaria, or-
ganizar los abastos; sino la forma en la que se fue organizando una 
avanzada del capitalismo en el contexto de una sociedad nacional 
con instituciones débiles y con un fuerte peso del sistema de hacien-
da, en la que el capitalismo tenía serias dificultades para desarrollar-
se. La Compañía no solo posibilitó la explotación minera sino los 
sistemas de gobierno, los medios de transporte, las formas de con-
tratación, los recursos para la reproducción de la fuerza de trabajo, 
incluido dentro de esto la beneficencia y el servicio social, las redes 
de aprovisionamiento, así como las relaciones con el Estado y con los 
representantes del Estado. 

El enclave, concebido no como imposición o dominación sino 
como campo de fuerzas, en un sentido cercano al señalado por 
Foucault. Como una configuración social específica, distinta al que 
se dio en otras regiones y que, por tanto, demanda o demandaba 
estudios concretos como el desarrollado por Andrea Carrión. El en-
clave, como espacio en el que no solo se experimentan nuevas formas 
de trabajo, mucho más modernas que las generadas en otras partes 
del país, sino en el que se desarrollaban formas nuevas de protesta y 
movilización social, como las de la organización sindical. Como es-
pacio de enfrentamientos, pero también de negociaciones y acuerdos 
en los que participan distintas fuerzas. 
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El enclave, como fenómeno económico y social pero también 
como forma de construcción de hegemonías locales. Como forma de 
organización de la vida social, las relaciones cotidianas, los espacios, 
los significados. El enclave como heterotopía, en los que la sociedad 
local pasa a ser administrada por la empresa minera pero en el que 
la propia población desarrolla sus propósitos. Como proyecto neo-
colonial, civilizatorio y disciplinario, pero también como forma de 
experimentación social y de construcción de una modernidad para-
lela, en buena medida distinta a la del resto país; una modernidad 
que, originándose en la Compañía, estaba sujeta a negociaciones, 
incluyendo las que conducían a la incorporación como ciudadanos 
(independientemente de que se trate de ciudadanos de segundo or-
den) a una población no ciudadana. 

Cuando se habla de la Compañía se destaca uno de los momen-
tos de la historia de la explotación minera y se olvida el resto, esto es, 
el hecho de que antes y después de la South American Development 
Company existieron otras empresas mineras. En la memoria de la 
gente, al igual que en el museo de Zaruma, los hechos tienden a con-
fundirse. Al historiador de la ciudad le preocupa esa confusión por-
que atenta contra la veracidad histórica. A la geógrafa e historiadora 
le interesa entender los puntos de contacto entre los distintos mo-
mentos. Andrea Carrión hace un examen detallado de esos momen-
tos. No solo aquellos en los que la minería se desarrolló de manera 
normal sino aquellos en los que se hizo necesario enfrentar situacio-
nes críticas, como las huelgas o la liquidación y el traspaso al munici-
pio, el Estado y los propios trabajadores, los costos de su crisis.

En el documental La Quebrada de Oro la memoria está cargada de 
significados. En el libro de Andrea Carrión el archivo es una mina que 
hay que recorrer con sigilo. Tal como fueron concebidos, en uno y 
otro trabajo conviven las certezas y los interrogantes. Toda historia, 
al igual que toda memoria, es una forma de actualizar el pasado.

Eduardo Kingman Garcés 
Flacso-Sede Ecuador



19

Presentación

En junio de 2011, tras un año de estudios doctorales,2 retorné al 
Ecuador y al valle de Intag para hacer trabajo de campo, visitar a 
mi hermana y (re)conocer la dinámica territorial de los denomina-
dos “proyectos estratégicos nacionales”. El transporte interprovin-
cial, decente pero chabacano, impuntual y pausado, me trasladó a 
un tiempo distinto a mi premura cotidiana. La amenaza de la mine-
ría —con sus grandes inversiones y poder político— había polarizado 
a la población después de casi veinte años de resistencia. La gente 
estaba cansada de entrevistas, convocatorias y talleres: eran escépti-
cos de los expertos que llegaban, hacían preguntas, creaban expec-
tativas y se iban sin retribuir los resultados de su análisis a la propia 
comunidad.3

El viaje me confrontó, nuevamente, con uno de los grandes di-
lemas de la planificación nacional: la persistencia del extractivismo 
como una estrategia de desarrollo pese al discurso oficial que im-
pulsaba a transitar hacia una economía pospetrolera. Como funcio-
naria pública ya había experimentado esos debates y mi trayectoria 
profesional rechazaba cualquier decisión tecnocrática: los proyectos 
nacionales requerían de consulta previa con las comunidades y los 
gobiernos locales. Para comprender el “neodesarrollismo” y la “mal-
dición de los recursos” había decidido retomar la vida académica. 
Mi primera aproximación se centraba en la planificación, la gestión y 
el ordenamiento territorial en los distritos mineros. Sin embargo, mi 

2	 Este libro es el resultado del Ph. D. en Geografía por la Universidad de Carleton, Canadá, el 
cual contó con la beca del Programa Academia 2010, otorgada por la Secretaría Nacional 
de Educación Superior, Ciencia y Tecnología (Senescyt) y el auspicio del Instituto de Altos 
Estudios Nacionales (IAEN). 

3	 Para profundizar sobre este caso de resistencia de organizaciones sociales contra los pro-
yectos mineros se puede consultar los siguientes textos: Bebbington et al. (2008); Buchanan 
(2013); Davidov (2014); Dooley-Feldman (2007); D’Amico (2012); Kuecker (2007); López 
(2012); Martinez-Alier (2001); Rogge (2008); Vallejo (2010); Varela (2011). También está 
disponible el Periódico Intag (http://www.intagnewspaper.org).



Andrea Carrión Hurtado20

hermana cuestionaba aquella “voluntad de progreso”4 y enfatizaba 
en que no era posible trabajar estos temas a la distancia sin un com-
promiso directo con las realidades locales. Comprender la economía 
política de las industrias extractivas requiere cuestionar su propia na-
turaleza, mas no moldear su existencia.

Portelli (1991, p. x) señala que “nadie emprende el trabajo de 
campo sin un marco conceptual, sin una idea en mente de lo que está 
buscando y espera encontrar”. Tal proceso no responde solo al co-
nocimiento aprendido formalmente, sino a las epistemologías y on-
tologías que una porta a lo largo de la vida. Durante aquel viaje, hice 
entrevistas, asistí a seminarios y recabé información para formular mi 
propuesta de investigación. Pude releer autores que debatían sobre la 
relación entre el territorio y las industrias extractivas, así como tam-
bién recuperar materiales “no académicos”. Regresar al país me per-
mitió evidenciar la desconexión entre el mundo anglosajón y la rea-
lidad latinoamericana, y cómo las preguntas de investigación tienen 
una relevancia contextual, en función del lugar en el que se formulan.

Los estudios doctorales habían ampliado mi comprensión de los 
debates y metodologías posestructuralistas, pero aquellas perspec-
tivas me resultaban insuficientes para explicar las relaciones de pro-
ducción en el sector minero. Por otro lado, los debates estructuralis-
tas tendían a una reificación de la economía, donde la explotación 
de la naturaleza y las relaciones de clases constituyen un requisito 
para perpetuar el capitalismo, sin alternativas posibles. En mi opi-
nión, estructura y agencia no son marcos explicativos excluyentes en-
tre sí, sino elementos analíticos que permiten comprender las carac-
terísticas mediante las cuales los sistemas de producción adquieren 
una materialidad particular. La especificidad de las instituciones, las 
normas y las prácticas transforman el régimen de acumulación en 
diferentes escalas geográficas a lo largo del tiempo. 

Portovelo no era mi primera opción para la investigación docto-
ral, pero constituye el único enclave minero del país en perspecti-
va histórica. Así que emprendí el viaje para conocer más de aquel 

4	 Esta frase hace referencia al término will to improve desarrollado teóricamente por Tania Mu-
rray Li (2007).
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lugar. Llegué a la plaza central de Zaruma un día soleado de verano; 
la oficina municipal estaba cerrada y abría dos horas más tarde. La 
ciudad colonial continuaba viviendo al son de una sirena y la rutina 
que había impuesto la empresa estadounidense que operó las minas 
hasta mediados del siglo pasado. Un grupo de ciudadanos desfilaba 
con pancartas que pedían paz y justicia tras la muerte de un minero 
artesanal. En el horizonte se observaba la construcción de un nuevo 
campamento minero; la gente no sabía con certeza si era chino o ca-
nadiense.5 En ese escenario me preguntaba a mí misma ¿cómo enten-
der la trayectoria y la dinámica de la minería industrial en Ecuador?

En la búsqueda de antecedentes me “tropecé” con los archivos 
municipales de Zaruma. Tuve una reacción emocional hacia esa co-
lección de actas, fotografías y periódicos que daban señas de un 
pasado difuso. Las historias de la South American Development 
Company (SADCO) hacían eco con mi preocupación por los impac-
tos a largo plazo y la espacialidad de las industrias extractivas. La 
geografía histórica, social y urbana resultó ser un espacio para una 
investigación profunda. 

Quiero reconocer mi deuda intelectual con mis supervisores, Jill 
Wigle y Derek Smith, así como con los miembros del comité ase-
sor, Dominique Marshall, Emilie Cameron, Cristina Rojas y Anthony 
Bebbington. Martha Romero, Mariana Cortázar, Lorena Carrión, 
Gonzalo Rodríguez, Rodrigo Murillo y Marc Becker brindaron conse-
jos invaluables sobre la dinámica social y la vida cotidiana del enclave 
minero, proporcionando acceso a materiales novedosos para com-
prender la historia local y nacional. Alex Rodríguez, Oswaldo Romero 
Witt, John Tweedy y Beret Strong abrieron sus baúles de recuerdos y 
compartieron sus archivos personales para esta investigación. En el 
verano de 2015, Ulises Unda y Roy Sigüenza renovaron mi entusias-
mo por comprender la problemática minera actual mediante una re-
sidencia artística en Portovelo y Zaruma. Durante la traducción, co-
rrección de estilo y edición del texto conté con el apoyo de Mary Ellen 

5	 Este no es un fenómeno aislado. En América Latina, el crecimiento de la inversión extranje-
ra directa en el sector minero propició cambios en la dinámica extractiva y generó resisten-
cia social en diversos países de la región (MMSD-IIED, 2002; North, Clark, & Patroni, 2006; 
Bebbington et al., 2008; Svampa, 2010).
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Fieweger, Ana Cuesta, Mariana Cortázar, David Chocair, Gabriel 
Cisneros y Miguel Romero; agradezco sus recomendaciones y asumo 
cualquier decisión respecto del uso del lenguaje y la traducción de los 
textos en inglés. En las etapas iniciales de la investigación, Eduardo 
Kingman me motivó a considerar la historia de Portovelo y generosa-
mente accedió a escribir el prólogo de este libro. Ciertamente hay una 
larga lista de amigos, colaboradores y familiares que me han acom-
pañado y alentado en distintas etapas de este proceso. Finalmente, 
quiero agradecer la paciencia, las conversaciones y los desvelos a 
quienes son el motor y la ilusión de mi vida: Gilbert, Daniela y Martín.
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1. Introducción 

El boom minero mundial de inicios del siglo xxi favoreció debates que 
argumentaban que la dinamización de los mercados de bienes pri-
marios “impulsó la exploración y desarrollo de minerales en áreas 
distantes de los centros urbanos, donde el control estatal es relativa-
mente débil; en regiones que no han experimentado una colonización 
intensiva; y donde persisten poblaciones o tribus indígenas” (Bridge, 
2004, p. 247). Este enunciado —que asume los postulados marxistas 
sobre acumulación originaria— debe ser matizado con al menos tres 
consideraciones. Primero, sobreestima la omnipresencia de los mer-
cados internacionales y desestima la configuración histórica de los 
procesos regulatorios que condicionan la expansión de las industrias 
extractivas a escala nacional. Segundo, en América Latina —y en par-
ticular en Ecuador— el proceso de urbanización ha configurado una 
densa red de transporte, un sistema de centros urbanos y una divi-
sión político-administrativa que reconfigura las relaciones de poder 
y los mecanismos de intermediación para la producción del espacio. 
Finalmente, concentra la acción política y la investigación en áreas 
en las que existe población indígena y grupos vulnerables capaces 
de construir redes de activismo a escala nacional e internacional, ex-
cluyendo otras áreas en las que campesinos y comunidades urbanas 
coexisten con la minería.

A fin de ampliar este análisis, el presente trabajo examina cómo 
las fuerzas de acumulación capitalista producen lugares para la apro-
piación de recursos minerales necesarios para sustentar la economía 
globalizada. Más específicamente, explora la manera como las au-
toridades, las corporaciones y los pobladores desarrollan modos de 
regulación para asimilar, negociar o resistir los proyectos destinados 
a la expansión de industrias extractivas. El análisis de la reestructura-
ción de la regulación minera va más allá de la descripción de un pro-
ceso de “glocalización” —la forma en que las fuerzas globales adap-
tan sus necesidades a las normas y preferencias locales— pues implica 
analizar las formas en que la globalización capitalista se redefine y 
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transforma mediante relaciones de poder multiescalares.1 El fenóme-
no en estudio no es una respuesta automática a las necesidades del 
capitalismo, sino parte de un proceso conflictivo en el que las locali-
dades tienen protagonismo en la estructuración de fuerzas y actores 
globales. Sobre esta base, se argumenta que las empresas mineras 
transnacionales no “penetran” indiscriminadamente en determina-
dos lugares del territorio nacional, sino que negocian las condiciones 
para su operación y expansión geográfica.

Diversos autores han investigado el rol de los trabajadores, de las 
poblaciones indígenas y de las comunidades rurales que resisten al 
imperialismo y al extractivismo, confrontan a las industrias mineras 
o negocian una participación en las rentas.2 Otros estudios privile-
gian el conjunto de procedimientos voluntarios, normas y mecanis-
mos alternativos de rendición de cuentas relacionados con la res-
ponsabilidad social corporativa.3 El involucramiento activo de los 
Gobiernos nacionales y locales suele considerarse un requisito previo 

1	 Según Swyngedouw (2004), la “glocalización” se refiere a dos procesos principales: a) la re-
configuración de los arreglos institucionales, desplazando el ámbito nacional como la esca-
la privilegiada de la regulación social; y, b) las formas en que las actividades económicas y 
las redes interempresariales se localizan o regionalizan para activar redes y flujos que facili-
ten las operaciones transnacionales.

2	 Echave (2009) proporciona un ejemplo de cómo las comunidades locales en las regiones 
mineras lograron el reconocimiento nacional en Perú. Las actividades mineras y los con-
flictos socioambientales han recibido la atención de organizaciones de derechos humanos 
como Mining Watch, Mining Injustice Solidarity Network, Amnistía Internacional y el Ob-
servatorio de Conflictos Mineros de América Latina. Además, organizaciones multilatera-
les, como el Relator Internacional de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas, siguen algunos casos en territorios indígenas, por ejemplo, la Mina Marlín 
en Guatemala (Anaya, 2011). En los últimos años, la industria minera ha desarrollado nor-
mas para un comportamiento ético consistente con el discurso del desarrollo sostenible y el 
bienestar general de la sociedad, así como estrategias de responsabilidad social para pro-
mover una relación más significativa con los pueblos indígenas (Render, 2005).

3	 La bibliografía relativa al rol de los Gobiernos nacionales en la regulación de la industria 
minera privilegia el análisis de los marcos normativos, la redistribución de los ingresos y las 
políticas ambientales (Campodónico, 2008; Chaparro, 2002; Moreno & Chaparro, 2009). 
Los estudios sobre responsabilidad social corporativa analizan las relaciones entre la so-
ciedad, el Estado y la minería, así como las prácticas de empresas multinacionales (Boon, 
2011; Chaparro & Salgado, 2005; Haslam, 2004; Fox et al., 2002; Sagebien et al., 2008). Por 
tanto, las políticas públicas enfatizan la necesidad de desarrollar capacidades de liderazgo 
y gestión de las autoridades locales, promover la planificación participativa, mejorar la res-
ponsabilidad fiscal, alentar las alianzas público-privadas y respaldar la responsabilidad so-
cial corporativa. La corrupción y el mecenazgo suelen figurar entre los principales obstácu-
los para la gobernanza de los recursos.
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para mitigar los conflictos socioambientales, fomentar el desarrollo 
económico y mejorar la resiliencia de las regiones mineras.4 Los en-
foques existentes descuidan el papel de las relaciones multiescala en 
la mediación de estas tensiones. Ciertamente, la espacialidad de las 
relaciones entre las industrias mineras, los modos de regulación y 
las formas institucionales no han sido estudiados en profundidad en 
América Latina.

Los arreglos institucionales desempeñan un papel complejo en la 
transformación de las relaciones sociales, políticas y económicas en 
los distritos mineros, por lo que representan un reto potencial para 
la expansión de la industria a escala nacional y local. En particular, 
los enclaves mineros o las ciudades-compañía (company town) son la 
expresión de un proceso de producción social del espacio, el cual se 
transforma por medio de las prácticas materiales y regulatorias en 
el transcurso del tiempo, lo que permite observar cómo se localizan 
las fuerzas globales y cómo estas se transforman mediante procesos 
locales. Tal afirmación genera una serie de interrogantes: ¿Cuál es el 
ordenamiento jurídico necesario para construir un enclave minero?, 
¿qué tipo de espacio y lugar es el que resulta de la implantación de 
una industria minera transnacional?, ¿cómo se transforma la geogra-
fía del enclave y de la regulación minera a lo largo del tiempo?

Este libro explora las dimensiones políticas y espaciales de la regu-
lación minera, como un proceso iterativo y multiescalar de relaciones 
entre el capitalismo global y la configuración sociopolítica a escala 
local. Para ello se exploran dos preguntas conexas: ¿Cómo surgen e 
interactúan los mecanismos institucionales que sirven para producir 
enclaves mineros? y ¿cómo la reestructuración de la regulación mine-
ra transforma el régimen de acumulación en diferentes escalas? Para 
responder a estas preguntas se explora la producción de espacio y la 
territorialidad de la regulación minera en la larga duración a partir 
del caso del enclave de Zaruma-Portovelo entre 1860 y 1980.

La investigación se centró en tres aspectos principales: la produc-
ción del espacio en el enclave minero, la evolución de las leyes de 

4	 Por ejemplo, Ruiz (2003) proporciona una descripción de las funciones y responsabilidades 
de las autoridades en las ubicaciones mineras, pero su análisis se centra en el diseño de po-
líticas para la creación de capacidades en lugar de proporcionar un marco analítico.
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minería y la espacialidad de las prácticas estatales para la regulación 
de dicha industria. Se demuestra que la producción de un enclave mi-
nero, como un proyecto de lugar articulado a una ciudad-compañía 
para la extracción plusvalor, es mucho más que la transformación 
física del paisaje, la instalación de un campamento minero o la explo-
tación de yacimientos minerales. La producción del enclave minero 
es, principalmente, la transformación de las relaciones sociales de 
producción a diferentes escalas. Analizar la evolución de las formas 
institucionales necesarias para la regulación de la industria minera 
contribuye a una comprensión de las tensiones entre el capitalismo 
extractivo y la formación del Estado en Ecuador.

1.1.	La dimensión espacial de la regulación minera 

El concepto de “producción del espacio”, desarrollado por Lefebvre 
(1991), provee un marco para estudiar paisajes industriales tales 
como los enclaves mineros. Este autor argumenta que cada sociedad 
produce un espacio particular, articulado de manera dialéctica por 
prácticas materiales, representaciones del espacio y espacios de re-
presentación. Cualquier cambio en el modo de producción conlleva 
la producción de un nuevo espacio, considerando que la inscripción 
física de las acciones humanas en el espacio ocurre de manera lenta y 
progresiva. Por ello, cualquier esfuerzo intencionado para modificar 
de manera drástica las condiciones de producción del espacio debe 
ser concebido como un proyecto territorial o un proyecto de lugar.

La producción del espacio es una práctica que tiene un referente 
geográfico y una historia que denota la permanencia y transforma-
ción de valores, conocimientos y formas de aprendizaje en su inte-
racción con diversas escalas. Para Lefebvre, el estudio de la historia 
del espacio tiene cabida entre la antropología y la economía política, 
en tanto provee una comprensión de la génesis de un determinado 
lugar, pero también de las “interconexiones, distorsiones, desplaza-
mientos, interacciones mutuas, y los vínculos con las prácticas es-
paciales de una sociedad particular o el modo de producción bajo 
estudio” (Lefebvre, 1991, p. 42). Es decir, el espacio y el lugar son 
producidos en el transcurso del tiempo, generando inscripciones de 
capas superpuestas dentro de redes de relaciones en un contexto so-
cial y económico amplio.
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Lefebvre señala que “si hay tanto una historia del espacio como 
una especificidad del espacio según los períodos históricos, las socie-
dades, los modos de producción y las relaciones de producción, en-
tonces hay un espacio del capitalismo, es decir, de la sociedad gene-
rada y dominada por la burguesía” (Lefebvre, 1991, p. 126). En una 
perspectiva aún más intrigante, Lefebvre añade que “la historia del 
espacio coincide con la acumulación del capital, comenzando con 
su fase primitiva y finalizando con el mercado mundial bajo el reino 
de la abstracción” (ibid., p. 129). Dentro del capitalismo, la historia 
del espacio está ligada con la difusión de las relaciones sociales abs-
tractas, a saber, el intercambio de valor en su expresión monetaria, 
primero mediante el oro y la plata, y luego por medio del capital. La 
abstracción del valor de cambio incluye la producción de formas es-
paciales particulares en forma de mercados relacionales y cadenas de 
mercancías coordinadas a través de redes de comunicación y centros 
organizados jerárquicamente.

Esta investigación busca comprender las formas institucionales 
necesarias para producir y transformar un tipo de lugar particular: 
el enclave minero aurífero. Se entiende como enclave económico a 
un sistema productivo controlado por un agente extranjero, orien-
tado a la exportación y la transferencia de excedentes, en torno al 
cual se articulan las políticas nacionales para reforzar las estructuras 
de dominación política y explotación económica (Cardoso & Faletto, 
1971). Dichos espacios son lugares en los que la acumulación pri-
mitiva adquiere materialidad; son el escenario en el que se producen 
procesos conflictivos y contradictorios asociados a la apropiación 
de la naturaleza y del plusvalor generado por el trabajo humano. 
Específicamente, se utiliza la teoría de Lefebvre para desentrañar 
cómo la espacialidad del enclave trasciende su ubicación geográfica 
para incluir las regulaciones sociales a diferentes escalas, necesarias 
para viabilizar y reproducir un modo de producción extractivista.

La identificación, apropiación y manejo de yacimientos minera-
les para el aprovisionamiento de sociedades industriales responde 
a un proceso cultural —y su política de valor—, por medio del cual 
se transforma la naturaleza en recursos, mercancías y condiciones 
de producción (Bakker & Bridge, 2006; Braun, 2001; Harvey, 1996; 
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N. Smith, 2008). La economía política de la extracción minera de 
gran escala —a través de campamentos industriales de propiedad 
extranjera—, crea enclaves privados que utilizan una combinación de 
medidas físicas, legales, tecnológicas, cambiarias y fiscales para pro-
ducir un distanciamiento de la economía doméstica y la sociedad 
nacional (Furtado, 1976; Thorp, 1998). En este sentido, el enclave 
minero —aunque geográficamente aislado o localizado en un sitio 
relativamente remoto respecto de centros metropolitanos— es un 
elemento fundamental para el capitalismo.

Para entender la producción de espacio en los enclaves mineros, 
este trabajo recupera conceptos desarrollados por la teoría de la re-
gulación. Con una base histórica e institucionalista, dicha corriente 
teórica postula una estrecha relación entre los regímenes de acumu-
lación capitalista y los modos sociales de regulación (Aglietta, 1976; 
Boyer & Saillard, 2002; Jessop, 1996; Lipietz, 1987). Cada régimen 
de acumulación —como la división técnica y social del trabajo que 
sustenta los patrones de producción y consumo durante un largo 
período— está sujeto a contradicciones y crisis. A su vez, la regula-
ción social de los procesos económicos genera un conjunto de reglas, 
normas, redes sociales, mecanismos organizativos e instituciones que 
sustentan el modo de producción, minimizan las crisis y transforman 
las relaciones productivas. En la medida en que la regulación implica 
prácticas sociales intencionales y disputas políticas, también es diná-
mica y propensa a las contradicciones internas. Ni el capitalismo ni el 
modo de regulación son entidades monolíticas: hay una permanente 
reestructuración temporal y espacial en función de las prácticas po-
líticas y de los procesos sociales que sustentan la acumulación. Por 
tanto, el modo de regulación asume formas radicalmente diferentes 
en el transcurso de la historia y la geografía dentro de cada configu-
ración de acumulación capitalista.

Con base en lo anterior, este análisis busca evitar al menos dos 
falacias: a) los supuestos de que la localización de los enclaves au-
ríferos está determinada por la disponibilidad física de depósitos 
minerales; y, b) que la implantación de empresas extractivas respon-
de, únicamente, a procesos de dominación hegemónica extranjera. 
Ciertamente, las decisiones de localización de empresas extractivas 
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están condicionadas por la existencia de yacimientos minerales, pero 
las características que asumen dichas empresas y la temporalidad 
en su implementación depende de factores externos a la propia in-
dustria, incluyendo la lucha sociopolítica y el marco normativo del 
país anfitrión (Bridge, 2004b, 2009). Más aún, los Estados y las po-
blaciones locales no son entidades pasivas: en diferentes etapas, los 
Gobiernos y las comunidades toman medidas propias para regular la 
actividad extractiva.

En lugar de asumir postulados sobre el imperialismo extractivo, 
la formación del Estado primario-exportador y la acumulación por 
desposesión, este trabajo analiza los aspectos geográficos y genea-
lógicos de los modos de regulación que acompañan a tales fenó-
menos. Dichas perspectivas rechazan una descripción lineal de los 
roles y responsabilidades institucionales en favor de una compren-
sión más compleja y sensible a las imbricaciones entre la producción 
social del espacio y los modos locales de regulación económica. Un 
enfoque genealógico tiene el potencial de revelar las continuidades 
y transformaciones de la espacialidad de la regulación de los recur-
sos, desnaturalizando las suposiciones sobre las prácticas materiales, 
los derechos legales y los actores a través de las escalas geográficas, 
aportando elementos para entender las crisis en el régimen de acu-
mulación y los procesos territoriales de regulación; lo cual sugiere 
mirar las yuxtaposiciones, divergencias y contradicciones entre las 
diferentes fuentes de poder, en las que las relaciones de poder se ex-
presan mediante luchas y enfrentamientos para imponer o resistir la 
explotación y la dominación a diversas escalas (Jessop, 2007).

Esta investigación refleja el compromiso de desarrollar un estudio 
de caso teóricamente informado que provea elementos para com-
prender las interconexiones entre las fuerzas globales y los procesos 
locales que transforman los lugares en los que está planificada la 
implantación de grandes proyectos mineros en Ecuador. La metodo-
logía utilizada corresponde a un estudio de caso extendido, en el que 
el lugar se convierte en una plataforma hacia las redes, la historia y la 
política del lugar en sí mismo (Gille & ÓRiain, 2002, p. 287).

Desde esta perspectiva, comprender la producción del espacio del 
enclave minero y la territorialidad de la regulación de los recursos 
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requiere: 1) una perspectiva histórica para explorar y explicar las 
continuidades y las transformaciones en el proceso de formación del 
Estado y la regulación de los recursos; 2) una aproximación etnográ-
fica para examinar los actores y las prácticas, más allá de categorías 
abstractas sobre la acumulación capitalista; y 3) una mirada geográ-
fica que trascienda las descripciones autocontenidas, para capturar 
los ensambles institucionales o las formas estructurales que conver-
gen y operan en la producción de lugares específicos.

Desde una perspectiva histórica, Comaroff & Comaroff (1992, p. 
32-33) señalan que “incluso los procesos macrohistóricos —la forma-
ción de los Estados, la realización de revoluciones, la extensión del 
capitalismo global— tienen sus pies en la tierra”. Para estos autores, 
la etnografía es un modo de observación que rechaza las narrativas 
explícitas y los modelos generalmente aceptados de historicidad res-
pecto de las sociedades no occidentales. La etnografía histórica per-
mite explorar cómo los procesos concretos y las prácticas significati-
vas dan forma a superestructuras económicas y políticas. Las fuerzas 
globales —como el colonialismo, el capitalismo, la modernidad y el 
neoliberalismo— son producto de procesos sociales contingentes que 
se funden y moldean mediante flujos de personas, ideas y cosas que 
establecen conexiones entre múltiples sitios. Siguiendo esta línea de 
pensamiento, se argumenta que la estructura y la actoría, lo global y 
lo local, no son antagonistas sino elementos interconectados para el 
análisis de la producción del espacio. Es decir, en vez de “hacer” una 
etnografía, este trabajo adopta un enfoque etnográfico a la reestruc-
turación histórica y espacial de la regulación de los recursos mineros. 
Tal perspectiva reconoce que no existe una representación “correcta” 
de personas y procesos, sino una interpretación fundamentada por 
el punto de vista de la autora.

Finalmente, el estudio de caso extendido amplifica las observaciones 
tanto en el tiempo como en el lugar, desde los procesos locales hasta 
las fuerzas externas, ampliando las referencias teóricas y las fuentes de 
información (Burawoy, 2000, p. 25-28). Las observaciones se centran 
en un lugar concreto —el enclave minero de Portovelo— para explo-
rar las formas institucionales, las fuerzas multiescalares y los actores 
que operan en la producción del espacio. La presente investigación va 
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más allá de los estudios de lugar (locality studies) que abordan procesos 
de reestructuración industrial a partir de localidades específicas.5 Esta 
metodología permite profundizar conceptos abstractos, como el “ré-
gimen de acumulación” o el “modo de regulación”, para examinar la 
mediación entre las formas institucionales y las entidades involucradas 
en la reestructuración de la regulación de los recursos.

Analizar la producción social del espacio en su larga duración es 
un recurso teórico y metodológico para entender cómo los procesos 
locales son constitutivos de las relaciones socioespaciales, políticas y 
económicas en la escala nacional y global. Esto permite un estudio 
que va más allá de los conceptos binarios que polarizan el análisis 
entre la abstracción del capitalismo global o el empirismo de los es-
tudios de localidad (Cox, 2005; Massey, 1991; Sayer, 1991; Smith N., 
1987). Es decir, el estudio de caso extendido concretiza los debates 
sobre la globalización y trasciende los estudios locales para promover 
una comprensión no positivista de la geografía económica, prestando 
atención a cómo los lugares, las jurisdicciones y las escalas están cons-
tituidos e interconectados por medio de prácticas, contradicciones y 
alianzas (Hart, 2001, p. 21). En este caso particular, se busca alterar 
la unidad aparente del enclave minero, poner de manifiesto la yuxta-
posición de formas de regulación y explicar cómo la regulación minera 
emerge de las luchas concretas a través de las escalas geográficas.

1.2.	El enclave aurífero de Zaruma y Portovelo 

Zaruma es una ciudad fundada en la época colonial; Portovelo es el 
único enclave minero que ha existido en Ecuador, con operaciones 
de gran escala entre 1896 y 1950.6 La historia de estas dos ciudades 
expresa los desafíos de lugares que se encuentran relativamente 

5	 Los estudios locales (locality studies) han sido cuestionados por inducir a una “trampa espa-
cial” que se enfoca en estudios descriptivos y empíricos sin un análisis sustantivo en térmi-
nos teóricos; véase la discusión entre N. Smith (1987) y Massey (1991).

6	 En 2018, cinco proyectos mineros han sido identificados con carácter estratégico, dos de 
los cuales –Fruta del Norte y Mirador– se encuentran en la fase de construcción de mina 
que, dadas sus características operativas, podrían constituirse en nuevos enclaves mineros. 
Además, en el mismo año, los proyectos Mirador y Río Blanco tuvieron una suspensión de 
actividades por afectación ambiental y por vulnerarse los derechos al debido proceso a la 
consulta previa, libre e informada en las comunidades aledañas, respectivamente.
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aislados respecto de las áreas metropolitanas y de los centros de de-
cisión política, pero que cuentan con una abundancia de recursos 
minerales. Más allá de una relación centro-periferia, estos sitios son 
lugares clave para la expansión del extractivismo y el capitalismo glo-
bal. La proximidad entre Zaruma y Portovelo también permite explo-
rar las regulaciones espaciales y las conexiones entre los enclaves y los 
centros urbanos de pequeña escala, así como explorar las prácticas 
y los instrumentos gubernamentales utilizados para enfrentar la bo-
nanza y el declive de la industria minera. Este caso particular permite 
analizar la producción del espacio en zonas industriales en un perío-
do extendido, incluyendo la construcción de una ciudad de una sola 
empresa y los mecanismos institucionales para su operación y cierre 
a través de diferentes escalas y temporalidades. Más aún, el estudio 
de larga duración permite analizar cómo operan diversas formas ins-
titucionales, mecanismos burocráticos y procesos administrativos en 
localidades vinculadas con la economía de enclave.

Zaruma y Portovelo se ubican en las estribaciones subtropicales 
del suroeste del Ecuador, entre la llanura costera y los Andes. Zaruma 
está situada en una meseta de la cordillera occidental, a 1200 me-
tros sobre el nivel del mar (msnm); Portovelo se encuentra a orillas 
del río Amarillo, a una altitud de 600 msnm, en la cuenca del río 
Puyango-Túmbez que desemboca en el océano Pacífico. Esta zona, 
con sus colinas onduladas y pronunciadas quebradas, se encuentra 
distante de los grandes asentamientos urbanos: a más de 100 kiló-
metros al sur de Guayaquil, la principal ciudad comercial y portuaria 
del Ecuador. Machala, Cuenca y Loja son ciudades intermedias que 
cumplen un rol de articulación regional para la provisión de servicios 
administrativos y comerciales en el sur del país y el norte del Perú. La 
producción de cacao, plátano, camarones y frutas tropicales es la 
actividad económica más importante en la zona baja de la provincia 
de El Oro, mientras que en la zona alta se produce ganado y café. En 
toda la extensión de las montañas, una densa red de túneles y cante-
ras es el escenario del sistema de vetas que se expande a lo largo de 
los municipios de Zaruma, Portovelo y Minas Nuevas, en la provincia 
de El Oro, y continúa en San Gerardo y Ponce Enríquez, en la provin-
cia de Azuay.
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Mapa 1.1
Mapa de las principales ciudades  

y carreteras cercanas a Zaruma y Portovelo
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Nota: El distrito minero está relativamente aislado de las principales carreteras (líneas gris oscuro) y los cen-
tros urbanos (áreas gris oscuro). Los límites provinciales (líneas gris claro) corresponden a las juris-
dicciones administrativas actuales. Fuente: Elaboración propia (2018).
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La geología del distrito fue descrita de manera científica, por pri-
mera vez, a finales del siglo xix (Wolf, 1879). El mineral se encuentra 
sobre un plano extendido que recorre diagonalmente de norte a sur, 
por casi 15 km, dentro de un sistema de vetas paralelas, con una 
anchura máxima de cuatro kilómetros, que cubren un área de más 
de 150 km2. El oro se encuentra incrustado en filones de cuarzo, en 
rocas andesíticas asociadas con el magmatismo terciario del arco 
continental. El cuarzo se distribuye en vetas profundas, con un pro-
medio de dos metros de ancho, rumbo sur a norte magnético con un 
buzamiento hacia el este de hasta 45 grados. Cuatro grandes filones 
o vetas de oro —denominadas Abundancia, Portovelo, Sarigüela y La 
Colorada— atraviesan la zona, con una excepcional amplitud vertical 
de 1400 metros de profundidad.

El distrito de Zaruma corresponde a la zona de minado aurífero 
subterráneo en roca dura de mayor trayectoria en América del Sur; 
ha sido un sitio de extracción de metales preciosos desde el Imperio 
incaico, durante la colonización española y en la época republicana. 
Alonso de Mercadillo fundó la Villa de San Antonio del Cerro Rico de 
Zaruma en 1549, en tanto que los registros de explotación aparecen 
en las Cajas Reales de Quito desde 1557. Entre 1575 y 1625, la zona 
se convirtió en un punto focal de la producción minera, favoreciendo 
los circuitos comerciales en la región andina (Anda, 1960; Sempat, 
1982). Este proceso creó una élite local organizada alrededor del ca-
bildo y la contratación de mano de obra proveniente desde lugares 
lejanos. Entre 1630 y 1763, el declive de la producción minera estu-
vo vinculada con la escasez de trabajadores indígenas, a la falta de 
tecnología adecuada para la extracción de yacimientos profundos, 
al aislamiento físico y la falta de apoyo institucional por parte de la 
Corona española (Lane, 2004). 

El uso del mercurio para la recuperación del oro, la aplicación de 
un sistema impositivo flexible, y el trabajo directo de los mineros y sus 
familias fomentó un segundo ciclo de explotación aurífera. Durante 
las reformas borbónicas del siglo xviii se intentó revivir las minas me-
diante el Tribunal de Minería de México, alentando las concesiones 
fiscales y elevando el nivel del comercio, pero las guerras de indepen-
dencia obstaculizaron este proceso (Barbier, 1977; Sempat, 1982). 
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Si bien las reformas centralizaban la administración del Gobierno y el 
manejo de los recursos fiscales, también generaron condiciones para 
el surgimiento de una jerarquía local encabezada por la oligarquía 
blanca y la Iglesia católica, junto con un grupo de abogados, policías, 
comerciantes, maestros y empleados, lo que redujo parcialmente los 
efectos de la crisis económica (Rueda & Romero, 2002).

Los cronistas han descrito seis períodos basados en el modo de 
producción dominante durante la etapa republicana. Hasta 1860, 
la élite terrateniente local controlaba las minas, con escasa inversión 
tecnológica y pocos descubrimientos de nuevos yacimientos. Entre 
1860 y 1895, la difusión de información sobre la geología del distrito 
favoreció la llegada de mineros independientes y empresarios nacio-
nales, quienes a su vez buscaron alianzas con inversionistas extran-
jeros. De 1896 a 1950, la South American Development Company 
(SADCO), una filial del grupo Vanderbilt, estableció el campamento 
de Portovelo. En este período se distinguen momentos específicos de 
la relación entre la empresa, los trabajadores y el Gobierno, los cuales 
serán descritos a lo largo de esta obra. Importantes luchas labora-
les contribuyeron a redistribuir los beneficios del enclave minero: en 
1919, cuando los trabajadores se enfrentaron a los administradores 
de la empresa; en 1935, año en el que el sindicato y la comisión de 
negociación dirigieron una huelga; y en 1947, cuando el sindicato 
forzó la firma de un convenio colectivo.

La retirada de los inversores estadounidenses, en 1950, implicó 
lo que se ha denominado como la “municipalización” de la indus-
tria minera: un ensayo de descentralización de los bienes y activida-
des industriales, con la participación accionaria del municipio, los 
trabajadores de las minas y los empleados técnicos. Entre 1951 y 
1978, la Compañía Industrial Minera Asociada (CIMA) administró 
las minas como una asociación local entre la cooperativa de mine-
ros y el municipio de Zaruma. La desindustrialización ocurrió de ma-
nera progresiva. De hecho, la memoria de este período registra una 
continuidad cronológica del enclave entre la administración de la 
SADCO y la CIMA. La industria pasó a control del Estado central en 
1980, después de varios intentos de estabilización y rescate durante 
los Gobiernos militares de la década de 1970. Desde entonces, las 
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políticas neoliberales provocaron el desmantelamiento del parque 
industrial y la expansión de la minería artesanal en el sur del Ecuador.

Goossens (1972) afirma que Ecuador fue uno de los principales 
productores de oro antes de la Segunda Guerra Mundial, cuando las 
minas de Portovelo estaban en pleno funcionamiento. Incluso des-
pués de la desindustrialización, en 2005, el distrito generaba más del 
60% de la producción anual de oro del país, con una producción his-
tórica total de más de 4,5 millones de onzas de oro y cerca de 250 to-
neladas de plata (Van Thournout et al., 1996; Vikentyev et al., 2005). 

Para comprender las condiciones y prácticas regulatorias que per-
mitieron la creación, operación y cierre del enclave minero —como un 
proceso de producción del espacio mediante un proyecto de lugar—, 
la presente investigación abarca el período entre 1860 y 1980, con es-
pecial atención a los momentos de crisis y transformación. El amplio 
marco temporal y el enfoque multiescalar nutren la historiografía tra-
dicional al incorporar un análisis crítico de los procesos locales, na-
cionales e internacionales que influyen en el desarrollo de la minería 
a gran escala a largo plazo.

1.3.	Métodos y fuentes 

Los estudios de caso extendido —con diferentes niveles de inmersión 
y uso de material de archivo— requieren la interacción de diferentes 
fuentes y conocimientos. En términos prácticos, toda la investigación 
se guía por el conocimiento previo y el acceso a la información, por 
lo que demanda una lente crítica para evitar moldear el mundo que 
estudiamos “para que se ajuste al marco por el cual lo observamos” 
(Burawoy, 2000, p. 28). La realidad nunca es captada completamen-
te por el observador, ya que las percepciones y prácticas difieren con 
el tiempo, el espacio y la cultura. En este punto es importante reco-
nocer que existe un grado de subjetividad en cualquier trabajo acadé-
mico; por tanto, asumo la responsabilidad de este estudio como una 
interpretación personal de la materia.

Como corolario de lo anterior, es necesario recordar que las bi-
bliotecas y los archivos, tanto públicos como privados, no son una 
colección aséptica de hechos históricos o una fuente de evidencia 
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histórica objetiva, sino mecanismos de producción del conocimiento 
y de validación de la memoria social (Derrida, 1995; Gracy, 2004; 
Stoler, 2002). La selección, clasificación, jerarquización y despliegue 
de documentos históricos revela una institucionalización acumula-
tiva que otorga la mayor autoridad a quienes poseen, organizan y 
permiten el acceso a sus contenidos (Derrida, 1995; Stoler, 2002, p. 
91). Es decir, el material de archivo determina el lenguaje que pode-
mos usar para describir el pasado, ya sea para reafirmar la historia 
“científica”, para recuperar voces subalternas, o para cuestionar in-
terpretaciones tradicionales. 

De otra parte, el bagaje teórico, la experiencia y la condición per-
sonal del investigador —en términos de raza, género y origen— con-
diciona los “hallazgos” (Burton, 2003; Smith, 1995). La investiga-
ción de archivo es un proceso mediado; las estructuras de poder, las 
narrativas dominantes, las técnicas de clasificación y las referencias 
informales dan forma y pemiten el acceso al material histórico. Por 
tanto, la identificación y análisis de material histórico crea una repre-
sentación del pasado a través de los ojos del presente, mediante lo 
que está disponible para el investigador, y lo que el investigador prio-
riza como un recuento relevante, haciendo que el material utilizado 
sea, en sí mismo, una selección de una selección. En tal sentido, el 
uso selectivo de determinadas fuentes y materiales denota un pro-
yecto personal y obliga a reconsiderar los parámetros por los cuales 
cada investigador escribe la historia. 

El primer desafío fue decidir cómo abordar y periodizar este estu-
dio de caso en la larga duración y seleccionar el material base para 
la investigación. Un enfoque crítico para la periodización supone que 
las etapas no existen en sí mismos. Clarke (1992) señala que la perio-
dización es un intento de encontrar una vía intermedia entre el empi-
rismo —que enfatiza en la contingencia histórica— y el reduccionismo 
—que resalta el fundamentalismo dogmático. Dentro de la economía 
política y la teoría de la regulación, la tendencia es vincular el régimen 
de acumulación dominante con la forma del Estado y la lucha de 
clases. Este intento tiende a reducir la actividad del Estado a una ex-
presión de necesidades funcionales a la acumulación capitalista e ig-
nora las contradicciones internas y las relaciones de poder propias a 
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la superestructura política. La periodización requiere trascender este 
determinismo teórico para comprender las condiciones específicas 
en la producción del espacio a partir de los procesos políticos y las 
relaciones económicas que van configurando la historia del espacio 
en distintas escalas.

Cualquier ejercicio de periodización presupone regularidades. Sin 
embargo, el capitalismo y la formación del Estado no ocurren de ma-
nera homogénea y progresiva en el espacio y el tiempo. La compleji-
dad y la yuxtaposición de las relaciones socioespaciales y los sistemas 
de producción producen innumerables contradicciones en los modos 
de regulación a diferentes escalas geográficas. Así, la teoría de la re-
gulación destaca el papel de la crisis y la ruptura en la visualización 
de las contradicciones y el cambio cualitativo en los marcos institu-
cionales. Por lo tanto, la periodización implica una decisión respecto 
a aislar los tiempos de crisis y transición, o integrarlos dentro de una 
explicación ampliada del modo dominante de acumulación y regula-
ción social.

Un enfoque crítico del régimen de acumulación y el modo de re-
gulación también debe cuestionar la naturaleza cronológica del tiem-
po histórico. Para evitar una narrativa fatalista sobre la economía 
de enclave, es necesario una perspectiva etnográfica que explore las 
tendencias históricas y los contextos geográficos en que surge y evo-
luciona la regulación minera. Con esa perspectiva, el análisis se ale-
ja de una interpretación lineal de “etapas” o “fases” del desarrollo 
capitalista para explorar las continuidad y transformaciones de los 
acontecimientos históricos. Por tanto, el presente trabajo adhiere 
a la noción de que múltiples temporalidades y espacialidades pue-
den coexistir en un momento y lugar determinado (Koselleck, 2002; 
Massey, 2005; Munn, 1992).

La investigación de archivo es el método clave en este análisis. El 
trabajo fue iterativo e incremental, apasionante pero paciencioso. Hay 
pocos archivos digitales en Ecuador y no todos incluían catálogos te-
máticos, de modo que —incluso cuando tenía acceso a material histó-
rico— a menudo no sabía por dónde comenzar. En ocasiones, un en-
cuentro casual con documentos y fotografías condujo a la acumulación 
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compulsiva y no estructurada de lo que se podría denominar “eviden-
cia”. La amplitud, las sutilezas y la complejidad del material llevaron a 
reconsiderar el enfoque metodológico de esta investigación. Mientras 
que la propuesta inicial acentuaba los discursos y las prácticas muni-
cipales, el trabajo que se presenta a continuación pone énfasis en la 
producción del espacio y el análisis multiescalar en la regulación mine-
ra. Así, la estrategia de investigación se enfocó en momentos de crisis 
y transformación, que representan claves para analizar “la variación en 
los objetos, temas, propósitos y tecnologías utilizados para gobernar, 
la selección de algunas tecnologías y prácticas sobre otras, y la reten-
ción de algunas de estas en la medida en que se integran en las estrate-
gias estatales o de clase” (Jessop, 2008, p. 151).

Los documentos analizados van desde 1822, año en el que surge 
el municipio de Zaruma, hasta la década de 1990, cuando finalmente 
se desmanteló el enclave minero. El material histórico proviene de 
varios archivos e incluye: 8227 folios;7 517 fotografías (imágenes) 
históricas en t; 57 documentos con relevancia histórica; 145 leyes, 
decretos, escrituras y debates normativos; 352 artículos publicados 
en periódicos y revistas locales, tanto nacionales como extranjeras; 
además de otros materiales, como mapas, diplomas, videos y música 
(ver tabla 1.1).

La historia oral complementa los documentos escritos. Mientras 
que los últimos han sido producidos por las clases dominantes, las 
primeras ayudan a revelar eventos desconocidos o aspectos ignora-
dos de eventos conocidos para “arrojar nueva luz sobre áreas inex-
ploradas de la vida cotidiana de las clases no hegemónicas” (Portelli, 
1991, p. 50). El trabajo incluye 28 entrevistas con funcionarios pú-
blicos, investigadores, líderes comunitarios y residentes de Zaruma y 
Portovelo, que fueron seleccionados sobre la base de su experiencia 
profesional o experiencia personal. Las entrevistas en profundidad 
se diseñaron para profundizar la comprensión sobre de “los vínculos 
empíricos entre los entornos locales de la vida cotidiana, las organi-
zaciones y los procesos translocales de administración y gobierno” 

7	 Los “folios” se refieren a documentos escritos a mano o mecanografiados correspondientes 
a ordenanzas municipales, actas, debates, comunicaciones y cartas, entre otros.



Andrea Carrión Hurtado42

(DeVault y McCoy, 2006). Así, las entrevistas introdujeron un cierto 
margen de flexibilidad para cuestionar las narrativas dominantes y 
comprender la perspectiva de los actores en relación con la produc-
ción del espacio y la espacialidad de la regulación de los recursos, 
particularmente para el período comprendido entre 1950 y 1980.

Tabla 1.1
Material de archivo por tipo y fuente
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AHM/Z 6133 6 2 63 299

BM/P 320 15

ANE 309

AI-MPS 412

Beaep 130 8

Cigma 5 12

MREMH 20 5 11

Consulado del Ecuador en Nueva 
York 

70 3

AH-MC 3 6 48 2

Abane 22

eSilec 118

Archivo personal Elizabeth 
Tweedy Sykes (ETSA)

799 12 281 6 6

Archivo personal Romero Witt 58

Archivo personal Rodríguez 46 10

Archivo personal Cortázar Crespo 20

Otras fuentes 26 3 1 47 8

Total 8227 57 145 517 352 52

Fuente: Elaboración propia (2018).
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1.4.	Estructura del libro

El libro está estructurado como una serie de capítulos que se pue-
den leer de manera independiente. Cada uno de ellos incluye dos 
enfoques presentados de manera dialéctica: el primero se refiere a 
los procesos materiales e institucionales que, de manera activa, im-
pulsan la producción del espacio; el segundo habla de momentos de 
crisis, contradicción y cambio cualitativo en el modo de regulación. 
Toda la obra se divide en ocho capítulos.

La introducción presenta los fundamentos teóricos y metodoló-
gicos, así como una visión general de la historia de la minería en el 
área de estudio. Se afirma que el estudio de la regulación minera re-
quiere de un enfoque histórico, etnográfico y sensible a las relaciones 
de escala, capaz de evidenciar la participación diferencial de múl-
tiples procesos y actores que configuran la producción del espacio 
del enclave minero. El segundo capítulo retoma el marco conceptual 
para analizar con mayor profundidad la relación entre los regíme-
nes de acumulación capitalista y los modos sociales de regulación 
económica.

El capítulo tres explica el boom de la industria minera a nivel inter-
nacional y nacional, con énfasis en la reestructuración del régimen 
monetario, el desarrollo de mecanismos comerciales y la apertura de 
áreas de exploración minera a fines del siglo xx. Entre 1860 y 1895, la 
demanda internacional de metales básicos y la necesidad de respal-
dar el patrón oro requería de nuevos yacimientos, innovación tecno-
lógica e inversión extranjera capaz de dinamizar la minería desde una 
lógica industrial. La apropiación capitalista de recursos del subsuelo 
incluyó un flujo de información, experticia y regulaciones para fa-
vorecer procedimientos de demarcación y seguridad de la tenencia 
de las concesiones mineras. En paralelo, el surgimiento de democra-
cias liberales y la institucionalización del aparato estatal transforma-
ron internamente las relaciones centro-periferia, limitando la auto-
nomía municipal y fortaleciendo la presencia del Estado-nación en 
el territorio nacional. En Ecuador, la conjunción de estos procesos 
permitió que el capital corporativo se consolide en el distrito aurí-
fero de Zaruma. Sin embargo, la “penetración” de los inversionistas 
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extranjero no fue un proceso sencillo y expedito, pues las empresas 
mineras tuvieron que negociar las condiciones para su operación y 
expansión en el país.

El capítulo cuatro analiza la transformación del paisaje a escala 
urbana y regional. El período comprendido entre 1895 y 1950 abar-
ca la construcción y desarrollo del campamento de Portovelo, la in-
tegración física del distrito minero y la proletarización del trabajo, 
todo lo cual impulsó el crecimiento económico y la consolidación 
de una nueva jerarquía urbana. En dicha época, la vida dentro del 
campamento se regía por una combinación entre ingeniería socioes-
pacial y modernos métodos de disciplina y control social. El capítulo 
cinco describe la reestructuración de las relaciones sociales de pro-
ducción a nivel del enclave y cómo este proceso estuvo condicionado 
por —pero también influye en— las regulaciones nacionales. Durante 
el desarrollo del enclave, la SADCO tuvo que lidiar con las estructu-
ras socioespaciales existentes y los poderes políticos emergentes que 
transformaron la dinámica, la productividad y los resultados del em-
prendimiento industrial. 

El capítulo seis destaca la ampliación y contracción de las esca-
las de regulación, las que condicionan la circulación del capital en 
el sector minero, tanto dentro como fuera del enclave. En Ecuador, 
las leyes para el sector minero fueron formuladas de manera pro-
gresiva, con base en la interacción entre el Estado, los inversionistas 
extranjeros y los grupos involucrados en luchas socioespaciales. En 
este capítulo se demuestra cómo, entre 1925 y 1950, el sistema ins-
titucional, las prácticas administrativas y la coyuntura histórica res-
tringieron la aplicación de los principios progresistas, permitiendo a 
los actores corporativos continuar extrayendo importantes recursos 
minerales, con una mínima redistribución de los beneficios a la eco-
nomía nacional.

El capítulo siete examina la reestructuración territorial del es-
pacio estatal en su relación con los actores transnacionales y loca-
les. Por medio de un conjunto de negociaciones, normas y proce-
dimientos administrativos, el Gobierno generó las condiciones para 
la adquisición del enclave minero, la redefinición de las relaciones 
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de producción y la transformación de sus fronteras internas. Para 
dilatar la desindustrialización, el Gobierno nacional estableció una 
asociación entre el municipio, los empleados y los trabajadores, dan-
do paso a una compleja competencia entre proyectos alternativos: la 
continuación del campamento minero como un recinto industrial o 
la diversificación de la economía para sustentar los medios de vida 
locales. La solución institucional proporcionó, temporalmente, me-
dios de subsistencia a los obreros, retrasó el cierre de minas y creó 
nuevas relaciones clientelares. Este proceso desplazó las externalida-
des sociales a los actores locales sin la capacidad técnica, financiera 
y empresarial para sostener la minería industrial. 

El capítulo final discute la imbricación entre la producción y la re-
gulación del espacio en los enclaves mineros. En su conjunto, la inves-
tigación busca recuperar la historia del enclave aurífero de Zaruma y 
Portovelo, analizar rigurosamente el material de archivo y politizar su 
importancia en la comprensión de las industrias extractivas en el país.
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2. La reestructuración espacial  
de la regulación minera 

En la tradición de la economía política, la teoría de la regulación pos-
tula una estrecha relación entre los regímenes de acumulación capi-
talista y los modos de regulación económica.8 Según Lipietz (1987, p. 
32), un régimen de acumulación se refiere “a una asignación sistemá-
tica y a largo plazo del producto [trabajo social] de tal manera que 
se asegure una cierta adecuación entre las transformaciones de las 
condiciones de producción y las transformaciones de las condiciones 
del consumo”. 

La “escuela de la regulación” critica la economía ortodoxa y la 
teoría neoclásica, rechazando los conceptos de equilibrio general 
del mercado, reduccionismo individualista e invariancia estructural.9 
Este programa de investigación —como fuera desarrollado por la ver-
tiente francesa y la posterior literatura anglófona— se enfocó en la 
naturaleza dinámica del capitalismo y su relación con el Estado. El 
capitalismo requiere de mecanismos institucionales para reproducir 
o transformar los órdenes sociales y económicos con el fin de garanti-
zar el régimen de acumulación dominante. La persistencia del capita-
lismo, a pesar de sus sucesivas crisis, depende de marcos económicos 
y extraeconómicos que sustentan la acumulación en diferentes con-
textos geográficos e históricos.

8	 Este enfoque ha sido criticado por carecer de una teoría general e incorporar una serie de 
“conceptos intermedios” utilizados para observar fenómenos empíricos y describir ciclos 
de desarrollo económico, a saber, el auge y la decadencia del fordismo como el régimen de 
acumulación dominante en América del Norte y Europa (Jenson, 1992; Jessop, 1997; Ma-
vroudeas, 1999; Tickell & Peck, 1992). Si bien esto sigue siendo cierto, la teoría rara vez se 
ha utilizado para comprender los modos de regulación en América Latina en los que el neo-
estructuralismo y el neoinstitucionalismo han ganado preeminencia en el análisis académi-
co de los ciclos económicos y los procesos políticos (Bresser-Pereira, 2011; Grugel & Riggi-
rozzi, 2012; Kaltwasser, 2011; Leiva, 2008; Love, 2005).

9	 Para una descripción del origen, trayectoria y variaciones de la escuela de la regulación véa-
se Boyer & Saillard (2002), Jessop (1996), Jessop & Sum (2006). 
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Con un origen y una vocación interdisciplinaria, la teoría de la re-
gulación se complementa con conceptos y aproximaciones derivados 
de la geografía económica, la teoría de la dependencia, la ciencia po-
lítica y la sociología histórica. Ello brinda elementos para el análisis 
espacial y multiescalar de las formas institucionales necesarias para 
la producción del espacio y la configuración de relaciones sociales de 
producción. En el caso del enclave minero, el campamento industrial 
es mucho más que un sistema productivo aislado, en la medida en 
que está “articulado con otros modos de producción dentro de una 
economía nacional y una formación social, y entre la formación so-
cial y económica en cuestión y su ‘mundo exterior’” (Lipietz, 1987, 
p. 14). Es decir, el estudio de una región extractiva debe incluir una 
comprensión de la relación y la tensión entre las fuerzas globales de 
la acumulación capitalista y los procesos de formación del Estado a 
nivel nacional.

Lipietz afirma que el régimen de acumulación no es una entidad 
abstracta, sino que requiere de “formas institucionales, procedimien-
tos y hábitos que obliguen o persuadan a los agentes privados a ajus-
tarse a sus esquemas” (Lipietz, 1987, p. 33). Un modo de regulación 
es un medio para “normalizar” el comportamiento de los agentes 
económicos que actúan aisladamente o con racionalidad limitada, 
a fin de asegurar el régimen de acumulación. Este proceso incorpora 
un conjunto de leyes, normas, formas organizativas, convenciones, 
procedimientos, prácticas, discursos e instituciones necesarias e in-
dispensables para mantener la acumulación, minimizar los impactos 
y las crisis, transformar las relaciones productivas y estabilizar las re-
laciones estructurales de producción y consumo. Sin embargo, los ac-
tores económicos interactúan sobre la base de racionalidades situa-
das en el tiempo y el espacio (Orléan, 1994, citado en Boyer, 2002, 
p. 14). Las contradicciones intrínsecas de la acumulación capitalista 
dan lugar a la evolución desigual de las formas institucionales, en la 
medida en que “no todos los modos de regulación pueden regular 
cada régimen de acumulación y un solo modo puede tomar la for-
ma de diferentes combinaciones de formas parciales de regulación” 
(Lipietz, 1987, p. 15). La adaptación institucional a los imperativos 
del crecimiento económico y las formas de legitimidad política no 
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ocurren automáticamente, dando paso a la variabilidad histórica y 
geográfica de la acumulación capitalista.

En contra de los postulados neoclásicos que afirman que la crisis 
es una anomalía del crecimiento económico que tiende hacia el equi-
librio general, la teoría de la regulación postula que la crisis es la ex-
presión de las contradicciones internas del régimen de acumulación. 
Harvey (2007, 1990) postula que las contradicciones estructurales 
del capitalismo se resuelven mediante un desplazamiento temporal 
de la crisis, es decir, su transferencia a otros territorios o por aplaza-
miento en el tiempo.

Con base en el caso del distrito aurífero de Zaruma y Portovelo, 
esta obra examina cómo las fuerzas de acumulación capitalista ope-
ran en determinados lugares y cómo los modos locales de regulación 
desarrollan respuestas para asimilar, negociar o resistir a los proyec-
tos extractivos. Partiendo del enfoque de regulación, la siguiente sec-
ción explora algunos posicionamientos geográficos para entender la 
dimensión territorial y la reestructuración espacial de la regulación 
minera.

2.1.	Las formas institucionales en la producción del espacio 

La escuela francesa de regulación identifica cinco “formas institucio-
nales” fundamentales de cualquier régimen de acumulación y modo 
de regulación. Las relaciones sociales que definen la conexión entre 
las unidades económicas y la apropiación excedente son: el trabajo 
asalariado, el sistema monetario, las formas de competencia, el siste-
ma internacional y la forma del Estado (Boyer, 1990; Boyer & Saillard, 
2002). Las formas institucionales actúan como intermediarias para 
estabilizar el sistema económico y surgen de conflictos entre grupos 
sociales arbitrados por procesos políticos y legales (Boyer, 2002, p. 
17). De manera complementaria, Becker & Raza (1999) sostienen 
que existe una sexta forma estructural, el régimen de propiedad, en 
tanto que regula el acceso y la utilización del mundo material, con-
dicionando tanto las actividades productivas como reproductivas en 
una perspectiva histórica y multiescala.
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La teoría de regulación carece de un marco explicativo consistente 
que explique las formas institucionales que influyen en la producción 
del espacio y la extracción de los recursos naturales. Dicho debate se 
sustenta mejor desde otros desarrollos conceptuales que analizan la 
relación entre la producción capitalista y la apropiación de la natu-
raleza, en propuestas como la “economía ambiental” (Lipietz, 1987, 
2002), la “ecología política” (Leff, 2003; Blaikie, 1999, 1995), la 
“economía de los pobres” (Boff & Rodríguez Herranz, 1996; Martínez 
Alier, 2003), la “restricción ecológica” (Becker & Raza, 1999) o la 
“producción de segunda naturaleza” (Smith N., 2008).10 Estas per-
cepciones se alejan del determinismo geográfico o del análisis causal 
de los efectos ambientales del capitalismo, explorando las condiciones 
sociales que transforman la tierra, la naturaleza y el espacio de acuer-
do con las fuerzas productivas en juego, en una negociación entre 
acumulación capitalista y reproducción social a diferentes escalas.11 

2.2.	La agencia en la regulación de los recursos

La crítica feminista de la teoría de la regulación posicionó la relación 
entre estructura y agencia. Jane Jenson (1991, p. 194) reclamaba la 
necesidad de ir más allá de conceptos abstractos y propiciar “inves-
tigaciones concretas de conjuntos de prácticas y significados desa-
rrollados históricamente, que proporcionan los mecanismos reales 
de regulación”. La evolución del orden económico y el rol del Estado 
—como el poder político institucionalizado que ayuda a internalizar 
los costos y las demandas conflictivas de la acumulación capitalis-
ta— abarca la construcción de un modo de regulación en el cual los 
diferentes actores luchan por el control del Estado; es decir, por la 

10	La crisis ecológica global ha llevado a una serie de regulaciones, algunas basadas en el prin-
cipio de precaución, que involucran mecanismos de mercado y normas gubernamentales 
destinadas a alterar las relaciones de producción y consumo.

11	La preocupación por las características institucionales necesarias para la producción del es-
pacio y la naturaleza ha derivado en el estudio de los regímenes de propiedad y las áreas ur-
banas (véase Harvey, 1988; Jager, 2003; Topalov, 1988). Además, las reflexiones que par-
ten de la economía política ponen en tela de juicio la naturalidad de los procesos ecológicos 
en su articulación con la toma de decisiones políticas (véase Blaikie, 1985; Peet & Watts, 
2004). Estas características aparentemente todavía se consideran disciplinas separadas re-
lacionadas con la teoría urbana y la ecología política.
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capacidad del Estado para otorgar poder sobre la acumulación de 
capital y la reproducción de las relaciones sociales (Jessop, 2008). 
Desde esta perspectiva, la gobernanza está lejos de ser un proceso 
cohesivo y unitario. La regulación evoluciona a la par de las luchas 
sociopolíticas y los procesos económicos, que se hacen especialmen-
te evidentes al examinar la geografía política en períodos extendidos.

Desde distintas perspectivas teóricas, varios estudios cuestionan 
los ensambles de relaciones institucionales, autoridades políticas y 
grupos sociales que actúan con autonomía relativa (véase Brenner, 
2004; Harvey, 2005; Jessop, 2002; Lefebvre, 2009; Peck & Tickell, 
2002; Sassen, 2008; Swyngedouw, 2004). Este tipo de análisis cues-
tionan la mano invisible del mercado o la integridad de la soberanía 
estatal. Más aún, se enfatiza en el hecho de que diferentes raciona-
lidades, programas gubernamentales y prácticas políticas coexisten, 
produciendo transformaciones y continuidades tanto en las prácticas 
materiales del Estado como en el marco institucional que las sustenta. 

El desarrollo desigual de los mecanismos institucionales da como 
resultado capacidades dispares en diversas áreas de política pública 
y espacios geográficos. Es decir, el aparato gubernamental desarrolla 
un conjunto distintivo de recursos y poderes a diferentes escalas y en 
diferentes sectores (Jessop, 2008; Skocpol, 1985).12 Las instituciones 
tienen una trayectoria dependiente de sus relaciones con varios pode-
res sociales, responden a racionalidades situadas geográficamente y 
pueden alcanzar una autonomía relativa, en tanto que las prácticas 
rutinarias también pueden convertirse en un medio de reproducción y 
regularización social (Jessop, 2007; Foucault, 2010). Bajo estas premi-
sas, las formas particulares del Estado son un equilibrio temporal de 
fuerzas dentro de coyunturas específicas y limitaciones estructurales.

La contingencia del poder estatal y la formación del Estado está re-
lacionada con la conducta de los agentes, su organización, recursos, 

12	La sociología histórica profundiza el análisis argumentando que el Estado no es una “cosa” 
sino un proceso social (Abrams, 1988; Campbell, 1998; Corrigan & Sayer, 1985; Joseph & 
Nugent, 1994). Autores como Anna (1996) y Quintero & Silva (1991) sugieren que el Esta-
do debe ser estudiado observando procesos históricos tales como el regionalismo, las dis-
paridades económicas regionales, las diferencias étnicas y las formas institucionales de po-
der a escala local.
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estrategias, tácticas y relaciones con otros agentes (Jessop 2008, p. 
29). Por tanto, el análisis de los mecanismos de regulación y de la po-
lítica del espacio incluye —pero también trasciende— la estructura te-
rritorial del Estado (Brenner, 2004; Cox, 1998, 1990; Lefebvre, 1976, 
1991). Si bien la división político-administrativa es una expresión de 
las relaciones de poder en la formación del Estado, también existen 
lugares específicos y conflictos socioterritoriales que adquieren un 
significado particular para la regulación de las relaciones sociales, 
económicas y políticas. Partiendo de estas ideas, este trabajo se dis-
tancia de teorías generales tales como la “maldición de los recursos” 
o la dependencia estructural para analizar de manera concreta y en 
una perspectiva histórica los actores, las prácticas, las instituciones y 
la evolución del modo de regulación en el sector minero en Ecuador.

En tal sentido, el estudio enfatiza los momentos de crisis como 
una oportunidad para identificar las contradicciones del capitalismo. 
En tiempos de crisis las formas institucionales existentes no garanti-
zan la reproducción del régimen de acumulación ni la aparición de 
nuevas formas de regulación estructural que garanticen la coheren-
cia o el éxito del régimen de acumulación. Este enfoque se aleja del 
determinismo económico y facilita una comprensión dialéctica, que 
atribuye valor a las luchas socioespaciales concretas que transforman 
el modo de acumulación dominante.

2.3.	La dimensión multiescalar de la regulación 

El modo de regulación es un concepto que implica ciertas presuncio-
nes sobre el papel del Estado. Por lo general, se describe al Estado 
como un aparato gubernamental cuyo papel primordial es definir y 
hacer cumplir decisiones vinculantes colectivamente dentro de un te-
rritorio sobre el cual tiene poder soberano en nombre del “interés 
común” o de la “voluntad general” (Jessop, 2008). Es decir, se nor-
maliza al Estado como la entidad de regulación social, organización 
burocrática e intervención política dentro de una jurisdicción deter-
minada (Dalby, 1991; Jessop, 1997, 2002; Streeck, 2011.) Desde tal 
perspectiva, el territorio nacional corresponde a una superficie geo-
gráfica en la que se realizan las relaciones, competencias y capacida-
des políticas y administrativas del Gobierno central. Bajo esta misma 
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perspectiva, las configuraciones jurisdiccionales serían conjuntos ani-
dados de espacios jerárquicos, determinados y cerrados que incluyen 
parroquias, municipios, provincias y Estados, cada uno administrado 
y controlado mediante formas espacialmente delimitadas de poder.

Dentro del campo de la geografía política, investigaciones críticas 
inspiradas por la escuela de la regulación problematizan la perspec-
tiva anterior. En particular, Agnew (1994) cuestiona la “trampa terri-
torial”, como una interpretación analítica que asume un orden está-
tico en el que se expresan y se estabilizan los sistemas de Gobierno y 
organización política. El territorio bajo jurisdicción estatal no es un 
activo fijo o una estructura estática funcional a la acumulación. La 
configuración geopolítica y la territorialidad del Estado-nación pue-
den ser desagregadas y reconfiguradas permanentemente mediante 
acuerdos formales y prácticas informales (ibid., p. 54). 

Si bien el núcleo de las formas institucionales de regulación pue-
de referirse, prioritariamente, al conjunto de entidades burocráticas 
controladas a nivel nacional, también existe una colección de entida-
des que logran cierto grado de autonomía y siguen siendo animado-
ras y mediadoras de la reestructuración político-económica mediante 
diferentes formas de la estatalidad (Brenner, 2004; Jessop, 2008). En 
la medida en que las formas institucionales se diferencian interna-
mente en unidades espaciales discretas y organizadas jerárquicamen-
te, podemos referirnos a la geografía de la regulación y al problema 
de su organización escalar (Brenner, 2004). Las escalas denotan la 
producción, reconfiguración y resistencia de algún aspecto de la or-
ganización socioespacial dentro de un ámbito geográfico acotado 
(Brenner, 2001). La escala —como una configuración espacial pro-
ducida activamente por las relaciones de poder— media entre la coo-
peración y la competencia, la homogeneización y la diferenciación, la 
sucesión y la coexistencia, y el empoderamiento de actores específi-
cos (Swyngedouw, 2004, p. 34). Los matices de tal proceso se ponen 
de manifiesto en el capítulo ocho, en el que se discute la municipali-
zación del enclave minero.

Bridge & McManus (2000, p. 14) resaltan que “el interés en la 
espacialidad de la regulación, junto con el reconocimiento de que 
existen modos regulatorios heterogéneos dentro de los espacios 
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económicos nacionales, subyace esfuerzos recientes para entender 
los procesos de reestructuración socioeconómica a escala subnacio-
nal y local utilizando los conceptos regulacionistas”. La intersección 
y yuxtaposición de los diferentes regímenes de acumulación generan 
ensambles temporales de actores, marcos legales y discursos que 
cuestionan la unicidad socioespacial de la regulación.13 Es decir, dife-
rentes conjuntos de poderes, intereses, redes y prácticas interactúan 
en diversas escalas para la reproducción social, actuando con obje-
tivos políticos y económicos que no necesariamente son imputables 
de un nivel a otro. Esta característica permite analizar la regulación 
de los recursos no solo como una actividad subsidiaria de la deman-
da global de materias primas y los modos de regulación nacionales, 
sino como un proceso de transformación y ruptura necesario para la 
continuidad de la acumulación a escala local.

De manera complementaria, teóricos críticos como Boaventura 
de Sousa Santos (1995) sostienen que el campo jurídico es una cons-
telación de diferentes legalidades que operan en espacios-tiempos di-
versos: local, nacional e internacional. Sin embargo, la estructuración 
en escalas de órdenes legales no corresponde a una pirámide de nive-
les independientes y aislados, sino que surgen de situaciones y lugares 
concretos como sitios de producción de un sentido común. La ley no 
se puede abstraer de los espacios físicos en los cuales adquiere signi-
ficado. La legalidad rige en términos formales pero no se sobrepone 
de manera inocua en el ámbito de lo local, en tanto que los actores 
locales tienen la capacidad de interpretar, adaptar y transformar el 
ordenamiento jurídico, en grados asimétricos y diversos, a partir de 
sus prácticas. Así, la estructuración de constelaciones de órdenes le-
gales procede conjuntamente con la creación de redes de poder y 
agrupaciones de espacios sociales, en los que lo local no desaparece 
en tanto que lo regional, nacional o global nunca llega a absorberlo 
plenamente (de Sousa Santos, 1995; Lefebvre, 1991).

13	Para una explicación más exhaustiva del concepto de ensamble dentro de las ciencias socia-
les véase los trabajos de DeLanda (2006) y Deleuze & Guatari (1987). Sassen (2008) pro-
porciona una explicación detallada de los arreglos institucionales y las articulaciones terri-
toriales en varias escalas.
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2.4.	La solución institucional del espacio estatal 

Lefebvre analiza la compleja y cambiante relación que une al espacio 
y al Estado. Este autor sugiere que el Estado controla la sociedad, en 
tanto que produce un espacio específico capaz de moldear, regular y 
organizar las relaciones sociales y económicas dentro de sus fronte-
ras territoriales. Tal proceso incluye la creación de una arquitectura 
institucional junto con un conjunto de mecanismos que permiten el 
ejercicio de formas específicas de poder socioespacial. El espacio así 
creado es, simultáneamente, homogéneo y fragmentado. El Estado 
regulariza la vida social mediante políticas que promueven la igua-
lación de la diferencia (Lefebvre, 2009, p. 108). La acción estatal no 
puede imponer una coherencia abstracta o una cohesión espacial en 
los diversos procesos sociales y momentos de la acumulación capi-
talista, desde la producción hasta la circulación de la plusvalía (ibid., 
p. 244). Es decir, la funcionalidad territorial del control estatal está 
fracturada y fragmentada por mecanismos de mercado y prácticas 
cotidianas en el espacio.

La idea de “espacio estatal”, desarrollada por Lefebvre (1976, 
2009), ayuda a explicar la producción del institucionalizada de es-
pacio dentro del territorio nacional, así como la espacialidad de las 
estrategias estatales en su interacción con el capitalismo. De una 
parte, el Estado extiende su poder y control sobre las relaciones so-
ciales y económicas, en la medida en que manipula el espacio para 
crear redes territoriales relativamente estables de regulación social 
(Brenner, 2004). De otra parte, el Estado tiene un rol cambiante en 
la promoción, financiamiento y subsidio del régimen de acumula-
ción por medio de la construcción de infraestructura y la provisión 
de servicios sociales que influyen en las decisiones de localización. 
Así, las intervenciones del aparato gubernamental deben concebirse 
espacialmente como intentos de organizar y regular el espacio social 
para servir a sus propios fines económicos y políticos.

Según esta perspectiva, tanto el espacio como el territorio se pro-
ducen simultáneamente por medio del Estado. El espacio así pro-
ducido es político, homogeneizador y jerárquico, pero también frag-
mentado en tanto responde a relaciones localizadas de producción y 
regulación social. Goodwin & Painter sostienen que,
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[...] los espacios diferenciados de regulación dentro de una nación surgen 
no solo como resultado de condiciones localizadas de producción y con-
sumo, y constelaciones locales de fuerzas sociales y prácticas culturales, si-
no también porque los gobiernos locales a menudo son el medio a través 
de las cuales las prácticas regulatorias son interpretadas y en última ins-
tancia provistas [a la sociedad] (Goodwin & Painter, 1996, p. 645).

Es decir, las formas espaciales, cristalizadas en la división políti-
co-administrativa, son el resultado de las áreas de influencia de di-
ferentes agentes que no están limitados por atributos burocráticos 
sino estimulados por arreglos organizativos dentro de un modo de 
producción. Las jurisdicciones administrativas son un tipo de solu-
ción espacial e institucional que funcionan como un sistema de re-
gulación social.14 Algunas formas y escalas espaciales se establecen, 
diferencian y estabilizan como unidades temporales de organización 
socioespacial, actividad, conflicto, lucha, discurso e imaginación. En 
particular, los Gobiernos locales pueden definirse como una solución 
institucional y una fuerza de producción con connotaciones geográ-
ficas particulares en la medida en que se definan como entidades en-
cargadas de la coordinación de los servicios básicos, la conciliación 
de intereses comunitarios y la mediación entre grupos de consumi-
dores, así como por ser los primeros en responder a las demandas 
locales y hacer contrapeso al incipiente sindicalismo de base territo-
rial (Sharpe, 1970, p. 174cfr.). A escala local, el modo de regulación 
es constituido, coordinado y producido por actores concretos que 
tienen un ámbito territorial acotado; pero también resistido desde el 
territorio, llevando a una reestructuración espacial de las formas ins-
titucionales que sostienen la acumulación capitalista en una perspec-
tiva amplia. Este marco permite argumentar que el proceso de con-
formación, la organización y las prácticas de los Gobiernos locales 
(en particular de las parroquias y municipios) expresan una solución 

14	El concepto de “solución escalar” (scalar fix) permite explorar la tensión entre la fijación y la 
circulación del capital (Harvey, 1981, 2001, 2005). Brenner (1998, p. 462) examina dicho 
concepto para comprender las “configuraciones de organización territorial dentro, sobre y 
a través de las cuales cada ciclo de circulación capitalista se territorializa, desterritorializa y 
reterritorializa sucesivamente”. Los estudios empíricos tienden a centrarse en el papel de las 
ciudades, las áreas metropolitanas, los Estados nacionales y los acuerdos internacionales en 
la reconfiguración de las relaciones socioespaciales vinculadas al auge y declive del fordismo 
en las economías occidentales.
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institucional del espacio estatal que permite mediar la tensión entre 
el control territorial y las lógicas espaciales de expansión capitalista. 

2.5.	La difusión, asimilación y transformación normativa 

La geografía crítica ofrece herramientas teóricas para interpretar la 
relación entre espacialidad y desarrollo normativo en un contexto de 
expansión capitalista. Harvey (2006, 2001) sostiene que la continui-
dad del capitalismo se resuelve mediante una expansión geográfica 
de sus sistemas de producción o un desplazamiento espacio-tem-
poral de sus contradicciones estructurales, esto es, la transferencia 
hacia otros territorios o su diferimiento en el tiempo. El desplaza-
miento espacio-temporal del capitalismo no responde exclusivamen-
te a las condiciones de producción sino también al avance de los 
mecanismos de regulación en sí mismos. Dicho enfoque reconoce 
que la creación de marcos normativos e institucionales puede servir 
para resolver las crisis del capitalismo, pero también puede anteceder 
al desarrollo de un sistema de producción en un ámbito geográfico 
y en una escala determinada. Ello permite aventurar que la ley crea 
y recrea relaciones económicas y geográficas que son normadas ex-
ante su existencia como realidad material. Este tema se ilustra con 
mayor detalle en el capítulo tres, analizando la difusión de las leyes 
de minería en el siglo xix.

La reconfiguración espacial de las prácticas regulatorias que sus-
tentan el capitalismo ha sido estudiada en el contexto de la globa-
lización neoliberal, como un cuestionamiento a la circunscripción 
jurídica y soberana del Estado-nación en el marco de regímenes de 
acumulación flexible (Agnew, 1994; Keil & Mahon, 2009; Peck & 
Tickell, 2002; Sassen, 2010). En tal línea de análisis, existen estudios 
sobre la difusión y la reestructuración escalar de las prácticas regu-
latorias (Jordana & Levi-Faur, 2005; Meseguer & Gilardi, 2009), la 
movilidad y la mutación de las políticas públicas (Peck & Theodore, 
2010), la estandarización y difusión de conocimiento a través de 
políticas públicas que migran entre los diversos países (Mahon & 
McBride, 2009), y los actores, las asociaciones y los mediadores tec-
nológicos que inciden en la aprobación y transformación de las leyes 
(Latour, 2010, 1986).
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Existen importantes obras de economía política que reconocen 
que los procesos de producción capitalistas consideran a los recur-
sos naturales como una “mercancía ficticia” (Polanyi, 2001[1944]) o 
una “segunda naturaleza” (Smith N., 2008, p. 67), no solo median-
te de la creación de material de trabajo humano, sino también de 
las instituciones, las normas legales, económicas y políticas con las 
que opera la sociedad. Desde este punto de vista, los mecanismos de 
regulación del sector minero tienen un estatus privilegiado: son las 
herramientas con las que se fijan e imponen los aspectos organiza-
tivos y tecnológicos del capitalismo extractivo en el espacio-tiempo, 
creando lugares y conexiones que sostienen la acumulación basada 
en la extracción de recursos naturales. Por tanto, las regulaciones mi-
neras son un campo de disputa en la transformación del paradigma 
político e ideológico que permite avanzar en el análisis del nexo entre 
la ley y el espacio.

En síntesis, existe una tensión entre la producción de un espacio 
para la circulación del capital global y los proyectos concretos nece-
sarios para mantener la acumulación capitalista. A este respecto, in-
teresa el rol de los enclaves mineros como fuerzas constitutivas de la 
industrialización a largo plazo —como espacios propios de la expan-
sión de la economía capitalista en su transición entre el colonialismo, 
el fordismo y la acumulación flexible—. A su vez, la regulación del 
sector minero está “articulada con otros modos de producción den-
tro de una formación económica y social nacional” (Lipietz, 1987, 
p. 14). Dicha perspectiva teórica conduce a la atención a las formas 
institucionales que permiten y transforman la minería industrial, a 
saber: las prácticas materiales en la producción del enclave minero, 
la evolución de los códigos de minería y la espacialidad del aparato 
estatal. Ello va más allá de un análisis legal positivista o funcionalista, 
pues cuestiona la coherencia y consistencia de la regulación de los 
recursos en diferentes escalas y propone un análisis de las luchas y 
prácticas en la producción del espacio dentro de contextos sociopo-
líticos particulares.
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3. El boom minero de fines del siglo xix: 
condiciones globales y regulaciones nacionales, 

1860-1895

Zaruma desempeñará algún día un gran papel en la industria minera; pero consi-
derando su situación actual, difícil es pronosticar cuando se realizarán 
tales esperanzas. Espíritu emprendedor, capitales suficientes, e ingenie-
ros inteligentes: he aquí tres requisitos indispensables para que la mine-
ría tome vuelo y sea benéfica para el país. Juzguen otros, si estos requi-
sitos se encuentren en Zaruma y en toda la provincia de Loja, ó si deban 
venir de afuera (Wolf, 1879, p. 53, énfasis en el original).

Theodor Wolf —geógrafo, geólogo, naturalista y jesuita alemán— 
llegó a Ecuador en 1870, como profesor de la Escuela Politécnica 
Nacional. Aquella época estuvo caracterizada por contradicciones 
internas, crisis financiera y débiles capacidades institucionales, la 
promoción de las ciencias era una de las estrategias de la administra-
ción conservadora, modernizante y centralista del presidente Gabriel 
García Moreno (1861-1865, 1869-1875). La agitación política y las 
disputas regionales fracturaban al país, con fuerte rivalidad entre 
los departamentos de Quito, Guayaquil y Cuenca. Las élites estaban 
concentradas en el desarrollo de sus propias regiones, mostrando 
poco o ningún interés en un proyecto nacional común. La existencia 
del Ecuador como un Estado-nación y un espacio soberano requería 
de información sobre del territorio nacional; dicho conocimiento era 
un elemento clave en un proceso de la formación estatal y la identifi-
cación de los recursos necesarios para resolver la legitimidad política 
y las demandas federalistas (Radcliffe, 2001).

Como geólogo del Estado, Wolf emprendió un estudio detallado 
del Ecuador, con especial atención en las provincias de Azuay y Loja. 
Las minas de plata cercanas a Cuenca, la minería de oro a lo largo de 
la cordillera oriental de los Andes y las minas de Zaruma parecían op-
ciones alentadoras para impulsar la economía del austro ecuatoriano 
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(Chacón, 2001; Palomeque, 1994). En ese entonces, la minería era 
una actividad de subsistencia, las minas estaban parcialmente aban-
donadas y la industria carecía de inversión sustantiva. En este contex-
to, Wolf sugería la necesidad de promover la llegada de capitales ex-
tranjeros y conocimientos técnicos para emprender una prospección 
geológica que permitiera desarrollar el sector (Wolf, 1879).

A escala internacional, a fines del siglo xix, la industrialización 
capitalista y el establecimiento del patrón oro atrajeron una nueva 
ola de inversiones en actividades mineras a América Latina. Diversas 
empresas británicas y estadounidenses fomentaron la minería me-
diante el descubrimiento de nuevos depósitos, la extracción de meta-
les industriales, el control del comercio exterior y la introducción de 
nuevas tecnologías para procesar minerales preciosos (Humphreys, 
2010). En Ecuador, la expansión de la minería requería algo más que 
el espíritu emprendedor, el capital y los conocimientos técnicos que 
había sugerido el geólogo alemán. El desarrollo de la minería moder-
na estaba en la encrucijada entre la expansión del capitalismo indus-
trial y la formación de un aparato estatal con capacidad institucional 
para patrocinar investigaciones científicas, garantizar la tenencia de 
las concesiones mineras, construir infraestructura productiva, y crear 
condiciones para la inversión extranjera.

En el presente capítulo se analiza cómo la expansión global del ca-
pitalismo financiero, basado en el patrón oro, influyó en la reestruc-
turación tecnológica y empresarial de la industria minera, así como 
en la difusión, asimilación y transformación de marcos regulatorios 
en países como Ecuador. En particular, se explica la transformación 
del régimen de propiedad para garantizar el acceso a los recursos na-
turales y para favorecer la inversión extranjera en el sector minero. Se 
argumenta que la expansión del fordismo y el liberalismo —como el 
régimen de acumulación y el modo de regulación dominante a escala 
global— requerían de formas institucionales que tenían un correlato 
con intereses económicos nacionales. 

La teoría de la regulación contribuye a entender la difusión de los 
marcos regulatorios, la movilidad de las normas y la mutación de las 
iniciativas legales. Al hacerlo, se descentra el rol del Estado-nación 
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para evidenciar cómo los mercados internacionales, las rivalidades 
entre grupos empresariales transnacionales y la presencia de empre-
sarios regionales tienen agencia sobre la manera en la que las inver-
siones extranjeras se establecen en ciertos lugares con abundancia de 
yacimientos minerales. Es más, la creación de la provincia de El Oro 
como un nuevo espacio administrativo fue el resultado de la alianza 
entre fuerzas revolucionarias, empresarios mineros y élites regionales 
interesados en incrementar los beneficios de sus inversiones, así como 
para lograr una mayor autonomía en la formulación de políticas de 
desarrollo regional. El capítulo concluye afirmando que la inversión 
de emprendedores mineros especulativos y la adopción de un nuevo 
marco institucional sentaron las bases para la llegada de operaciones 
industriales a gran escala, los que transformaron a Zaruma de una 
ciudad colonial a un enclave corporativo.

3.1.	La industrialización capitalista, el patrón oro  
y la reestructuración de la minería industrial

La historia de América Latina está marcada por la conquista espa-
ñola y la extracción de metales preciosos. La explotación del trabajo 
indígena, la apropiación de los recursos naturales, la creación de ins-
tituciones sociales y la trasferencia de las riquezas generaron la pros-
peridad de las metrópolis coloniales y el genocidio de la población 
nativa (Galeano, 1997; Quijano, 2007). A inicios del siglo xix, la de-
cadencia del dominio español, la expansión del capitalismo europeo, 
la introducción del Estado liberal y el surgimiento de las élites nacio-
nales redefinieron el control político y económico sobre la estructura 
productiva. La expansión de las potencias europeas, notablemente 
Gran Bretaña y Francia, y el surgimiento de Estados Unidos como 
potencia hemisférica, crearon nuevas formas de colonialismo que re-
forzaron el crecimiento impulsado por las exportaciones de materias 
primas (Bulmer-Thomas, 2002). 

En este período, los cambios en la economía mundial y la indus-
trialización en Europa y América del Norte expandieron la demanda 
de metales como estaño, cobre y plomo. Por un lado, las potencias 
coloniales desarrollaron redes comerciales con sus territorios de ul-
tramar para abastecer a sus industrias. Por otro lado, Estados Unidos 
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extendió su alcance en su búsqueda de cobre, plata y oro. Humphreys 
(2010, p. 3-4) afirma que Gran Bretaña y Estados Unidos dictaron 
los términos en los cuales los metales fueron desarrollados y comer-
cializados para asegurar que los productos necesarios pudieran fluir 
hacia las naciones de origen y que los activos de los inversores es-
tuvieran protegidos. Este proceso perpetuó las relaciones de estilo 
colonial de dependencia económica bajo un nuevo poder hegemóni-
co, creando nuevas dinámicas centro-periferia y considerando que la 
oligarquía terrateniente y la burguesía urbana no lograron mantener 
el control sobre las actividades que requerían avances tecnológicos, 
sistemas de comercialización y grandes aportes de capital. 

En ese punto, se debe recordar que las estrategias de acumulación 
implementadas requerían de recursos específicos como el oro o la 
plata para la respaldar las transacciones mercantiles. La búsqueda 
de oro ha llevado a dos expresiones socioespaciales diferenciadas: las 
ciudades que surgen de la “fiebre del oro” y el enclave industrial.15 Sin 
embargo, dado el valor social y las cualidades materiales del oro, su 
producción no se determina con base en una proyección cuantitativa 
de la disponibilidad de yacimientos auríferos. Existen otros factores 
que influyen en el proceso extractivo, tales como: el avance de la tec-
nología minera, los costos materiales de producción, los ingresos ne-
tos expresados por el precio de las materias primas, las regulaciones 
que limitan la circulación y el uso de las reservas de oro, los regímenes 
de propiedad de las concesiones mineras y los procesos políticos al 
interior de las naciones, entre otros.

La extracción de metales preciosos bajo las condiciones imple-
mentadas durante el período colonial ya no constituía una opción 
rentable. En América Latina la minería estaba en declive debido a 
la falta de mano de obra, la inundación de las galerías subterráneas 
y la falta de inversión en tecnología (Bulmer-Thomas, 2003; Brown 
K., 2012; Sempat et al., 1980). De hecho, la situación era mucho 
más crítica. La falta de una base económica, las diferencias políticas 
tras las guerras de independencia y el desmantelamiento del aparato 

15	California, Klondike, Australia y Sudáfrica son algunos de los lugares emblemáticos en el 
estudio de la “fiebre del oro” (Bernstein, 2004; Blainey, 1970; Morse, 2003; Peck, 1993; 
Smith, 1987).
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administrativo colonial produjeron la desintegración territorial que 
condujo a la formación de países independientes en toda la región.

La emancipación política de España puso de manifiesto la frag-
mentación interna de la región en condiciones en que la minería había 
perdido su capacidad de mantener la cohesión interna y daba lugar 
a vínculos diferenciales dentro de la división internacional del trabajo 
(Sempat et al., 1980). Hasta la década de 1850, los países andinos 
centrales —Bolivia, Perú y Ecuador— experimentaron recesiones eco-
nómicas y una inestabilidad política desenfrenada, cuando finalmente 
se restableció la articulación con la economía internacional mediante 
la exportación de plata, guano y cacao, respectivamente. En Ecuador, 
la competencia entre los centros regionales de poder limitó la estabili-
zación de un régimen de acumulación y la configuración de un modo 
de regulación capaz de cohesionar un proyecto nacional.

Las nacientes repúblicas tenían pocos recursos para rehabilitar la 
industria minera o para financiar la infraestructura necesaria para 
el desarrollo de yacimientos minerales. En América Latina, inversio-
nistas extranjeros provenientes de Francia, Gran Bretaña y Estados 
Unidos trabajaron para rehabilitar las minas en México, Perú, Bolivia 
y Chile (Marcosson, 1949; Otto & Cordes, 2002, p. 1-32; Waszkis, 
1993). Las operaciones mineras estaban influenciadas por el patrón 
colonial preexistente, pero eran tecnológicamente más sofisticadas 
con una inversión intensiva de capital, con relativamente pocos tra-
bajadores y pocos efectos redistributivos en las economías naciona-
les (Clark & North, 2006). Es decir, el auge de la minería de fines del 
siglo xix representó una proporción modesta del Producto Interno 
Bruto (PIB), sirviendo, en cambio, para enriquecer a la élite gober-
nante y reforzar los términos de intercambio desiguales (Cardoso y 
Faletto, 1971; Prebisch, 1986; Thorp, 1998).16

16	Esta afirmación debe analizarse caso por caso. Por ejemplo, Chile se convirtió en un impor-
tante actor de la minería debido a las exportaciones de nitrato y los ricos yacimientos de co-
bre, que proporcionaban hasta el 40% de la producción mundial en 1852 (Brown, 2012, 
105). Los inversores chilenos controlaban la industria minera y la inversión extranjera nunca 
constituyó más del 4% del producto interno bruto después de 1865, aunque Gran Bretaña 
controlaba el comercio internacional del cobre (Taylor, 2006, p. 64). Ese no fue el caso de 
México, donde el Gobierno federal apoyó la inversión de los Estados Unidos en concesiones 
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El espacio del capitalismo global y la minería industrial estaba en 
construcción. Durante dicho período, los Estados, los comerciantes y 
los empresarios impulsaron investigaciones geológicas, prospección 
minera, marcos regulatorios y regímenes comerciales para atraer 
inversiones y garantizar el flujo de recursos. La bolsa de valores de 
Londres estableció los mecanismos operativos para el intercambio de 
materias primas a fin de regular el comercio internacional de minera-
les, reducir las incertidumbres contractuales en un contexto competi-
tivo y recaudar capital para financiar grandes proyectos.17

3.1.1.	 La adopción del patrón oro

La expansión de la economía internacional requería de una mone-
da fuerte, tipos de cambio fijos y reservas monetarias para sostener 
los mercados de materias primas. El dinero estaba respaldado por 
el oro; los Estados necesitaban reservas auríferas y lingotes para ga-
rantizar el poder adquisitivo de su sistema monetario y para asegu-
rar la convertibilidad cambiaria y el crédito internacional.18 Polanyi 
([1944] 2001) señala que esa estrategia permitió una menor volatili-
dad de las transacciones comerciales en tanto que creaba una mayor 
predictibilidad de los intercambios internacionales y limitaba la fuga 
de reservas de oro. Gran Bretaña, como la principal potencia comer-
cial, adoptó de manera oficial el patrón oro en 1816 y varios países 
de todo el mundo siguieron esta medida en los años subsiguientes 
(Bordo & Schwartz, 2009; Eichengreen & Flandreau, 1997). Este me-
tal pasó a regular la vida económica: para hacer negocios y para acu-
ñar dinero se requería de oro.

mineras y ganaderas. En este caso, los ingresos se usaron para mantener la estabilidad po-
lítica interna y el crecimiento económico (Solbrig, 2006, p. 344).

17	El London Metal Exchange (LME) se estableció en 1877 para asegurar el suministro de mi-
nerales desde Chile a Gran Bretaña. El LME es una bolsa de commodities que establece los es-
tándares para contratos de futuro, incluyendo el tamaño del contrato, la calidad y el méto-
do de pago en una fecha específica (Gibson-Jarvie, 1983, p. 31-35). El LME estaba avocado 
a metales industriales, por sobre los mercados de metales preciosos, en tanto que el New 
York Commodity Exchange (NYMEX/COMEX) recién adquirió preponderancia en 1933, 
después de las políticas del New Deal (“Nuevo Trato”, política intervencionista aplicada por 
el presidente estadounidense Franklin D. Roosevelt).

18	Para una discusión sobre cómo las reservas minerales se convierten en un recurso valioso 
socialmente ver los textos de Bakker & Bridge (2006) y Castree & Braun (2001).
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Evidentemente, la revalorización económica del oro y la adopción 
del patrón oro no estuvo exenta de críticas (Morse, 2003). En Estados 
Unidos, la disputa entre los defensores del patrón de oro y los pro-
motores de dinero “blando” —respaldado por plata— fue el centro 
de las campañas presidenciales y los argumentos políticos en torno a 
la crisis financiera de mediados del siglo xix. Los gold-bugs argumenta-
ban que el oro tenía cualidades intrínsecas que permitían sostener el 
régimen monetario, pero también podía promover valores morales, 
como la honestidad, el progreso, la estabilidad y el materialismo. Los 
silverities negaban el valor natural del oro y afirmaban que el dine-
ro era una creación social, la expresión de intereses económicos. En 
Estados Unidos, el patrón oro fue adoptado después de la elección 
de William McKinley, en 1891. Consecuentemente, el volumen de la 
producción mundial aumentó dramáticamente en tanto que el oro 
se valorizó aun más, pese a que su precio se mantuvo relativamente 
estable en mercados oficiales.19

Gráfico 3.1
Producción mundial de oro, en toneladas 1800-1975

0 

200 

400 

600 

800 

1.000 

1.200 

1.400 

18
01

-1
0 

18
11

-2
0 

18
21

-3
0 

18
31

-4
0 

18
41

-5
0 

18
51

-5
5 

18
56

-6
0 

18
61

-6
5 

18
66

-7
0 

18
71

-7
5 

18
81

-8
0 

18
81

-8
5 

18
86

-9
0 

18
91

-9
5 

18
96

-1
90

0 
19

11
-1

5 
19

05
-1

0 
19

11
-1

5 
19

16
-2

0 
19

21
-2

5 
19

26
-3

0 
19

30
-3

5 
19

36
-4

0 
19

36
-4

0 
19

41
-4

5 
19

46
-5

0 
19

51
-5

5 
19

56
-6

0 
19

61
-6

5 
19

66
-7

0 
19

71
-7

5 

Nota: Debido a los registros disponibles, el eje X se encuentra distorsionado en función de la temporalidad 
de los reportes en el siglo xix. Resalta el aumento en la producción mundial a principios del siglo xx y 
el declive durante la Gran Depresión y la Guerra Fría. Fuente: Schmitz (1979). 

19	En Estados Unidos, el precio del oro se mantuvo relativamente estable durante un largo pe-
ríodo: 19,75 USD/oz en 1792, 20,67 USD/oz en 1834 y 35 USD/oz en 1934.
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El patrón oro —como forma institucional de regulación del siste-
ma monetario— permitía coordinar los espacios para la circulación 
del capital, pero también requería de lugares para su extracción y 
producción material como un bien transable. La extracción de cuar-
zo aurífero no ocurre únicamente sobre la base de una proyección 
cuantitativa de la disponibilidad de reservas de mineral. Existen otros 
factores que entran en juego, entre los cuales destacan tres: el estado 
de la tecnología, los costos de producción y los ingresos netos expre-
sados por el precio internacional del oro (Hirsch, 1968). Además, el 
patrón oro imponía limitaciones normativas para la circulación y el 
consumo de oro, las cuales se mantuvieron en vigencia hasta prin-
cipios de la década de 1970. De otra parte, el incremento del valor 
simbólico del oro, la creación de reservas monetarias centralizadas, 
el abandono del bimetalismo y la relativa estabilidad de precios ge-
neraron incentivos para su explotación en todo el mundo (Bordo & 
Schwartz, 2009; Morse, 2003). El descubrimiento de campos aurífe-
ros en Estados Unidos, Canadá, Australia, Sudáfrica, Rhodesia del 
Sur, Rusia y México dio lugar a dos fases principales de crecimien-
to en la minería de oro, la primera en 1848 y la siguiente en 1890 
(Eichengreen & McLean, 1994; Schmitz, 1979) (véase el gráfico 3.1). 
Estos países suministraron oro a los mercados internacionales hasta 
mediados del siglo xx, cuando se produjeron importantes variaciones 
tras las políticas del New Deal, el colapso del patrón oro, los grandes 
aumentos de la producción sudafricana y el uso industrial del oro.

3.1.2.	 La expansión de la minería aurífera  
a escala internacional

El valor social de los recursos no es inherente a su naturaleza física o al stock 
de yacimientos minerales, sino que es conferido por la sociedad en 
un contexto histórico determinado (Bridge, 2009). Con tales con-
sideraciones, podemos preguntarnos cuál es la forma espacial del 
capitalismo en el momento en que la expresión monetaria del valor 
social está representada por las reservas de oro y cómo ha cambia-
do dicho espacio a medida que cambia el valor social del oro. Este 
trabajo analiza los lugares donde se produce el oro para exportación 
industrial —los enclaves auríferos—, mas no los espacios en los que el 
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oro adquiere la forma de mercancía para la circulación del capital, 
ya sea para el intercambio comercial o como respaldo de la reserva 
monetaria en los bancos centrales.

El descubrimiento de los campos auríferos suele representarse 
como un accidente, una cuestión de suerte, o un esfuerzo al azar vin-
culado a la iniciativa privada (Mumford, [1934] 2010, p. 66-74).20 Por 
el contrario, Blainey (1970) y Harvey & Press (1990) sugieren que los 
emprendimientos mineros resultan de la propagación de las activida-
des humanas en regiones de reciente asentamiento bajo condiciones 
macroeconómicas deprimidas. En tales casos, el desempleo y las bajas 
tasas de interés alientan proyectos especulativos y aceleran los descu-
brimientos de minerales. Además, las iniciativas lideradas por el Estado 
impulsan el descubrimiento de campos minerales y la llegada de pobla-
ción a lugares con escasa infraestructura y servicios públicos, transfor-
mando el paisaje regional y las relaciones sociales de producción.

Algunos aspectos de dicho análisis permiten comprender el de-
sarrollo minero en Zaruma durante el siglo xix. Las minas coloniales 
prometían ser rentables a la luz de las prospecciones geológicas y las 
innovaciones tecnológicas. A su vez, las élites regionales cuencanas 
estaban dispuestas a hacer inversiones especulativas para aumentar 
las tasas de retorno derivadas de la sobreacumulación de capital vin-
culado con la venta de sombreros de paja toquilla.

La tecnología desempeña un papel importante en la forma en 
que se materializan las relaciones sociales, configurando y afectando 
la evolución de cualquier paisaje. La investigación técnico-científica 
aplicada a la minería y la metalurgia dio lugar a invenciones e inno-
vaciones, como el proceso de cianuración, el drenaje ácido de mina, 
el dragado hidráulico y la trituración mecanizada. Los avances en 
la tecnología minera fueron seguidos por la inversión en nuevas for-
mas de energía para reemplazar el viento, el agua y la fuerza animal 
(Brown, 2012, p. 108), lo que incluyó el desarrollo de motores de 

20	Los episodios de fiebre del oro ocurrieron en áreas remotas como California y Alaska (Es-
tados Unidos), Nueva Gales del Sur y Victoria (Australia), el Yukón (Canadá) y Witwaters-
rand (Sudáfrica), por mencionar algunos de los descubrimientos más destacados. La febril 
migración de trabajadores, mercaderes y cazadores de fortunas se ve como un viaje en bus-
ca de enriquecimiento monetario personal (Morse, 2003).
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vapor y electricidad para suplir las bombas, ventiladores, molinos, 
chancadoras y compresores de aire. La electricidad tuvo un efecto 
modernizador, ya que se utilizó para iluminar las galerías subterrá-
neas, hacer funcionar los elevadores y mover a hombres y materia-
les dentro y fuera de la mina. Al mismo tiempo, la introducción del 
transporte ferroviario permitió el desplazamiento de cargas pesadas y 
maquinaria a costos reducidos. Además, la nueva tecnología minera 
facilitó la extracción de depósitos de baja ley, reduciendo el número 
de trabajadores y aumentando la rentabilidad global de las minas.

La tecnificación de la minería llevó a la profesionalización y a la 
movilidad internacional de un grupo de ingenieros, geólogos y ge-
rentes (Brianta, 2000; Harvey & Press, 1989). El desarrollo de los 
yacimientos minerales requería de conocimiento experto para resol-
ver problemas técnicos complejos. Las empresas mineras británicas, 
francesas y estadounidenses empleaban ingenieros formados para 
trabajar en el ultramar, en la medida en que eran capaces de desarro-
llar prospección científica, operar maquinaria, brindar asesoría legal 
y financiera, difundir ideas modernizadoras (Harvey & Press, 1989; 
Hovis & Mouat, 1996; Ochs, 1992; Phimister & Mouat, 2003). Por 
una parte, la industria buscaba a técnicos para implementar prác-
ticas organizativas jerárquicas a fin de supervisar la extracción y el 
procesamiento mecanizados. Por otra parte, los incipientes Estados 
latinoamericanos buscaban modernizar sus procesos tecnológicos 
reclutando a científicos extranjeros para impulsar la educación y la 
profesionalización de una burocracia técnica en el sector minero. 
Theodor Wolf fue uno de esos expertos internacionales que arribó 
a Ecuador −con estudios de geología, mineralogía y zoología en la 
Universidad de Bonn− para difundir conocimientos prácticos y desa-
rrollar estudios geológicos (Pérez Pimentel, 1975).

La industrialización de la minería requirió de una reestructuración 
basada en empresas multinacionales capaces de emprender riesgos 
de exploración e invertir capital en el mercado externo.21 Las fusiones 

21	Por ejemplo, en 1929, las principales empresas cupríferas estadounidenses en la región te-
nían activos de capital de 1,5 mil millones de dólares, mientras que tres corporaciones es-
tadounidenses controlaban alrededor del 48% de la capacidad mundial de refinación y fun-
dición: United Metals Selling Co. Group, American Smelting and Refining Co. (ASARCO) y 
Phelps Dodge (Schmitz, 1986).
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corporativas dieron lugar a operaciones a gran escala para consoli-
dar los intereses en la explotación, la fundición y el refinado de mine-
rales (Schmitz, 1986). Las empresas mineras se integraron horizon-
talmente para beneficiarse de economías de escala, y verticalmente 
con sectores subsidiarios, como el agua, el transporte, la madera y la 
manufactura, para suplir las necesidades de la industria. El flujo de 
capital, tecnología y bienes tuvo lugar al interior de las empresas que 
obtuvieron el control de los mercados financieros y de materias pri-
mas para perseguir la maximización de los beneficios, independiente-
mente de las políticas nacionales (Deverell, 1975; Sunkel, 1972). Las 
nuevas estructuras organizativas permitieron la rápida expansión de 
la industria minera durante la década de 1890. Este proceso estuvo 
acompañado por reformas regulatorias basadas en las relaciones de 
producción poscoloniales e imperialistas, como se explica en la si-
guiente sección para el caso de Ecuador.

3.2.	La difusión y transformación de las leyes  
de minería en el siglo xix 

Las leyes que nos rigen en materia de minería, son diminutas y las orde-
nanzas españolas, son propias de la época en que se dieron, conviene en 
mi concepto, adoptar el Código de Chile, hasta que en el Primer Congre-
so, pueda darse otro, reformando o modificando aquel en todo lo que la 
experiencia manifestase la necesidad de modificarlo. Como nuestro Có-
digo Civil, es tomado del Chileno y como el de minas del que vengo ha-
blando está en perfecta conformidad con el Derecho Civil Chileno, creo 
que no debe buscarse otro Código extranjero para formar el nuestro.
(Rafael Arízaga, Jefe Civil y Militar de la Provincia de El Oro, al Ministro 
de Gobierno, Septiembre 1883. En Rodríguez, 2002, p. 253).

La propiedad de los yacimientos minerales es uno de los elementos 
centrales del derecho minero, en tanto determinan el grado de inter-
vención del Estado en la administración de la riqueza minera y los de-
rechos de los particulares sobre las minas. El estudio de los sistemas 
legales que configuran el dominio de minas suele tener un énfasis 
histórico y dogmático (Campbell, 1956; Ossa Bulnes, 1999; Vergara 
Blanco, 1992; Vildósola, 1999; Zúñiga, 2005). El desarrollo normati-
vo refleja dos objetivos contrapuestos: el control soberano sobre los 
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recursos minerales y la retribución a la iniciativa minera desarrolla-
da por inversores privados. Esta sección analiza la configuración de 
un régimen de propiedad privada sobre los recursos naturales como 
forma institucional, contingente al contexto histórico y político que 
opera dentro de un modo de regulación del ámbito nacional, pero 
que es influenciado por la difusión de marcos regulatorios funciona-
les a la expansión capitalista.

En el tiempo de la campaña de independencia, el Libertador 
Simón Bolívar buscó recuperar la minería como una de las fuentes 
de riqueza pública y prosperidad de la Gran Colombia. Durante la 
época colonial, la Ordenanza de Minería de 1753 establecía que la 
Corona española mantenía exclusividad de la explotación de las mi-
nas y, por tanto, se había restringido el laboreo de minas y el acceso 
de capitales provenientes de otras potencias coloniales. Esta legisla-
ción buscaba el control territorial de la producción minera, para la 
cual instauró un sistema administrativo y concesional sujeto al pago 
de regalías, correspondiente al pago de un quinto de la producción, 
y el pueble de mina, es decir, el trabajo continuado por un número 
mínimo de operarios. Así, la propiedad y el usufructo estaban vincu-
lados a la ocupación efectiva de las minas, lo que involucró la movi-
lización de fuerza de trabajo indígena y el establecimiento de asenta-
mientos mineros.

El Decreto de Bolívar, promulgado en 1829, pretendía garantizar 
la propiedad de las minas, otorgar seguridad jurídica frente a cual-
quier ataque, alteración o pérdida de la pertenencia minera y pro-
mover el conocimiento científico de la minería y de la mecánica. El 
decreto introdujo reformas relativas a la denuncia, adjudicación y 
abandono de minas, limitó el número de pertenencias mineras por 
cada propietario y propició reformas relativas a los juicios de minas. 

El decreto buscaba transformar estas relaciones pues determinaba 
que “las minas de cualquier clase, le corresponden a la república, cuyo 
gobierno las concede en propiedad y posesión a los ciudadanos que las 
pidan” [énfasis añadido]. Sin embargo, la normativa tuvo aplicación 
limitada en el contexto de conformación de los nuevos Estados.

La conformación del Ecuador como Estado en 1830 consagró los 
derechos de propiedad y favoreció la inversión extranjera en el país. 
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La promulgación de la Ley de Fomento de la Minería de 1830 bus-
caba reactivar el sector productivo en el naciente país. La industria 
minera obtuvo exenciones tributarias, beneficios para la compra de 
pólvora y sal, así como también disposiciones para que los munici-
pios construyeran, con fondos propios, los caminos de acceso a los 
sitios mineros (Chacón, 2001). Todo esto dio paso al resurgimien-
to de la minería en el austro, por medio de emprendedores locales, 
huaqueros y lavaderos de oro en los ríos de la zona, un tema que se 
explora con mayor detalle en las siguientes secciones.

Sin embargo, a fines del siglo xix, la expansión internacional de 
la minería industrial enfrentó el dilema de mantener una legislación 
colonial basada en un sistema regalista dentro de un contexto repu-
blicano que buscaba impulsar la exploración minera. El capital trans-
nacional requería normas claras para respaldar la inversión, mono-
polizar los recursos naturales, facilitar las operaciones industriales 
y garantizar el flujo de capital hacia sus países de origen. En este 
sentido, la ley no es un mero reflejo de procesos económicos sino un 
generador de relaciones sociales contingentes a un proceso histórico, 
político y geográfico que posibilita el desarrollo de un modo de pro-
ducción. En este caso interesa analizar dos marcos regulatorios: el 
Código Civil y el Código de Minería.

3.2.1.	 El Estado de derecho y la consagración  
de la propiedad privada

A lo largo de América Latina, la conformación del “Estado de dere-
cho” estuvo profundamente influenciada por la obra de Andrés Bello 
en su redacción del Código Civil de Chile de 1855. El jurista venezola-
no había desarrollado una propuesta que establecía un balance entre 
la tradición y el cambio, con un fuerte arraigo en el derecho romano 
(Guzmán, 1982; Jaksic, 2001). Dicho cuerpo legal establecía normas 
para regular las relaciones civiles y comerciales de los ciudadanos, y 
se difundió ampliamente en los países de habla castellana y portu-
guesa, que lo adoptaron y adaptaron a cada sistema político.22 

22	Bravo Lira (2010) describe la difusión del Código Civil desarrollado por Andrés Bello, apro-
bado por el Congreso chileno en 1855. El texto fue adoptado en su totalidad en Colom-
bia (1857, 1876, 1887), Ecuador (1861), El Salvador (1859), Panamá (1860), Honduras 
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El Código Civil ratificaba el derecho patrio por sobre el derecho 
común y pretendía sistematizar y codificar la norma, a fin de evitar 
la multiplicidad de las leyes, sus defectos y contradicciones (Bravo 
Lira, 2010). El texto, organizado en cuatro libros, incluía provisiones 
sobre: las personas jurídicas; la adquisición, uso y usufructo de la 
propiedad; las sucesiones y las donaciones; y las obligaciones rela-
tivas a contratos. El Estado de derecho se ratificó mediante cuatro 
principios: la primacía de la ley, la igualdad ante la ley, la propiedad 
privada y la libertad de contratación (Matus Valencia, 1957).

En el caso del Ecuador, la constante fluctuación por diferentes 
modelos constitucionales ralentizó el proceso de codificación de las 
relaciones sociales. El país mantenía un compromiso sociopolítico 
inestable: la confrontación entre las élites regionales, las guerras terri-
toriales con Perú y Colombia, la política partidista y el malestar social 
generaron continuas disputas relacionadas con los sistemas jurídicos 
y políticos. Entre 1830 y 1897, el país fue gobernado al amparo de 
once constituciones, seis de ellas reflejando los deseos del Partido 
Conservador, y el resto las del Partido Liberal (Vásquez & Saltos, 
2007, p. 150). La crítica del marco constitucional y, sobre todo, sus 
carencias y contradicciones en función del nuevo contexto económi-
co y político, planteaban la necesidad de formular normas secunda-
rias que dieran estabilidad a las relaciones sociales y económicas. 

En 1857, la Corte Suprema abandonó la formulación de un pro-
yecto de Código Civil y acogió la propuesta realizada por Andrés 
Bello con los siguientes argumentos: 

La Corte, que no abriga sentimiento de orgullo y vanidad y que cree que 
no hay mengua alguna en adoptar lo bueno que ya se encuentra hecho, 
no ha vacilado en volver sobre sus pasos, dando de mano a sus trabajos 
anteriores y se ha contraído a examinar dicho Código. De este examen 
ha resultado la convicción de que su plan es preferible al que se había 

(1880), Nicaragua (1871); mientras que Venezuela (1863), Argentina (1869), Uruguay 
(1869), Paraguay (1876) y Brasil (1860, 1865) produjeron sus propias normas, muy in-
fluenciadas por el Código de Bello. El Código chileno afectó parcialmente la redacción de 
leyes civiles en México (1871, 1884), Guatemala (1877) y Costa Rica (1888). El trabajo in-
fluenció las regulaciones en Portugal, España, Cuba, Puerto Rico, Angola, Mozambique, Fi-
lipinas, Guinea Portuguesa, Cabo Verde, Santo Tomé, Goa, Macao y Timor.
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trazado la Corte y que su doctrina y aun su estilo podían ser adopta-
dos por nosotros, haciendo solamente una que otra variación, que la di-
ferencia de circunstancias y el bien de la claridad hicieren necesarias. 23

Dicho código se volvió crucial para la posterior legislación minera, 
pues estableció las bases del régimen de propiedad privado, en una 
transición del ordenamiento jurídico colonial hacia la legislación re-
publicana. Posteriormente, la Constitución del Ecuador de 1869 am-
pliaría el concepto de propiedad a los “descubrimientos” orientados 
a promover las empresas y favorecer las mejoras útiles que puedan 
introducirse en la República (art. 35, inciso 12), un precepto que será 
importante para el desarrollo de la minería a fines de dicho siglo. De 
manera más enfática, la Constitución de 1878 incorporó un capítulo 
específico en el que la nación garantiza “la propiedad con todos sus 
derechos” y se refiere a que los ecuatorianos gozan de libertad de in-
dustria y de la propiedad exclusiva de sus descubrimientos (art. 27).

3.2.2.	 La difusión del código minero en el período liberal

Harvey (2014, p. 55) señala que la propiedad privada —un requisito 
para la expansión del capitalismo— depende de la existencia de au-
toridades estatales y sistemas legales para codificar, definir y hacer 
cumplir las obligaciones contractuales de las personas jurídicas. Los 
orígenes y la evolución del derecho minero trascienden este trabajo, 
pero vale mencionar algunos elementos sustantivos necesarios para 
comprender la transformación de la propiedad sobre los yacimientos 
minerales en Ecuador. 

Vergara Blanco (1992, 2006) sostiene que la propiedad estatal de 
los recursos minerales tiene una conexión íntima con el colonialismo 
español y el derecho civil. La explotación de las concesiones mineras 
estaba garantizada por la organización política y administrativa de la 
Corona española. Esto produjo un vínculo “patrimonial” entre el so-
berano y los recursos del subsuelo; las minas eran un bien originario y 
una regalía del aparato político. Vergara Blanco insiste en que la nor-
mativa republicana no solo continuó esta tradición, sino que empleó 

23	Oficio de la Corte Suprema al Ministro de Estado en el Despacho del Interior, Quito 
21/2/1857 (citado en Bravo Lira, 2010, p. 96).
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un lenguaje más enfático para reafirmar la propiedad estatal de las 
minas. Esta postura no repara en las regulaciones mineras de finales 
del siglo xix, las cuales han sido subestimadas o poco estudiadas. 
Sin embargo, las leyes promulgadas en dicho período dan cuenta de 
la transición de las regulaciones coloniales y la amplitud geográfica 
de la transformación normativa en un contexto de expansión de las 
industrias extractivas; en analogía con lo que ocurre actualmente en 
América Latina, región en la que la difusión del código minero mo-
derno favorece condiciones para la apropiación de la naturaleza con 
fines productivos.24

El sistema fundiario o de accesión asume la unidad entre el suelo y el 
subsuelo, por lo que el propietario del suelo adquiere también el do-
minio de las minas. El sistema res nullius concibe a los minerales como 
un objeto jurídico distinto del suelo, carecen de un dueño originario y 
su propiedad corresponde a quien los descubra y trabaje. Desde esta 
perspectiva, las minas se transforman en bienes adquiribles por me-
dio de una concesión que otorga el Estado en tanto representante de 
los intereses generales. El sistema regalista atribuye el dominio eminen-
te o radical del subsuelo al soberano, el cual otorga en propiedad y 
posesión las minas, previa una concesión sujeta al pago de derechos 
o regalías. Una variante de este sistema considera a las riquezas mine-
ras como un dominio patrimonial, absoluto e inalienable del Estado.

Hacia fines del siglo xix, la legislación minera del Ecuador con-
sistía en una colección de leyes contradictorias, provenientes de la 
Ordenanza de Minería de Nueva España de 1753, el Decreto de Bolívar 
de 1829 y las sucesivas modificaciones constitucionales (Paz, 1886).

El Código de Minería del Ecuador de 1886 —una réplica textual 
del Código de Minería de Chile de 1874— facilitó la expansión de la 
propiedad privada y el imperialismo extractivo al transformar las for-
mas institucionales que regulaban el dominio del subsuelo. Ecuador 
adoptó, temporalmente, un régimen de res nullius mediante el cual 

24	El “Código minero moderno”, derivado de los principios neoliberales, promovió la desre-
gulación de la industria a fin de atraer inversión extranjera directa promocionar las ventajas 
competitivas y adoptar instrumentos de gestión ambiental o responsabilidad social corpo-
rativa, generando así un nuevo ciclo de expansión de las industrias extractivas en la región 
(Cisneros, 2016; Onorato, Fox & Strongman, 1998). 
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quien descubre, notifica y registra las minas adquiere la propiedad de 
las mismas.25 Dicho código se distancia del sistema regalista colonial 
y no determina el dominio eminente, radical o patrimonial del sub-
suelo, sino que procede a enumerar los diferentes minerales objeto 
de regulación y a definir el procedimiento para constituir las “perte-
nencias” o concesiones mineras.26 Al respecto, la ley concedía dere-
chos a los particulares, a condición de trabajar y explotar las minas 
regularmente. En caso de despueble o abandono, la mina se revertía 
al Estado, perdiendo sus linderos y su individualidad legal.

En 1887, una enmienda declaró que las concesiones mineras es-
taban abiertas a nacionales y extranjeros, y se reintrodujeron las re-
galías como condición previa a su adjudicación. Según este sistema, 
toda persona natural o jurídica capaz de poseer bienes en Ecuador 
conforme el Código Civil estaba autorizada a adquirir minas. El dere-
cho a explorar, investigar y denunciar minas estaba abierto a inverso-
res nacionales y extranjeros. Así, se eliminó la prohibición impuesta 
por las ordenanzas de 1783 que limitaban la posesión de las minas a 
los súbditos de la Corona española. Los inversores privados podían 
ejercer el derecho de prospección en terrenos eriales, no cerrados y no 
cultivados, o previa licencia del dueño en caso de terrenos cultivados. 
La conformación de la pertenencia minera como un bien de privado 
requería de un proceso mediante el cual el descubridor daba a cono-
cer el hallazgo a la autoridad competente para su posterior registro 
y publicación.

Posteriormente, en 1892, el nuevo Código de minería restableció 
el sistema de dominio eminente de las minas. El reconocimiento de 

25	El régimen de res nullius introdujo un sistema de derecho ligado al derecho consuetudinario 
y al imperialismo británico. Para una explicación detallada de los diferentes sistemas doctri-
nales relacionados con los regímenes de propiedad aplicables a las explotaciones mineras, 
véase: Campbell (1956); Ossa Bulnes (1999); Vergara Blanco (1992).

26	El Código de Minería de 1886 menciona las minas de oro, plata, cobre, platino, mercurio, 
plomo, zinc, bismuto, cobalto, níquel, estaño, antimonio, arsénico, hierro, manganeso, mo-
libdeno, piedras preciosas; en 1892, se incorpora a esta lista el petróleo. La explotación del 
carbón y demás fósiles no comprendidos en el listado anterior se sujetan a un sistema fun-
diario o de accesión; es decir, pertenecen al dueño del suelo. Las piedras y metales precio-
sos corresponden al primer ocupante; en tanto que las piedras de construcción o de ador-
no son de aprovechamiento común para quienes las necesiten.
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tal principio representaba un triunfo sobre las regulaciones colonia-
les y las incursiones liberales: el Estado volvía a tener la facultad para 
otorgar derechos de ocupación y cobrar regalías derivadas de la ex-
plotación de yacimientos minerales. De manera específica, el artículo 
1 de la reforma legal determinaba que:

El Estado es dueño de todas las minas de oro, plata, cobre, azogue, es-
taño, piedras preciosas, petróleo, carbón y demás sustancias fósiles, no 
obstante el dominio de las corporaciones o de los particulares sobre la 
superficie de la tierra en cuyas entrañas estuviesen situadas.

Pero se concede a los particulares la facultad de catar y cavar en tierras 
de cualquier dominio, para buscar las minas a que se refiere el preceden-
te inciso, la de labrar y beneficiar de dichas minas, y la de disponer de 
ellas como dueños, con los requisitos y bajo las reglas que prescribe el 
presente Código, con excepción de las que actualmente ocupa o da en 
arrendamiento el Fisco.

Tales disposiciones jugaron un papel importante en la apertura 
de espacios para la operación de industrias extractivas en nombre del 
progreso económico. La norma permitía que la superficie máxima de 
concesión se incremente de dos a veinte pertenencias mineras sobre 
una misma veta, siempre que sea en terreno vacante, contiguo y no 
ocupado por otro minero. Las pertenencias mineras eran entrega-
das en propiedad perpetua a condición de pagar una patente anual 
equivalente a 8 sucres (1 libra esterlina) por cada pertenencia con 
condición de apertura y mantenimiento de caminos y otras obras 
de utilidad para la actividad minera. La caducidad de la concesión y 
su revocatoria al Estado ocurría solo por incumplimiento en el pago 
de los derechos mineros. Esta disposición eliminaba la obligación 
de trabajar las minas de manera regular y otorgaba seguridad de 
tenencia de la propiedad minera. Es decir, la enmienda puso fin al 
principio colonial de pueble de minas como criterio para otorgar las 
concesiones y el despueble de minas como condición para revocar 
las concesiones. Adicionalmente, las maquinarias, equipamientos e 
insumos para la explotación de las minas estaban exentas de todo 
impuesto fiscal y municipal por veinticinco años.
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Otra innovación se refiere a los procedimientos técnicos legalmen-
te definidos para la demarcación de minas, los que dan cuenta de la 
pervivencia, transformación y difusión de prácticas mineras de di-
versos sistemas legales. Desde la época colonial, los mineros debían 
delimitar sus propiedades mediante postes, estacas, hitos o mojones 
para que los derechos subterráneos fueran visibles en la superficie. 
Según Blomley (2003), la visibilidad de la propiedad privada tiene 
una doble connotación: involucra una medición técnica del uso de 
la tierra a la vez que impone un orden social. El Código de Minería 
de 1886 ratificó la práctica colonial de demarcación de superficie e 
introdujo el principio de medición longitudinal; el cual proviene de 
las prácticas mineras de California y de la adopción internacional del 
sistema métrico decimal. Bajo este sistema, los propietarios de minas 
adquirían derechos exclusivos sobre todas las riquezas del subsuelo 
y podían seguir un filón “en toda su profundidad”, un concepto que 
se introdujo en la Ley de Minería de Estados Unidos en 1872.27 Este 
principio permite que los mineros trabajen las vetas, pero no implica 
un cambio del sistema español de adjudicación o demarcación en 
superficie. Los mineros no podían traspasar los bordes laterales del 
predio minero, independientemente de la profundidad o dirección de 
la mineralización. 

En aquella época las pertenencias mineras no tenían una forma 
geométrica predefinida como ocurre en la actualidad, en que las 
concesiones se determinan en base de un catastro elaborado sobre 
un mapa en el cual las áreas tienen un tamaño, forma y orientación 
estandarizada. La ley de 1884 introdujo formas geométricas y super-
ficies máximas para la demarcación de minas. La extensión de la per-
tenencia se determinaba utilizando el sistema métrico, lo que permi-
tía medir la longitud de la pertenencia minera dentro de los límites 
asignados desde el vértice de afloramiento a lo largo del curso de la 

27	Para un análisis y una discusión histórica respecto de los principios que rigen el sistema mi-
nero de México y California, así como las implicaciones de seguir una veta en su profundi-
dad, véase los trabajos de: Colby (1917); Rockwell (1851); Smith D. A. (1987); Smith G. H. 
(1998); Walmesley (1894).
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veta, independientemente de su anchura y espuelas.28 Los preceptos 
generales para la demarcación de minas se encuentran vigentes hasta 
la actualidad, con cambios en los procesos de demarcación debido a 
la introducción de sistemas de información geográfica para el regis-
tro del catastro minero.

Harvey (2014, p. 55) señala que la propiedad privada es un re-
quisito primordial para la expansión del capitalismo y depende de la 
existencia de autoridades estatales y sistemas legales que codifiquen, 
definan y hagan cumplir las obligaciones contractuales de individuos 
sujetos de derecho. En tal sentido, las disposiciones antes menciona-
das tuvieron un papel importante en la apertura de espacios para el 
funcionamiento de las industrias orientadas a la explotación y expor-
tación de los recursos naturales en nombre del progreso económico 
(Chacón, 2001; Ramón & Torres, 2004).

3.2.3.	 Los actores en la transformación de las leyes

Hacia fines del siglo xix, la legitimidad política y el desarrollo econó-
mico requerían de intermediarios regionales para la organización del 
trabajo y el control de la población a lo largo del territorio nacional 
(Maiguascha, 1994, p. 367). Esto incluía la designación de autorida-
des administrativas en diferentes ámbitos de Gobierno, un hecho que 
propiciaba las alianzas con las élites regionales y una mayor presencia 
del Estado en el territorio nacional.29

Recordemos que Rafael Arízaga, gobernador de la provincia de 
El Oro, es quien sugiere al Ministro de Gobierno que se tramite de 
manera urgente “un código adecuado y la protección decidida del 

28	En los yacimientos regulares, la extensión máxima de la pertenencia minera correspondía 
a 250 metros de longitud horizontal y 200 metros de aspas o latitud, según la inclinación 
del filón con relación al horizonte. En los yacimientos irregulares, el área correspondía a un 
prisma recto de máximo 200 metros por lado. En el caso de las arenas auríferas, la conce-
sión comprendía 10 000 m2, formada por un rectángulo, un cuadrado o por una serie de 
cuadrados contiguos y adaptados entre sí. Las reformas a la ley de minería de 1892 incre-
mentaron el tamaño de la concesión minera, hasta 600 metros de longitud por 200 metros 
de latitud y a 50 000 m2 la superficie de concesión de arenas auríferas y estaníferas.

29	El jefe político tenía un papel destacado como representante del Gobierno ecuatoriano a ni-
vel de cantón; era directamente responsable de supervisar los asuntos relacionados con las 
prácticas laborales, los accidentes laborales y las inspecciones mineras.
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Gobierno” para la industria minera. Conjuntamente con Luis Malo, 
Manuel Vega, Manuel Moscoso, Roberto Crespo Toral, y otros re-
presentantes de las élites regionales cuencanas, eran accionistas de 
Great Zaruma Gold Mining Company (Palomeque, 1994, p. 99). Sin 
embargo, el código no preveía la representación de los mineros en la 
arena política, como había ocurrido con el Tribunal de Minería en la 
época colonial. Por el contrario, el artículo 22 prohibía la adquisición 
de minas o la participación en beneficios mineros por parte de fun-
cionarios públicos e ingenieros de minas. No obstante, la prohibición 
tenía un vacío: la disposición no se aplicaba a las minas adquiridas 
antes de su nombramiento administrativo o como resultado de un 
legado. Como consecuencia, Rafael Arízaga y sus socios mantuvieron 
el control sobre el sector minero, al tiempo que seguían su carrera 
política como ministros, diputados, senadores, gobernadores o con-
cejales municipales.

Este caso revela la necesidad de estudiar la legislación secundaria 
para una comprensión más profunda de cómo el régimen dominante 
de acumulación requería formas institucionales adaptadas al modo 
de regulación nacional. La evolución y contenido de la legislación 
minera denotan varios sistemas de acción. Por un lado, el Código 
Minero legitimó las exigencias del capitalismo industrial, según las 
cuales la propiedad privada y las relaciones de clase eran el funda-
mento de la acumulación originaria. Sin embargo, la convergencia 
de dos regímenes de propiedad para las concesiones mineras denota 
dificultades en la transformación de las formas institucionales en la 
medida en que la tradición colonial persiste a pesar del advenimiento 
del capitalismo y de los Estados liberales. Por otra parte, las regula-
ciones económicas mantuvieron un aparataje institucional como un 
medio para legitimar el poder político territorial. A lo largo del pro-
ceso, la colonialidad de la ley subsumió las comunidades y los usos 
del suelo a la minería como modo de producción dominante, pero 
mantuvo a las élites locales como intermediarias en el control de la 
fuerza de trabajo. Desde un punto de vista teórico, este caso contri-
buye a los debates sobre la movilidad y la mutación de los marcos 
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regulatorios para comprender el anclaje institucional y política del 
capitalismo extractivo (Peck & Theodore, 2010, 2012). 

Las regulaciones mineras adoptadas a finales del siglo xix perma-
necieron relativamente estables durante más de cuarenta años, hasta 
que ideales socialistas desafiaron el statu quo, lo que dio lugar a la 
conciencia de clase, la organización social y la movilización ciudada-
na. En el ámbito regional, la intensidad y alcance del cambio regula-
torio no tendría parangón sino hasta la década de 1990, cuando ca-
torce países reformaron su legislación, en lo que se denomina como 
el “Código Minero Moderno” (Chaparro, 2002). Las reformas neo-
liberales promovieron la desregulación de la industria minera para 
atraer la inversión extranjera, acentuar las ventajas competitivas, ra-
cionalizar la informalidad en el sector minero y adaptar las prácticas 
mineras a nuevas preocupaciones ambientales.

3.3.	Zaruma: de ciudad colonial a enclave industrial

La transición de Zaruma de una ciudad colonial a un enclave indus-
trial —basado en la explotación de las minas de Portovelo— ocurrió 
de manera progresiva y con alto grado de incertidumbre. A inicios del 
siglo xix, el agotamiento de los yacimientos de fácil acceso, la inunda-
ción de las galerías subterráneas, la destrucción de los socavones, las 
dificultades tecnológicas para la explotación de profundidad, la es-
casez de mano de obra y el escaso apoyo institucional incidieron en el 
abandono de las minas en la zona austral del Ecuador.30 Palomeque 
(1994) explica que las inversiones mineras de mediados del siglo xix 
corresponden a una expansión de ingresos monetarios derivados 
de un proceso de desarrollo regional en el austro del Ecuador. En 
efecto, la zona de Cuenca había experimentado un auge asociado 
con la recuperación del sector manufacturero, las exportaciones de 
cascarilla y la incipiente industria del sombrero de paja toquilla. La 
sobreacumulación de capital propició la inversión de riesgo por parte 
de especuladores y empresarios regionales, quienes reactivaron las 

30	Este es un fenómeno común tras las guerras de independencia, que ha sido reportado en di-
versas regiones mineras en América Latina (ver Bulmer-Thomas, 2003; Lane, 2004; Halpe-
rín Donghi, 2005; Sempat, 1980).
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minas de Pilzhum y Gualleturo, los lavaderos de oro de Collay y los 
descubrimientos en Gualaceo y Chordeleg. 

Las élites cuencanas expandieron su rango de acción al denunciar 
concesiones mineras en el piedemonte andino.31 En 1877, el cuencano 
Manuel Federico Muñoz Serrano, junto con su hijo Manuel J. Muñoz 
Barrios y un grupo de empresarios chilenos, iniciaron la exploración 
y reclamo de minas en el distrito de Zaruma. En 1880, tras gestiones 
de M. F. Muñoz Serrano se constituyó en Londres la compañía Great 
Zaruma Gold Mining, con un capital de 250 000 libras (Sáenz de 
Tejada, [1892] 1975, p. 687).32 Entre los socios accionistas de dicha 
empresa constan Rafael Arízaga, Luis Malo, Manuel Vega, Manuel 
Moscoso, Roberto Crespo Toral, entre otros (Palomeque, 1994, p. 
99). El vínculo entre los inversores y los mercados extranjeros no es 
una coincidencia. La presencia de inversionistas chilenos, británicos 
y franceses refleja la disputa internacional sobre los recursos minera-
les, mientras que la llegada de inversiones estadounidenses denota la 
transformación de la hegemonía hemisférica. Los Gobiernos progre-
sistas de finales del siglo xix propugnaban ideales modernizadores, 
vinculados a una economía de mercado y una democracia liberal.33

31	Desde una perspectiva teórica, Blainey (1970) sugiere que la apertura de campos minera-
les es sensible a la sobreacumulación de capital y condiciones macroeconómicas en regio-
nes en las que los Gobiernos y los empresarios están dispuestos a asumir riesgos. Los depó-
sitos aluviales y poco profundos se desarrollan rápidamente, con poca inversión. Las minas 
más antiguas, pobres o abandonadas, también se desarrollan de manera rentable debido al 
incremento de la demanda y la incorporación de tecnología. Sin embargo, el conocimiento 
de la existencia de yacimientos auríferos y depósitos de plata no es suficiente para desarro-
llar los campos mineros, debido a que los descubrimientos iniciales suelen ser poco gratifi-
cantes y el intervalo entre la exploración y la operación rentable de las minas requiere de es-
trategias financieras para la gestión de riesgos.

32	Recién una década más tarde, en 1890, los reportes diplomáticos y consulares de la misión 
británica en Ecuador registraron una exportación desde el puerto de Guayaquil de 4671 on-
zas de oro, con una producción promedio de 400 a 500 onzas de oro mensual.

33	En 1886, Ecuador firmó el Tratado de Amistad, Comercio y Navegación con el Reino Unido 
y, en 1897, exportadores, importadores y varios bancos firmaron un Acuerdo de Caballeros 
para estabilizar el tipo de cambio para los borradores de demanda. La Compañía Petrolera 
Ancon Limited del Ecuador comenzó la exploración petrolera en la Península de Santa Ele-
na; la Corporación Ecuatoriana Ltd. de Quito se estableció para generar y distribuir electri-
cidad en la ciudad capital, y Ecuador Land Company Ltd. recibió asignaciones de tierra en 
Esmeraldas como pagos de deuda externa.
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El primer y mayor desafío del emprendimiento minero era superar 
las barreras geográficas para el traslado de maquinaria industrial. 
El gerente de la Compañía Británica, Raymond Peiger,34 autorizó la 
asignación de recursos para construir una carretera de Zaruma has-
ta Santa Rosa. Sin embargo, la carretera no se terminó y el equipo 
permaneció en el puerto, lo que devino en altos costos operativos. El 
gerente fue criticado por sus decisiones administrativas y su partici-
pación en conflictos políticos internos, lo cual derivó en la quiebra 
de la compañía. Este caso sugiere que los problemas asociados al 
aislamiento geográfico, las demandas tecnológicas y las relaciones 
políticas fueron una característica constante y un reto hasta la pri-
mera mitad del siglo xx.

Los empresarios de Zaruma también impulsaron iniciativas para 
adquirir mayor autonomía respecto de las élites regionales y del con-
trol político nacional. El proceso de diferenciación sociopolítica de 
las provincias del sur del Ecuador propugnaba por una nueva división 
territorial del Estado.35 Las élites locales tenían fuertes tendencias fe-
deralistas y el boom económico reforzó estas aspiraciones. El aumen-
to de la agricultura de exportación, ligado al cacao en las llanuras 
costeras, la quinina en el sur de los Andes, la minería en Zaruma y el 
tabaco en la cuenca del Amazonas, dio lugar a cambios en los pode-
res políticos regionales. Los vínculos diferenciales con los mercados 
internacionales llevaron a la diversificación de la producción, la urba-
nización y la expansión de los sistemas de comunicación y transporte, 
así como de los mercados financieros. El anhelo era conformar una 
nueva provincia junto con los cantones de Santa Rosa y Machala.

34	Raymond Peiger, un conde húngaro y uno de los primeros inversores, se trasladó a Ecuador en 
1871, diez años antes de que la Compañía Británica llegara a Zaruma. Había venido al país a 
petición del presidente Antonio Flores y se desempeñó como ingeniero civil y geólogo para el 
Gobierno ecuatoriano. Posteriormente, vivió en Estados Unidos y Europa, donde se inspiró en 
los regímenes democráticos y la sociedad industrial. Como gerente de la mina, se unió al mo-
vimiento social Restauración, junto con los coroneles Dolcey Patiño, César Guedes, Guillermo 
Ortega y Ángel Polibio Chávez, y formó una milicia voluntaria para luchar contra la dictadura 
de Ignacio de Veintemilla (León Mera, 1932; Sáenz de Tejada, [1892] 1975).

35	 Los registros muestran que estos intentos se remontan a 1845, cuando el país estaba ex-
perimentando un período de estancamiento, desempleo y desinversión agrícola. Una pro-
puesta para crear la provincia de Jambelí se presentó en la reunión de la Convención Na-
cional en Ambato en 1877, pero no fue aprobada (Romero, 2011, p. 6).
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En este contexto, las autoridades locales, los propietarios de mi-
nas y los comerciantes se asociaron con el Concejo Municipal de 
Zaruma para recibir al Ejército de Restauración. Las fuerzas militares, 
comandadas por el Gral. Francisco Javier Salazar, se oponían a la dic-
tadura de Ignacio de Veintemilla (Jaramillo Alvarado, 1955; Murillo, 
2000). Además, políticos de la oposición, como José Rafael Arízaga, 
también abrigaron aspiraciones de crear una nueva provincia para fa-
vorecer los intereses de las empresas mineras y de los Restauradores.

Las jurisdicciones administrativas se modificaron en respuesta a 
intereses económicos, necesidades administrativas y presiones socio-
políticas. Así, el 29 de noviembre de 1882 los residentes de Zaruma, 
junto con Santa Rosa y Machala, establecieron una nueva provin-
cia con el nombre de El Oro, en honor de los depósitos auríferos 
(Romero, 2011). La Asamblea Constituyente de 1884 ratificó la crea-
ción de las provincias de El Oro, Cañar, Carchi y Bolívar, junto con 
cinco nuevos municipios y treinta y dos parroquias rurales. Sin embar-
go, la Asamblea Constituyente decretó que la capital de la provincia 
de El Oro sea Machala, un centro dinámico del boom cacaotero con 
importantes intereses comerciales y fuertes lazos con Guayaquil. José 
María Plácido Caamaño, presidente del Ecuador de 1883 a 1888, 
reconocería posteriormente que esas decisiones jurisdiccionales eran 
arbitrarias en la medida en que los límites provinciales y las fronteras 
[internas] no estaban claramente definidas y se basaban simplemen-
te en la distancia de ciertas áreas del centro administrativo de una 
jurisdicción territorial.36

36	AH-MREMH. Comunicación de J. M. P. Caamaño, gobernador de la provincia del Guayas, 
28/04/1894, en “Informe del Ministro del Interior y Relaciones Exteriores de la República al 
Congreso Ordinario de 1894”, Quito, Imprenta del Gobierno, p. 206.
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Gráfico 3.2
Evolución de la división político-administrativa del nivel provincial, 

1824-2017
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Nota:	 Los departamentos fueron abolidos en 1861, dando lugar a una estructura administrativa organi-
zada por provincias. La creación de nuevas provincias se relaciona con los ciclos de expansión eco-
nómica y la modificación de las relaciones de poder entre las élites regionales. Basado en: Gondard 
(2005).

El grupo de empresarios mineros logró captar el poder político de 
la recién creada provincia de El Oro y desarrollaron vínculos con el 
Gobierno nacional para controlar el sector. Las élites de Zaruma bus-
caron asegurar la jurisdicción sobre las minas del cantón mediante el 
nombramiento de un Juez de Minas, a fin de “facilitar las empresas 
en él comenzadas” y justificaban tal decisión debido a “que por la 
distancia de la capital de provincia no puede comunicarse fácilmente 
con la Gobernación respectiva”.37 El Juez de Minas, que era nombrado 
directamente por el Poder Ejecutivo, informaba de manera directa al 
gobernador provincial y tenía los mismos derechos que un alcalde ma-
yor. Tal disposición proporcionó una mayor flexibilidad administrati-
va para otorgar concesiones mineras, evadiendo así el poder político 

37	Así definido en la Convención Nacional, bajo el Decreto Ejecutivo firmado por el Gral. Fran-
cisco Javier Salazar, el 09/04/1884.
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de los empresarios de cacao de las tierras bajas y estableciendo co-
nexiones directas entre las élites locales y el poder político en Quito.

Hacia fines del siglo xix, la generación de conocimiento geológico, 
el apoyo institucional del Estado y las reformas legales allanaron el 
camino para las inversiones extranjeras, lo que transformó a Zaruma 
en un enclave corporativo. Empresarios nacionales y extranjeros arri-
baron a Zaruma. Las empresas formadas en este momento incluyen 
a la Compañía de Minas de Oro de la Quebrada (1886), con capi-
tales chilenos, mientras que el capital francés financió la Compañía 
Minera Nacional Fénix en la zona de Minas Nuevas (1887) y la 
Compañía de Exploración de Minas de Oro De Pacay-Urcu (1890). 
La Compañía Británica continuó como principal operadora en la 
zona, dedicando esfuerzos a la exploración y a la denuncia de nuevas 
concesiones. El descubrimiento de la veta Portovelo y la inversión en 
un molino de estampación de veinte pistones —con una capacidad 
de trituración diaria de veinte a treinta toneladas— dieron sus frutos 
y la primera exportación de oro a Londres se registró en 1886 (Sáenz 
de Tejada, [1892] 1975).

Pese a los contratiempos, las inversiones iniciales estimularon 
la producción agrícola y ganadera. El incipiente boom minero creó 
empleos, incrementó los ingresos y la recaudación de impuestos por 
parte del municipio, y activó el comercio regional. Zaruma albergaba 
un concurrido mercado que operaba cada domingo, en el que se co-
mercializaban derivados de la caña de azúcar, arroz y café (Municipio 
de Zaruma, 2002, p. 74).

Sin embargo, la escasa disponibilidad de capital operativo, la in-
adecuada metodología de procesamiento del cuarzo y la mala gestión 
administrativa generaron deudas que llevaron a la quiebra a varias 
compañías mineras. Los recursos financieros y la tecnología resulta-
ban insuficientes para emprender una minería industrial y, en conse-
cuencia, las iniciativas fracasaron. La galería de la mina Portovelo se 
derrumbó en 1886, destruyendo la bomba y otros equipos. En 1889, 
el desagüe de las minas, las operaciones de limpieza y el descubri-
miento de una nueva veta, la Abundancia, renovaron la extracción 
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y procesamiento de mineral (Sáenz de Tejada, [1892] 1975).38 La 
escasez de mano de obra, los cambios administrativos de la empresa 
y la ausencia de nuevas prospecciones geológicas pusieron fin a la 
molienda de arenas auríferas. Además, la exploración geológica rea-
lizada por las empresas con capitales británicos y franceses en otras 
propiedades mineras resultó decepcionante. La Zaruma Gold Mining 
Company Limited abandonó el proyecto. Al parecer, el descubrimien-
to de la mina de oro Transvaal en Sudáfrica y una serie de accidentes 
terminaron con el interés por la mina Portovelo (Andrade, 1923). 

En 1894, el gobernador provincial de Zaruma se dirigía al Gobierno 
central en los siguientes términos:

La Compañía inglesa, propietaria de unas minas en Zaruma en una ex-
tensión de terreno considerable, se llama propietaria también de todas 
esas tierras, de manera que la villa de Zaruma no tiene más terreno que 
el que ocupa el área de las casas que forman la población, especialmente 
por la parte que mira al Norte. Circunstancia es ésta que perjudica gra-
vemente a los moradores de la villa, porque carecen de terrenos para cul-
tivos, pastos y combustibles; y como por otra parte la Ley de minas só-
lo da derecho á los mineros sobre la superficie de terrenos que necesitan 
para la elaboración, parece indispensable que la próxima legislatura dé 
una disposición previsora de este mal, á fin de que se devuelva el terreno 
que ha menester esa población para los usos indicados.39

Los empresarios, el capital y los ingenieros —considerados como 
requisito previo para el florecimiento de la minería— habían llegado 
a Zaruma, dinamizando la economía del distrito minero, transfor-
mando las relaciones sociales y produciendo un espacio para la cir-
culación del capital. Sin embargo, tal proceso no estaba libre de con-
tradicciones. El estancamiento de la industria demostró los vaivenes 

38	La Zaruma Gold Mining Company extrajo de 400 a 500 onzas por mes. Según los informes 
de 1890, se exportaron 4671 onzas de oro, avaluadas en £ 12 325. En aquel momento, la 
compañía estaba estudiando formas de aumentar el poder de estampado para la molienda 
de mineral. Ver: Informes Diplomáticos y Consulares. Serie anual, números 781-835 del Fo-
reign Office de Gran Bretaña, serie anual de 1890, informes números 805 y 832.

39	AH-MREMH. La comunicación la remite Antonio Jurado, quien fuera gobernador de la pro-
vincia de El Oro, el 13/04/1894, que consta en el “Informe del Ministro de lo Interior y Rela-
ciones Exteriores de la República al Congreso Ordinario de 1894”, Quito, Imprenta del Go-
bierno, p. 190.
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de la minería y las contradicciones de un régimen de propiedad que 
daba prioridad a la extracción del subsuelo por sobre la producción 
tradicional agrícola y ganadera.

3.4.	Conclusión

La demanda internacional de metales básicos y la adopción del pa-
trón oro fomentaron un proceso no lineal de reestructuración tec-
nológica y empresarial de la industria minera, así como también la 
transformación de marcos regulatorios en países en los que se en-
contraban recursos valiosos. Ciertamente, la demanda de oro para 
respaldar el régimen monetario proporciona un marco para entender 
cómo este mineral se posicionó como un recurso clave para el capi-
talismo industrial a escala mundial. La construcción social del oro 
como un metal precioso de sustento de las economías capitalistas 
incluyó la expansión internacional del sector minero, la difusión de 
mecanismos de mercado y de innovación tecnológica, y el flujo de 
información, conocimiento experto y normativas. 

El contexto internacional, aunque importante, no debe ser so-
breestimado como el único leitmotiv en el (re)descubrimiento de los 
depósitos de mineral en Zaruma. Los procesos concretos y las con-
diciones materiales que permitieron la exploración y la explotación 
posterior deben examinarse a escala nacional. Las respuestas nacio-
nales a los acontecimientos internacionales incluyeron la difusión se-
lectiva de las opciones de política pública. La asimilación y transfor-
mación de las regulaciones mineras no solo sirvieron para acomodar 
los intereses capitalistas extranjeros, sino también para mantener el 
regionalismo oligárquico a escala nacional.

En Ecuador, la expansión del sector minero se produjo de modo 
gradual durante las administraciones de García Moreno (1861-1875) 
y los Gobiernos progresistas (1875-1895). La institucionalización del 
aparato estatal transformó internamente las relaciones centro-perife-
ria, limitando la autonomía municipal y fortaleciendo la presencia es-
tatal en todo el territorio nacional. Además, el auge cacaotero —que 
comenzó en 1860 y duró hasta 1920— proporcionó recursos para la 
expansión de la infraestructura de transporte y el sistema ferroviario, 
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así como la expansión del trabajo asalariado en las llanuras coste-
ras y la articulación de un incipiente mercado doméstico. Ecuador 
continuó siendo un Estado fragmentado, con conectividad limita-
da y serias diferencias entre las élites regionales que ejercían el po-
der económico, social y político. En aquella época, el Estado no era 
una entidad coherente capaz de imponer regulaciones nacionales; la 
agencia de grupos de intereses legislativos y provinciales configuró 
leyes mineras dentro de un ámbito marcado por la división interna. 
En tal contexto, la “penetración” de los inversores foráneos nunca fue 
sencilla y las empresas mineras de propiedad extranjera no lograron 
consolidar operaciones rentables durante este período. 

Es decir, la etapa inicial de producción del espacio del distrito 
minero no es, en sí mismo, un proyecto de lugar sino más bien la 
creación de las condiciones regulatorias que permitan la apropiación 
de los recursos y garanticen el flujo de capital.
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4. La evolución del enclave minero: 
transformaciones en la regulación de los 

recursos, 1895-1950

El dinero de los multimillonarios de Nueva York podrá, posiblemente, ge-
nerar una bonanza de una empresa industrial a la cual los complacientes 
españoles renunciaron con desesperación hace trescientos años; que los 
bretones especulativos intentaron revivir con capital insuficiente y fraca-
saron ignominiosamente. Es extraer oro de las salvajes regiones monta-
ñosas del Ecuador (“Gold digging for gold”, Spirit of the Age, 1896).

En 1896, James Burnett Lowell, representante de la South American 
Development Company (SADCO), con sede en West Virginia, Estados 
Unidos, compró los activos de la empresa británica que operaba las 
minas auríferas del distrito de Zaruma. Burnett Lowell era miembro 
de una combinación de millonarios, hombres pragmáticos con los 
medios técnicos y financieros necesarios para entrar en el negocio mi-
nero.40 La misión de prospección geológica había emitido un informe 
favorable para los yacimientos de cuarzo de Zaruma y, poco después, 
la compañía estadounidense denunció las concesiones mineras, esta-
bleció el campamento de Portovelo y comenzó la exploración. Como 
se menciona en el capítulo anterior, el espíritu emprendedor, el capi-
tal y el conocimiento técnico —considerados por Theodor Wolf como 
condiciones esenciales para la minería en Zaruma— llegaban final-
mente al Ecuador. Sin embargo, la minería en los Andes nunca fue 
una tarea fácil, y los inversores extranjeros tuvieron que establecer 

40	De acuerdo con el mismo artículo de periódico del cual se toma el epígrafe de este capítu-
lo, los miembros fundadores incluían a: William A. Kissam, presidente y sobrino de William 
Henry Vanderbilt; Hamilton McKown Twombly; un sobrino de John G. Heckser, un rico fa-
bricante de hierro en Filadelfia; W. E. Newberry, científico y geólogo en la facultad de Co-
lumbia College; y James Burnett Lowell, nieto del poeta James Russell Lowell. Véase: “Gold 
digging for gold”. Spirit of the Age [Woodstock, VT], 10/10/1896, vol. LIII, n.º 10, 1, de la Bi-
blioteca del Congreso, Chronicling America: Historic American Newspapers Site, consulta-
do el 03/07/2013 en http://chroniclingamerica.loc.gov/lccn/sn84023296/issues/1896/
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una serie de condiciones materiales para extraer oro desde “las salva-
jes regiones montañosas del Ecuador”.

El nacimiento y evolución del enclave minero de Portovelo puede 
entenderse como un proceso de “producción del espacio”, un con-
cepto Henri Lefebvre. Las ciudades de una sola empresa representan 
proyectos de lugar, un esfuerzo deliberado para modificar el paisaje 
con un fin productivo. Los enclaves mineros simbolizan el poder del 
capitalismo industrial para explotar los recursos naturales mediante 
la ingeniería social y espacial con el fin de establecer las condiciones 
materiales necesarias para sostener la producción y retener la fuerza 
de trabajo en áreas relativamente aisladas (Dinius & Vergara, 2011, 
p. 2). Un factor adicional —y un tema importante de este análisis— 
involucra las formas institucionales que influyen en la producción de 
oro, lo que incluye las regulaciones que rigen el acceso a los campos 
auríferos, las políticas gubernamentales necesarias para construir 
infraestructura productiva y las prácticas cotidianas asociadas con 
la reproducción social, incluidos los salarios y los servicios sociales 
básicos.

Al amparo de las teorías de la regulación, existen investigaciones 
fructíferas sobre las industrias manufactureras y el capitalismo finan-
ciero; sin embargo, es poco frecuente que se aborden dichos temas 
desde una perspectiva etnográfica y multiescalar, capaz de analizar 
el proceso de creación, declive y reestructuración espacial de los en-
claves mineros de larga duración. En este capítulo se analiza la trans-
formación del paisaje mediante la apropiación y demarcación de la 
propiedad minera y el establecimiento de las condiciones materia-
les necesarias para la extracción de los recursos naturales. Luego se 
explora la gobernabilidad local como una tensión entre las lógicas 
capitalistas y territoriales, las cuales producen espacios urbanos di-
ferenciados. El presente estudio trasciende el análisis descriptivo del 
paisaje urbano y arquitectónico —común al estudio de las ciudades 
de una sola empresa— para abordar las tensiones regionales y las po-
líticas identitarias que sostienen y diferencian el proyecto elitista de 
embellecimiento urbano de Zaruma con respecto del paisaje indus-
trial y modernizante de Portovelo. Finalmente, se cuestiona el aisla-
miento relativo del distrito minero para luego abordar las relaciones 
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políticas y las interconexiones con los mercados internacionales, 
como una compresión espacio-temporal requerida para asegurar la 
rentabilidad, pero también como una etapa en la regulación y redis-
tribución de los ingresos mineros.

4.1.	Demarcación, apropiación y extracción  
de recursos naturales 

La demarcación y tenencia de los recursos del subsuelo es funda-
mental para la economía política de la minería industrial. Cualquier 
intento de extraer recursos naturales requiere del monopolio de par-
tes definidas de la superficie terrestre, bajo un régimen de propiedad 
privada, con exclusión de otros potenciales usuarios (Marx, [1867] 
1999, p. 424). Dentro de la teoría marxista, la circunscripción del 
espacio, como propiedad de uso exclusivo, faculta la apropiación y 
el control de la naturaleza, el trabajo, las rentas y la plusvalía; es un 
acto de acumulación primitiva que constituye la base histórica del 
capitalismo en tanto que define las relaciones sociales, económicas y 
legales subsecuentes. En las industrias extractivas, el proceso implica 
la transferencia violenta o legal de la propiedad de la tierra, así como 
la incorporación de tecnología para la extracción de mineral y el con-
trol de procesos ecológicos subsidiarios al sistema de producción, 
algunos de los cuales trascienden el ámbito geográfico específico del 
enclave minero.

4.1.1.	 La propiedad de los recursos minerales

A finales del siglo xix, dos zonas auríferas fueron objeto de interés 
para los inversionistas extranjeros que estaban realizando prospec-
ciones en los Andes ecuatorianos: el distrito de Zaruma en la provin-
cia de El Oro y los depósitos aluviales del río Santiago en la provin-
cia de Esmeraldas.41 Hacia 1895, el grupo Vánderbilt promovió una 

41	En 1892, la Oficina de las Repúblicas Americanas, con sede en Washington D. C., publi-
có el Handbook of Ecuador (Manual sobre Ecuador). Este documento destaca la abundan-
cia de recursos minerales y la presencia de empresas estadounidenses que explotan la gra-
va de oro en Cachavi, Uimbi y Playa de Oro en la provincia de Esmeraldas, y las inversiones 
británicas en Zaruma y Portovelo. El informe también señala la influencia y el monitoreo 
continuo de las misiones diplomáticas estadounidenses en Ecuador. La información sobre 
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misión exploratoria a Ecuador para realizar investigación geológica y 
tomar muestras minerales. Un comunicado del administrador de la 
compañía Zaruma Gold Mining Company, Joaquín González, refleja 
los temores ante la llegada de los empresarios estadounidenses: 

[…] el Sindicato Bancario de Nueva York, dirigido por los Ingenieros Van 
Slooten y Conger pretende adueñarse de todo el mineral y al efecto creo 
que tienen acá un comisionado para rematar las minas. Lo que este Sin-
dicato propone en el mes próximo de mayo es construir un Ingenio hi-
dráulico de cien pisones en el Río Amarillo. Confirman desde Nueva York 
los resultados halagadores (…) Lo que les pareció mejor a dichos inge-
nieros fue lo de la Compañía Inglesa, especialmente la mina Portobelo y 
su establecimiento (…) Mucho cuidado es preciso tener con los Yanquis, 
por consiguiente. Si tienen algún interés por estas propiedades de minas, 
manden Uds. pronto a salvarlas.42

Las minas estaban desocupadas desde 1894 y la Zaruma Gold 
Mining Company no había pagado impuestos municipales. De acuer-
do con las disposiciones del Código de Minería y del Código Civil, 
descritos en el capítulo anterior, el Gobierno remató los activos in-
cautados.43 Podría decirse que fue un buen negocio para los inver-
sores extranjeros, quienes compraron la propiedad por la mitad del 
precio original (Rodríguez, 1992, p. 238).

La eficiencia y rapidez del proceso resulta inusual para la época. 
Entre febrero y agosto de 1896, los demandantes cumplieron todos 
los requisitos, incluyendo el embargo, avalúo, apelación y reavalúo 
los activos (Andrade, 1923; Rodríguez, 1992). El proceso no estuvo 

descubrimientos de oro estaba disponible para un público más amplio por medio de los 
periódicos; véase, por ejemplo, “Gold mining in Ecuador,” The Herald, (Los Angeles [Cali-
fornia]) 1893-1900, 18/06/1896, 4, Library of Congress, Chronicling America, consulta-
do el 1/04/2018 en http://chroniclingamerica.loc.gov/lccn/sn85042461/1896-06-18/ed-
1/seq-4/

42	Comunicación de Joaquín González a A. P. M. Rivolta, administrador de la compañía britá-
nica a cargo de la liquidación, del 30/03/1896 en Andrade (1923, p. 134).

43	La Ley de tierras baldías de 1865 −y las reformas de 1875 y 1896− también permitieron la 
venta de propiedades no cultivadas y la transferencia de tierras públicas a propietarios pri-
vados que la utilizarían de manera productiva. Entre 1884 y 1909, el Estado transfirió más 
de 115 000 hectáreas a propietarios privados (Ramón & Torres, 2004, p. 82).
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exento de disputas legales.44 Manuel Muñoz Barrios entabló una de-
manda por “títulos viciados” en la medida en que se habían violado 
las normas que rigen el proceso de notificación.45 Andrade (1923, 
p. 140) relata que la presencia del doctor Rafael Peralta, abogado 
de Muñoz Barrios y un renombrado político liberal, condujo la ac-
ción preventiva. Por otra parte, W. E. Newberry, el primer gerente 
de SADCO, solicitó los servicios de un abogado local para resolver 
la disputa. Los derechos de propiedad fueron legalizados mediante 
una escritura pública que ratificaba la transacción; un indicativo de 
la capacidad de los inversionistas extranjeros para adquirir los de-
rechos de propiedad, a pesar de la oposición inicial de empresarios 
locales. No existen registros posteriores con indicios de corrupción o 
clientelismo. Los procedimientos de adquisición de tierras apenas se 
registran o analizan en la historiografía ecuatoriana del siglo xix, lo 
cual es una señal de relaciones de poder consagradas en los propios 
archivos y las prioridades en la narración de los relatos históricos.46

En las décadas posteriores, SADCO adquirió más de 40 km2 en 
el distrito minero de Zaruma y trabajó sobre tres vetas principales: 
Curipamba, Abundancia y Noroeste (ver mapa 4.1). La concesión 

44	Federico Muñoz Serrano, quien poseía acciones en la empresa británica, emitió una solici-
tud de tercería excluyente respecto al terreno superficial y los derechos a las aguas del río 
Muluncay, pero pronto retiró su petición (Rodríguez, 1992, p. 233-234). El demandante 
Darquea Luque solicitó el reavalúo de las propiedades, pero luego retiró su solicitud y pidió 
que se aceptaran las ofertas por la mitad del precio tasado y se reservó el derecho de peti-
ción para todas las propiedades que habían sido incautadas cuyo valor no había sido asig-
nado (ibid., 236). Después de que los expertos hubiesen tasado los activos, el 27 de agosto 
de 1986, un juez programó la subasta para el 31 de agosto.

45	Según la Ley de Minería de 1892, se debía publicar un aviso por cinco veces en carteles pú-
blicos o un periódico de la provincia antes de la fecha de la subasta, que debía programarse 
entre 40 y 50 días después del primer anuncio. Los ingresos debían utilizarse para recuperar 
las deudas públicas y los costos de licitación; el concesionario recibió los fondos restantes. 
Burnett Lowell pagó en efectivo, el dinero fue depositado en el tribunal local y luego transfe-
rido a acreedores de la Compañía Británica, representados por Darquea Luque (Rodríguez, 
1992, p. 238).

46	Ecuador estaba dispuesto a entregar tierras vacantes como pago de la deuda internacional. 
El acuerdo Espinel-Mocatta de 1854 y el contrato Ycaza-Pritchett de 1857 cedieron tierras 
sin cultivar en el oriente y áreas de las provincias de Esmeraldas, Los Ríos y Guayas para pa-
gar préstamos de los ingleses para financiar las guerras de independencia (Albornoz, 2001; 
Flores, 1890; Quintero & Silva, 1991, p. 169-170). Esas cuentas se refieren a negociaciones 
internacionales y procedimientos generales, pero no se refieren a la política local de acapa-
ramiento de tierras.
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incluía yacimientos de roca dura y depósitos aluviales, a altitudes 
variables entre 490 y 3000 metros sobre el nivel del mar a lo lar-
go de los ríos Amarillo, Pindo, San Luis, Ambocas, Grande y Calera. 
SADCO también adquirió propiedades rurales en Tablón Grande y 
Bella Vista, aptas para la agricultura y la ganadería, cuya producción 
se vendía en la tienda de la propia empresa. Los yacimientos auríferos 
tenían una dimensión excepcionalmente grande, con vetas continuas 
que se extendían por 15 km de norte a sur, 4 km de este a oeste, y 
con profundidades de hasta 1,6 km. El cuarzo polimetálico tenía un 
promedio de 10 a 12 gramos de oro por tonelada y contenía un 10% 
de zinc, 4,5% de plomo y 4,5% de cobre. La zona más rica estaba 
ubicada cerca del río Amarillo, cinco kilómetros al sur de Zaruma.

Al inicio, los empresarios estadounidenses, localmente denomina-
dos como americanos o los gringos, tuvieron que coexistir con otros 
propietarios de minas.47 La presencia de múltiples empresas mineras 
operando de manera simultánea requiere de mayores estudios, pues 
este dato podría denotar que el distrito aurífero nunca estuvo total-
mente controlado por una sola compañía extranjera. SADCO ejercía 
su control en el campamento industrial de Portovelo y tenía preemi-
nencia para determinar las relaciones laborales y comerciales en el 
área. Sin embargo, el régimen de propiedad y el sistema de concesio-
nes mineras requería una negociación activa con los poderes locales 
para aplicar regulaciones favorables para la apropiación industrial de 
los recursos naturales. A manera de ejemplo, la explotación del siste-
ma Abundancia, una de las vetas auríferas más ricas, fue suspendida 
debido a reclamos del señor Chambost, quien tenía propiedades ad-
yacentes al norte de la concesión de SADCO.

47	Muñoz Barrios y sus asociados conservaron ocho minas en las parroquias de Ayapamba 
y Paccha, así como las minas de San Fernando y Nuevo Portovelo, cerca del campamento 
de SADCO; el Grupo Fenix operó las minas de Zancudo; y la Compañía anglo-francesa, re-
presentada por Chambost, continuó trabajando en el área de Malvas, Muluncay y Minas 
Nuevas. Andrade (1923) hizo esta observación, que también está incluida en: Beaep. “Bre-
ve exposición de los trabajos hechos por la South American Development Company en el 
Ecuador” (1923ca., p. 3). Según este último documento, la empresa invirtió más de un mi-
llón de dólares estadounidenses, sin que obtuviera rendimientos significativos hasta des-
pués de 1910.
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Mapa 4.1
Plano de la geología de superficie y subterráneo, 1932

Muluncay Series

Portovelo
Formation

Curipamba

Faique Series

Formation

Nota:	 Este plano es el diagrama más detallado identificado durante la investigación. Se trata de un extracto 
que incluye una descripción de la geología de la superficie y del subsuelo del área central de la conce-
sión, los puntos de acceso a la mina, los túneles de conexión y el diseño de la infraestructura principal 
y los edificios en el área. El plano tiene fecha de 1932 y probablemente esté asociado con un renova-
do interés en expandir las operaciones y resolver los problemas de servicio de a la mina. En 1926, Bi-
llingsley estudió la geología del distrito de Zaruma; en 1932, Harmon resolvió problemas de ventila-
ción para galerías subterráneas; y en 1938, Haring comparó los diferentes métodos de extracción para 
mejorar la calidad del mineral. Fuente: ETSA. “Plan Showing Surface Geology and Principal Under-
ground Workings on the Various Vein Systems”, S.A.D.Co., Portovelo, Ecuador, febrero de 1932, Es-
cala 1: 5.000.

En una época posterior, la SADCO desarrolló alianzas con una em-
presa junior —la Compañía de Exploración Calera— para expandir sus 
operaciones en zonas adyacentes.48 Los empresarios estadounidenses 

48	La Compañía Exploradora de Minas de Oro Pacay-Urcu abandonó los reclamos y el Esta-
do revocó las propiedades con procedimientos expeditos (Cortázar & Lavanda, 2008, p.74; 
Murillo, 2000, p. 99). Posteriormente, las minas fueron reasignadas a Fernando Maulme. 
Este contrato estaba en desacuerdo con las disposiciones de la Ley de Minería. Como ejem-
plo, al concesionario se le otorgaron 211 tenencias en el área de Minas Nuevas y Mulun-
cay, a pesar de las 20 tenencias límite por reclamo de derecho. Aparentemente, Maulme 
era una pantalla para los estadounidenses: en 1944 transfirió todos los reclamos a Cale-
ra Exploration Company, un socio menor de SADCO. Véase: “Autorización para que el Mi-
nistro de Minas otorgue una concesión a favor del Sr. Fernando Maulme”. Decreto Supre-
mo n.º 5; Registro Oficial, 05/08/1938, 189-192. “Contrato Adicional con el Sr. Francisco 
Maulme que establece prórroga de la concesión minera”. Decreto Ejecutivo n.º 282; Regis-
tro Oficial n.º 293-294, 23-24/11/1938, 1454. “Traspaso de la concesión Minas Nuevas a 
la Compañía de Exploración de Calera”. Decreto Ejecutivo n.º 50; Registro Oficial n.º 102, 
02/11/1938, p. 52.
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también constituyeron la Compañía de Exploración Cotopaxi para la 
prospección geológica en las provincias de Cotopaxi y Pichincha.49 
Se puede presumir que estas empresas fueron creadas para reducir la 
confrontación política y los riesgos de exploración además de evadir 
impuestos. Las denominadas “empresas junior” se especializan en las 
etapas iniciales de la actividad minera, en el momento en que los 
riesgos son mayores y la resistencia por parte de las comunidades 
es mayor; este es un fenómeno común para operaciones mineras re-
cientes (Dougherty, 2011), pero en aquella época fueron un meca-
nismo institucional innovador dentro de una estrategia corporativa 
más amplia.

4.1.2.	 La tecnología para minería a gran escala

Las condiciones materiales y tecnológicas del campamento industrial 
y las operaciones subterráneas constituyen elementos cruciales en la 
producción del espacio en el enclave minero. La extracción de los 
recursos del subsuelo requiere de conocimiento especializado y alta 
tecnología, los cuales configuran la rutina de las operaciones indus-
triales. Las minas de Portovelo eran poco conocidas y constituían 
un desafío tecnológico debido a su compleja geología; la experticia 
en materia de ingeniería y las inversiones intensivas en capital fueron 
fundamentales para aumentar su productividad (Haring, 1938). 

SADCO trabajó a pérdida durante las primeras dos décadas, hasta 
obtener ganancias que la consagraron como una empresa rentable. 
Durante ese lapso, la empresa construyó las instalaciones de super-
ficie y reforzó las estructuras subterráneas. El campamento incluía: 
un aserradero, un laboratorio químico, una carpintería, una herrería 
industrial, una planta eléctrica, un taller de metalurgia y un taller me-
cánico; las trituradoras, la fundición, una planta de cianuración, un 

49	En 1937, durante la administración de Federico Páez, la Cotopaxi Exploration Co. adqui-
rió concesiones en Pujilí, actual provincia de Cotopaxi. El contrato de exploración y explo-
tación otorgó 120 pertenencias mineras por un período de 30 años, incluyendo las minas 
Mercedes, María Luisa, Guillermina, Julia Martha, Tajaló, Elsita, Juanita y Elena, así como 
cualquier otra que la concesionaria reclamara durante los cinco años siguientes, dentro de 
un radio de 10 km de la mina Mercedes. En 1946, el Gobierno otorgó un contrato tempo-
ral adicional para emprender la exploración en 75 000 hectáreas en las provincias de Coto-
paxi y Pichincha.



La evolución del enclave minero: transformaciones en la regulación... 103

compresor, las bodegas y un almacén. La compañía estableció oficinas 
para la administración general, la coordinación de las obras y la reali-
zación de investigaciones geológicas. También existían oficinas de con-
tabilidad, transporte, radiocomunicaciones, almacén y policía interna.

Gráfico 4.2
Transecto de los trabajos en la mina Portovelo, 1932

t

Nota:	 El acceso a las minas se realizaba a trav.s de t.neles localizados en diversos niveles y por dos pozos 
verticales. El Pique Americano ten.a dos ductos, uno inclu.a un montacargas para transportar traba-
jadores, mineral y desechos, y otro conten.a una escalera y ductos de aire, agua y electricidad. El Ta-
blón era un pozo secundario utilizado para dar servicio a las minas. Fuente: Harmon (1932, p. 4).

El suministro de energía es un requisito para las operaciones mi-
neras pues resulta fundamental para mover a trabajadores, maquina-
ria, aire, agua y mineral. Para garantizar este insumo, la empresa rea-
lizó obras de infraestructura para construir una planta hidroeléctrica. 
En 1912 se terminó la construcción del Canal de Portovelo (1,5 km), 
el cual proporcionaba una red básica de agua dulce para el consumo 
humano y la energía suficiente para la operación de la maquinaria, y 
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en 1916 entró en funcionamiento el Canal de Gálvez (5,27 km), con 
una instalación hidroeléctrica capaz de suministrar la planta meta-
lúrgica y proveer de electricidad a Portovelo y Zaruma. 

La construcción del elevador de acceso a la mina resultó ser un 
complejo proyecto de ingeniería civil. En 1916, se concluyó el túnel 
vertical de 390 metros de profundidad, el cual conectaba trece ni-
veles de galerías para la exploración y explotación de los yacimien-
tos subterráneos. El Pique Americano estaba revestido de hormigón, 
equipado con un elevador, un montacargas y una torre de acero de 
treinta metros de altura llamada El Castillo (ver foto 4.1). El ascensor 
proporcionaba los medios para que los hombres y los materiales pu-
dieran entrar y salir de la mina, además de permitir el ingreso de luz 
y aire. No se han identificado registros de la producción minera en 
Ecuador durante las primeras décadas del siglo xx, pero las estadísti-
cas internacionales denotan un aumento de comercialización de oro 
proveniente del país que asciende de 0,6 toneladas en 1913, a 0,8 
toneladas en 1916 y 1,3 toneladas en 1917 (Schmitz 1979, 82). Este 
incremento probablemente esté relacionado con la productividad 
asociada con las operaciones industriales de la SADCO, ya que no 
hubo otras inversiones significativas en el sector minero del Ecuador 
antes de esta fecha.
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Foto 4.1
Instalaciones industriales de Portovelo, 1925

Nota: 	 La torre de acero, conocida como El Castillo, se convirtió en el símbolo del campamento de Porto-
velo. El montacargas era un tambor Allis-Chalmers, conectado a un motor de 225 caballos de fuer-
za que movía el cable de acero y la jaula de la mina a una velocidad de 120 metros por minuto (Ha-
ring, 1938, p. 10). En esta foto se encuentra rodeado por las instalaciones industriales cerca del río 
Amarillo y aguas arriba es visible el Barrio de los Cutos. Fuente: “El Castillo”, Cevallos (2011, p. 57). 
Fotógrafo: Ramón Jijón, 1925.

La empresa realizó estudios geológicos y de ingeniería de las es-
tructuras subterráneas, identificando la mineralización del cuarzo. 
Según reportes de inicios de la década de 1930, la mina estaba de-
sarrollándose con mineral muy rico y con un tonelaje inesperado.50 
Los ingenieros estadounidenses desarrollaron diagramas detallados 
para determinar la dirección de las vetas, las cuales tenían una incli-
nación pronunciada, distribuida en depósitos irregulares y dispersos. 
Para mejorar el rendimiento de la extracción se estableció un méto-
do denominado filling stopes.51 Este método era aplicable a depósitos 

50	ETSA. Carta de A.M. Tweedy a Florence Tweedy, 04/05/1934.

51	Este método es relativamente inusual, pero similar al aplicado en las minas de oro de But-
te, Montana, EE. UU. Para una descripción de los procedimientos de minería y los requisi-
tos técnicos específicos, véase: Brady & Brown (2004); Crane (1910); Haring (1938); Har-
mon (1932).
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moderadamente anchos de mineral sólido y firme, que permitían co-
nexiones entre niveles por medio de aumentos en la pared a través 
de la cual se introducía el material de desecho en los topes de las 
galerías (Crane, 1910, p. 78-80). Posteriormente, la mina alcanzó 
una profundidad de 200 msnm, 900 m por debajo de los trabajos 
superiores. El método permitía la ubicación de galerías a una distan-
cia considerable de una a otra, pero era difícil de trabajar. El proceso 
causaba la mezcla de los desechos con el cuarzo mineralizado, pero 
solo el material aurífero era transportado hacia la superficie a través 
del denominado Pique Americano o el túnel Newberry. En este últi-
mo, la empresa introdujo locomotoras para aumentar la eficiencia en 
el transporte de mineral.

Foto 4.2
Locomotoras utilizadas para incrementar la productividad, 1941

Nota:	 La mina Portovelo adquirió una reputación internacional positiva debido a las innovaciones tecno-
lógicas para superar dificultades operativas. A manera de ejemplo, esta foto de la locomotora eléc-
trica, utilizada en cartas promocionales de ventas de la empresa Mancha. La comunicación original 
—redactada en inglés— dice: “Al ojo de los entendidos esta foto muestra la eficiencia de la mina en 
cada detalle. El patio está pavimentado, las maderas de la mina se colocan de punta cerca del túnel, 
la casa máquinas está convenientemente ubicada, y la pancarta de ‘seguridad primero’ está pintada 
y colocada apropiadamente justo encima de la entrada del túnel. Todo está limpio. La escena es en 
los trópicos, cerca del Ecuador, en la mina Portovelo de la South American Development Company 
en Ecuador”. Fuente: ETSA. Comunicado de C.C. Austin, Gerente General, Mancha Storage Battery 
Locomotive, Division of Goodman Manufacturing Company, a Robert W. Hughes, Superintendente 
de Minas, Miami, fechado el 17/03/1941. 
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La compañía operaba una planta de tratamiento relativamente 
sofisticada para la época. SADCO introdujo la amalgamación de 
mercurio para recuperar metales preciosos —oro y plata— y un méto-
do de flotación para producir el concentrado, el cual era exportado 
para luego extraer el plomo y el cobre. Debido al aumento del volu-
men de producción y al robo de lingotes de oro, la compañía decidió 
cambiar el método de procesamiento; en 1919, introdujo una inno-
vación sustancial: la lixiviación por agitación con cianuro.

Foto 4.3
Construcción de tanques de cianuración, hacia 1917

Nota:	 Las canaletas de madera descargaban el agua directamente en el río Amarillo en tanto que los rela-
ves eran utilizados para nivelar un terreno contiguo, ubicado en el lado izquierdo de esta foto. Dicho 
terreno se convertiría luego en el famoso campo de fútbol. Fuente: ETSA (1917ca).

El beneficio del mineral es un proceso complejo y la descripción 
de la técnica utilizada en las minas de Portovelo trasciende este tra-
bajo (Haring, 1938). Sin embargo, es importante reconocer que esta 
tecnología tuvo una influencia considerable en la eficiencia de las 
operaciones de la planta y representa una marca distintiva en la mi-
nería industrial. En 1938 se trituraba un promedio de 510 toneladas 
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de mineral diarias (ibid., p. 27). La solución de oro era recolectada, 
tratada y almacenada en una bóveda, en tanto que los lodos rema-
nentes eran desechados con alguna pérdida de minerales. Los rela-
ves eran transportados a través de canalones de madera a las orillas 
del río Amarillo o utilizados para nivelar barrancos que luego fueron 
acondicionados para construir canchas deportivas, calles, baños y la-
vanderías. Estos vertederos de arenas minerales de baja calidad, im-
pregnadas de reactivos tóxicos, contaminaron los ríos, pero también 
sirvieron como reservas, que luego fueron explotadas a mediados de 
la década de 1960, como se explicará en el capítulo siete.

Podemos suponer que elementos tóxicos como el mercurio y el 
cianuro, junto con otros elementos relacionados con los relaves —
incluyendo arsénico, cadmio, cobre, plomo y zinc— estuvieron pre-
sentes desde el inicio de las operaciones de SADCO en Ecuador. Sin 
embargo, no fue sino hasta la década de 1980 que los temas ambien-
tales adquirieron mayor protagonismo debido a la detección de pa-
tologías y riesgos epidemiológicos asociados con la minería artesanal 
y la contaminación del agua (Appleton et al., 2001; Espinosa, 1986a, 
1986b; Tarras-Wahlberg, 2002). La regulación del uso del mercurio 
y el cianuro recién entró en vigor hacia finales del siglo xx, cuando el 
Estado introdujo normas para la protección y remediación ambiental 
(Moreno y Chaparro, 2009).

4.1.3.	 Los servicios ecológicos en el entorno de la mina

La propiedad y extracción de los recursos naturales involucra proce-
sos ecológicos en un área de influencia que trasciende la localización 
específica del enclave industrial. Las leyes de minería de 1892 y 1937 
produjeron una escisión entre el suelo y el subsuelo. La servidumbre 
minera implica que los predios y las actividades de superficie estén 
subordinados a la actividad minera. Los propietarios de minas tenían 
derecho preferente para el uso de los recursos naturales adyacentes. 
Así, la ley señalaba que las montañas y los bosques que se encuentren 
en tierras vecinas, vacantes o privadas, podrán utilizarse para propor-
cionar insumos a la industria minera. 
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A finales de la década de 1940, Reinaldo Espinosa fue el primero 
en realizar estudios ecológicos en el cantón Zaruma.52 La tala de bos-
ques de maderas finas, utilizadas para suplir las necesidades indus-
triales, junto con las prácticas de desbroce y quema de maleza, para 
habilitar tierras cultivables, generó la erosión del suelo y la reducción 
de las fuentes de agua (Espinosa, 1990).

Las operaciones mineras requerían enormes cantidades de made-
ra para soportar los túneles y las galerías, así como combustible para 
el proceso de fundición y construcción de viviendas. En 1938, unos 
dos mil madereros proporcionaban madera, leña, carbón y mulas 
para el transporte de mercancías (Paredes, [1938] 1970, p. 97). Este 
rubro representó entre el 10 y el 12% de los costes de producción. 
La empresa compraba la madera, registrando precios diferenciales 
según el tamaño y la calidad de los troncos. El precio de la madera 
aumentó conforme incrementaba la distancia de transportación. Al 
respecto, Haring (1938) se queja de la mala calidad de los pilotes 
debido a que poseían una fibra corta, pero Paredes ([1938] 1970) 
señala el despotismo de los empleados de la empresa que clasificaba 
los troncos, rechazando los que habían sido dañados durante el tras-
lado por los sinuosos caminos. No existen registros de que la SADCO 
haya promovido procesos locales de reforestación.

52	Reinaldo Espinosa recibió una beca para estudiar en la Escuela Secundaria Juan Montalvo 
en Quito y luego otra beca para estudiar Matemáticas y Ciencias Naturales en Alemania. Se 
desempeñó como Director del Jardín Botánico de Loja y Ministro de Educación, fundó los 
Boy Scouts en Zaruma y fue traductor para Radio Berlín (Cevallos, 2011, p. 24). En 1947, 
el Concejo de Zaruma solicitó un estudio de suelos, vida silvestre y producción agrícola co-
mo una alternativa económica en vista de la posible partida de la compañía minera.
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Foto 4.4
Madera utilizada en la industria minera

Nota:	 La minería implicó un consumo intensivo de madera para la construcción de viviendas, el reforza-
miento de las galerías subterráneas y como combustible. A mediados del siglo xx, la deforestación y 
la ausencia de proyectos de reforestación causaron desertificación y erosión en la zona alta de la Pro-
vincia de El Oro. Fuente: ETSA (alrededor de 1940).

En el ámbito de lo local, los flujos de materiales se transforma-
ron en ingresos municipales. A manera de ejemplo, la extracción de 
bosques aumentó el transporte de madera a través de la ciudad de 
Zaruma. Las cargas pesadas alteraban la vida urbana y causaron el 
daño de la infraestructura. La municipalidad emitió una ordenanza 
que prohibía “el arrastre de madera por las calles de la ciudad y los 
puentes ubicados sobre los ríos”.53 La empresa no podía prescindir 
de esta materia prima y el gerente de la mina cuestionó la ordenan-
za municipal.54 En consecuencia, el municipio modificó la ordenanza 
debido a las “dificultades prácticas” y las “desventajas” que supon-
dría su cumplimiento.55 A partir de entonces, el tráfico de animales de 
carga y el arrastre de madera estuvieron sujetos a tasas. Los impues-
tos al arrastre de la madera fueron ratificados un año más tarde y se 

53	AHM/Z. ACM, T.10, 27/01/1897.

54	AHM/Z. Comunicaciones recibidas, febrero y marzo de 1897.

55	AHM/Z. ACM, T.10, 29/04/1897.
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mantuvieron como materia de legislación local, proporcionando la 
principal fuente de ingresos municipales hasta mediados del siglo xx.

4.2.	Diferenciación urbana e ingeniería socioespacial 

[…] la Compañía ha creado en Portovelo, que era un caserío miserable 
donde unas pocas familias llenas de paludismo llevaban una existencia 
por demás penosa, un campamento minero modelo donde 700 obreros 
y sus familias, bien y puntualmente pagados, gozan de las ventajas de 
vivir y trabajar en una población higienizada, próspera y civilizada. Ha 
cambiado a Zaruma, de un pueblo de mala fama, en una ciudad labo-
riosa y de orden, centro industrial y comercial, cuyo movimiento ascien-
de anualmente a centenares de miles de sucres.56 

Al igual que otras ciudades-compañía, Portovelo fue diseñada con 
el objetivo de delinear las relaciones sociales que facilitarían las ope-
raciones mineras de manera continua y rentable. La producción del 
espacio urbano constituía un mecanismo de regulación de la vida 
cotidiana dentro y fuera del campamento. Los empresarios estadou-
nidenses requerían una clase obrera sana y dócil, infundida con hábi-
tos de trabajo como la disciplina, la eficiencia y la puntualidad, junto 
con valores morales como el respeto por la autoridad y la honestidad 
(Murillo, 2000, p. 142-145). Los habitantes de Portovelo asociaron 
la segregación socioespacial y el higienismo del campamento con la 
prosperidad. Estas características reforzaban el carácter distintivo del 
enclave y ayudaron a diferenciarlo de los poblados circundantes. En 
Zaruma, hogar de las élites locales conservadoras, el ornato se con-
virtió en una política de desarrollo urbano. Las clases acomodadas 
utilizaban dispositivos arquitectónicos para reafirmar el estatus de la 
ciudad colonial y diferenciarse de los trabajadores de Portovelo.

Kingman (2002) analiza la difusión del higienismo y el ornato 
como prácticas ligadas a la urbanización, la industrialización y el mo-
dernismo en las ciudades andinas a finales del siglo xix. En Europa, la 
higiene se impuso como una intervención médico-sanitaria destinada 

56	Beaep. Carta de A. M. Tweedy al Ministro de lo Interior y Obras Públicas, en “Documentos 
relativos a los contratos celebrados por el Gobierno del Ecuador con The South American 
Development Company, para la construcción de un Camino de herradura desde Portovelo 
a Santa Rosa”, Quito: Imprenta Municipal, 1923ca., p. 28.
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a organizar el entorno social y físico sobre principios positivistas. Este 
autor afirma que el ideal sanitario del capitalismo moderno nunca 
fue plenamente implementado en las ciudades andinas del Ecuador, 
en la medida en que la diferenciación racial y étnica prevalecía sobre 
las relaciones de clase. Kingman enfatiza que las autoridades locales 
usaron el ornato urbano como medio para moldear las percepciones, 
condicionar los gustos y reafirmar las relaciones sociales. La orna-
mentación de las casas privadas y los espacios públicos era una for-
ma de ingeniería social que creaba vecindarios exclusivos y prósperos 
que estaban fuera del alcance de la mano de obra mestiza, indígena 
y pobre. El embellecimiento urbanístico ayudó a consolidar el valor 
de los bienes raíces mientras se perpetuaban las relaciones de servi-
dumbre y segregación social. El caso de Portovelo y Zaruma ilustra 
este debate. La llegada del capital extranjero, el trabajo asalariado y 
la migración interna transformaron el paisaje, dando lugar a la co-
existencia de dos proyectos claramente diferenciados: en Portovelo 
se implementó el modelo higienista modernizante en tanto que en 
Zaruma se priorizó el ornato urbano elitista.

4.2.1.	 El higienismo modernizante del campamento minero 
de Portovelo

Al sur del complejo industrial, la SADCO construyó un campamen-
to para albergar a su fuerza de trabajo. Portovelo representaba un 
importante proyecto higienista y modernizante.57 En 1911, la “flo-
reciente población” tenía un restaurante, un mercado y una carni-
cería; baños públicos y escuelas para ambos sexos; casas bonitas 
para empleados de la compañía y casas sanitarias para trabajadores 
regulares (Andrade, 1911, p. 20-21). El diseño funcionalista separó 
los espacios de vivienda de los de trabajo y ocio. La distribución re-
forzaba las jerarquías laborales y el estatus social dentro del campa-
mento. A diferencia de otras ciudades coloniales, la ciudad no tenía 
un patrón de damero y la iglesia no era el centro de la vida social. 
Portovelo era un asentamiento nuevo en una topografía accidentada 

57	Las siguientes descripciones provienen de diversas fuentes, principalmente: Andrade, 1911, 
1923; Cortázar & Lavanda, 2008; López Saa, 1937; Haring, 1938; Murillo, 2000; Paredes, 
[1938] 1970; Rueda & Romero, 2002.
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compuesta por una población migrante que organizaba la vida coti-
diana en torno a los ritmos del trabajo en la mina y, como resultado, 
las identidades profesionales o de clase eran más importantes que las 
asociadas con la tenencia de la tierra. La vida diaria discurría alrede-
dor del Pique Americano, la edificación más prominente de la ciudad. 
En condiciones de trabajo industrial, la concentración de la mano de 
obra facilitó la asignación de viviendas y servicios sociales, la progra-
mación de los turnos de trabajo y la policía interna.

El auge minero determinó el crecimiento demográfico y nuevas for-
mas socioespaciales. En 1922, el cantón Zaruma tenía unos 25 000 
habitantes; la ciudad de Zaruma contabilizaba 2668 y el asentamien-
to minero de Portovelo 1300, incluyendo “70 yanquis con sus esposas 
e hijos” (Andrade, 1923, p. 101). El crecimiento poblacional se cal-
culaba en 647 personas al año, con migraciones provenientes de los 
cantones vecinos de Calvas, Macará, Paltas y Loja, así como de la pro-
vincia de Azuay (ibid., p. 15). Las localidades cercanas de El Castillo, 
Limoncito y El Faique también experimentaron un crecimiento signifi-
cativo. En 1937 la población de Portovelo se había duplicado a 3074 
habitantes, con un estimado de 2700 personas adicionales viviendo 
fuera del campamento (Paredes, [1938] 1970, p. 14).

La producción del espacio urbano incluyó un proceso de segre-
gación socioespacial. La zona residencial se encontraba dividida en 
tres sectores: el campamento americano, las casas de los empleados 
ecuatorianos y las barracas de los mineros.58 Los estadounidenses vi-
vían con sus familias en bungalows, casas unifamiliares de una sola 
planta y pórticos, situadas en las laderas más altas, con vistas al po-
lígono industrial, cerca de la oficina general, la iglesia, el hospital y el 
club social. Esta zona estaba restringida para el acceso de los ecua-
torianos pues habían carteles que prohibían la entrada. El gerente 
general tenía la casa más grande en la cima de la colina, conocida 
como la Casa Blanca. Las familias vivían en casas individuales con 
servicios básicos y jardines privados. Los solteros procedentes del 
extranjero compartían una vivienda común en una colina cercana, 
cerca del Club Newberry.

58	Hacia 1937 había 148 casas de la compañía con un total de 956 cuartos. El 50,4% de las 
familias vivían en casitas de una o dos habitaciones (Paredes, [1938] 1970, p. 30).
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Foto 4.5
Vista panorámica del acceso sur de Portovelo, hacia 1940

Nota:	 Existían dos vías principales de acceso en el extremo sur de Portovelo: la carretera inferior se conecta 
con Piñas, Santa Rosa y Machala, mientras que la carretera superior va a El Osorio, El Faique y Zaru-
ma. Los edificios de varias plantas estaban destinados a barrancas de trabajadores nacionales solte-
ros y las casas adosadas a empleados ecuatorianos con familias. El campamento americano estaba 
ubicado en las laderas a la derecha de la iglesia, pero no se visualiza en esta foto. Fuente: ETSA. Pos-
tal, alrededor de 1940.

Los empleados ecuatorianos tenían casas unifamiliares de madera 
y algunas familias vivían en casas pareadas en hileras a lo largo de ca-
lles adoquinadas. Estas edificaciones tenían paredes construidas con 
tablones de madera colocados de forma horizontal y no verticalmen-
te, como dictaban los métodos tradicionales de construcción. Los es-
tadounidenses introdujeron los techos de zinc, una característica nue-
va en la zona. La mayoría de los trabajadores nacionales eran solteros 
y vivían en un gran dormitorio común. Después de 1935, los trabaja-
dores nacionales solteros vivían en edificios de cuatro a cinco pisos, 
compartiendo habitaciones conectadas por un corredor exterior.

Durante la bonanza minera, el déficit habitacional fue aliviado 
parcialmente por la construcción de casuchas pequeñas y aisladas a 
lo largo de sinuosos caminos que subían por las polvorosas laderas 
que rodeaban el campamento minero (Paredes, [1938] 1970, p. 10). 
Las viviendas precarias y los barrios populares constituyeron una so-
lución práctica para alojar a trabajadores y proveedores de servicios 
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en los extramuros del enclave industrial. Estos asentamientos infor-
males contrastaban con la ingeniería del paisaje en el campamento 
de Portovelo, pero también reflejan algunas estrategias populares de 
resistencia a la disciplina impuesta por los estadounidenses.

El barrio Machala estaba conformado por un grupo de casas, 
comercios y cantinas en las que obreros, comerciantes, artesanos, 
arrieros y prostitutas vivían de manera permanente o alquilaban ha-
bitaciones por el día. Un poco más distante, el sector de Osorio se 
constituyó como un caserío de trabajadores y comerciantes. Al norte 
del complejo industrial, junto al río, cerca del cementerio y aislado 
del resto del campamento, había un pequeño asentamiento de indí-
genas saraguro denominado el Barrio de los Cutos (Cortázar, 2005, 
p. 131). Dicho sector era “un enclave hacia donde [los saraguro] 
trasplantaron su cultura, y la mantuvieron sin integrarla, ni influyen-
do a otras” (Murillo, 2000, p. 116). Otros grupos se adaptaron a los 
hábitos y costumbres dominantes en un proceso de mestizaje que 
será abordado más adelante.

Para la industria minera, la familia nuclear no constituía un ele-
mento central de las relaciones de producción, sino el privilegio de 
unos pocos, a diferencia de otros enclaves corporativos o manufac-
tureros en los que la gerencia impulsaba la conformación de una es-
tructura familiar estable como una forma de aumentar la produc-
tividad del trabajo (Garcés Feliú & Vergara, 2011; Striffler, 2002). 
En las minas de Portovelo toda la fuerza de trabajo era masculina y 
alrededor del 29% de la población total estaba formada por hombres 
solteros que vivían en viviendas compartidas (Paredes, [1938] 1970, 
p. 15 y 51). En 1937, había 905 solteros en habitaciones comparti-
das y 716 trabajadores que vivían en 356 hogares, con un promedio 
de 6,3 personas por hogar (ibid., p. 13-18)

En un esfuerzo por mantener el orden interno, la empresa dife-
renció los espacios reservados a la vida doméstica y comunitaria de 
aquellos lugares destinados a la vivienda de los trabajadores solteros. 
Según Murillo (2000, p. 83), existía un ambiente en el que campeaba 
la anarquía y lujuria, ya que “la soledad de los obreros los convirtió 
en individuos violentos y ávidos de satisfacciones sexuales”. La cul-
tura masculina con juegos de azar, alcohol, violencia y prostitución 
generó problemas en el campamento, lo que llevó a la compañía a 
trasladar y tolerar esas actividades en los sectores marginales como 
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el barrio Machala,59 una estrategia común implementada en otras 
ciudades mineras (Brown, 2012).

En 1936, tras la huelga obrera, se prohibió la venta de aguardien-
te en un radio de cinco kilómetros del campamento, tras lo cual “los 
trabajadores de Portovelo tienen que ir ahora a Zaruma para poder 
embriagarse” (López Saa, 1937, p. 36). Esta tendencia se tradujo en 
un aumento del volumen de ventas de alcohol en Zaruma, registrado 
oficialmente en 11 412 litros más que en 1935, y un aumento en los 
juegos de azar en dicho cantón (ibid., p. 37). Los bailes, carnavales y 
encuentros sociales fueron restringidos temporalmente en el campa-
mento, con el argumento de preservar la disciplina y evitar el derro-
che de las ganancias personales (Murillo, 2000, p. 117).

Foto 4.6
Fiesta en el Club Social Newberry

Nota:	 Esta foto —excluida de la circulación pública— corresponde a una fiesta en el Club Newberry que 
contradice el estereotipo de trabajo y orden impuesto por empresarios extranjeros para la operación 
del campamento minero. Los juegos de azar, el alcohol y la prostitución no eran exclusivos del ba-
rrio Machala o los sectores populares del campamento de Portovelo, sino que también configuraban 
parte los hábitos de los empleados estadounidenses. Fuente: ETSA (s/f). 

59	El estudio de las condiciones habitacionales, económicas y sociales en el Campamento Mi-
nero Portovelo, realizado por A. López Saa (1937), es uno de los primeros relatos de una 
preocupación institucional por la higiene del enclave minero. El informe incluye una sección 
sobre el alcohol, que establece que el barrio Machala tenía 27 cantinas.
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Elementos sutiles permitían reforzar las diferencias entre las clases 
altas y la población obrera, como mecanismo para afianzar las je-
rarquías dentro del sistema de producción y reafirmar la segregación 
socioespacial del campamento. En la iglesia, los bancos delanteros 
—acolchados y rotulados— estaban reservados para los residentes ex-
tranjeros. Ellos almorzaban en la Fonda Americana, un restaurante 
con mantelería y amenidades en el que se servían frutas y verduras 
cultivadas en El Jardín, un huerto privado que abastecía a familias es-
tadounidenses. Los ecuatorianos tenían acceso a la Fonda Nacional, 
un comedor masivo que proporcionaba comidas a un precio subsi-
diado. Había incluso dos cementerios, uno en el barrio Machala para 
los nacionales y otro en el barrio El Faique para los extranjeros.

La higiene y los servicios sociales eran considerados elementos cla-
ve para la productividad empresarial. André Roosevelt, quien visitó 
el campamento en 1939, señalaba que existía “una amarga batalla 
entre las dificultades que conllevan las condiciones sanitarias y la 
enfermedad, por un lado, y el saneamiento por el otro” (Roosevelt, 
1939, p. 2). Los relatos dan cuenta de que Portovelo era una vez un 
sitio insalubre, plagado de paludismo, fiebre amarilla, anquilosto-
miasis y malaria. En 1917, la Compañía contrató al doctor Michael 
E. Connor —quien había trabajado en la reducción de las enferme-
dades transmitidas por mosquitos durante la construcción del Canal 
de Panamá— para llevar a cabo estudios, hacer recomendaciones y 
construir un hospital (Andrade, 1923, p. 139-140). La propagación 
de las enfermedades tropicales fue controlada debido al desmonte de 
arbustos y la construcción del sistema de agua y alcantarillado, los 
cuales ayudaron a disminuir los sitios de cría de larvas de mosquitos. 
La basura era recolectada diariamente. La mayoría de la población 
tenía agua entubada y las viviendas estaban conectadas a un alcan-
tarillado. También existían baños públicos equipados con fosas sép-
ticas o tuberías que se vaciaban en el río. Ricardo Paredes señala que 
el agua no tratada estaba llena de impurezas, los sanitarios estaban 
sucios y los desagües descubiertos, por lo que constituían fuentes in-
evitables de enfermedades infecciosas y parasitarias (Paredes, [1938] 
1970, p. 33).
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Foto 4.7
Hospital Curipamba, una infraestructura moderna en el sur del Ecuador

Nota:	 Portovelo fue alguna vez un sitio tropical insalubre, plagado de paludismo, fiebre amarilla, anquilos-
tomiasis y malaria. La propagación de enfermedades tropicales se controló mediante el desbroce de 
arbustos y la instalación de tuberías para el agua y las aguas residuales, lo que ayudó a disminuir los 
sitios de reproducción de mosquitos. El hospital Curipamba era el más moderno en el sur del Ecua-
dor y proporcionaba servicios gratuitos para los trabajadores. Fuente: ETSA, (s/f).

Las medidas sanitarias estaban orientadas a promover el bienes-
tar de la población, pero las enfermedades laborales socavaron esos 
esfuerzos. La morbilidad y mortalidad en la zona era alta debido a 
enfermedades tales como gripe, malaria, disentería, sífilis, tubercu-
losis, lepra, intoxicación crónica, anemia, enfermedades de transmi-
sión sexual y accidentes laborales. Los gases tóxicos, el polvo mine-
ralizado y la mala ventilación en las minas producían enfermedades 
pulmonares. El hospital Curipamba proporcionaba servicios gratui-
tos para los empleados de la SADCO, pero los trabajadores enfer-
mos y ancianos no recibían salarios completos o eran despedidos sin 
compensación. En definitiva, el proyecto higienista y modernizador 
de Portovelo no cubría todas las necesidades de los mineros, quienes 
se encontraban expuestos a un ambiente tóxico y a riesgos extraor-
dinarios. Por otra parte, la población local, sin acceso a servicios 
equivalentes, tenía que pagar por la atención médica. En Zaruma, 
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el municipio financió un hospital público, inaugurado en 1920, y la 
Liga Ecuatoriana Antituberculosis creó una clínica en 1949 (Rueda & 
Romero, 2002). 

Vergara (2005) describe las maneras en que la comunidad médica 
abordó y debatió las enfermedades comunes a los trabajadores de 
minas en Chile en la década de 1930, proporcionando claves para 
interpretar cómo surge el concepto y la regulación de las enfermeda-
des ocupacionales. En Ecuador, el desarrollo de las ideas socialistas, 
la expansión de las capacidades regulatorias del Estado y el proceso 
de sindicalización de los obreros de Portovelo influyeron en este pro-
ceso. Médicos como A. López Saa, del Instituto de Seguridad Social, 
y Ricardo Paredes y César Descalzi, quienes tenían vínculos políti-
cos con los Partidos Comunista y Socialista del Ecuador, realizaron 
visitas e inspecciones sanitarias en los años 1930s (Descalzi, 1951; 
López Saa, 1937; Paredes, [1938] 1970). La atención a las enferme-
dades ocupacionales y los accidentes industriales, junto con la cober-
tura de salud extendida a los miembros de la familia, fueron algunas 
de las principales demandas de los trabajadores en la huelga de 1935 
(Paredes, [1938] 1970, p. 214-221). Estas reivindicaciones fueron 
incluidas de manera efectiva en el Código de Trabajo de 1938. 60 

4.2.2.	 El embellecimiento urbanístico  
de la ciudad de Zaruma

La diferenciación entre el “campamento” de Portovelo y la “ciudad” 
de Zaruma es un tema clave para comprender las identidades, las 
rivalidades y los esfuerzos para regular la industria minera. Los pro-
cesos locales de acumulación fueron el resultado de un incremento 
de los ingresos y de las transformaciones en los estilos de vida de la 
población que se articulaba de una u otra manera a la minería. Sin 
embargo, las oportunidades de movilidad social y mejoramiento de 
las condiciones de vida eran limitadas para la población que vivía 

60	El Código del Trabajo de 1938, art. 303, tipifica las enfermedades ocupacionales específi-
cas de las actividades mineras, incluidas la silicosis, la tuberculosis y la esclerosis del oído 
medio. También identifica los factores de riesgo en las actividades mineras relacionadas con 
elementos como el amoníaco, el mercurio, el ácido cianhídrico, los carburos de hidrógeno y 
el aire comprimido y confinado.
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en Portovelo. Además, Zaruma continuaba siendo el centro político, 
religioso y comercial, capaz de captar las ganancias extraordinarias 
de la bonanza minera y reinvertir dichos excedentes en el ámbito ur-
bano. La producción del espacio en la ciudad de Zaruma incluyó la 
promulgación de ordenanzas municipales y la construcción de obras 
públicas destinadas a mejorar las condiciones de vida, modificar las 
percepciones y reafirmar la estratificación social.

Foto 4.8
Calles de Zaruma a inicios del siglo xix

Nota:	 Calle Bolívar, vista desde la entrada a la iglesia principal. En el fondo, el barrio San Francisco y el 
monte El Calvario. De estas casas casi ninguna se mantiene en pie ya que la mayoría de los edificios 
coloniales estaban en ruinas a principios del siglo xx. Zaruma fue una de las primeras ciudades en 
Ecuador que tuvo alumbrado público y faroles de kerosene, ambos introducidos en 1895. Fuente: 
Cevallos (2011, p. 39). Fotógrafo: Ramón Jijón (1908).

Zaruma era una antigua villa colonial asentada en el piedemonte 
andino en el sur del Ecuador, residencia de profesionales, artesanos, 
negociantes y una élite terrateniente que controlaba la población na-
tiva. La ciudad era el punto focal para el flujo de productos y perso-
nas entre las áreas rurales de la sierra y la costa. La población local 
trabajaba en oficinas administrativas, colegios, mercados y en la igle-
sia, proveyendo servicios para la zona alta de la provincia de El Oro. 
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Las crónicas de la ciudad dan cuenta que hacia 1911 Zaruma tenía 
aproximadamente 2000 habitantes, tres farmacias, un camal, veinte 
tiendas, un edificio municipal, escuelas diferenciadas para hombres 
y mujeres, una oficina de telégrafo, cuatro doctores, siete abogados, 
un hostal, dos tabernas, tres zapaterías, dos sastrerías, seis pianos, 
una banda de veinte músicos y buen alumbrado público (Andrade, 
1911, p. 28). Esta lista detallada puede desanimar a los lectores si la 
comparan con los estándares actuales de ciudades intermedias que 
experimentan una bonanza minera, pero refleja la transformación en 
parajes rurales de inicios del siglo xx y la importancia de Zaruma, 
dado su incipiente proceso de industrialización.

La ciudad se desarrolló significativamente durante los primeros 
años del boom minero. Antes de 1900, el área urbana cubría 2,43 hec-
táreas, expandiéndose a 11,69 hectáreas para 1935 (Municipio de 
Zaruma, 2002, p. 123). El centro mantuvo su patrón colonial, pero 
los nuevos barrios crecieron de forma no planificada, adaptados al 
accidentado terreno que descendía a Portovelo. Las autoridades mu-
nicipales de Zaruma eligieron el ornato como el concepto básico que 
subyace al proceso de urbanización, la promoción de la acumulación 
de capital y la justificación de la estratificación social. Tal proceso 
denota la difusión y adaptación de políticas urbanas.

En 1910, el Concejo Municipal de Zaruma emitió la Ordenanza de 
ornato y construcción, que simulaba y adaptaba iniciativas promo-
vidas en la capital nacional. A principios del siglo xx, Quito empren-
dió un proceso de modernización y saneamiento para conmemorar 
el centenario de la independencia, y las obras públicas —en particular 
la electricidad, el agua potable y el saneamiento— se asociaron con el 
progreso y la urbanización (Carrión et al., 1997). Las iniciativas urba-
nísticas de la capital se replicaron de una u otra forma en ciudades y 
pueblos en todo el país; lo que fue posible gracias a la Constitución 
de 1906 y la posterior Ley de Régimen Municipal de 1912, que otorgó 
a los municipios jurisdicción sobre el proceso urbano y la ejecución 
de obras públicas.61

61	La estrategia centralista del liberalismo incluía la expansión de la autonomía relativa a los 
Gobiernos locales. La Constitución de 1906 determinó que “las Municipalidades, en el ejer-
cicio de sus funciones privativas, serán absolutamente independientes de los otros pode-
res, pero sin contrariar en ningún caso las leyes generales del país” (art. 114). Simultánea-
mente se implementaron mecanismos de control financiero para verificar la recaudación de 
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En Zaruma, la ordenanza urbana buscaba producir un entorno 
urbano armonioso que conservara su encanto a lo largo de las dé-
cadas. De acuerdo con la ley, las personas podrían construir, refac-
cionar o modificar sus viviendas a voluntad, con la condición de que 
los resultados no sean “caprichosos”, sino más bien consistentes con 
la arquitectura existente.62 De hecho, las casas coloniales estaban en 
ruinas y la ordenanza promovió un nuevo paisaje urbano (ver fotos 
4.8 y 4.9). La ordenanza reglamentaba los requisitos de construc-
ción, incluida la altura máxima de dos pisos, la alineación a la calle, 
las dimensiones de las fachadas, portales y balcones, así como las 
características de los patios y aleros, junto con el uso del suelo ur-
bano. Los planos de plantas y fachadas debían ser firmados por un 
ingeniero, un arquitecto o maestro de carpintería y estaban sujetos a 
aprobación de una comisión. El proyecto de embellecimiento urba-
nístico incluía el aseo y pintura de fachadas, la reparación de tablas y 
cortinas deterioradas, la regulación de letreros y el cercado de terre-
nos baldíos de las calles principales. La construcción de casuchas con 
techos de paja estaba prohibida y las industrias que representaban 
un peligro para la salud de los residentes tenían que ser reubicadas 
en las afueras de la ciudad. Las decisiones individuales se moldearon 
mediante esta política de ornato.

La regulación municipal era un medio para producir una reali-
dad material vinculada al modo de producción. A partir del caso de 
Venecia, Lefebvre destaca que el espacio social se produce y repro-
duce en conexión con las fuerzas de producción, para lo cual se mo-
difican los entornos urbanos a fin de realizar, retener y expandir los 
excedentes de la producción, incluyendo el uso estético del plusvalor 
(1991, p. 76-77). Los edificios construidos durante el boom del oro 
dieron paso a un tipo particular de arquitectura, con madera cuida-
dosamente trabajada y techo de tejas (Viteri et al. 1974, p. 85-91). 

impuestos fiscales y la inversión en obras públicas. La legitimación del municipio como “po-
der local” estaba directamente vinculada con la capacidad de realizar obras públicas e in-
cidir en la economía local.

62	Los propietarios debían presentar planos de construcción firmados por un arquitecto o car-
pintero registrado ante el concejo municipal, en el cual las autoridades inspeccionaban y 
aprobaban el diseño y otorgaban las licencias de construcción. Ver: AHM/Z. ACM, T.13, 
23/07/1910, p. 78-81.
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Las características distintivas incluyen balcones torneados, grecas or-
namentales y tablas ortogonales pulidas para ocultar las columnas 
estructurales. Este estilo es una mezcla de los patrones de vivienda 
desarrollados durante el boom del cacao en la costa, pero incorpora 
maderas finas y materiales característicos de las tierras altas. La in-
fluencia de Zaruma en el diseño de viviendas eventualmente se exten-
dió a Piñas, Pasaje, Santa Rosa y Machala. El carácter distintivo de 
la ciudad llevaría a su reconocimiento como patrimonio nacional del 
país en 1990 (Municipio de Zaruma, 2002).

Foto 4.9
Vista de la calle Bolívar, en Zaruma, después  

de la Ordenanza de ornato y construcción, 1947

Nota:	 Calle Bolívar en Zaruma. Nótese las calles adoquinadas, portales y balcones tal como se los definió 
en la ordenanza de ornato y construcción de 1910. Fuente: AHM/Z. “Calle Bolívar,” Álbum Munici-
pal, T.II., 1945-1950; Cevallos (2011, p. 86). Fotógrafo: León Jiménez Ramírez (1947).

El municipio de Zaruma también mejoró la infraestructura urba-
na. El concejo municipal asignó recursos para construir instalaciones 
tales como baños públicos y lavanderías, un mercado y un nuevo 
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edificio municipal. Hacia 1915, el municipio pavimentó las calles con 
piedra de cantera.63 La nueva iglesia —el centro de la vida urbana— 
se inauguró con una torre de reloj y una sirena en 1922 (Rodríguez, 
1992b). Al mismo tiempo, la antigua plaza central se transformó en 
un parque con diseño paisajístico, palmeras y una fuente central. 
Zaruma fue una de las primeras ciudades en Ecuador en instalar elec-
tricidad y alumbrado público en 1921, y contó con un sistema de agua 
potable que se culminó de construir en 1929. En la década siguiente, 
el municipio construyó nuevos edificios: el hospital público, la nueva 
sala municipal, las lavanderías públicas y un nuevo mercado (Rueda 
& Romero, 2002). En la década de 1940, los ingresos extraordinarios 
vinculados con las regalías mineras permitieron la construcción de 
un nuevo sistema de agua potable, así como la Escuela Municipal 
Guillermo Maldonado, el Mercado Municipal, el Círculo de Deportes 
El Trébol, el Teatro MAESJI, la escuela religiosa Francisco de Sales y el 
Hospital Ecuatoriano de la Liga Antituberculosis.

Como en las antiguas villas coloniales, la producción del espacio 
urbano incluía una organización jerárquica en una progresión desde 
la plaza central hacia el exterior (Lefebvre, 1991, p. 151). Claramente, 
la ordenanza de ornato y construcción, las obras públicas y las medi-
das sanitarias reforzaron la segregación socioresidencial en beneficio 
de las élites locales. La vivienda se convirtió en un indicador de poder 
y prestigio social que reflejaba preferencias y caprichos individuales. 
Las residencias más prestigiosas se encontraban cerca de la plaza cen-
tral. Las casas ubicadas en esta área fueron profusamente decoradas 
con cornisas, balcones, ebanistería decorativa y pilares. La propiedad 
de bienes inmuebles en el centro urbano estaba restringida a las élites 
sociales y económicas. Los obreros fueron relegados a barrios como 
El Castillo, Limoncito, El Faique, La Libertad y Barrio Obrero.

La transformación práctica y material del paisaje urbano de 
Zaruma no puede separarse de la circulación del plusvalor minero 
en el entorno regional. El dinamismo económico, la apertura de nue-
vas carreteras y las mejoras urbanas se asociaron con el progreso 
y el desarrollo, atrayendo a la población en un momento de crisis 

63	AHM/Z. ACM, 1915, varios registros.
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económica a nivel nacional. En 1934, el cantón tenía 44 690 habi-
tantes, y Zaruma, Portovelo y Malvas representaban 32 192 del total 
(Madero, 1934, p. 101). En 1935, el campamento de Portovelo y 
los caseríos Soroche, El Faique y El Castillo tenían 3074 habitantes 
(Paredes, [1938] 1970, p. 14). No existe información consistente so-
bre la cantidad de mineros y personal de servicio con residencia en 
la ciudad de Zaruma; sin embargo, algunos abogados, ingenieros, 
doctores y mineros que trabajaban en el campamento vivían allí, y los 
empleados frecuentaban las tabernas, tiendas y servicios ubicados 
en Zaruma. También se puede asumir la existencia de una población 
flotante, vinculada al comercio, que dinamizó la ciudad.

Foto 4.10
Vista panorámica de Piñas, 1937

Nota:	 Piñas se convirtió en un municipio pudiente y un puesto comercial que abastecía al distrito minero. 
La tipología arquitectónica se asemeja a la de Zaruma, más que al diseño industrial del campamento 
de Portovelo. Fuente: AHM/Z. “Vista General de Piñas - 1937”. Álbum Municipal, T.I., 1931-1944.

La consolidación de la industria minera influyó en los pueblos 
a lo largo de la ruta que conecta el distrito aurífero con el puerto 
marítimo. Por ejemplo, hacia 1935, la ciudad de Piñas tenía 7318 
habitantes, más que la población de Zaruma. El crecimiento estuvo 
vinculado con el comercio y la agricultura para abastecer a Portovelo, 
a la construcción del sistema ferroviario hacia el distrito minero y al 
desarrollo de plantaciones de banano en la provincia de El Oro. 
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El aumento de los salarios hizo posible el consumo de bienes in-
dustrializados y el desarrollo de una burguesía comercial y financiera 
asentada en Zaruma, Piñas, Machala y Guayaquil. La relación entre 
grupos económicos generaba sinergias y rivalidades. A manera de 
ejemplo, los empresarios de Piñas buscaban declarar su autonomía 
política respecto de Zaruma y promovieron la cantonización de la 
parroquia durante casi cincuenta años. Francisco Carrión, un comer-
ciante exitoso de Piñas, negociaba con las autoridades nacionales 
para crear una jurisdicción autónoma, pero las autoridades munici-
pales de Zaruma oponían resistencia a esta tentativa ya que los im-
puestos recaudados en la próspera parroquia de Piñas permitían fi-
nanciar obras públicas en la cabecera cantonal. Esta tensión entre la 
acumulación capitalista y la autonomía territorial se convertiría en un 
tema recurrente durante décadas, como se explicará más adelante.

Para resumir, tanto los inversionistas extranjeros como los pode-
res territoriales asentados en la ciudad de Zaruma tenían autono-
mía parcial para definir las condiciones de producción del espacio 
urbano. La compañía ostentaba haber construido un campamento 
higiénico y próspero, basado en una férrea segregación socioespacial. 
En Zaruma, las élites locales utilizaron políticas de ornato y sanea-
miento para reafirmar el poder local. La ornamentación de las casas 
y los espacios públicos fue un medio de acumulación que ayudó a 
consolidar el núcleo urbano, al tiempo que reforzaba las distinciones 
entre la población local próspera, la población obrera y los propios 
estadounidenses. Zaruma experimentó una modernización, pero el 
objetivo de las políticas municipales continuó centrado en la diferen-
ciación étnica, la decencia y el acceso privilegiado al centro urbano; 
lo que le permitió mantenerse como un centro de referencia regional. 
Con el tiempo, las casas modestas y pintorescas del campamento 
estadounidense fueron deterioradas por el clima subtropical y aban-
donadas; a nadie le interesaba o, en el caso de los trabajadores, no 
tenían los recursos financieros para invertir en el mantenimiento del 
recinto minero, un tema al que volveré más adelante. Como resulta-
do, hoy Zaruma es reconocida como patrimonio nacional, mientras 
que Portovelo se ha descuidado de mantener su imagen urbana; las 
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autoridades nacionales demuestran escaso interés para valorar el pa-
trimonio industrial que perdura en la zona.

4.3.	Superando (y trabajando con) aislamiento relativo

Para Harvey (1989, 2005), la “fricción de la distancia” constituye 
un elemento clave de la acumulación capitalista, en la medida en 
que impone costos de transacción para la circulación de mercancías 
en cualquier sistema de producción. La inversión en infraestructura 
de transporte es una condición previa necesaria para los procesos 
de intercambio, producción y consumo, y también es requerida para 
liberar otras formas de capital y trabajo (Harvey, 2005, p. 75). En el 
enclave minero, dichos elementos no solo se refieren a inversiones e 
innovaciones en transporte y comunicación necesarias para conectar 
la región extractiva con el puerto y los mercados metropolitanos —a 
fin de garantizar el flujo de bienes, trabajo y capital—, sino también 
narrativas de aislamiento y abandono como prácticas para acceder a 
instancias de poder político a escala nacional. Los espacios así pro-
ducidos pueden entenderse como funcionales para una clase hege-
mónica o un modo de producción, en el que los procesos económi-
cos tienen un papel determinante en la configuración de relaciones 
políticas y sociales.

La relación espacio-tiempo —desde los centros metropolitanos 
hacia los espacios de producción— puede constituir tanto una ba-
rrera como una defensa frente al capitalismo extractivo. La aparente 
aniquilación del espacio por el tiempo se acompaña de una prolife-
ración de lugares y conexiones que transforman y “enraízan” los sis-
temas de producción capitalista a los procesos políticos nacionales. 
En tal sentido, en lugar de naturalizar la existencia de sistemas de 
transporte, este trabajo da luces sobre la genealogía de dicha infraes-
tructura y destaca la discontinuidad, la incertidumbre y la constante 
negociación requerida para su construcción y funcionamiento. De 
hecho, los primeros intentos de regular la industria minera se vin-
cularon al financiamiento de infraestructura de transporte necesaria 
para su operación. 
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4.3.1.	 El aislamiento relativo del distrito minero

Zaruma estaba aislada del resto del país. La zona austral del Ecuador 
era un “tesoro escondido” debido a su accidentada topografía y la 
falta de caminos transitables que faciliten la comunicación y la ex-
portación de productos (Jaramillo Alvarado, 1955, p. 415). Santa 
Rosa, el puerto costero más cercano, se encontraba a 80 kilómetros 
de Zaruma y se requerían tres días de viaje a caballo a lo largo de em-
pinadas laderas. Loja y Cuenca, ciudades del interior, estaban conec-
tadas con el mundo por caminos estrechos, tsujetos a derrumbes; las 
aldeas y los caseríos rurales dependían de caminos de herradura, con 
un mínimo mantenimiento. La llegada de SADCO propició acuerdos 
para la reinversión de ganancias y regalías en carreteras y otras in-
fraestructuras para apoyar la producción de minerales.64

Para generar la “bonanza de una empresa industrial”, como lo 
afirmaba el periódico The Spirit of the Age, los empresarios estadouni-
denses necesitaban personas, suministros, maquinaria e infraestruc-
tura. La industria extractiva dependía de recursos y mercados exter-
nos para retener su fuerza de trabajo, dinamizar el consumo local y 
garantizar el flujo de excedentes. Haring (1932, p. 4) informa que “el 
transporte de materiales y suministros a la mina fue uno de los pro-
blemas más difíciles que se tuvo que enfrentar y resolver, antes de que 
la mina pudiera considerarse rentable”.

El transporte de la maquinaria industrial fue una tarea monumen-
tal. La importación de equipos, piezas y partes arribó a Guayaquil y 
de allí se trasladó a Puerto Bolívar en barcos fluviales. Desde la costa 
hasta el altiplano, las recuas de mulas cargaban pesados bultos, a 
lo largo de estrechos senderos que seguían las crestas montañosas o 
descendían hacia profundos barrancos del sinuoso paisaje. Al llegar a 
su destino, los empleados ensamblaban las máquinas. Se estima que 
existían alrededor de 2.000 cargas que iban y venían por estos para-
jes. Schraps (s/f, p. 33) recuerda que en 1916 “los trenes de mulas 

64	En 1899, las regalías se establecieron en 10 sucres por pertenencia minera no explotada y 50 
sucres por pertenencia minera en explotación activa. Esos ingresos se destinaron a la aper-
tura y mantenimiento de caminos que conectaban los campos auríferos con el puerto cos-
tero más cercano. En el caso de la SADCO, es incierto si efectivamente realizó el referido 
pago o si justificó su inversión en el camino a Santa Rosa como parte de este compromi-
so tributario con el Estado ecuatoriano. Véase Decreto Legislativo n.n., Registro Oficial n.º 
969, 10/10/1899.
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estaban siempre bajo el cuidado de arrieros que corrían a pie delante 
o detrás de las mulas gritándoles y golpeándolas con palos cuando 
era necesario”. Durante largos tramos, el camino atravesaba una serie 
de camellones, barrancos y pantanos, en un terreno inestable para 
el tránsito de peatones y animales de carga. La ruta de las escaleras 
—una serie de gradas de roca y fango— era considerada el tramo más 
peligroso y lugar de accidentes frecuentes (Aguilar, 1990, p. 9).

Foto 4.11
Tren de mulas cargado con cables en la ruta de las escaleras

Nota:	 Las mulas se usaban para transportar piezas y partes de maquinaria industrial a lo largo de senderos 
irregulares y estrechos. Una recua de doce mulas llevó el cable de acero para el montacargas del Pique 
Americano. El cable no se podía cortar y cada mula no podía transportar más de 200 libras, por lo cual 
se enrolló el cable en bobinas conectadas entre sí en un tren de carga. Las carretas de bueyes se usaban 
para arrastrar madera y cargas pesadas a través de terrenos menos desafiantes. Fuente: ETSA (s/f).

4.3.2.	 El ferrocarril como una ruta hacia el progreso

A escala nacional, el liberalismo se empeñó en la construcción de 
infraestructuras que permitieran la integración del territorio con-
tinental con la ayuda del ferrocarril, el telégrafo y el teléfono. Esta 
obra constituyó uno de los pocos temas sobre los cuales liberales y 
conservadores —es decir, el sector agroexportador de la costa y las 
élites terratenientes de la sierra— lograron sinergias. Para Eloy Alfaro, 
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el ferrocarril Guayaquil-Quito —inaugurado en 1908— constituía la 
“obra redentora” que sacaría al Ecuador del oscurantismo (Clark, 
1998, p. 43). La vía férrea vinculó el núcleo central del país, pero 
excluyó a la sierra sur, la Amazonía y la provincia de Esmeraldas, re-
giones que experimentaron importantes rezagos en su integración al 
mercado nacional (Deler, 2007). 

En la zona austral del país, las élites terratenientes de Cuenca y 
Loja competían por recursos para la construcción de vías que les per-
mitieran reducir los tiempos de traslado de mercancías y conectarse 
con los mercados internacionales. De su parte, las autoridades muni-
cipales cedieron una faja de terreno y materiales de construcción para 
la vía férrea hacia el distrito minero65 y asignaron fondos públicos 
para la carretera y los puentes sobre los ríos Calera, Amarillo y Luis, 
y para los caminos hacia Santa Rosa, Pasaje y Saraguro (Romero, 
1999, p.79).

Para capitalizar su inversión, las compañías mineras tuvieron que 
construir la infraestructura necesaria para introducir los insumos y 
la maquinaria, así como para garantizar la extracción sostenida de 
los recursos minerales. La Zaruma Gold Mining Company fue la pri-
mera en promover una vía capaz de soportar cargas pesadas.66 Esta 
empresa realizó estudios para un ferrocarril y comenzó la construc-
ción de una carretera entre Santa Rosa y Piñas (Andrade, 1923, p. 
114). Más tarde, la Central South American Company, constituida 
en los Estados Unidos y aparentemente vinculada con SADCO, pre-
sentó una propuesta para un ferrocarril que uniera Puerto Bolívar, 
Zaruma y Loja. Por su parte, Chambost, propietario de las minas de 
Muluncay, presentó otra propuesta que resultaba más conveniente 
para el Gobierno ecuatoriano. Ninguna de estas iniciativas fue im-
plementada. La construcción de vías a través de los Andes superaba 
la capacidad operativa y los recursos disponibles por parte de los 

65	ANE. Comunicación de Francisco Darquea, gobernador de la provincia de El Oro, al Minis-
tro de lo Interior y Municipalidades, Machala, el 05/04/1904; este documento incluye la re-
solución de la Junta Municipal, del 19/02/1904. Serie Min. Interior, El Oro, C.16, expedien-
te de abril. 

66	En abril de 1883, el Gobierno Provisional de Quito llegó a un acuerdo con Muñoz Barrios 
para construir una carretera de Santa Rosa a Zaruma. Un año después, en mayo de 1884, 
mediante un Decreto Legislativo se otorgaron fondos para el camino que conectaba Loja 
con Zaruma (Jaramillo Alvarado, 1955, p. 416).
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empresarios mineros, sobre todo considerando que el apoyo institu-
cional del Estado era nominal, mas no financiero.67 

Los residentes del sur del Ecuador habían presionado durante siglos 
por un camino a la costa. Los archivos están repletos de declaraciones 
que enfatizan el aislamiento de estas provincias respecto de los merca-
dos nacionales e internacionales. El camino tendría múltiples propó-
sitos: sería un medio para promover el desarrollo, conectarse con la 
modernidad, atraer la inversión extranjera y asegurar la conexión con 
el poder político. A tal efecto se creó la Junta Directiva de Caminos de 
Loja para coordinar acciones y facilitar la construcción de la anhela-
da carretera.68 Clark (1998, p. 80cfr) destaca que en el momento en 
que los trabajadores indígenas comenzaron a reclamar a las autori-
dades nacionales que los protegieran de los abusos de las empleados 
públicos, se transmitieron órdenes a la jerarquía administrativa para 
restringir las actividades de las autoridades locales, lo que condujo a 
un fortalecimiento gradual del Gobierno central y un debilitamiento 
de las formas locales de poder político. La Junta de Caminos de Loja 
siguió existiendo a lo largo de los años, pero la abolición del impuesto 
especial de mejoras y la creciente dependencia de transferencias del 
Gobierno central afectaron las obras públicas en la provincia.69

A principios del siglo xx, la infraestructura de transporte y la pros-
peridad económica se consideraban objetivos paralelos. Las auto-
ridades y los residentes de las provincias de El Oro y Loja presio-
naron por dos ferrocarriles: uno a lo largo de las llanuras costeras 
(Ferrocarril del Pacífico) y otro en dirección a Loja (Ferrocarril de la 
Frontera Austral). La provincia de Azuay también solicitó un ferroca-
rril que conectara Cuenca con la región costera a través de Huigra o 

67	En 1865, el Gobierno ecuatoriano aprobó fondos para un camino hacia Perú, pero el tra-
bajo se retrasó y suspendió repetidamente debido a conflictos fronterizos o falta de dinero. 
Los representantes regionales ante el Congreso cabildearon sin éxito para incluir el camino 
en el presupuesto nacional (Jaramillo Alvarado, 1955, p. 415-416).

68	Esta Junta Directiva, creada en 1886, estaba presidida por el gobernador de Loja e incluía 
a representantes de los municipios de Santa Rosa y Zaruma para supervisar la construcción 
de la carretera. Un funcionario público, el colector de fondos de puentes y caminos, era el 
responsable de coordinar el trabajo y verificar su progreso (Rueda, 1999). El teniente políti-
co tenía que coordinar la presencia de trabajadores para la ejecución de las labores reque-
ridas, según lo establecido por un impuesto especial (Andrade, 1923, p. 114-115).

69	El 28 de diciembre de 1895 un decreto presidencial abolió el impuesto especial que obliga-
ba a las poblaciones indígenas a trabajar cuatro días al año en obras públicas.
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Sibambe. Sin embargo, los desafíos técnicos de la ruta, los déficits 
presupuestarios y las disputas regionales pusieron fin a cualquier po-
sibilidad de un ferrocarril a Loja o Cuenca (Jaramillo Alvarado, 1955, 
p. 420). Las tensiones asociadas con el ferrocarril, más tarde, se vol-
verían cruciales en la regulación de la industria minera.

El ferrocarril hacia el distrito minero fue declarado un asunto de 
interés nacional, lo que demuestra el poder de cabildeo de los grupos 
económicos. El empresario P. J. Edouard Chambost, representado 
por Carlos van Isschot, consiguió el contrato para construir el ferro-
carril desde Jambelí a Minas Nuevas.70 El Gobierno facilitó la expro-
piación de la tierra y otorgó privilegios a quienes tenían concesiones 
mineras. El tren llevaría mineral y también proporcionaría servicios 
al público mediante el transporte de bienes y pasajeros. El contra-
to ferroviario estipulaba que la concesionaria no pagaría impuestos, 
aduanas ni aranceles. El Gobierno no garantizó la permanencia de 
tales leyes; este era un momento de confusión política y cambios 
constantes en el marco regulatorio. El Gobierno central fue cauteloso 
con las prácticas corporativas y estableció un mecanismo claro para 
prohibir la venta o la transferencia de artículos libres de impuestos, 
con procedimientos de verificación y un plazo para finalizar el pro-
yecto. Nuevamente, esto no sucedió. La subvaloración del costo de 
construcción de la línea férrea demuestra la brecha entre la voluntad 
del Estado para regular y su capacidad real para realizar proyectos 
que requieren una inversión sustancial.

En 1910, SADCO firmó un contrato con el Gobierno liberal del 
presidente Eloy Alfaro para construir la carretera entre Santa Rosa 
y Zaruma.71 El acuerdo establecía un período de dos años para pre-
sentar los planos y un plazo de seis años para finalizar el trabajo. 
Para 1917, SADCO había abierto una trocha hacia un lugar llamado 
La Chilca, pero las tormentas tropicales y los deslizamientos lo des-

70	Así lo precisa el “Contrato de Construcción Ferrocarrilera entre el Supremo Gobier-
no del Ecuador y el señor Carlos van Isschot”, disponible en el Registro Oficial n.º 546, 
02/07/1914, p. 1524-1527.

71	La implicación institucional de la renegociación de contratos será discutida en capítulos 
posteriores. Se incluye un debate completo sobre este caso en: Beaep. “El Gobierno del 
Ecuador y las compañías extranjeras. Documentos relacionados con la reclamación ecua-
toriana” en: “Memorándum. El Gobierno del Ecuador y la South American Development 
Company. Proyecto de Solución de Negocios”, Quito: Imprenta del Ministerio de Gobierno 
(1938, p. 11).
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truyeron (Jaramillo Alvarado, 1955, p. 417). Los empresarios esta-
dounidenses no pudieron cumplir con los términos contractuales y 
el período de construcción se extendió por otros seis años. SADCO 
argumentó que la guerra civil en Esmeraldas, la Primera Guerra 
Mundial y el consumo de alcohol de los trabajadores obstaculizaron 
el progreso de la obra.72 En 1923, el camino aún no había terminado; 
el Congreso solicitó garantías y firmó un acuerdo de transacción que 
permitió a la empresa compensar sus obligaciones al proporcionar 
130 kilómetros de materiales ferroviarios.73

A lo largo de la década de 1920, la disminución de los ingresos 
fiscales dio lugar a la paralización de las obras públicas.74 El gasto 
público se limitó a la mejora y expansión de algunas carreteras y a 
la terminación del ferrocarril a Ibarra, en el norte de los Andes, y a 
Portovelo en los Andes del sur. La obra se construyó rudimentaria-
mente, con un uso intensivo de mano de obra y largas demoras. En 
1924, el doctor Raúl González, diputado zarumeño, informaba que 
el ferrocarril solo llegaría hasta el sector de Piedras (Rueda, 1999). 
Inmediatamente, aparecieron quejas en los principales periódicos 
de Quito y Guayaquil. El municipio reaccionó presionando a funcio-
narios nacionales y recaudando fondos para construir la carretera 
Portovelo-Zaruma y así conectar el centro urbano con la estación de 
trenes. El municipio financió la construcción de puentes y caminos 
de herradura con fondos de su presupuesto anual y el camino final-
mente se abrió en 1930 (Madero, 1934c, p. 110). El ferrocarril de 
Puerto Bolívar a Piedras se terminó en 1938, reduciendo el viaje de 
Guayaquil a Portovelo de cinco días a veinte horas.

72	Se reportaron altos niveles de consumo de alcohol como un problema constante, lo que lle-
vó al absentismo y a crear medidas de supervisión para controlar a los trabajadores. Fuente: 
Beaep. “Breve exposición de los trabajos hechos por la South American Development Com-
pany en el Ecuador” (1923, p. 5).

73	“Contrato entre el Supremo Gobierno de Ecuador y la South American Development Com-
pany”, Registro Oficial n.º 952, 17/12/1923, p. 2324-2327.

74	La prolongada recesión económica comenzó con la Primera Guerra Mundial y la crisis del 
cacao en 1914 y continuó hasta 1948, cuando la producción bananera tomó protagonis-
mo en la economía nacional (Quintero y Silva, 1991, p. 402). La plaga de la escoba de bru-
ja — que acabó con las plantaciones de cacao en 1922— y la incorporación de la produc-
ción de cacao de origen africano causó una caída en los precios en el mercado internacional 
(Larrea, 2005). El déficit de la balanza comercial —derivado del colapso de los ingresos de 
exportación— resultó en una caída en el ingreso de divisas y un proceso inflacionario: el pre-
cio del dólar se mantuvo en 2,25 sucres en 1920, aumentó a 5 sucres en 1926, duplicó a 10 
sucres en 1934 y se estabilizó en 13,50 hacia 1949.
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Foto 4.12
Tren en la estación Piedras, hacia 1938

Nota:	 El ferrocarril a Piedras se abrió en 1938, después de casi cuatro décadas de intentos sucesivos para 
construir un tren de carga que conectara el distrito minero con Puerto Bolívar. La obra fue posible gra-
cias al financiamiento proporcionado por la compañía estadounidense y los diversos niveles de Gobier-
no —nacional, provincial y municipal—, lo que demuestra el cambio de escala de las relaciones políticas 
necesarias para financiar infraestructura costosa para la industria minera. Fuente: ETSA, hacia 1938.

Para el sector minero, la importancia de la infraestructura de trans-
porte es evidente. Los proyectos extractivos suelen ubicarse en áreas 
remotas y los concentrados de mineral generalmente se exportan vía 
terrestre, por carretera o ferrocarril. En estas circunstancias, las em-
presas mineras deben realizar ingentes inversiones en infraestructu-
ra complementaria que exceden el ámbito de influencia directa de la 
mina. Las necesidades de inversión pueden superar los requerimientos 
puntuales del sector minero, en tanto que la construcción de infraes-
tructura de alto costo puede tomar muchos meses e incluso años. 
Por supuesto, las relaciones políticas también tienen un papel en la 
ejecución de grandes proyectos de infraestructura. En este caso parti-
cular, los Gobiernos nacionales, provinciales y municipales apoyaron 
la construcción y el financiamiento de infraestructura de transporte 
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para el distrito minero de Portovelo. La compresión espacio-tiempo y 
la integración material del distrito minero al espacio nacional no solo 
favoreció a los capitalistas extranjeros, sino que también produjo una 
mayor conectividad con los mercados internos y los procesos socia-
les nacionales. A la larga, la mejora en la accesibilidad transformó el 
espacio regional, favoreciendo la migración interna y una nueva jerar-
quía urbana. En los años posteriores, los antecedentes en la renego-
ciación de los contratos ferroviarios propiciaron el escalamiento polí-
tico de Portovelo como un lugar preponderante para el nacionalismo 
económico y la regulación de las corporaciones transnacionales.

4.4.	Conclusión

La construcción del enclave minero —como un proyecto de lugar— 
involucra prácticas materiales y regulatorias a escala nacional, regio-
nal y urbana, incluyendo mecanismos legales y extrajudiciales para 
ejercer control sobre el espacio. En Ecuador, a inicios del siglo xx, el 
sistema legal vigente favorecía un régimen de propiedad y un sistema 
de concesiones que transfería la tenencia del suelo y el subsuelo a 
privados para su uso productivo, incluyendo el control de los recur-
sos ecosistémicos que trascienden la localización de los yacimientos 
minerales. Este caso también revela la naturaleza excluyente del sis-
tema jurídico, ya que el proceso de titulación de tierras carecía de 
—o desviaba— mecanismos de consulta a las comunidades locales. 
Asimismo, cabe recordar que la extensión del área concesionada y la 
profundidad de las labores subterráneas en las minas de Portovelo 
fue posible dada la innovación tecnológica para la minería industrial, 
una característica que ha cambiado con la minería a cielo abierto y la 
incorporación de nueva tecnología en el sector. 

El proyecto de lugar —la construcción de una ciudad-compañía— 
incluyó la creación un asentamiento urbano: el campamento de 
Portovelo. La empresa transnacional desarrolló una territorialidad 
que asemejaba a “un Estado dentro del Estado”. El campamento fue 
diseñado con la esperanza de delinear las relaciones sociales que fa-
cilitarían operaciones mineras continuas. La vida dentro del enclave 
se regulaba mediante una combinación de ingeniería socioespacial, 
disciplina y control social. La proximidad a Zaruma generó relaciones 



de cooperación y competencia entre los dos pueblos. En Portovelo, 
la implementación de un proyecto higienista y modernizante con-
trastaba con las políticas de aseo y ornato urbano desarrolladas en 
Zaruma. Sin embargo, las dos alternativas representan estrategias 
para controlar la fuerza de trabajo y la acumulación de riqueza a 
escala local. Es importante analizar estos fenómenos en perspectiva 
histórica para comprender también el contexto de expansión minera, 
considerando además que los actuales proyectos extractivos están 
ubicados cerca de centros urbanos con capacidades disímiles para la 
regulación y retención del plusvalor generado por la industria minera.

La transformación material del entorno construido se centró en 
superar el aislamiento regional. Las élites locales, los Gobiernos na-
cionales y los inversionistas extranjeros aunaron esfuerzos para cons-
truir una infraestructura de transporte que permitiera el comercio. El 
paisaje regional se reconfiguró con la construcción de la línea férrea, 
facilitando el flujo de bienes, trabajo y capital. En conjunto, estos fe-
nómenos contribuyeron al crecimiento económico, la creación de un 
mercado interno y la estructuración de una nueva jerarquía urbana 
en las provincias del sur del Ecuador. Este análisis complementa el 
trabajo de Jean-Paul Deler (2007) al reconocer procesos específicos 
de articulación territorial que sirven para la consolidación de un es-
pacio nacional.

Finalmente, es importante resaltar que la historiografía ecuatoria-
na identifica dos momentos críticos en el proceso de formación del 
Estado-nación: durante las administraciones liberales (1895-1925) 
y la crisis del cacao (1925-1950). Con base en el estudio de la zona 
alta de la provincia de El Oro, esta investigación sostiene que el perío-
do comprendido entre 1895 y 1950 representa un único proceso de 
integración territorial de las regiones al Estado-nación, articulando 
la formación socioespacial a un incipiente de regulación estatal de 
carácter nacional.75 

75	Este análisis es consistente con la propuesta de Mercedes Prieto (2004), quien también ar-
gumenta que entre 1895 y 1950 hubo una continuidad en el liberalismo como una táctica 
gubernamental, como mecanismo de control de los grupos indígenas bajo consignas que 
buscaban civilizar y disciplinar a las poblaciones nativas a partir de la ampliación progresi-
va de los derechos individuales y colectivos.
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5. Las relaciones sociales de producción: 
contradicciones en la producción 

del espacio, 1895-1950

[…] la transición de un modo de producción a otro es de alto interés teóri-
co, pues es el resultado de las contradicciones en las relaciones sociales de 
producción, que no pueden dejar de inscribirse en el espacio y, de hecho, 
revolucionarlo. Considerando, ex hypothesi, que cada modo de producción 
posee su propio espacio, el tránsito de uno a otro modo de producción in-
cluye la producción de un nuevo espacio (Lefebvre, 1991, p. 46).

La historia del espacio y su producción en tanto que “realidad” ma-
terial no debe confundirse con una cadena causal de eventos “his-
tóricos”, sino que debe entenderse como una lucha que surge de la 
transformación del modo de producción. Dentro de la teoría de la 
regulación, el hilo conductor de la historia del siglo xx se configura en 
torno al advenimiento del salario como forma institucional de orga-
nización social (Aglietta, 1998). Desde tal perspectiva, el estudio de 
las relaciones laborales ayuda a comprender la transición entre mo-
dos de producción y revela las contradicciones en la producción del 
espacio. Por tanto, la aparición, evolución y ruptura de las relaciones 
sociales de producción acentúan las diferencias dentro del espacio.

El funcionamiento del campamento de Portovelo requería una 
compleja combinación de ingeniería social, empleo remunerado, 
disciplina y filantropía. Pese al aislamiento relativo y el control en 
su interior, la ciudad-compañía no era un enclave autónomo y au-
tosuficiente sino un lugar en el que circulaban personas e ideas, 
transformando las condiciones de producción y reproducción social. 
Portovelo estaba incrustado, pero no atado, a su ubicación física. La 
espacialidad del enclave se vincula a la economía política de los recur-
sos, que en su determinación geográfica era selectiva, reforzando la 
especificidad, la especialización y la diferenciación en su localización. 
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La porosidad y permeabilidad del enclave minero se encuentra deter-
minada por la lenta y progresiva transformación de las dimensiones 
geográficas y sociales que configuran su existencia.

En este capítulo se analiza la dialéctica de la producción del es-
pacio, a partir de una gama de relaciones estructurales y transforma-
ciones culturales, principalmente la subordinación del proletariado 
como hecho consustantivo a la división jerárquica del trabajo. En la 
medida en que la acumulación capitalista conlleva contradicciones 
en la apropiación de la plusvalía —por medio de la explotación de la 
tierra y el trabajo— es común que surjan luchas sociopolíticas. El de-
sarrollo del movimiento obrero en Portovelo refleja tanto los ideales 
socialistas emergentes como las limitaciones estructurales para regu-
lar la acumulación privada, en una época en que el clientelismo, la be-
nevolencia y el paternalismo servían como un medio de control social. 

Las prácticas y disputas administrativas y laborales se encuen-
tran documentadas en los archivos de instituciones nacionales, las 
actas del Concejo Municipal de Zaruma, la correspondencia privada 
del gerente de la mina y la historia oral que constituye la memoria 
colectiva del enclave minero. El trabajo problematiza los supuestos 
que asumen que las empresas transnacionales actúan de manera in-
dependiente, con el poder de construir por sí mismas una ciudad-
compañía y asegurar las condiciones necesarias para la extracción 
sostenida de recursos. En realidad, las compañías extranjeras, esti-
muladas por los altos beneficios de los mercados internacionales, 
enfrentaron una serie de dificultades para establecerse y operar en 
países como Ecuador. Durante el proceso, diferentes racionalidades 
dieron forma a la producción de espacio en el distrito aurífero de 
Zaruma y Portovelo. Al ser proyectos que crean lugares particulares, 
los enclaves mineros dependen de las estructuras socioespaciales pre-
existentes para configurar su ámbito de acción. Aunque la tecnología 
y los modelos de gestión de los campamentos mineros industriales 
han cambiado, este enfoque puede ayudar a evidenciar algunas de 
las contradicciones a largo plazo en el establecimiento, construcción 
y operación de enclaves extractivos en países de América Latina.
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5.1.	La proletarización de las relaciones laborales

La minería industrial requiere un alto grado de especialización y re-
laciones jerárquicas de trabajo organizadas en torno a una férrea 
disciplina que permita la operación de la mina, el molino y la planta 
de tratamiento, de manera continua las veinticuatro horas del día, 
los siete días de la semana. En Portovelo, la sirena que anunciaba 
el inicio de cada turno gobernaba la vida dentro del campamento, 
pues se la podía escuchar a varios kilómetros de distancia. Los inge-
nieros mineros supervisaban las obras durante los turnos diurnos y 
nocturnos.

5.1.1.	 El mestizaje como una condición de producción

A diferencia de las mitas y obrajes instaurados durante la época co-
lonial —que impusieron el trabajo compulsorio y estructuralmente 
organizado— el liberalismo republicano favoreció un sistema asala-
riado y la migración económica como expresiones de la libertad in-
dividual. Los mineros llegaron de las áreas rurales de Loja, Cañar y 
Azuay; principalmente de sectores no indígenas como Oña, Nabón, 
Macará, Celica, Chilla, Manú y Catacocha, así como de la zona in-
dígena de Saraguro (Murillo, 2000, p. 80). Coloquialmente, se les 
llamaban capiros, chazos, chaparanos, serranos, paisanos, longos y cholos.76 
Los saraguros —llamados despectivamente guangudos, guandungos o 
cutos— hacían los trabajos más difíciles y no se mezclaban con otros 
grupos.77

76	Cervone (2010) e Ibarra (1992) dan cuenta de las diversas denominaciones para los mesti-
zos en Ecuador. Quienes vivían en zonas urbanas solían llamarse longos o cholos; los cam-
pesinos de las provincias centrales de Bolívar, Cotopaxi y Chimborazo eran llamados cha-
gras; y los de las provincias del sur de Loja, Azuay y Cañar eran llamados chazos. Serrano es 
el término genérico para personas de la sierra, mientras que paisano se refiere a personas 
del mismo lugar. Los capiros venían de la hacienda Capiro en la zona sur de Loja. El signifi-
cado de chaparano no es claro; generalmente se usa en referencia a personas de Chile, pe-
ro no hay registros de chilenos en el área, excepto algunos propietarios de minas y emplea-
dos profesionales que vivían allí antes de la llegada de SADCO.

77	Guandungo se refiere a un trabajador que es explotado; también puede haber una conexión 
con guango, la palabra kichwa para trenza. El término cuto significa negro, una referencia a la 
vestimenta del grupo étnico saraguro.
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Foto 5.1
Andrew M. Tweedy, gerente general de SADCO, 

observado por un grupo de indígenas

Nota:	 A. M. Tweedy con ropa de montar, fumando una pipa frente a un grupo de indígenas y mestizos que 
lo observan. La fotografía fue tomada probablemente a fines de la década de 1930. En la parte pos-
terior izquierda, el hombre que usa un traje y botas podría ser un cholo. En el centro están mujeres 
saraguro con ponchos y faldas negras, así como hombres saraguro con ponchos negros y pantalo-
nes blancos. A la derecha, el hombre de pie con un poncho de franjas blanco y negro, con pelo cor-
to, correspondería al grupo indígena paltas. El mestizaje fue clave para transformar las relaciones so-
ciales de producción. Fuente: ETSA (s/f). 

Clark (2005) argumenta que la participación del Ecuador en 
los mercados internacionales influyó en la incorporación de grupos 
subordinados dentro de una comunidad nacional imaginada. La 
Revolución Liberal de 1895 propició el mestizaje y la mezcla racial 
como un símbolo de reconciliación y como una herramienta de inte-
gración nacional. Los Gobiernos de la época promovieron la trans-
formación del régimen de tenencia de la tierra y el fin del peonaje por 
deuda, al que estaba sujeta una gran parte de la fuerza de trabajo 
indígena en los páramos. Esto liberó la mano de obra, ampliando la 
base de potenciales obreros asalariados.

A finales del siglo xix el Estado oligárquico terrateniente que 
prevalecía en el Ecuador poscolonial se desmoronaba. El régimen 
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conservador de Gabriel García Moreno había implementado meca-
nismos de centralización del poder y desarrollado un aparato bu-
rocrático que intentó coordinar la presencia de la administración 
pública en los territorios que se encontraban aislados de los cir-
cuitos productivos tradicionales para controlarlos políticamente. 
Posteriormente, la Revolución Liberal fomentó relaciones comercia-
les, la integración física del país y la instauración un régimen políti-
co basado en las libertades individuales y el progreso material. Sin 
embargo, el Estado liberal no logró generar un proyecto nacional 
capaz de aglutinar al conjunto de la población (Maiguashca, 1994; 
Quintero y Silva, 1991). 

A inicios del siglo xx el Estado carecía de un aparato represivo con-
solidado y la jerarquización de la institucionalidad estatal dependía 
de la fragmentación regional del poder latifundista. Adicionalmente, 
el país vivía en tensión permanente por conflictos limítrofes con Perú 
y Colombia. Persistía la debilidad de las mediaciones burocráticas 
institucionalizadas, con una sociedad desintegrada y dividida en 
pequeños feudos en torno a los ámbitos de influencia del antiguo 
régimen latifundista. En dicho contexto, la falta de realización de 
un imaginario nacional, la inestabilidad política, la creciente depen-
dencia de capitales extranjeros y la persistencia de un regionalismo 
oligárquico sin un proyecto nacional generaron una crisis social y 
estatal (Quintero & Silva, 1991). Por otra parte, la implementación 
de medidas modernizantes, la creciente circulación de mercancías 
asociadas al boom del cacao, la ampliación de la infraestructura de 
comunicaciones y la ampliación de la participación electoral dieron 
paso a expresiones institucionalizadas del “dominio público” y los 
“intereses generales” (ibid., p. 229). 

La Revolución Liberal puso en debate cuatro temas de la relación 
entre Estado y poderes locales:78 1) la integración ideológica del país 
sobre la base de un pensamiento secular, igualitario y modernizante; 
2) la integración material de la costa y la sierra; 3) la supeditación de 

78	En su primera fase (1895-1914), el periodo liberal enfatiza en la secularización de la socie-
dad, la igualdad social, la integración material, la industrialización del país y la conducción 
de las municipalidades de dichas reformas. La segunda fase (1912-1925) morigera los idea-
les de igualdad e industrialización y permite que los municipios reasuman el poder local. Pa-
ra mayor información, véase Maiguashca (1992, p. 199).
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los municipios al Estado central para desarrollar este programa de 
modernización; y 4) el inicio de un proceso organizativo de algunos 
sectores populares (Ramón & Torres, 2004, p. 83).

Los procesos políticos de fines del siglo xix produjeron cambios 
significativos en el sistema político, el régimen laboral y las relacio-
nes de producción. La abolición de la esclavitud (1854) y del tribu-
to indígena (1857) fueron un primer paso para cambiar el estatus 
legal de los grupos históricamente marginados (Henderson, 2008; 
Williams, 2003). Las relaciones entre el Estado y la sociedad cambia-
ron a partir de la instauración de la educación laica, gratuita y obli-
gatoria (1897), la adopción del matrimonio civil (1902), la supresión 
de diezmos y primicias (1903) y la incautación de los bienes raíces 
de las comunidades religiosas que pasaron a la beneficencia pública 
(1908). Por otra parte, la exoneración del pago del trabajo subsi-
diario (1897) eliminó mecanismos de dominación y reconoció a los 
indígenas como ciudadanos con acceso a los servicios y la educación 
pública. Hacia 1916, mediante la Ley de Jornaleros, se suprimió el 
concertaje y la prisión por deudas, propiciando el trabajo asalariado 
y la libre contratación como base de las relaciones laborales. En la 
costa ecuatoriana se desarrollaron relaciones salariales-capitalistas 
en los procesos de ensacado, transporte y embarque de cacao, pero 
se mantuvieron relaciones precapitalistas en las plantaciones a partir 
del peonaje por deudas y la redención de cultivos (Guerrero, 1980). 
La administración étnica del Estado se volvió parroquial, encargada 
a los tenientes políticos. En paralelo, las relaciones salariales permi-
tieron el consumo de bienes industrializados provenientes de centros 
urbanos y del mercado internacional.

Roitman (2008) se extiende en la importancia de comprender el 
contexto sociopolítico y las tensiones en las cuales emergen las identi-
dades mestizas o híbridas, para visualizar su dinámica de poder y narra-
tiva excluyente. En Zaruma y Portovelo, la configuración de una identi-
dad mestiza era crucial para legitimar el capitalismo industrial, pero el 
mestizaje −como proceso de hibridación cultural− también era una es-
trategia para aquellos grupos cuyos miembros tenían menos derechos 
políticos que los de la élite blanca, o incluso la población indígena. Este 
enfoque es relevante para el enclave minero, ya que las relaciones de 



Las relaciones sociales de producción: contradicciones... 145

producción capitalistas permitieron un cierto grado de movilidad de 
clase al tiempo que reafirmaron los privilegios de unos pocos.

La villa de Zaruma se encontraba en una condición intermedia en-
tre la “República de blancos” y los “pueblos de indios”. Zaruma fue 
creada como una villa de “blancos”, pero no se constituyó en capital 
provincial aun cuando mantenía funciones administrativas para con-
trolar el tributo indígena y velar por la moral y la educación de la po-
blación. A inicios del siglo xix, las cabeceras cantonales y parroquiales 
estaban conformadas mayoritariamente por población blanca, mes-
tiza y mulata, así como por indios dedicados al servicio doméstico. 
Hacia 1849, la población de Zaruma estaba constituida por 2696 
blanco-mestizos (89,9%), 239 indígenas (7,9%) y 62 negros (2,1%) 
(Ramón & Torres, 2004, p. 51). Estos autores señalan que las élites 
locales defendieron su identidad blanco-mestiza como mecanismo de 
diferenciación de la zona rural, campesina, indígena y sujeta a la ha-
cienda. Por tanto, dichas élites estaban interesadas en la construcción 
de su “comunidad imaginada” y los municipios facultaron la concen-
tración de recursos desde las áreas rurales hacia la ciudad mediante 
los tributos y por medio de la apropiación de la fuerza de trabajo 
indígena, mediante la contribución subsidiaria de mejoras. 

Aparentemente, no hubo escasez de mano de obra en el sector 
minero. La crisis del cacao había provocado el desempleo y la mi-
gración interna, creando una nueva ola de trabajadores disponibles. 
Para 1929, los campesinos llegaban voluntariamente al campamen-
to, “desde las regiones extremas de las provincias sureñas de Loja, El 
Oro y Azuay, después de un viaje de 6 días, sin enganche ni recluta-
miento de ninguna clase... en mayor número del que podemos con-
tratar” (SADCO, 1929, p. 15). 

La transformación de la economía nacional empujó la fuerza la-
boral hacia las minas y, aparentemente, los mineros tuvieron recursos 
suficientes para alternar entre el trabajo obrero y el trabajo agrícola 
en sus comunidades de origen; creando así una integración diferen-
ciada de los sectores rurales en la economía minera.79 No hay infor-

79	Estudios demuestran cómo campesinos y mineros desarrollaron estrategias para capitalizar 
el boom minero en Perú (Long & Roberts, 1984).
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mación suficiente para un análisis detallado de los vínculos de los 
mineros con otras zonas rurales, pero los registros demuestran una 
fluctuación en los requerimientos laborales y el hecho de que algunos 
trabajadores se ausentaban temporalmente del campamento para 
dedicarse a labores agrícolas (SADCO, 1929, p. 15). 

El trabajo en las minas presentaba una fuerte estacionalidad con-
dicionada según el clima, ya que la época de lluvias exigía un esfuerzo 
adicional para el drenaje de las galerías subterráneas y la estación 
seca requería de trabajadores para la construcción de carreteras. 
Con seguridad, la transformación de las relaciones laborales tuvo un 
impacto regional en la medida en que el minero era parte de una 
comunidad más amplia con actividades económicas allende el encla-
ve mismo. Las minas proporcionaban trabajo con salarios más altos 
que los obtenidos en la agricultura. Los campesinos trabajaban en 
la mina para ganar dinero y complementar sus ingresos. Por otro 
lado, los obreros permanentes pudieron generar ahorros y trabajar 
“al partir”, como aparceros o en lotes arrendados en las provincias 
de Loja o El Oro.

Estos hechos deben considerarse al analizar la proletarización del 
trabajo minero, como parte de un proceso amplio de desarrollo capi-
talista y formación estatal. El establecimiento del empleo asalariado 
transformó las condiciones institucionales para el control de la mano 
de obra, permitiendo que los inversionistas extranjeros regularan el 
mercado laboral en las minas. Este hecho marca un distanciamiento 
de prácticas coloniales basadas en la propiedad de la tierra y la sub-
ordinación de la población indígena, o el control de la población me-
diante agentes burocráticos y administrativos. El acceso al trabajo asa-
lariado, la adopción de conceptos liberales y el mestizaje sirvieron a la 
explotación capitalista, pero también permitieron un mayor sentido de 
pertenencia a una comunidad nacional de ciudadanos con derechos.

5.1.2.	 La tecnificación y estratificación  
en la división del trabajo 

La naturaleza técnica de la industria minera y la introducción de un 
régimen salarial diferenciado entre obreros y empleados, nacionales 
y extranjeros, promovieron la estratificación de la fuerza de trabajo. 
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Para Lucas [1971] 2008, p. 147cfr.), la posición en la jerarquía indus-
trial especifica el ámbito de autoridad que se le asigna a la ocupación, 
el salario y el prestigio social. En Portovelo, las responsabilidades y 
los privilegios se basaban en ocupaciones organizadas en una estruc-
tura vertical y jerárquica evidente: gerentes, jefes de departamento, 
ingenieros, técnicos, mecánicos, electricistas, herreros, perforadores, 
trabajadores de superficie y mineros subterráneos. El personal no ca-
lificado y transitorio fue clave en la etapa de construcción, y más 
tarde como jornaleros para transportar equipos, cargar talegas, em-
pujar carretillas y cavar zanjas. Los arrieros, madereros y comercian-
tes proporcionaban servicios complementarios. En Zaruma y Piñas, 
comerciantes, profesores, doctores, abogados y clérigos crearon un 
mercado laboral paralelo, articulado con la circulación monetaria 
asociada de la industria minera.

En 1923, el campamento acogía a cerca de 1000 habitantes y se 
empleaba a alrededor de 800 obreros itinerantes que trabajaban, en 
promedio, 300 días al año (Murillo, 2000, p. 86). En la década de 
1930, durante el apogeo de las minas, SADCO empleó a casi 2000 
personas y otras 3000 proporcionaron servicios indirectos (Paredes, 
[1938] 1970, p. 13). La monetización del trabajo creaba un vínculo 
temporal entre el empleador y el trabajador, basado en el precepto 
de que si no se trabaja no se cobra. La relación patronal era lábil, 
pues se pagaba por jornal o por servicios efectivos. 

En 1937, el salario mínimo diario para los mineros era de 3,3 su-
cres y de 2,2 para los obreros de superficie (Paredes, [1938] 1970, p. 
42-44); sustancialmente más que el salario mínimo oficial establecido 
en 2 sucres para los trabajadores artesanales y 1,2 sucres para traba-
jadores agrícolas en la costa. El ingreso promedio mensual del 72% de 
los trabajadores era de alrededor de 200 sucres, aproximadamente 
17 USD. Los mineros que realizaban trabajos especializados —enma-
derador, plomero, bombero, sobrestante, operador de compresores 
de aire, apuntador de carros— podían ganar hasta 6 sucres al día. Los 
trabajadores de superficie mejor pagados —los carpinteros— podían 
ganar hasta 8,5 sucres al día, en tanto que los capataces generales 
podían obtener hasta 25 sucres al día. La brecha de ingresos respecto 
de los funcionarios extranjeros era enorme: un ingeniero junior podía 
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ganar casi diez veces el salario de un capataz general, alrededor de 
2130 sucres, y los jefes de departamento ganaban 4537 sucres al mes. 
Los empleados estadounidenses tenían beneficios adicionales, como 
comida y alojamiento gratis, vacaciones anuales y pasajes internacio-
nales. Los empleados ecuatorianos con los salarios más altos fueron 
Ernesto Witt, con 3163,5 sucres al mes, y el ingeniero A. B. Mora, con 
2817 sucres. El administrador residente, R. P. Luke ganaba 14 161,5 
sucres mensuales, equivalentes a 1200 USD, y el superintendente de la 
mina, 9579 sucres, alrededor de 820 USD. Además, los ejecutivos re-
cibían sobresueldos, primas y bonificaciones autorizadas anualmente 
por la junta directiva de la empresa.80

Foto 5.2
Cargadores transportando equipo pesado

Nota:	 El campamento industrial contaba con una fuerza de trabajo masculina, jerárquica y disciplinada, 
supervisada por un pequeño grupo de capataces y técnicos. La identidad mestiza era crucial para le-
gitimar el capitalismo industrial, lo cual también favoreció la movilidad para algunos miembros de 
los grupos subordinados. Fuente: ETSA, hacia 1917.

El personal de nivel intermedio exacerbó la desigualdad social; los 
capataces y los técnicos se aseguraban de que los obreros cumplieran 
las arduas tareas manuales de manera satisfactoria. A pesar de las 

80	ETSA. Carta de A. M. Tweedy a R. M. Emmel, 02/05/1930.
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reformas liberales, el reclutamiento y la retención de la mano de obra 
incluían mecanismos tradicionales como el enganche y la prisión por 
deudas.81 Los terratenientes locales, sobrestantes y mayordomos ser-
vían de mediadores en la administración de la mano de obra, para lo 
cual contrataban y organizaban cuadrillas de peones no calificados 
provenientes de todas las provincias del sur para construir el camino 
a la costa y cargar el equipo industrial.82 En dichos casos, los enlis-
tadores o sobrestantes usaban amenazas o préstamos para retener 
a los trabajadores. A los que se escapaban, se los encarcelaba. Los 
guardias de seguridad, encargados de detener o despedir a quienes 
no cumplían con la disciplina industrial, servían como mecanismo 
coercitivo para el control interno.

Lucas ([1971] 2008, p. 151) afirma que las ciudades industriales 
ubicadas en lugares remotos, generalmente construidas con capital 
de propietarios ausentes, tienen una alta rotación de mano de obra 
especializada. Este no siempre era el caso en Portovelo. Los gerentes 
residentes eran accionistas de la compañía y algunos miembros del 
personal estadounidense vivieron en Ecuador por períodos relativa-
mente largos. Andrew Mellick Tweedy trabajó en la SADCO en dife-
rentes posiciones durante 27 años, desde 1916 hasta 1938; el super-
intendente, Fritz McGonigle, vivió en el campamento por más de ocho 
años y fue su gerente entre 1939 y 1943; y el Dr. Edward Kingman 
sirvió en el hospital Curipamba durante casi 10 años (Cortázar & 
Lavanda, 2008). Algunos de estos personajes desarrollaron fuertes 
lazos con la sociedad zarumeña y, al partir, fueron reconocidos por 
su aporte en la mejora de las condiciones de vida en la localidad.

La oficina en Nueva York seleccionaba a los gerentes, geólogos y 
funcionarios técnicos estadounidenses. Los jóvenes ingenieros utili-
zaban este puesto para desarrollar sus carreras profesionales como 
“soldados de fortuna”; la minería de oro combinaba el espíritu de 

81	Beaep. “Documentos relativos a los contratos celebrados por el Gobierno del Ecuador con 
The South American Development Company, para la construcción de un camino de herra-
dura desde Portovelo a Santa Rosa”, Quito: Imprenta Municipal, 1923ca.

82	Este es un tema poco explorado y los registros sobre la materia son difusos. En los archivos 
se encuentra referencias a cuadrillas a las órdenes de Néstor Aguilar y Francisco Feijóo. Fuen-
te: Beaep. “Memorándum. El Gobierno del Ecuador y la South American Development Com-
pany. Proyecto de Solución de Negocios”, Quito: Imprenta del Ministerio de Gobierno, 1938.
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aventura, la ética del servicio y el encanto de la riqueza (Tweedy & 
Strong, 2004). John Baragwanath, por ejemplo, ingeniero de minas 
egresado de la Universidad de Columbia, tuvo su primer empleo en 
SADCO de 1910 a 1912, luego trabajó para Cerro de Pasco Copper 
Corporation en Perú durante siete años y posteriormente se convir-
tió en presidente de varias compañías mineras en Estados Unidos. 
Al describir su carrera, Baragwanath afirma: “Al mirar atrás, veo la 
primera mitad de mi carrera profesional y me doy cuenta de que la 
mayor parte fue prosaica y sin incidentes. La mayor parte fue trabajo 
duro y sencillo y mucho trabajo solitario. Aun así, a través de todo 
ello corre un hilo glamoroso”.83

Foto 5.3
Ingenieros desarrollando estudios geológicos

Nota:	 Varios jóvenes ingenieros norteamericanos trabajaron en Portovelo para desarrollar sus carreras pro-
fesionales; la minería de oro combinaba el espíritu de aventura, la ética del servicio y el encanto de 
la riqueza. Los técnicos realizaban estudios geológicos y producían mapas bajo los preceptos de res-
peto, orden, disciplina y limpieza. Los resultados mineralógicos se codificaban y almacenaban para 
evitar robos. Fuente: Colección privada Cortázar Crespo, publicado en Cortázar (2005, p. 78).

83	“Mining Men and Their Activities. About men who are well known and prominent in the 
mining circles of the western states,” The Mining Journal, 30/12/1930, p. 8.
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Progresivamente, se fue incluyendo ecuatorianos en la nómina 
de empleados ubicados en puestos administrativos y técnicos. La 
presencia de funcionarios nacionales tenía por objetivo controlar la 
disciplina interna y crear vínculos con élites regionales y nacionales 
(Murillo, 2000, p. 87). Los miembros del personal nacional eran se-
leccionados en función de su perfil educativo, antecedentes familia-
res e influencia política. Los empleados debían tener un diploma de 
bachillerato o venir de familias ecuatorianas bien posicionadas. Los 
empleados nacionales eran aliados y defensores de los intereses de 
SADCO; también eran menos móviles que los técnicos internacio-
nales y desarrollaron relaciones políticas y económicas para servir a 
sus propios intereses. A largo plazo, la existencia de personal técni-
co nacional creó un contrapeso a la élite local y contribuyó a que 
continuara la minería en Ecuador, incluso después de la salida de la 
compañía estadounidense.

Los lojanos Ernesto y Enrique Witt ilustran los vínculos entre el 
capital extranjero con las élites nacionales y la fuerza de trabajo lo-
cal. Ernesto Witt trabajó estrechamente con los estadounidenses en 
las actividades del campamento: orientaba a los recién llegados, ser-
vía de intérprete, organizaba expediciones, facilitaba la adquisición 
de piezas arqueológicas84 o animales salvajes85 y su familia socializó 
con las esposas e hijos de funcionarios extranjeros (Kellogg 1933ca; 
Williams, s/f). También era intermediario en las relaciones con los 
madereros, negoció compras de bienes raíces para la compañía y en-
tretuvo a la fuerza laboral con producciones en el teatro Portovelo. A 
diferencia de su hermano, el rol de Enrique Witt tuvo un tinte políti-
co: brindó asesoría legal, particularmente durante las renegociaciones 
contractuales, y fue informante sobre las dinámicas electorales y las 
posibles alianzas con los diversos partidos. En 1929, fue nombrado 
Inspector de Trabajo de Portovelo, con autoridad para tratar asuntos 
laborales que surgieran en el campamento y, bajo pedido de A. M. 

84	A. M. Tweedy y otros funcionarios estadounidenses estaban interesados en artesanías de 
plata, como coronas, alfileres y jarras, y compraron esculturas de santos para sus propias 
colecciones personales. Fuente: ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Ernesto Witt, 17/09/1929. 

85	Había un pequeño zoológico en el campamento, con dos osos, un mono, un zorro, un oce-
lote y un cervatillo. Fuente: ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 25/09/1933.
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Tweedy, ayudó a aprobar nuevos reglamentos a escala nacional.86 Las 
relaciones de los hermanos Witt con la SADCO no estaban exentas 
de problemas; en 1935, el sindicato minero exigió que fueran sepa-
rados del campamento debido a sus procedimientos despóticos con 
los trabajadores y los madereros (Paredes, [1938] 1970, p. 215-217). 
Los hermanos Witt eran miembros de la élite local, socios fundadores 
del Club Social Diez de Agosto de Zaruma, el Club Portovelo y una 
cooperativa de ahorro. Los miembros acaudalados de la sociedad lo-
cal crearían luego la Compañía Anónima Minera Industrial Nacional 
Ecuatoriana (Camine), una entidad que compró un 30% de los activos 
de SADCO cuando la compañía transnacional salió del país.

En el discurrir de los años hubo un grupo de burócratas y fun-
cionarios electos que apoyaban a la minería, lo que permitió crear 
vínculos entre la industria extranjera y los políticos en Quito. El gru-
po incluía abogados, senadores, congresistas e incluso presidentes. 
David Guzmán, por ejemplo, fue abogado de SADCO y senador de 
1916 a 1919; Federico Páez, en tanto que Director de Obras Públicas 
en 1912, aprobó las operaciones de la compañía; más tarde, apoyó 
a la industria en su cargo de Jefe Supremo entre 1935 y 1937. Carlos 
Alberto Arroyo del Río, abogado de SADCO por más de una década, 
fue presidente del Ecuador de 1940 a 1944. 

Del mismo modo, hubo activistas y políticos que denunciaron 
las injusticias resultantes del imperialismo extractivo y la minería 
transnacional. Las personas más destacadas se incluyen: Ricardo 
Paredes, médico, diputado y dirigente del Partido Socialista y el 
Partido Comunista; Ángel Felicísimo Rojas, escritor socialista, autor 
de la novela Curipamba, que estuviera basada en el campamento de 
Portovelo; Manuel Romero Sánchez, congresista socialista de la pro-
vincia de El Oro; Colón Serrano, congresista socialista quien tam-
bién asumió funciones como Ministro de Trabajo y Bienestar Social, 
y Ministro de Economía; y el General Alberto Enríquez Gallo, jefe de 
Estado de 1937 a 1938. Su influencia fue decisiva en la regulación de 
la industria minera para la consagración de derechos laborales y la 
ratificación del dominio público de los recursos minerales, como se 
explicará más adelante.

86	ETSA. Carta de Ernesto Witt a A. M. Tweedy, 5/11/1929. 
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5.1.3.	 Las relaciones de género en las minas

La masculinización del trabajo en las minas reforzaba la estructura 
jerárquica y la hibridez cultural de la fuerza laboral. Inicialmente, la 
empresa prefería a los solteros sin familia ni compromisos, ya que 
el campamento, en términos físicos, sociales y morales, no era un 
entorno familiar y los equipamientos existentes no favorecían el desa-
rrollo de la vida comunitaria y doméstica (Murillo, 2000, p. 85). Sin 
embargo, la compañía necesitaba trabajadores fuertes y saludables, 
por lo que proporcionaba sueldos relativamente altos, vivienda gra-
tuita y servicios sociales, lo que se constituyó en un aliciente para que 
lleguen familias y mujeres solteras.

Los jefes de hogar —hombres— constituían la principal fuente de 
ingresos para sus familias y hacían las compras semanales en el mer-
cado. Las mujeres estaban confinadas a espacios privados y domésti-
cos para la crianza de los niños, las prácticas religiosas y la organiza-
ción de fiestas privadas. Unas pocas mujeres trabajaban en puestos 
administrativos, como maestras, enfermeras o bibliotecarias rurales 
(Romero, 1999). Desde una perspectiva más teórica, Gier y Mercier 
(2006, p. 4) documentan cómo las sociedades, los trabajadores y los 
empleadores “normalizan la exclusión de las mujeres del trabajo sub-
terráneo a través de un elaborado conjunto de supersticiones, creen-
cias, tradiciones, metáforas sexuales y justificaciones aparentemente 
racionales”. A pesar de que a las mujeres se les prohibía la entrada a 
las minas y el acceso a otros empleos remunerados era limitado, su in-
fluencia es fundamental en la regulación social de la industria minera.

Después de la Primera Guerra Mundial, algunas mujeres estadou-
nidenses llegaron al campamento. Florence Dahl —una feminista radi-
cal dispuesta a viajar por el mundo y vinculada al movimiento de pla-
nificación familiar impulsado por Margaret Sanger— llegó a Portovelo 
en 1917 para trabajar como enfermera en el hospital Curipamba 
(Tweedy & Strong, 2004). Poco después de su llegada, Florence se 
casó con el gerente de la mina, Andrew Mellick Tweedy. Incluso en 
esos entornos agrestes se impusieron los estereotipos de género; en 
lugar de valorar su coraje para proporcionar servicios médicos en 
una región tropical, ella era admirada por su “despreocupación, 
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desinterés, seriedad y tacto”.87 A pesar de su formación profesional, 
se esperaba que Florence —como esposa de la alta sociedad local— 
hiciera tareas domésticas y organizara tés, cenas y fiestas para las 
parejas y los solteros estadounidenses (Kellogg, 1933ca., p. 16). Las 
mujeres de clase media y alta, tanto nacionales como extranjeras, 
estaban excluidas del trabajo remunerado y las actividades políticas. 
Algunas mujeres extranjeras también ocuparon puestos como maes-
tras de escuela o voluntarias en la Cruz Roja Femenina, una institu-
ción que se hizo prominente después de la guerra con Perú en 1941.

Foto 5.4
Florence Dahl en el camino hacia el campamento de Portovelo, 1917

Nota:	 Las relaciones de género reforzaron y reprodujeron las jerarquías internas. De soltera, Florence Dahl 
(sentada) llegó al campamento para trabajar como enfermera en el hospital Curipamba. En 1917 se 
casó con el gerente de la mina Andrew Mellick Tweedy (de pie a la derecha). Fuente: ETSA (1917). 

Durante la década de 1920, las mujeres solteras de clase baja tam-
bién se establecieron en Portovelo para trabajar en el mercado, como 
lavanderas o como empleadas en los hogares de los ricos, ayudando 
a criar niños, a limpiar y cocinar. Los estereotipos de género y la di-
visión del trabajo se transmitían desde temprana edad y reforzaban 

87	ETSA. Carta de Alice Lovell Kellogg a Florence Tweedy, Portovelo, 28/11/1917.
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la estratificación social. Schraps describe el discurrir de la niñez en el 
campamento:

[…] los bebés cholos eran muy precoces... pero a medida que crecían, de-
bido a la miseria y las privaciones en sus vidas, tenían que asumir la car-
ga familiar. Las niñas, a muy temprana edad, se convertían en pequeñas 
madres de los bebés, sus hermanos, y los cargaban en sus caderas. He 
visto niños pequeños ayudando muy eficientemente a manejar una mu-
la, un tren o un bote (Schraps, s/f, p. 38).

Tal fue el caso de Rosa Vivar, hija de una madre soltera de una fa-
milia humilde de Cuenca, quien se trasladó a Portovelo a la edad de 
12 años junto con sus cinco hermanos y hermanas (Poma & Paredes, 
2013). Rosa y su hermana mayor, Ángela, trabajaron para la familia 
Tweedy durante más de una década y viajaron como mucamas para 
ayudar a Florence Dahl en su retorno a Estados Unidos. Pese a la 
relación cordial con la familia, A. M. Tweedy se refiere las empleadas 
como “esclavas”, demostrando las percepciones y las diferencias de 
clase en su relación.88 

Rosa Vivar se convirtió en una figura legendaria entre los mineros 
de Portovelo. A pesar de haber trabajado como empleada doméstica 
para el gerente de la compañía —y con ello asegurarse cierta protec-
ción y bienestar—, ella no pudo permanecer al margen de las injusti-
cias del campamento minero. Aparentemente, su esposo fue un día a 
trabajar a la mina y nunca regresó; jamás recibió información clara so-
bre su paradero o si estaba vivo o muerto (Rojas, [1983] 2010). Rosa 
alentó a Otillia Mejía de Romero, Gricelia Ortiz y Amelia Zambrano 
de Peñaherrera para formar el primer núcleo femenino dentro de la 
organización sindical de trabajadores de Portovelo (Poma & Paredes, 
2013). Como militante activa de la reivindicación de derechos socia-
les, asumió el rol de Secretaria de Actas y Comunicaciones de la ASO. 
En 1935, Rosa viajó a Quito y Guayaquil en representación de los 
mineros ante el PSE y el PCE, y encabezó la huelga de trabajadores, 
como se explicará en la siguiente sección. 

88	ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, enero de 1938.
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Foto 5.5
Ángela Ortega y Rosa Vivar, quienes trabajaron 

para la familia Tweedy

Nota:	 Rosa Vivar (derecha) es una figura legendaria en Portovelo. Fue líder sindical y secretaria de la asocia-
ción de trabajadores. En 1935, viajó a Quito y Guayaquil representando a los mineros ante los par-
tidos socialista y comunista, y encabezó la huelga de trabajadores. Aquí se la ve en su juventud, con 
Ángela Ortega (izquierda), en la casa de la familia Tweedy en Portovelo, antes de su viaje a Estados 
Unidos para servir como criadas y niñeras. Fuente: ETSA (s/f). 

En Zaruma, la estructura social y los roles de género diferían de los 
de Portovelo. Las élites locales eran grupos relativamente restringidos 
con fuertes raíces y lazos familiares. La familia era el núcleo para 
reproducir las relaciones sociales y promover vínculos basados en la 
clase social y los apellidos (Romero, 1999). Las mujeres tenían un rol 
destacado en la reproducción de las relaciones sociales por medio del 
trabajo doméstico y las celebraciones sociales y cívicas. 

Las familias Maldonado, Machuca, Carrión, Salazar, Zambrano, 
Espinosa, Guzmán y Reyes Romero tenían haciendas, minas y nego-
cios comerciales y, también, controlaban el Municipio de Zaruma.89 
Dichas familias concentraron el poder político hasta principios del 
siglo xx. Los personajes públicos con apellidos distintos de los de las 
élites tradicionales solo aparecerían en la década de 1960, cuando 

89	Esta interpretación proviene de la recurrencia de estos apellidos en las crónicas del cantón 
y las actas del Concejo Municipal de Zaruma.
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las familias Viteri, Galarza, Crespo, González, Astudillo, Aguilar, 
Hidalgo, Toro, Morales y Sánchez se convirtieron en miembros del 
Concejo Municipal.

María del Pilar Maldonado fue la primera mujer concejal del 
Municipio de Zaruma; fue nombrada por la Revolución Juliana en 
1925. A pesar de ser miembro de una familia que había estado asocia-
da con la estructura de poder municipal desde el siglo xix, ella se con-
frontó con los estereotipos de su tiempo y renunció después de unos 
pocos meses. Los cronistas resaltan sus virtudes como intelectual, 
música y amante del arte, miembro de clubes sociales y defensora de 
la integridad en el cantón, pero poco comprendida por su “espíritu va-
ronil” (Madero, 1934, en Romero, 1999, p. 88). Clark (2005b) señala 
que, a principios del siglo xx, ser acusada de transgresiones en los roles 
de género servía para descalificar a las mujeres que fueron pioneras en 
nuevas áreas de la actividad pública. Cuatro años más tarde, con la 
Constitución de 1929, Ecuador fue el primer país de América del Sur 
en reconocer el derecho al voto a las mujeres y otorgarles la facultad a 
ser electas como representantes a cargos públicos.

Para resumir, la estructura y la composición de la fuerza de tra-
bajo y las formas institucionales del régimen salarial constituyen me-
canismos institucionales para regular una economía de enclave. La 
disponibilidad de una mano de obra disciplinada, dócil, jerárquica 
y masculina son requisitos que trascienden la nómina de pagos o 
las estadísticas demográficas. Las inequidades entre los funciona-
rios estadounidenses, el personal administrativo y los intermediarios 
políticos, por una parte, y la población local, por otra, eran obvias 
para los trabajadores, lo que motivó la organización en pos de dere-
chos laborales. En este proceso, las relaciones de género reflejaban, 
emulaban o trasgredían las jerarquías del campamento y la usanza 
de las élites zarumeñas. Es necesario reconocer que las mujeres no 
eran testigos pasivos, sino protagonistas de la reproducción de las 
condiciones sociales de producción debido a la educación, la trans-
misión de valores culturales, las labores domésticas y el activismo 
sindical. En este contexto —en el que prevalecía el trabajo industrial 
bajo condiciones extenuantes, con un régimen salarial que agudizaba 
las inequidades sociales— es donde emerge el movimiento obrero de 
Portovelo basado en ideales socialistas, como mecanismo para crear 
conciencia de clase y solidaridad entre los obreros.
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5.2.	El movimiento obrero de Portovelo 

Los bajos salarios, el trabajo arduo y peligroso, los accidentes fre-
cuentes y las condiciones antihigiénicas de las galerías subterráneas 
causaron malestar entre los trabajadores. En Portovelo, los represen-
tantes del movimiento obrero presentaron una serie de demandas a 
la compañía, que incluían el fin de los despidos intempestivos, asis-
tencia médica extendida, pagos por discapacidad y pensiones de ju-
bilación. En aquel entonces, no existía legislación relacionada con es-
tos temas en Ecuador. Coronel (2013) afirma que entre 1925 y 1945, 
el conflicto social relacionado con los derechos laborales dio lugar a 
cambios institucionales y legislativos que beneficiaron a los trabaja-
dores. En esta sección se presenta cómo la acción colectiva los mine-
ros fue un medio para reclamar en contra la autonomía regulatoria 
del campamento, pero también cómo la acción sindical contribuyó a 
la formación del Estado-nación.

Foto 5.6
El cuerpo de un trabajador, víctima de un accidente minero

Nota:	 Los accidentes fatales se registran por primera vez en una carta de 1904, escrita por el gerente de la 
mina, quien cuenta sobre una inundación repentina que mató a quince trabajadores. A lo largo de 
los años, las organizaciones laborales y los periódicos locales y regionales informaron de varios ac-
cidentes de trabajo. La compañía siempre negó o minimizó tales incidentes y afirmó que indemniza-
ría a las familias de las víctimas. Fuentes: AH-MC. Carta de J. W. Mercer a Leonidas Plaza, presiden-
te del Ecuador, 01/02/1904. Foto: ETSA (s/f). 
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5.2.1.	 Conciencia de clase y resistencias colectivas 

El origen de la organización laboral en Portovelo es incierto.90 El pri-
mer signo indicativo de una conciencia de clase tuvo lugar en 1919 
(Paredes [1938] 1970, 102-103). La compañía cambió el método 
para calcular la remuneración de los operadores de la máquina per-
foradora: en vez de pagar por los días trabajados, querían pagar por 
el número de metros perforados. Según Aglietta (1998, p. 50), “el 
capitalismo desencadena conflictos que obstaculizan su propio desa-
rrollo, [pero] también convoca fuerzas opuestas a su deseo de acumu-
lación”. El 8 de julio, cuando los mineros volvieron al trabajo después 
del feriado de la Virgen del Consuelo, se negaron a aceptar las nuevas 
condiciones y fueron a Zaruma a quejarse ante el jefe político, Carlos 
Manuel Astudillo, y ante el alguacil, Arsenio Crespo.91 La Asociación 
Protectora del Minero presentó una copia mecanografiada con sus 
demandas de mejores salarios y condiciones de trabajo seguras.

La correspondencia entre el gerente de la mina, A. M. Tweedy, y 
el presidente de SADCO, William A. Kissam, denota las tensas rela-
ciones entre los capitalistas y las autoridades locales. Tweedy escribe

Fui a donde el Comisario a rogarle que o bien agarrara y retuviera a los lí-
deres en Zaruma, o que al menos les advirtiera que serían responsables por 
cualquier violencia. También le pedí que cerrara las cantinas, me dijo que 
lo haría, pero no lo hizo. Le pedí al Jefe Político que fuera a Portovelo y nos 
ayudara allí en caso de problemas. Él se negó.92

En su carta, Tweedy enfatiza que tuvo problemas con las autori-
dades para hacer que entraran en acción, incluso después de que se 
les hiciera promesas. La vaguedad del lenguaje evita declaraciones 

90	Cortázar & Lavanda (2008, p. 51) informan sobre la existencia del Centro Minero creado en 
1908, la creación de la Asociación Protectora del Minero en 1912, posteriormente transfor-
mada en Sociedad Protectora del Minero, en 1929.

91	ETSA. Comunicación de A. M. Tweedy a William. A. Kissam, 21/07/1919. La carta incluye 
los nombres de Manuel Eloy Molina, Aurelio Idrovo, Porfirio Pineda y Adrián Soto como lí-
deres de la huelga y una referencia al Dr. Agustín Romero Zambrano como el abogado que 
brindó asesoramiento sobre cómo presentar la queja. El gerente de la mina caracterizaba a 
los líderes como alborotadores, alcohólicos y miembros de la clase más baja de trabajado-
res dentro del campamento. Respecto al Dr. Romero, fue identificado como “el viejo ladrón 
de lingotes a quien nunca pudimos castigar”.

92	ETSA. Comunicación de A. M. Tweedy con W. A. Kissam, 21/07/1919.
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directas sobre la corrupción incitada por los estadounidenses. 
Además, “las autoridades de Zaruma no querían tomar ninguna 
medida para protegernos y se convirtió en una cuestión de pelear o 
aceptar sus demandas”. El gerente de la mina parecía molesto por el 
hecho de que “las autoridades de Zaruma también trataron de evitar 
que la policía de Loja viniera a Portovelo”. 

Estas frases apuntan a que las autoridades en Zaruma no eran to-
talmente complacientes con el capital transnacional y se aliaron tem-
poralmente con la causa de los trabajadores. Además, sugieren algún 
grado de poder y un comportamiento errático de las relaciones clien-
telares entre la municipalidad y la compañía. La situación se com-
plicó por el hecho de que las partes acababan de firmar un acuerdo 
para la instalación de una planta eléctrica en Zaruma.93 Tweedy se 
quejaba también de que el gobernador de El Oro, Francisco Ochoa 
Ortiz, no le dio importancia al asunto, ya que “es más bien un polí-
tico y necesita especialmente el apoyo de los hombres que controlan 
Zaruma para ser elegido senador... Para obtener de él alguna acción 
real, será necesario presionar desde Quito”. 

La reacción del Concejo Municipal no es casual. Ramón & Torres 
(2004, p. 94-95) señalan que en la primera mitad del siglo xx los po-
deres locales buscaron recuperar su control territorial y revertir la “pe-
netración” del Estado central. Los sistemas de dominación se recons-
tituyeron a partir de redes de poderes locales y circuitos económicos 
en pos de transformar la diferencia étnica en una alianza de clases y 
así lograr una mayor legitimidad electoral mediante la modernización 
de las obras públicas. Esta fue una de las primeras huelgas lideradas 
por trabajadores industriales en Ecuador, que cuestionaba el arraigo 
de las formas estructurales de dominación y los mecanismos regula-
ción laboral impuesto por capitalistas extranjeros. 

Los mineros se tomaron las instalaciones de SADCO por la fuerza, 
desarmaron a los guardias, suspendieron las comunicaciones tele-
gráficas, apagaron la planta eléctrica y las bombas de agua, y obliga-
ron al gerente a firmar un documento cediendo ante sus demandas 
(Ycaza, 2007, p. 77-78). Alice Lovell Kellogg, esposa de uno de los 
administradores estadounidenses, informa:

93	AHM/Z. ACM, T.22, 03/07/1919, p. 68-72.
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Todos los nativos se han reunido en el valle abajo de nuestra residencia 
gritando viva y huelga. El Sr. Tweedy dio la orden para que todos los grin-
gos salgan de sus casas y se reúnan en la suya. Para el mediodía, el gru-
po estaba subiendo lentamente por las colinas, dando alaridos y gritan-
do obscenidades. Pronto rodearon la casa y se pusieron a golpear las 
paredes con sus armas. En el momento en que el derramamiento de san-
gre parecía inminente, el Sr. Tweedy cabalgó rápidamente por la colina 
con el sacerdote y algunos ciudadanos influyentes. El sacerdote se diri-
gió a la multitud amonestándolos y regañándolos por su acción y muy 
pronto los convenció de que se disolvieran en silencio (Tweedy & Strong, 
2004, min. 30:21).

El episodio no concluye en esta narración. El gerente de la mina 
fue retenido a cambio de un rescate y, pese al apoyo del párroco y 
otros ciudadanos prominentes de Zaruma, tuvo que acatar las de-
mandas de los trabajadores. Sin embargo, se evidenciaba una diver-
gencia entre los intereses de la clase obrera y los poderes regionales. 
La compañía estableció un contacto directo con los gobernadores 
de Loja, El Oro y el presidente del Ecuador, y declaró que el acuerdo 
fue firmado por la fuerza, amenazó con un cierre general de la mina 
y persuadió al Gobierno de proteger sus activos enviando tropas y 
despidiendo a quienes participaron activamente en la huelga. A esca-
la regional, liberales y conservadores, periodistas y terratenientes se 
unieron para reprimir la revuelta (Fauroux, 1983, p. 239). Las élites 
regionales tenían intereses comunes a pesar de sus diferencias políti-
cas. El poder de la clase dominante tradicional solo comenzó a dismi-
nuir después de 1925, cuando la crisis del cacao provocó desempleo 
generalizado y el movimiento laboral ganó presencia nacional.

La crisis cacaotera inicia tras la Primera Guerra Mundial, se agu-
diza hacia 1922 con la plaga “escoba de la bruja” que destruyó las 
plantaciones de cacao, generando una caída drástica en la produc-
ción, y con la caída del precio de la “pepa de oro” a escala internacio-
nal por la incorporación de la producción africana (Larrea, 2005). En 
su conjunto, este período evidencia la fragilidad de la economía pri-
mario-exportadora, con predominio de tecnologías extensivas y poco 
conocimiento técnico. La crisis provocó un desequilibrio de la balan-
za comercial y el desajuste monetario dentro del sistema financiero. 
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Estos procesos generaron una fuerte devaluación y una reducción de 
la capacidad adquisitiva de la población. La crisis económica incluyó 
una crisis política y de gobernabilidad: en la década de 1930 se suce-
dieron quince Gobiernos. Según Marchán (1991), la crisis del cacao 
es esencialmente regional, pero se pretendió transformarla en crisis 
nacional para implementar políticas que reestructuren las relaciones 
entre el Estado y la sociedad. El proyecto nacional de la Revolución 
Liberal se veía obstaculizado por el regionalismo oligárquico, la cre-
ciente dependencia del capital extranjero, la débil identidad nacional 
y la inestabilidad política (Quintero & Silva, 1991).

En respuesta a estas tensiones, un grupo de jóvenes oficiales milita-
res progresistas encabezaron un levantamiento el 9 de julio de 1925. 
La Revolución Juliana proponía reformas estructurales y políticas de 
bienestar. Los líderes revolucionarios intentaron fortalecer el Estado 
creando políticas económicas y sociales que permitieran imponer los 
intereses de la “nación” por sobre los “intereses privados” (Ramón & 
Torres, 2004, p. 96). El presidente Isidro Ayora (1926-1931) promo-
vió la institucionalización y la modernización del sector público.

 La centralización del poder político y económico implicó la re-
organización de las finanzas públicas, los procedimientos admi-
nistrativos y la creación de capacidades técnicas. Las reformas 
macroeconómicas, basadas en el asesoramiento del economista es-
tadounidense Edwin W. Kemmerer, incluyeron la formulación de leyes 
monetarias, cambiarias y financieras y la creación del Banco Central, 
la Superintendencia de Bancos y la Contraloría General (Rodríguez 
1985). En 1931, la crisis alcanzó su punto máximo cuando el sistema 
financiero colapsó, el Banco Central perdió sus reservas de oro y la 
balanza comercial registró un déficit, todo lo cual se vio agravado por 
la Gran Depresión. En la década de 1930, la política monetaria es-
tadounidense —de carácter deflacionista— se tradujo en la reducción 
y el deterioro de los términos de intercambio con Estados Unidos, 
produciendo una crisis de liquidez y la quiebra de la estructura pro-
ductiva nacional (Marchán, 1991, p. 45). En respuesta, el Gobierno 
devaluó la moneda nacional y abandonó el patrón oro; todo esto en 
un contexto de caos político, con veintidós presidentes entre 1931 
y 1948. Como se señaló anteriormente, algunas crisis involucran 
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factores desconectados pero correlacionados, en tanto que los pasos 
institucionales tomados para resolverlos tienen resultados inciertos 
(Harvey, 2006, p. 432).

La Revolución Juliana también favoreció reformas de sello antio-
ligárquico y creó nuevos espacios políticos para la izquierda (Becker, 
2008). Las reformas sociales incluyeron la creación del Ministerio 
de Trabajo, el Ministerio de Previsión Social y la Junta de Salud e 
Higiene. Además, la fundación del Partido Socialista (1926) y del 
Partido Comunista (1931) estimuló a la sociedad civil y la organiza-
ción sindical en todo el país.94 Este período estuvo marcado por la 
proliferación de organizaciones de la sociedad civil, de intelectuales, 
prensa independiente, universidades, trabajadores y campesinos. 

La crisis permitió una diversificación productiva protagonizada 
por parte de sectores subalternos, que dieron matices regionales a 
la crisis y la recuperación económica posterior (Maiguascha, 1991). 
En la costa, la producción de cacao continuó generando divisas y 
se comenzó a producir otros bienes exportables como café, arroz, 
azúcar y petróleo, en un espacio geográfico más amplio que aquel 
consagrado a la producción de cacao.95 En la sierra, la escasez de 
divisas favoreció la creación de un mercado nacional, un incipiente 
proceso de industrialización, la creación de puestos de trabajo aso-
ciados a industrias alimenticias y textiles, así como el desarrollo de 
sociedades bancarias locales (Deler, 2007, p. 304-306). Al sur del 
país, se incrementó la producción artesanal de sombreros de paja 
toquilla, dando paso a un aumento de los ingresos monetarios de 
los sectores campesinos. En la sierra centro-norte, la modernización 
de las haciendas incluyó la inversión en innovación productiva en 
sistemas de riego, la importación de ganado y semillas selecciona-
das y la introducción de maquinaria agrícola. El desarrollo de las 

94	Este período fue un momento de gran agitación social. Otras manifestaciones de clase im-
portantes incluyeron la protesta popular brutalmente reprimida en Guayaquil en 1922, el le-
vantamiento campesino en el área indígena de Colta y Columbe en 1929, junto con la huel-
ga en la fábrica textil Internacional en Quito, en 1934. Para una historia detallada y análisis 
del movimiento laboral ecuatoriano, véase: Coronel (2011); Milk (1997); Ycaza (1991).

95	Es interesante remarcar que en las estadísticas nacionales no aparece mencionada la expor-
tación de oro, lo que llevaría a suponer que efectivamente las minas de Portovelo actuaban 
como un enclave sin generar divisas para la economía ecuatoriana.
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haciendas ganaderas permitió el mercado de productos lácteos 
hacia la costa y la creación de una reserva de mano obra asalaria-
da con acceso a una pequeña propiedad rural. A su vez, el Estado 
también buscó aumentar ingresos provenientes de los estancos de 
alcohol y aguardiente, lo que aumentó las recaudaciones fiscales y 
facilitó una diversificación industrial en la producción de aguardien-
te (Maiguascha, 1991, p. 82).

Según Maiguascha (1991), dicho proceso generó una “crisis de la 
autoridad paternal”. Aparecieron nuevos actores que transformaron 
las relaciones sociales a escala local y nacional. En diversos lugares 
se observaron procesos que pujaron por el acceso a la tierra por 
parte de jornaleros, aparceros, campesinos e indígenas. El Estado 
ruralizó el mundo indígena y transfirió la administración étnica a 
los tenientes parroquiales. La Ley de Comunas de 1937 posibilitó la 
concentración geográfica de la población rural dispersa y transfor-
mó lo indígena en una condición de clase campesina. Paralelamente, 
“desapareció la estructura de caciques, mandones y mandoncillos 
que representaba cierta continuidad de los señoríos étnicos, para 
ser reemplazados por parcialidades fuertemente autónomas, lo cual 
les restó capacidad de negociación corporativa nacional” (Ramón & 
Torres, 2004, p. 96-97).

En las zonas urbanas, la presencia de sectores populares, artesa-
nales y asalariados promovió procesos organizativos y movilizacio-
nes sociales. Los sectores profesionales e industriales se agruparon 
en torno a organismos gremiales o cámaras de desarrollo producti-
vo, pugnando por el poder con las élites tradicionales. Surgió tam-
bién un sector de intermediarios y comerciantes que logró una auto-
nomía relativa respecto de los grupos terratenientes y oligárquicos. 
Adicionalmente, la creación de partidos políticos diversificó la tra-
dicional oposición entre liberales y conservadores, dando espacio 
para tendencias socialistas, comunistas, nacionalistas y populistas. 
El municipio, como institución burocrática, se vinculó al proceso 
organizativo de algunos sectores populares y al desarrollo de una 
política partidista que trascendió el ámbito de lo local (Ramón & 
Torres, 2004, p. 83).
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La penetración de la economía capitalista y la erosión de la “au-
toridad parental” dieron paso al populismo de José María Velasco 
Ibarra (Maiguashca, 1994, p. 91). A su vez, el velasquismo ganó un 
poder “nacional” sin precedentes, dando cabida a grupos sociales 
con intereses disímiles, en torno a un ideal nacionalista que articula-
ba tanto a la oligarquía como a los trabajadores. Bajo estas condi-
ciones, el movimiento obrero en Portovelo se convirtió en un terreno 
fértil para los partidos políticos y la disidencia, desarrollando estre-
chos vínculos entre los trabajadores industriales, las organizaciones 
sociales urbanas y los movimientos campesinos en todo el país.96

5.2.2.	 Velasquismo, comunismo y la gesta heroica  
del movimiento obrero de Portovelo

En febrero de 1934 el presidente electo José María Velasco Ibarra visi-
tó Portovelo y Zaruma.97 Velasco Ibarra viajaba a lo largo de Ecuador 
para encontrarse con sus bases en ciudades, pueblos y sitios rura-
les, tanto en la sierra como en la costa. La propuesta gubernamental 
del carismático líder no era consistente; en sus alocuciones tan solo 
ofrecía obras públicas y servicios sociales a los sectores populares. El 
velasquismo es un proceso político complejo que va más allá de la fi-
gura del caudillo. El liderazgo de Velasco Ibarra estaba enraizado en la 
dependencia y la vulnerabilidad de la economía primario-exportado-
ra, el desmoronamiento del orden liberal, el fracaso del reformismo 
militar y en el rechazo a los paradigmas burgueses de dominación 
(Cueva, 1970).

96	Ricardo Paredes es una figura clave de este período (Becker, 2008; Guerra & Rodas, 2011; 
Ycaza, 2007, 1991). Paredes fue un médico, líder de base y fundador del Partido Socialista 
(1926) y del Partido Comunista (1931) del Ecuador. Paredes tenía conocimiento de prime-
ra mano de las condiciones de vida de los mineros pues condujo inspecciones en el campa-
mento Portovelo a inicios de la década de 1930. Como miembro del Partido Socialista, par-
ticipó activamente en la organización sindical dentro del enclave minero y, por medio de la 
Federación de Obreros de Machala, apoyó el primer Congreso de Trabajadores y Campesi-
nos de El Oro, con delegaciones en toda la provincia, el 8 de noviembre de 1930, para unir 
fuerzas entre aquellos explotados por los capitalistas. Véase: “Congreso Obrero y Campesi-
no de El Oro”, La Época (Zaruma), 26/11/1930, p. 9.

97	José María Velasco Ibarra se convirtió en una figura clave en la política ecuatoriana a lo lar-
go del siglo xx. Fue elegido presidente en cinco ocasiones, pero completó solo un período, 
el tercero, sin ser destituido: 1934-1935, 1944-1947, 1952-1956, 1960-1961 y 1968-1972. 
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Foto 5.7
El presidente electo José María Velasco Ibarra visita las minas 

de Portovelo en 1934

Nota:	 En 1934 una multitud recibió al presidente electo José María Velasco Ibarra en la plaza central de Za-
ruma. Su viaje por diferentes regiones del país introdujo nuevas prácticas políticas, creando un tre-
mendo apoyo para su tipo de populismo. A pesar de ello, fue destituido de su cargo antes de com-
pletar un año de su mandato. Fuente: Colección privada Romero Witt.

Velasco Ibarra fue el primer presidente en visitar el distrito mi-
nero, una iniciativa personal para determinar las necesidades de la 
región. Una multitud que incluía estudiantes, miembros de centros 
comunitarios, asociaciones, sindicatos y residentes recibió a Velasco. 
El Concejo Municipal lo declaró huésped de honor. A su vez, Velasco 
Ibarra prometió obras públicas y alentó a los trabajadores a organi-
zarse para la defensa de sus derechos. La Asociación Sindical Obrera 
(ASO) —establecida unos meses después de la visita de Velasco Ibarra 
y constituida formalmente el 12 de septiembre de 1934— reunió a los 
obreros, quienes a su vez escribieron una declaración respaldada por 
el Partido Comunista del Ecuador (Murillo, 2000; Paredes, [1938] 
1970). La compañía intentó evitar la acción colectiva, por lo que se 
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encarceló y despidió a los líderes,98 además de que se pagó a soplo-
nes con el fin de sembrar la desconfianza entre los trabajadores. Al 
mismo tiempo, el párroco del pueblo lanzó una campaña para desa-
creditar a la asociación, acusándola de ser antirreligiosa y comunista.

A pedido de los trabajadores, el Gobierno envió una comisión 
para evaluar las quejas, valorar las condiciones de vida y evitar nue-
vos conflictos. La incorporación de los grupos marginados al proyec-
to nacional incluyó la formalización de los mecanismos para resolver 
las disputas laborales y la institucionalización de las organizaciones 
populares, un fenómeno que también resultaba funcional a los inte-
reses capitalistas. Joaquín Figueroa, delegado presidencial ante los 
trabajadores, dice: 

De un estudio minucioso sacamos la conclusión de que una Empresa, 
por bien organizada que se halle desde el punto de vista técnico y admi-
nistrativo, no puede desenvolverse tranquilamente si los directores y je-
fes no interpretan seriamente los justos anhelos de sus trabajadores y les 
proporcionan el bienestar a que tienen derecho como compensación a 
sus arduas fatigas, considerándolos de que sus obreros deben gozar de 
todas las prerrogativas que les concede la Ley tanto en sus aspectos de 
organización como en los demás que les ampara la Constitución, dán-
doles de preferencia la oportunidad de obtener personería por medio de sus 
Sindicatos que no han de ser considerados como fuerzas nocivas sino como baluar-
tes de entendimiento mutuo, ya que para alcanzar éxito a firma en una Empresa es 
más conveniente tratar con una asociación seria que con los individuos aisladamen-
te considerados99 [énfasis añadido].

En 1935 se produjeron crecientes disturbios en el campamento. 
En el primer aniversario del sindicato, la ASO hizo un llamado a mo-
vilizaciones generales. Mientras tanto, el 20 de agosto, la burguesía 

98	Los líderes de la ASO, José Permañer, Néstor Ordóñez, Manuel Lara, Víctor Vivar, Gonzalo 
González, León B. Viviar, Antonio Pacheco y Carlos Cevallos, se convirtieron en blanco de 
persecución y destitución. Permañer, un anarquista español, fue deportado debido a su in-
cierto estado migratorio. Véase: “Información de testigos seguida ante la judicatura de le-
tras del cantón Zaruma, para descubrir infracciones cometidas en el asiento minero de Por-
tobelo las mismas que se han seguido por orden del señor gobernador de la provincia de 'El 
Oro',” AI-MPS, C.112, R.440. “Documentación referente al campamento minero de Porto-
velo, Acompáñase 9 anexos”, AI-MPS, C.149, R.996.

99	AI-MPS. Comunicación de José Figueroa al Ministerio de Gobierno y Previsión Social, 
16/05/1935, C.112, R.440.
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guayaquileña conspiraba con el Ejército para deponer a Velasco 
Ibarra y, posteriormente, disolvió el Congreso el 26 de septiembre. 
Los empresarios estadounidenses solicitaron protección del Gobierno 
militar y amenazaron, nuevamente, con suspender las operaciones 
mineras (Murillo, 2000, p. 91). La ASO se dividió en dos facciones: 
una convocó a una huelga y la otra se opuso a cualquier tipo de con-
frontación. La compañía minimizó la importancia del sindicato, afir-
mando que no representaba a los mineros, sino que era un frente de 
activismo de desconocidos y personas desempleadas que intentaban 
utilizar a los trabajadores para sacar beneficios personales u obtener 
venganza.100 El 1.ero de septiembre, la facción radical de ASO organizó 
un mitin con antorchas; aproximadamente 800 personas cantaron 
canciones revolucionarias, discutieron las demandas y convocaron 
a una huelga general (Paredes, [1938] 1970, p. 118-119). Los líde-
res sindicales buscaron el apoyo de los trabajadores que vivían en El 
Faique, Osorio, Barrio Machala y Zaruma. La asociación de madere-
ros también se unió a las protestas, propagando el malestar social. 
Los manifestantes de ASO fueron secundados por otros sindicatos en 
Guayaquil y Quito, y el Partido Comunista del Ecuador patrocinó y 
orientó el proceso organizativo.

La asociación de trabajadores reunía a casi la mitad de los mine-
ros e incluyó a los madereros y algunos trabajadores no organizados 
(ibid., p. 129-130). La desaceleración de las labores industriales co-
menzó el 8 de noviembre de 1935, y dos días más tarde el ala ra-
dical de ASO publicó una lista de demandas y declaró una huelga 
general.101 Los trabajadores cerraron la planta hidroeléctrica y los 

100	 Comunicación de R. P. Luke, Superintendente General, en: Paredes, [1938] 1970, p. 124.

101	 El sindicato envió una larga lista de demandas que incluía: el despido de un grupo de em-
pleados nacionales de alto rango que oprimían a los trabajadores; reconocimiento de la 
tuberculosis como enfermedad profesional; pago de indemnizaciones por accidentes de 
trabajo y para los trabajadores enfermos, incapacitados o desahuciados; pago de jubila-
ción para trabajadores con más de un año de labores en la empresa; salarios más altos, 
con un aumento del 100% para los mineros que trabajan en el subsuelo; un mes de vaca-
ciones cada seis meses para los mineros; la eliminación de los intermediarios de la made-
ra; entre otros temas. La petición también incluía demandas de acceso a servicios como: 
cine, duchas de agua caliente, salud y medicinas, comidas para los madereros, educación 
gratuita para huérfanos y servicios básicos para los barrios de Machala y Perú (Paredes, 
[1938] 1970, p. 214-221).
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militares respondieron violentamente, amenazando a la población y 
disparando armas. Como resultado del enfrentamiento, varios tra-
bajadores resultaron heridos y un minero murió. A pesar de dichos 
esfuerzos de intimidación, los trabajadores en huelga se reorganiza-
ron y siguieron presionando a la empresa para que respondiera a sus 
demandas. Tal evento corresponde a lo que Patricio Ycaza (1991) 
describe como la “fase heroica” de la historia laboral cuando, en au-
sencia de canales legales para la negociación, las demandas de los 
trabajadores se impusieron mediante la solidaridad y la militancia. La 
expansión del Estado y las reformas institucionales, como el Código 
Laboral de 1938, mediarían más tarde las relaciones entre empleado-
res y empleados.

Foto 5.8
La comisión de los trabajadores antes de la huelga de 1935

Nota:	 Los trabajadores organizaron una comisión que reunió a líderes sindicales que representaban a dife-
rentes sectores para negociar con la empresa estadounidense. Rosa Vivar (sentada en el centro) era 
la única mujer en la comisión. Fuente: Colección privada Romero Witt (1935ca). 

Los líderes sindicales, los ejecutivos de la compañía y las autori-
dades locales formaron un comité de negociación. Néstor Ordóñez, 
secretario general de ASO, los coordinadores de la huelga Rosa Vivar, 
Salvador Romero y Miguel Capa, y el líder de los madereros Braulio 
Carrión, representaron a los trabajadores (Paredes, [1938] 1970, p. 
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130-133). El gerente general de SADCO, Fritz MacGonigle, y el super-
intendente Russell Luke representaron a la compañía. A pesar de los 
intentos previos de traer representantes del Gobierno nacional al cam-
pamento, el Estado no estuvo presente en la mesa de negociaciones. 
El inspector del trabajo, agente del gobierno central con sede en la ca-
pital provincial de Machala, llegó después de logrados los acuerdos.

La South American Development Company siguió presionando 
aún más al apelar al régimen militar recientemente establecido del 
Gral. Federico Páez. A. M. Tweedy señala que el “cambio en el gobier-
no es un alivio ya que la pandilla en el Congreso era imposible y no 
se veía más que una larga lucha con resultados muy dudosos. Don 
Federico, por el contrario, es amistoso y, en general, aquí es más fácil 
tratar con un solo hombre que con un grupo”.102 Los capitalistas ex-
tranjeros preferían tratar con un Gobierno autoritario. En este caso, 
los agentes corporativos extendieron su ámbito de acción mediante 
estrategias y vínculos políticos con el Poder Ejecutivo para mante-
ner las relaciones de producción y controlar la fuerza de trabajo. En 
efecto, el nuevo Gobierno envió el regimiento de caballería Febres 
Cordero con el objetivo de salvaguardar el interés público.

Para morigerar la percepción de tales eventos, la SADCO difundió 
una imagen positiva del campamento en los medios de comunica-
ción. Este es un ejemplo de cómo el campo discursivo se puede usar 
para modificar las relaciones de poder al reconstituir las capacida-
des de los actores en función de los espacios y los recursos disponi-
bles (Lefebvre, 1991). La empresa patrocinaba publicaciones en los 
principales diarios, destacando la importancia de Portovelo como el 
campo aurífero más grande de explotación en Ecuador, con un 98% 
de la fuerza laboral nacional y una inversión de más de 25 millones 
de sucres. El periódico El Telégrafo señalaba que la empresa se carac-
terizaba por la seriedad de sus acciones y merecía la plena confianza 
de la población.103 La huelga fue retratada como una disputa laboral 
menor dentro de un sistema de producción moderno y eficiente.

102	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 01/10/1935.

103	 “Portobelo, el asiento aurífero más importante del país en explotación por la South Ame-
rican Development Co.”, El Telégrafo, 18/12/1935.
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La huelga en Portovelo fue uno de tantos eventos liderados por 
organizaciones sociales para regular y estabilizar el proceso de acu-
mulación capitalista en todo el Ecuador. Era un momento de agi-
tación económica y política con sucesivos golpes de Estado que 
llevaron al poder a varios Gobiernos sin una dirección clara. Diez 
días después de la huelga, la dictadura nombró un nuevo Concejo 
Municipal para ejercer control sobre los poderes locales. Poco des-
pués, el Jefe Supremo, Federico Páez, visitó Portovelo y Zaruma. El 
Gral. Páez era un colaborador cercano de la empresa minera; como 
Director de Obras Públicas había aprobado los planos de la carretera 
Santa Rosa-Portovelo en 1912. En su visita, habló del problema so-
cial obrero, “declarándose enemigo acérrimo del comunismo y con-
denando con energía el hecho de haberse irrogado injuria al símbolo 
de nuestra nacionalidad, al haberlo encontrado entrelazado con el 
del Soviet en el local de la Asociación Sindical Obrera, situado en las 
inmediaciones de Portovelo”.104 Consecuentemente, ordenó la crea-
ción de la Intendencia de Policía con sede en Portovelo, mientras que 
derogaba y suprimía la Subintendencia de Policía de Zaruma. A fines 
de 1936, el presidente Páez promulgó la Ley de Defensa Social, tam-
bién conocida como Ley de Seguridad Nacional, que declaró la ilega-
lidad del Partido Comunista del Ecuador, ordenó el encarcelamiento 
de activistas de izquierda, prohibió la entrada de políticos extranjeros 
y aprobó clausurar periódicos y revistas sin el debido trámite legal 
(Ycaza, 2007, p. 25). Los mineros sí obtuvieron algunos beneficios 
laborales, pero los líderes sindicales continuaron siendo acosados, 
arrestados y expulsados ​​del campamento (Paredes, [1938] 1970).

La creación del Distrito Policial de Portovelo y la rotación de ofi-
ciales crearon inquietud entre las fuerzas policiales e incertidumbre 
respecto de la jurisdicción de las autoridades.105 En enero de 1936, 
una disputa menor iniciada por tres policías borrachos que habían 

104	 AHM/Z. ACM, T.34, 13/12/1935, p. 32-33.

105	 En 1910, el distrito policial de Zaruma se creó para “responder rápidamente a los fre-
cuentes disturbios en el campamento minero Portovelo” (Madero, 1934ca., p. 111). 
En 1918, una comunicación oficial solicitaba el nombramiento ad-honorem de un ins-
pector policía para servir en el asiento minero de Portovelo, quien debía ser remunera-
do por la compañía minera. Fuente: ANE. Comunicación de Larrea, gobernador de la 
provincia de El Oro, al Ministro de Policía, Machala, 12/01/1918. Min. Interior, C.25.  
Hasta 1935, el teniente político, el representante del Gobierno nacional, se desempeñó 
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sido despedidos terminó en una redada en el barrio Machala. El ofi-
cial de turno comenzó a disparar; mató a dos niños y a la madre de 
uno de ellos e hirió a seis personas. El gobernador de El Oro desesti-
mó el evento, declarando que no tenía importancia política y culpaba 
a los “agitadores externos” que habían promovido el sindicalismo.106 
Durante la década de 1930, los intermediarios políticos eran perci-
bidos como una amenaza para los intereses de clase, mientras que a 
los activistas de izquierda se los llamaba “agitadores” (Becker, 2013, 
p. 112-114).

Los trabajadores, los empresarios y las autoridades se culparon 
mutuamente por instigar el incidente mortal. Sin embargo, el geren-
te de la compañía afirmaba, en una carta personal, que el evento 
“parece haber despejado el aire y las perspectivas generales para la 
paz son más prometedoras ahora de lo que han sido durante mu-
chos meses”.107 Esta disputa dio lugar a nuevas formas de discipli-
namiento de la fuerza laboral por medio de la intensificación de los 
controles policiales y acciones patronales dentro del campamento. 
La compañía despidió a varios trabajadores y desmovilizó al sindica-
to. Un año después, la población se quejaba de las arbitrariedades 
del destacamento de policía guarnecida en Portovelo.108 Los abusos 
incluían arrestos injustificados, encarcelamiento, multas indebidas y 
prácticas autoritarias en circunstancias ajenas a la jurisdicción poli-
cial. En 1938, los trabajadores de Portovelo sacaron una publicación 
que condenaba “la existencia de la silla eléctrica en esos yacimien-
tos, establecida por los yanquis para torturar a los trabajadores”.109 
Como sostiene Foucault (2007, p. 335-40), la presencia policial ase-
mejaba un permanente estado de sitio, con oficiales autorizados a 
actuar dentro y más allá de la ley, en nombre de la libertad.

como inspector de policía en Portovelo bajo la supervisión del gobernador provincial de 
El Oro.

106	 ANE. Comunicación de Virgilio Vaca, gobernador de la provincia de El Oro, a Ing. Federi-
co Páez, Jefe Supremo del Ecuador, Machala, 01/02/1936. Serie Min. Interior, C.31.

107	 Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, incluida en el documental Streams of Gold 
(Tweedy & Strong, 2004, min. 42:56).

108	 AHM/Z. “Los abusos de la policía nacional de Portovelo”. El Municipio, [Zaruma], 
17/11/1937, p. 1.

109	 El Comercio, [Quito], 23/02/1938, en Cortázar & Lavanda (2008, p.63).
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Estos eventos crearon tensiones entre los niveles de Gobierno. 
El Comisario Municipal defendía los derechos de los trabajadores 
y demandó a la policía. El gobernador ordenó el arresto de los lí-
deres sindicales y culpó a los agentes policiales por el mal manejo 
de la situación: tanto el comisario municipal como el secretario de 
policía fueron destituidos de sus cargos.110 Los esfuerzos de centra-
lización del poder incluían el control directo sobre el aparato públi-
co y la burocracia local. Los representantes regionales del Gobierno 
central, junto con los empresarios estadounidenses, apoyaron la 
creación de una asociación de trabajadores pro-empresa, la Unión 
Obrera Portovelo, como legítima representante de los mineros, y la 
Asociación Deportiva Portovelo para promover el bienestar físico y 
la cultura dentro del campamento.111 Una vez más, los mecanismos 
coercitivos se combinaron con actividades culturales como un medio 
para disciplinar a los trabajadores.

5.2.3.	 Regulación normativa de las relaciones salariales

En esta sección se explora la regulación de las relaciones salariales 
y las obligaciones estatales conexas. Para Aglietta (1998, p. 54), la 
subordinación de la fuerza de trabajo al proceso de producción se 
ha normalizado mediante la extensión de derechos. La expansión del 
trabajo asalariado requería formas institucionales para legitimar tan-
to la extracción de la riqueza como la redistribución del plusvalor. La 
genealogía de las leyes indica que estas no solo surgen de grandes 
revoluciones, una clase dominante o de una iniciativa gubernamen-
tal, sino también de micropoderes y luchas sociales de escala local. 
En tal sentido, se observa una transición de la “fase heroica” de mo-
vilizaciones laborales hacia una “fase institucional”, de mediación 

110	 ANE. Comunicación de Virgilio Vaca, gobernador de la provincia de El Oro, a Ing. Federi-
co Páez, Jefe Supremo del Ecuador, Machala, 01/02/1936. Serie Min. Interior, C.31.

111	 El Gobierno ecuatoriano aprobó los estatutos de creación de estas organizaciones, seña-
lando explícitamente que se prohibían actividades o eventos políticamente motivados que 
pudieran afectar el prestigio y la armonía del campamento. Fuente: ANE. Comunicación 
de A. A. Bayas, Ministro de Gobierno y Justicia, a J. C. Aguilar y otros, 19/02/1936; y co-
municación de MacGonigle, Sub-Superintendente de South American Development Co. 
y Julio C. Freire, Vicepresidente a Federico Páez, Jefe Supremo de la República, Serie Min. 
Interior, El Oro, C.31.
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burocrática y regulación de las relaciones de clase, por medio de la 
cual el Estado garantiza los derechos, al mismo tiempo que limita la 
acción colectiva y la protesta sindical (Ycaza, 1991).

Hasta 1926, las regulaciones legales relativas al régimen laboral 
estaban dispersas en el Código Civil, en tanto que los contratos de 
trabajo se combinaban con normas para el arrendamiento de pro-
piedades (Páez, 1996). Tras la Revolución Juliana, el Gobierno apro-
bó leyes relacionadas con contratos laborales, jornadas máximas 
y salarios mínimos, condiciones de trabajo para mujeres y niños, y 
despidos y accidentes laborales. Las regulaciones laborales se mo-
vieron progresivamente de la esfera privada a la esfera pública. La 
Constitución de 1929 garantizaba la protección del trabajo (art. 
151, inciso 18), así como la libertad de asociación y agremiación, 
incluyendo el establecimiento de comisiones de conciliación y arbi-
traje para la resolución de conflictos entre el capital y el trabajo (art. 
151, inciso 24). Estas normas sentaron las bases para el Código del 
Trabajo de 1938, promulgado durante el mandato del Gral. Alberto 
Enríquez Gallo, y que contó con el apoyo del Tercer Congreso Obrero 
Nacional, celebrado en Ambato ese año. Algunos miembros de la 
clase dominante también cedieron ante la presión popular para re-
glamentar las relaciones de trabajo, en la medida en que convenía a 
sus intereses privados vincular a la clase trabajadora con la institucio-
nalidad burguesa mientras creaban confianza —espuria— en ciertas 
agencias estatales (Ycaza, 1991, p. 46).

El Código del Trabajo transformó las relaciones patronales, re-
gulando así la acumulación privada. Con miras a una mayor justicia 
social, se legalizó la organización sindical, los contratos colectivos y 
la participación de los beneficios y utilidades para una redistribución 
del plusvalor generado por la industria (Código del Trabajo 1938, 
art. 137-167). A partir de entonces, las asociaciones gremiales pu-
dieron negociar beneficios vinculados a incrementos en la produc-
tividad. Sin embargo, el código también restringió las huelgas y los 
paros patronales, y requirió que se agotaran los mecanismos de con-
ciliación antes de cualquier acción que afectara la producción.
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El código reguló el poder adquisitivo de la fuerza de trabajo me-
diante el establecimiento de un salario mínimo y los incrementos en 
la remuneración. También mitigó la explotación laboral al limitar la 
jornada diaria a un máximo de ocho horas, sin exceder cuarenta y 
cuatro horas por semana. Al trabajador se le concedió un día com-
pleto de descanso por semana y quince días de vacaciones pagadas 
después de un año de servicio (art. 220). Además, la compañía debía 
afiliar a los trabajadores al Fondo Reserva y Jubilación, para garanti-
zar ingresos en caso de enfermedad, desempleo, desahucio o retiro. 
Finalmente, las empresas industriales como la SADCO tenían que 
realizar compensaciones por trabajo nocturno y proporcionar servi-
cios de salud, herramientas de trabajo y ropa de seguridad industrial. 

Foto 5.9
Trabajadores en las instalaciones cercanas al Pique Americano

Nota:	 Después de aprobado el Código del Trabajo, SADCO implementó medidas de seguridad industrial y 
proporcionó ropa de trabajo. Nótese los cascos, botas, linternas y vestimenta industrial. Fuente: Co-
lección privada de Alex Rodríguez.
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El Código del Trabajo incluyó algunos de los temas específicos 
planteados por los obreros, las inspecciones laborales y los socialis-
tas que estuvieron en Portovelo. Por ejemplo, los salarios tenían que 
pagarse solamente en moneda de curso legal (art. 49), las empresas 
industriales debían admitir aprendices en operaciones de mano de 
obra calificada para la transferencia de conocimientos técnicos (art. 
103) y la ley incluía disposiciones relacionadas con los factores de 
riesgo y las enfermedades profesionales directamente vinculadas con 
actividades mineras (Título IV). 

A pesar del carácter nacional de este marco regulatorio, las for-
mas localizadas de negociación de salarios y condiciones de trabajo 
persistieron en años posteriores. Los municipios continuaron ejer-
ciendo influencia indirecta en la gestión de la mano de obra. En las 
capitales provinciales y de cantones, el Estado estableció Comisiones 
de Salario Mínimo responsables de fijar sueldos y salarios en sus res-
pectivas jurisdicciones con la participación de representantes de pa-
tronos y trabajadores (art. 57, 68). Además, las disputas relativas a 
contratos de trabajo debían ser resueltas por un inspector provincial 
del trabajo, el comisario nacional de policía con jurisdicción para el 
cantón o el comisario municipal (art. 455).

Según Coronel (2013), la consagración de los derechos laborales 
ofreció una vía para la intervención estatal en áreas en las que las élites 
terratenientes y las concesiones transnacionales dominaban las rela-
ciones de producción. De hecho, el Gobierno emitió disposiciones que 
exigían que las empresas extranjeras paguen pensiones a los emplea-
dos después de veinte años de servicio. Ante esta disposición, la repre-
sentación diplomática de Estados Unidos en Ecuador consideró que la 
medida era discriminatoria y la describió como “una penalidad inusual 
para las compañías estadounidenses ya establecidas en Ecuador”.112 El 
Gobierno ecuatoriano desechó la solicitud, dado que la norma preveía 
igualdad de trato a los inversores extranjeros y nacionales.

Había brechas entre las reglamentaciones nacionales y el sistema 
internacional, el cual no contemplaba disposiciones específicas para 

112	 AH-MREMH. Memorando de la Delegación de Estados Unidos en Ecuador al Ministerio 
de Relaciones Exteriores del Ecuador, 20/01/1938, B.18.28.
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determinar la responsabilidad del Estado con respecto a los inverso-
res extranjeros. A partir de entonces, el principal tema de discordia y 
la mayor causa de fricción en las relaciones entre estos dos Estados 
se centraron en el dominio público de los recursos minerales y la par-
ticipación del Gobierno en las ganancias de las actividades mineras, 
como se describe en el capítulo siguiente. No obstante, las deman-
das de las clases bajas vincularon a los sectores populares con el 
Gobierno, ya que el Estado tomó decisiones sobre la legalidad o ile-
galidad de los reclamos laborales y la existencia de organizaciones de 
trabajadores. Los mineros tardaron casi una década en reorganizar el 
sindicato conforme a las disposiciones del nuevo Código del Trabajo.

El fraude electoral de 1939 que condujo a Carlos Alberto Arroyo 
del Río a la presidencia y la guerra con Perú en 1941 centraron la 
atención en la política nacional. Arroyo del Río, exabogado de com-
pañías estadounidenses como SADCO y Anglo Oil, representaba los 
intereses económicos del sector financiero dependiente del capitalis-
mo (Quintero & Silva, 1991, p. 457). La oposición a Arroyo del Río 
devino en una coalición que reunió a sectores heterogéneos, inclui-
dos antifascistas, comunistas, socialistas, liberales, conservadores, 
trabajadores, indígenas, intelectuales y estudiantes. Los canales de 
mediación política e institucional quedaron relegados a marchas, mí-
tines y manifestaciones en nombre del expresidente exiliado Velasco 
Ibarra, el “Gran Ausente” (De la Torre, 1994). En 1944, la revolución 
del 28 de mayo, conocida como la Gloriosa, generó un hito respecto 
a la participación activa de los sectores populares en la reestructura-
ción de los movimientos sociales y los partidos políticos. Esta revuel-
ta multipartidaria y de variadas clases sociales devolvió el poder de la 
figura carismática del caudillo populista.

Después de la Gloriosa, los activistas sociales recuperaron su fuer-
za y comenzaron a organizar las células socialistas y comunistas en 
Portovelo. Esta faceta de la organización obrera es quizás la que me-
nos se ha estudiado en el enclave minero. Francisco Mora —presiden-
te de la Unión de Panaderos y uno de los comunistas más activos en 
Guayaquil— se unió a Salazar, un barbero comunista residente en 
Puerto Bolívar. Juntos se convirtieron en los principales organizadores 
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de los mineros y formaron la Federación de Trabajadores de Portovelo, 
a la que pertenecían dos tercios de los trabajadores.113

Foto 5.10
Segunda visita del presidente José María Velasco Ibarra  
a Zaruma después de la Gloriosa, 29 de julio de 1944

Nota:	 El 29 de julio de 1944 Velasco Ibarra regresó a Zaruma para consolidar el apoyo popular después de 
la Gloriosa. La foto muestra la sesión solemne en la que Celso Jijón Ramírez, presidente del Concejo 
Municipal, describió las necesidades del cantón y declaró a Velasco Ibarra como invitado de honor. 
Los trabajadores de SADCO tuvieron días libres para participar en las festividades, incluido el desfi-
le de recepción. Fuente: colección privada de Alex Rodríguez. Fotógrafo: Enrique Rodríguez.

En junio de 1947 la Federación de Trabajadores presentó una de-
manda contra la SADCO respecto de los incrementos salariales y los 
derechos colectivos garantizados por el Código Laboral de 1938 y 
la Constitución de 1946. Comunicaciones diplomáticas reportaron 
que los funcionarios de la compañía “han sido bastante serios en 
su amenaza de cerrar definitivamente si sus dificultades laborales y 
tributarias no se resuelven en el futuro cercano”.114 Tanto el contrato 
colectivo —como expresión de los derechos laborales— como el cierre 

113	 Administración de Registros de Archivos Nacionales, Record Group 59, 822.00B / 9-1746, 
4, College Park, Maryland.

114	 Comunicación de John. F. Simmons, Administración de Registros de Archivos Nacionales, 
Record Group 59, 822.504 / 7-2347, College Park, Maryland.
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de la mina —como mecanismos de acumulación capitalista— entraría 
en vigencia en los años siguientes, bajo el Gobierno orientado hacia 
el desarrollo de Galo Plaza Lasso, el primer presidente en terminar su 
mandato luego de dos décadas de ingobernabilidad política.

5.3.	Filantropía, paternalismo y control social

Los trabajadores y empleados de la SADCO recibían beneficios poco 
comunes para las zonas rurales del Ecuador, los que incluían: alimen-
tación, salud y educación. La inversión en servicios sociales servía 
como mecanismo para garantizar la reproducción social de la fuerza 
de trabajo, al tiempo que se ejercía un control sobre la población. 
La disciplina del campamento incluía las horas de tiempo libre, en 
las que se ofrecían actividades deportivas, culturales y recreativas. 
El enclave minero, como modo de producción dominante, requería 
de un entorno sociopolítico favorable a la acumulación capitalista, 
por lo que incluyó relaciones clientelares con las élites asentadas en 
Zaruma, para lo cual se establecieron canales de comunicación para 
atender los requerimientos del Municipio y con el fin de apoyar en la 
construcción de infraestructura urbana. Las estrategias aquí descritas 
representan formas de autorregulación —o lo que actualmente deno-
minaríamos como responsabilidad social corporativa— destinadas a 
evitar disputas internas en el campamento y normalizar las relaciones 
sociales de producción. Sin embargo, estas mismas prácticas se con-
vertirían luego en materia de reivindicación social y conflicto laboral.

5.3.1.	 La economía política de alimentos subvencionados y 
mercados controlados

La provisión de alimentos era una estrategia clave para atraer, retener 
y controlar la fuerza de trabajo. Alice Kellogg (1933ca., p. 24) infor-
ma que “al principio había sido difícil conseguir trabajadores, y se 
dio inicio al plan de alimentación gratuita con magníficos resultados 
en lo que respecta al problema laboral. Los hombres acudían en tro-
pel para obtener las grandes cantidades de carne hervida y arroz que 
se servía sin límites”. Durante las etapas de construcción de la mina, 
la oferta de un salario no fue suficiente para atraer a los trabajadores. 
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En 1912, la compañía implementó una fonda, o comedor, en el que 
los trabajadores tenían un almuerzo gratis todos los días. La SADCO 
adquiría todo el arroz producido en el cantón, administraba la ha-
cienda El Tablón para la producción de ganado y cultivos, monopo-
lizaba la producción regional de alimentos, e importaba suministros 
libres de impuestos (Andrade, 1923, p. 11).

Foto 5.11
La Fonda Nacional

Nota:	 La compañía estableció la Fonda Nacional, un enorme comedor que servía comidas a los trabaja-
dores ecuatorianos a un precio subsidiado. La provisión de alimentos era una estrategia clave para 
atraer, retener y controlar a la mano de obra. Fuente: ETSA (s/f). 

Después de la huelga, la compañía dejó de proporcionar comida 
gratis. Schraps (s/f, p. 101) menciona que se trató de una estrategia 
disciplinaria deliberada, ya que los trabajadores habían “sentido el 
pellizco del hambre y estaban felices de trabajar en las minas una vez 
más. (...) Privado de esa comida, el peón pronto se dio cuenta de lo 
que la generosidad de la compañía había significado para él”. En la 
medida en el trabajo se pagaba con un salario —y por tanto no exis-
tían obligaciones colaterales—, la compañía podía prescindir de ese 
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beneficio, lo que a su vez le permitió controlar la fuerza de trabajo y 
regular el comercio dentro del campamento que, si bien era subsidia-
do, también era monopólico. A partir de entonces, tanto el trabajo 
asalariado como el consumo se confinaron parcialmente al espacio 
del enclave minero.

Posteriormente, la SADCO cambió su estrategia a un sistema mone-
tario. La compañía emitía tarjetas de racionamiento para los trabaja-
dores y proporcionaba comidas altas en calorías en la Fonda Nacional. 
La tienda vendía arroz, azúcar, cereales, harina y leche condensada a 
bajo costo, junto con carne de mayor calidad empacada más atracti-
vamente al mismo precio que los productos disponibles en Zaruma. El 
comisariato vendía alimentos procesados, ropa, licor y electrodomésti-
cos, ya que la compañía importaba productos libres de impuestos. La 
fonda, la tienda y el comisariato eran elementos clave en la difusión de 
las transacciones monetarias, así como la persistencia de las relaciones 
precapitalistas mediante los préstamos y la prisión por deudas.

Los estadounidenses idearon formas para comprimir la relación 
tiempo-espacio en la circulación monetaria y obtener ganancias del 
consumo local: la tienda, el comisariato y la fonda nacional reducían 
las opciones para gastar los sueldos fuera del campamento, obtenien-
do así utilidades de la venta de insumos básicos y disciplinando a la 
fuerza de trabajo a través de los créditos de consumo. La compañía 
implementó un sistema de tarjetas para deducir las compras de los 
trabajadores y, en 1937, la SADCO empezó a pagar los sueldos me-
diante bonos canjeables, denominados “Patterson”, en referencia al 
superintendente de la compañía. La moneda de la compañía era equi-
valente al sucre, servía para adquirir bienes de la empresa y circulaba 
en los cantones vecinos. En 1938, el Gral. Enríquez Gallo decretó una 
multa de 50 000 sucres para la emisión y circulación de moneda ilegal, 
como parte de una estrategia más amplia para reafirmar el valor de la 
moneda de curso legal y regular las ganancias de la industria minera.115

Sin embargo, la relación entre la producción de plusvalor y su rea-
lización en el mercado no estaba completamente controlada por la 
economía del enclave, en la medida en que los salarios, los contratos 

115	 Decreto n.º 20, Registro Oficial, 28-29/01/1938.
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de servicios y los impuestos locales permitían formas locales de acu-
mulación.116 Desde la época colonial, los municipios establecieron, 
recolectaron y delegaron la recaudación de impuestos, aranceles y 
patentes (Ayala Mora, 2011). Los mercados estaban regulados y ad-
ministrados por las autoridades municipales que verificaban pesos y 
medidas, emitían permisos y licencias a los comerciantes, mantenían 
el orden y el saneamiento, comprobaban la calidad de los alimentos 
y recogían la basura.

Foto 5.12
La feria del domingo en el Nuevo Mercado de Zaruma, 1937

Nota:	 Los residentes locales y los trabajadores del campamento de Portovelo llegan a Zaruma para la fe-
ria dominical. La vestimenta blanca no está asociada con ninguna etnia en particular, aunque el uso 
de sombreros de paja toquilla denota una conexión con Cuenca. Los impuestos municipales y las re-
galías mineras financiaron la construcción de un nuevo mercado en Zaruma a fines de la década de 
1930. Fuente: AHM/Z. “Feria dominical en el nuevo local del mercado, Stbre – 1937”, Álbum Muni-
cipal, T.I., 1931-1944; incluido también en Cevallos (2011, p. 56).

116	 En 1937, la compañía gastó 300 000 sucres (25 700 USD) anuales para pagar a los em-
pleados, 1 000 000 de sucres (85 700 USD) anuales para pagar a los madereros y una can-
tidad adicional significativa para pagar a los arrieros (López Saa, 1937, p. 43).
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Leyes especiales crearon impuestos sobre las transacciones mer-
cantiles en el campamento minero. Los mecanismos de tributación 
vigentes a la época incluían un proceso de licitación mediante el cual 
el municipio adjudicaba la recaudación de impuestos a entidades 
privadas. El municipio acordó que la SADCO pagaría un impuesto 
de 3000 sucres mensuales por todos los bienes vendidos por la com-
pañía, mientras que el municipio gravaría directamente a los comer-
ciantes que operaban en el mercado local.117

Las alternativas al almacén de la compañía eran las tiendas y los 
mercados semanales en Zaruma, Portovelo y Piñas. Zaruma tenía 
varios negocios con más de 100 000 sucres de capital; Piñas tenía 
un almacén con más de 200 000 sucres de capital, en tanto que la 
venta de alcohol en el cantón representaba más de 150 000 sucres 
al año en impuestos (López Saa, 1937, p. 44). En los mercados se-
manales, los productos frescos eran considerablemente más caros 
que en otras ciudades, con una variación estacional significativa.118 

Los altos salarios hicieron posible el consumo de productos básicos 
y artículos de lujo, mientras que los precios se encontraban entre los 
más altos del país (Paredes, [1938] 1970; Utreras et al., 1933). Los 
comerciantes eran una clase independiente cuyos miembros tenían 
recursos suficientes para cumplir con los impuestos establecidos por 
la municipalidad.119

117	 Por ejemplo, en 1935, antes de la participación municipal en las regalías mineras, el cabil-
do recogía, por concepto de tarifa, en Zaruma (9722 sucres), Portovelo (5000 sucres) y 
Piñas (4215 sucres), el impuesto a la madera (30 000 sucres), el impuesto sobre la venta y 
consumo de alcohol (26 700 sucres), el impuesto al café, caballos, mulas y establecimien-
tos comerciales en Portovelo (2400 sucres) y patentes mineras (3700 sucres). Estos valo-
res representan 81 737 sucres, equivalentes al 58% del presupuesto municipal, estimado 
en 141 084 sucres para ese año. Fuente: AHM/Z. “Ordenanza de Presupuesto Ordinario 
para el año de 1935”, ACM, T.33, p. 58-71.

118	 Paredes ([1938] 1970, p. 37) proporciona una tabla comparativa de precios de comidas 
y alimentos en Zaruma y Quito para 1937.

119	 Los vendedores ambulantes y comerciantes con locales permanentes en Zaruma pagaban 
los impuestos directamente a la municipalidad, mientras que para Portovelo el concejo 
municipal delegó la recaudación de impuestos a la SADCO. Los ambulantes pagaban cin-
cuenta centavos por día, mientras que los comerciantes un sucre diario por pie cuadrado 
en el mercado (Paredes, [1938] 1970, p. 36).
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5.3.2.	 El uso apolítico del tiempo libre

La influencia de la compañía trascendió las áreas relacionadas con 
el trabajo y la subsistencia hacia espacios de la vida cotidiana de 
la comunidad, moldeando las interacciones sociales por medio del 
culto religioso, los deportes y las actividades culturales. Alice Kellogg 
(1933ca., p. 24) señala que “para mantener contentos a los traba-
jadores, [la compañía] construyó una capilla y trajo un párroco resi-
dente”. La iglesia —construida después de las primeras protestas en 
1919 y terminada en 1924— tenía una capacidad para 200 personas 
y se distinguía por su estilo arquitectónico anglicano: la cúpula esta-
ba hecha de madera y zinc, pintada de plata, con líneas rectas y sin 
adornos. El gerente general era un practicante de la doctrina episco-
pal, que se describía a sí mismo como un “misionero”, dispuesto a ir 
más allá de su propia fe para promover una sociabilidad civilizada.120 

La presencia del sacerdote católico, pagado por la compañía, estaba 
“mejorando notablemente las condiciones sociales del campamento” 
(SADCO, 1929, p. 17). La compañía alentó la celebración de rituales 
tradicionales católicos, pero cambió el día dedicado a la Virgen del 
Consuelo de mediados de julio, para coincidir con la celebración de 
la independencia de Estados Unidos.

Las creencias religiosas y tradicionales nunca fueron eliminadas 
sino transformadas por la nueva aristocracia extranjera para in-
cluir festivales y desfiles. El 4 de julio, los mineros vestían de blanco 
y sacaban la imagen de la Virgen en procesión por las calles; iban 
acompañados de música y agitaban hojas de palmera. La Virgen del 
Consuelo, declarada patrona de los mineros en 1606, era amplia-
mente venerada entre los campesinos (Murillo, 2000, p. 86). La mo-
dernización de las relaciones sociales transfirió el financiamiento de 
las celebraciones a la clase trabajadora. Este evento no tenía priostes; 
en su lugar, la empresa deducía del salario la contribución personal 
de cada trabajador (ibid., p. 33).

120	 ETSA. “Miner and ‘Missionary’. Mellick Tweedy reminisces on his 25 years in Ecuador”, 
Standard-Times, San Angelo, Texas, domingo, 09/05/1948.
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Foto 5.13
Procesión religiosa en el campamento de Portovelo

Nota:	 Los rituales religiosos reforzaron las interacciones comunitarias, prescritas por la compañía, diseña-
das para inculcar “valores morales”. La banda precedía la ceremonia, seguida por hombres vestidos 
con traje de fiesta y llevando la estatua de Cristo en un anda. En la retaguardia van las mujeres con 
la cabeza cubierta, vestidas de negro bajo la sombra de los paraguas. Fuente: ETSA (s/f). 

La celebración combinaba rituales religiosos con actividades re-
creativas importadas de Estados Unidos; una práctica que habla 
del colonialismo, el imperialismo y la espacialidad extra local del en-
clave. Tras la procesión litúrgica, el himno y el izamiento de la ban-
dera estadounidense daban paso a actividades físicas que incluían 
deportes poco comunes en el contexto ecuatoriano, tales como el 
polo y el béisbol, junto con deportes difundidos en el ámbito na-
cional como el fútbol y el baloncesto. Portovelo tenía los mejores 
equipos de la región, y los partidos eran eventos muy disputados, 
especialmente en el momento en que jugaban contra los equipos de 
Zaruma. Las jerarquías internas y las habilidades profesionales tam-
bién se evidenciaban en esas ocasiones, ya que cada departamento 
marchaba con carrozas y los trabajadores enviaban cartas y tarjetas 
postales felicitando a los ejecutivos de la compañía (Murillo, 2000, 
p. 33). Finalmente, los fuegos artificiales iluminaban el cielo noctur-
no mientras la banda tocaba canciones populares. Poco a poco, la 
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celebración perdió sus connotaciones religiosas y se hizo más comer-
cial, con mayor protagonismo de los vendedores ambulantes, los jue-
gos de azar y las apuestas. Las festividades religiosas y las actividades 
culturales se sometieron a un proceso de hibridación, combinando 
prácticas conservadoras tradicionales y con valores modernos.

Foto 5.14
Equipo de béisbol con mujeres en la cancha deportiva

Nota:	 Los estadounidenses introdujeron prácticas de “modernización” que incluyeron deportes como el 
béisbol, el polo y el golf, extraños a las comunidades andinas. La modernidad relajó la segregación 
entre hombres y mujeres. En la foto vemos mujeres, algunas de la cuales son probablemente extran-
jeras, vestidas con una indumentaria deportiva acorde a la moda de la época. Fuente: ETSA (s/f). 

Los mecanismos de regulación social se extendieron a la vida co-
tidiana y al tiempo libre, lo que también servía para disciplinar a los 
trabajadores. El tiempo de ocio se usaba para practicar deportes 
competitivos. La compañía promovía un estilo de vida saludable para 
aliviar la presión de la rutina laboral, fomentar una identidad local y 
lograr adhesión al trabajo en equipo. Portelli (1991, p. 153 y 158) se-
ñala que “la visibilidad que los deportes confieren a la comunidad lo-
cal es un poderoso antídoto contra el conflicto interno”, lo que tam-
bién ayuda a “separar el cuidado del cuerpo del ámbito del trabajo 
y trasladarlo al reino del ocio”. Los extranjeros practicaban deportes 
como tenis, natación, golf y polo. SADCO patrocinó los equipos de 
fútbol, baloncesto y béisbol, con subvenciones para uniformes y los 
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materiales necesarios para desarrollar las habilidades atléticas de 
sus miembros. El campamento tenía la mejor cancha de deportes de 
la región y dos estadios, uno de los cuales también se usaba como 
teatro y cine. Los partidos entre los equipos de Zaruma y Portovelo 
todavía se recuerdan como eventos que reafirmaron el prestigio de 
cada ciudad. Incluso ahora, la cancha de fútbol de Portovelo es un 
rasgo de la identidad local, un parche verde en medio de un entorno 
polvoriento.

La modernidad capitalista impulsó nuevas formas de organiza-
ción social —aparentemente apolíticas— que reforzaron la estratifi-
cación social. Las distracciones incluían excursiones, clubes sociales, 
bailes y eventos culturales destinados a mejorar la socialización inter-
na. En Portovelo, la vida se desarrollaba conforme con el acceso a di-
chos espacios sociales. El Club Newberry, creado para los ingenieros 
y empleados extranjeros de alto rango, organizaba la fiesta de Año 
Nuevo y una fiesta de disfraces para Halloween. El Club Portovelo 
acogía a los empleados nacionales, los profesionales y las clases altas 
de Zaruma.121 Los clubes sociales con sede en Zaruma planificaban 
eventos deportivos y ayudaban a organizar fiestas cívicas, juegos de 
salón y bailes de beneficencia (Rueda & Romero, 2002).122

Si bien las actividades culturales servían para reforzar una pobla-
ción aparentemente dócil, laboriosa y estratificada, también alenta-
ban el cuestionamiento del statu quo. Por ejemplo, durante una fiesta 
organizada por el Club Portovelo “hubo algún tipo de alboroto so-
bre las personas invitadas de Zaruma y los oficiales renunciaron”.123 
Debido a que algunas personas fueron excluidas de ciertas activida-
des, hubo malestar entre los colegas. 

121	 Las principales organizaciones laborales y sociales de Portovelo incluían: el Centro Mine-
ro (1908), la Asociación Protectora del Minero (1912), la Sociedad Protectora del Mine-
ro (1929), la Asociación Sindicalista Obrera (1935), la Organización Obrera Portovelo 
(1936), la Federación de Trabajadores de Portovelo (1945). Otros clubes incluían: el Club 
Social Deportivo Avenida del Ejército, el Centro Cultural Obrero de El Castillo, el Comité 
Pro-Mejoras del Barrio Machala, el Comité de San José.

122	 En Zaruma las instituciones sociales más destacadas eran: el Club Diez de Agosto (1909), 
la Unión Obrera 19 de Marzo (1918), los Boy Scouts (1920), el Círculo Deportivo El Tré-
bol (1934) y el Centro Social Deportivo Sucre (1943).

123	 ETSA. Cartas de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 23/11/1931.
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En cualquier caso, es importante no asumir que la compañía era 
un “maestro titiritero” que imponía de manera mecánica prácticas, 
ideales y valores. Cuando las personas socializan en grupos grandes, 
las consecuencias pueden ser impredecibles. Tal fue el caso con la 
sala de cine patrocinada por la SADCO, cuyo acceso restringido y 
el alto costo se convirtieron en un punto álgido de discusión en las 
negociaciones sindicales. 

De otra parte, la llegada de películas y las influencias extranjeras 
trajeron nuevas costumbres sociales y estilos de vestir que repercutie-
ron en los estereotipos de género. A manera de ejemplo, las mujeres 
comenzaron a usar atuendos con faldas más cortas, escotes pronun-
ciados, brazos desnudos y accesorios, y adoptaban peinados cortos 
y poses que se asemejaban a la moda “chemisse” (Romero, 1999). 

En Zaruma, la dinámica era bastante diferente. El concejo muni-
cipal no tenía el poder o los recursos de la compañía para imponer 
nuevos hábitos y, por tanto, se limitaba a organizar y patrocinar las 
fiestas nacionales. Las celebraciones más importantes correspondían 
a la conmemoración de los movimientos de independencia (10 de 
agosto de 1809 y 24 de mayo de 1824) y la provincialización de El 
Oro (26 de noviembre de 1882).124 Las festividades incluían desfiles 
escolares, presentaciones gimnásticas y noches artísticas, todas fi-
nanciadas por SADCO. En tales ocasiones, el municipio inauguraba 
obras públicas y las autoridades daban discursos. En estas ocasiones 
se observaba la diferenciación social así como también los signos de 
condescendencia y paternalismo, con altos funcionarios de la com-
pañía minera honrados como patronos de la ciudad.

La educación fue clave para inculcar valores y promover el desa-
rrollo local. La escolarización era motivo de gran preocupación tanto 
para la empresa, como para los funcionarios municipales. La com-
pañía tenía dos escuelas diurnas, una para niños y otra para niñas; 
una escuela bilingüe para los hijos de empleados estadounidenses y 

124	 El 26 de noviembre se convirtió en feriado oficial en 1937, un año después de los distur-
bios que terminaron con tres muertes en Portovelo.
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una escuela nocturna para los trabajadores.125 La compañía pagaba 
los salarios de los maestros y el personal administrativo, así como 
los uniformes y el material escolar de los estudiantes. Las escuelas 
implementaron un sistema disciplinario basado en la eficiencia, el 
individualismo y la competitividad en el que se enseñaban buenos 
modales y valores morales como el orden, la disciplina, el trabajo 
y la seguridad (Murillo, 2000, p.143). Más allá de las asignaturas 
habituales, los estudiantes recibían clases de agricultura, música y 
deportes. Aun cuando muchos mineros eran analfabetos o semianal-
fabetos, la asistencia a la escuela nocturna para adultos era mínima 
(Utreras et al., 1933, 41). Los padres que deseaban una mejor educa-
ción para sus hijos los enviaban a Zaruma. La ciudad tenía una bue-
na reputación por su sistema escolar, financiado por la comunidad 
católica, los impuestos a los suministros mineros y, más tarde, por las 
regalías mineras.126

La intervención estatal en la vida cotidiana incluyó una mayor pre-
sencia en el sistema educativo. Si bien esto no impactó directamente 
en las escuelas bajo el control de la SADCO, Zaruma se vio afectada 
por las transformaciones nacionales en el sistema escolar. En 1897, 
los líderes de la Revolución Liberal determinaron que la educación 
primaria debía ser pública, gratuita, obligatoria y laica. Sin embargo, 
tanto la Iglesia católica como los municipios siguieron teniendo un 
papel importante en este sector. Esta situación comenzaría a cam-
biar después de 1914, cuando se contrató la primera misión alemana 
para reorganizar el sistema educativo en Ecuador, sobre la base de 
principios científicos coherentes con el positivismo de la época. Una 

125	 En 1948, la escuela de varones John Dewey tenía 409 estudiantes y 12 maestros; la escue-
la de niñas Federico Froebel tenía 409 estudiantes y 11 maestros; la escuela bilingüe Mary 
MacGonigle tenía 6 estudiantes y un maestro, y la escuela nocturna Eugenio Hostos para 
adultos tenía 172 estudiantes y tres maestros (Barriga, 1948, p. 22).

126	 Desde los primeros años de la república, el concejo municipal alentó la educación obli-
gatoria para niños y apoyó el establecimiento de escuelas católicas. Las reformas libera-
les incluyeron la implementación de la educación pública y laica en todo el país. El muni-
cipio controlaba la educación por medio del nombramiento de maestros, la construcción 
de instalaciones, la financiación de cursos de capacitación y becas para estudiantes. Es-
tos elementos se volverían prominentes en el momento en que el Gobierno nacional deci-
diera, posteriormente, regular los gastos administrativos municipales y recaudar regalías a 
escala nacional.
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segunda misión llegó en 1922 para reforzar el concepto de Escuela 
Activa, según el cual los estudiantes debían desarrollar capacidades 
analíticas para aplicar lo aprendido. Los deportes y la gimnasia se vol-
vieron importantes para desarrollar el cuerpo y la mente. Fernández 
(2006) sostiene que se trataba de un proyecto político y social asocia-
do a ideales de higiene, regeneración racial, modernización y homo-
geneización cultural, implementado por instituciones públicas con el 
objetivo de incorporar las escuelas rurales a la cultura nacional.

El presupuesto municipal de Zaruma demuestra el gran interés del 
cabildo en la educación. Hubo un aumento progresivo de los impues-
tos destinados a financiar este rubro, incluidos aquellos sobre las be-
bidas alcohólicas, la venta de productos importados y el arrastre de 
maderas. El municipio de Zaruma introdujo cambios en el currículo 
y otorgó becas para que los estudiantes asistieran a los institutos 
de formación de docentes, ubicados en las principales ciudades del 
país. Los becarios se comprometían a regresar y enseñar en las escue-
las municipales. La preocupación por una educación de calidad creó 
una población con habilidades, pensamiento crítico y contactos que 
trascendían el ámbito cantonal, lo que sería crucial para el desarrollo 
de la minería industrial y del propio enclave minero. La importan-
cia de la educación era tal que, en su alocución relativa al destino 
de las regalías mineras, el diputado provincial de El Oro y nativo de 
Zaruma, Manuel Romero Sánchez, solicitó que una parte se destine 
específicamente a este fin. En su discurso al Congreso, señalaba que

[...] la acrisolada honradez de los Municipios en el manejo de los fondos 
públicos y de la manera como se ha atendido de preferencia el desarro-
llo de la cultura, tanto que es uno de los pocos Municipios del País que 
gasta en educación un porcentaje superior al señalado por la ley, ya que 
emplea en este ramo el 45% de sus fondos comunes [...]127

Como se señaló, las actividades culturales, sociales y educativas 
pueden usarse como mecanismos de regulación que sirven para le-
gitimar las relaciones de clase, pero también pueden conducir a re-
sultados imprevistos, produciendo discordia. Lejos de ser apolíticos, 

127	 “El treinta por ciento de la explotación minera para Zaruma”, Adelante, [Zaruma], 
17/12/1944, p. 3.
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estos mecanismos transforman la vida cotidiana al introducir nuevas 
ideas y dispositivos para la interacción social. Dichas formas estruc-
turales de regulación actúan en dos dimensiones: entran en la esfera 
de la vida privada o doméstica, pero también crean nuevas relaciones 
y redes de poder entre los niveles de Gobierno en los que se toman 
decisiones sobre la forma, el contenido y el financiamiento de las 
actividades culturales.

5.3.3.	 El paternalismo en la construcción  
de infraestructura urbana

Como en otros pueblos de una sola industria, “el desarrollo, el man-
tenimiento y la reproducción de toda la empresa dependía en gran 
medida de formas de benevolencia y paternalismo” (Striffler, 2002, 
p. 46-47). Pero a diferencia del informe de Striffler, basado en la ha-
cienda Tenguel de la United Fruit, la figura paternalista de la empresa 
minera no solo proporcionaba servicios para los trabajadores que 
vivían en el enclave, sino que también desarrolló una relación con 
la ciudad de Zaruma. El aislamiento relativo y la proximidad física 
entre el campamento y la ciudad requirieron una acción condescen-
diente hacia las élites urbanas. No hace falta decir que la motivación 
de SADCO no era únicamente la benevolencia, sino la necesidad de 
mantener relaciones favorables para la extracción de las riquezas.

La provisión de energía eléctrica fue particularmente significativa 
como un modo de mecenazgo productivo, lo que ahora podría llamar-
se una asociación público-privada. En 1919, poco antes de la prime-
ra huelga, la compañía minera acordó construir la planta hidroeléc-
trica municipal, utilizando la fuerza hidráulica del canal Gálvez. A. M. 
Tweedy era un hombre de negocios astuto, y particularmente sensible 
a los caprichos y al carácter político de la élite local. La compañía 
acordó comprar e instalar un generador, una línea de transmisión y 
un transformador para suministrar electricidad a Zaruma al costo. 
El municipio financió la infraestructura mediante préstamos con re-
sidentes acaudalados e impuestos locales. El Gobierno ecuatoriano 
no proporcionó ningún recurso. SADCO brindó orientación técnica, 
maquinaria y suministros importados libres de impuestos, y puso en 
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marcha la planta hidroeléctrica. La municipalidad designó el sitio, 
colocó los postes, construyó la central eléctrica, instaló alumbrado 
público y realizó las acometidas domiciliarias. En 1921, la inaugura-
ción del servicio tomó la forma de un Jubileo de Luz que duró cuatro 
días (Rueda & Romero, 2002, p. 79) y el concejo municipal declaró 
al gerente de la mina como persona distinguida (Murillo, 2000, p. 
85). Con este “regalo”, la compañía ganó el apoyo de Zaruma. Sin 
embargo, el servicio no se ofreció de forma gratuita. SADCO tenía 
prioridad de derechos sobre la energía para alimentar las bombas 
de la mina, el sistema de refrigeración, la planta metalúrgica, el ta-
ller de mecánica y el campamento de Portovelo (Andrade, 1923, p. 
138). Además, la compañía usó postes municipales para extender lí-
neas y proporcionar energía a las minas Arrastre y Sesmo, localizadas 
cerca de Zaruma. Es más, la compañía emitía una factura mensual 
por el personal técnico y los suministros necesarios para operar la 
planta. Más importante aún, el municipio asumió la protección de 
la infraestructura y el equipo eléctrico como medida cautelar ante 
otra insurrección obrera. De lo contrario, toda la ciudad dormiría en 
penumbras, como sucedió en 1945 y 1967.

SADCO creó una dependencia técnica y funcional, basada en el 
conocimiento experto, la asistencia técnica y las capacidades de inge-
nieros extranjeros para el diseño, la construcción y la gestión de la in-
fraestructura urbana en todo el cantón. La compañía minera también 
construyó y brindó mantenimiento a la planta hidroeléctrica Calera 
(1937) y la planta hidroeléctrica Río Amarillo (1948). Sus técnicos 
determinaron el diseño estructural de puentes, carreteras y edificios 
públicos.128 Además, la compañía extranjera sirvió como contratista 
para la construcción del sistema de agua potable de Zaruma (1929) 
y como intermediaria para la compra internacional de equipos para 
otras obras públicas. Más allá de cubrir los costos, SADCO tenía la 
capacidad de adquirir equipos en el extranjero, batallar con la ad-
ministración estatal e importar bienes libres de impuestos. Para las 
importaciones, la empresa conocía cómo resolver los procedimientos 
administrativos y logísticos, tales como seguros, flete marítimo, tari-
fas portuarias, descarga, flete ferroviario y flete de mulas.

128	 AHM/Z. “Informe de Labores”, ACM, T.40, 01/12/1940, p. 6-22.
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Los gerentes estadounidenses y los empleados de alto rango eran 
considerados filántropos de la comunidad y ciudadanos distinguidos 
de Zaruma. La ayuda y los regalos a ciertos individuos reforzaron esa 
percepción. Por ejemplo, el Dr. Eduardo Kingman y su esposa dona-
ron parcelas para la construcción del hospital de Zaruma en 1918. El 
concejo municipal los honró como “patriotas y benefactores” y pos-
teriormente, cuando regresaron a vivir a Estados Unidos, organizó 
una despedida pública en su honor.

Los registros municipales indican una comunicación fluida y la 
prominencia de los empresarios mineros, al mantener una sección 
específica de los archivos para la correspondencia con la compañía. 
Una línea telefónica directa conectaba la sede de SADCO con las 
oficinas del municipio. La compañía también resolvía problemas me-
nores o proporcionaba materiales de construcción para obras mu-
nicipales, incluyendo arena y grava para la plaza principal, madera 
para el mercado y adoquines para la carretera cerca del río Calera. 
La empresa suministró implementos como escobas y balones de fút-
bol, prestó tractores y herramientas y ayudó a reparar equipamientos 
públicos. 

Obras altruistas, actividades culturales y deportes eran distrac-
ciones proporcionadas por la empresa, pero también representaban 
un riesgo porque ofrecían un espacio para que los trabajadores se 
organicen y forjen una identidad común. A mediados de siglo, tanto 
el paisaje como la sociedad habían cambiado; las organizaciones so-
ciales y las autoridades locales exigían mejores condiciones de vida, 
además de la redistribución de las ganancias de la minería.

5.4.	Conclusión

Al desarrollar el distrito minero, la compañía tuvo que bregar con las 
estructuras socioespaciales existentes y los poderes sociales emergen-
tes, lo cual transformó la dinámica, la productividad y el desempe-
ño general de la industria. El sector corporativo fomentó el trabajo 
asalariado, introdujo prácticas occidentales, forjó alianzas políticas, 
influyó en la toma de decisiones, administró poblaciones, controló 
los precios y negoció los términos según los cuales realizaría nuevas 
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inversiones. Esta transformación cultural ayudó a crear las condicio-
nes para un enclave rentable, a la vez que implicó proletarización 
y solidaridad de clase entre los trabajadores ecuatorianos. La in-
fluencia de ideales socialistas y marxistas desafió el statu quo, y dio 
como resultado procesos de organización y la movilización social. El 
movimiento obrero de Portovelo resistió a la naturaleza opresiva del 
capitalismo extractivo y del propio Estado, con reivindicaciones que 
eventualmente devendrían en nuevas instituciones y normas forma-
les, como el Código Laboral de 1938.

En muchos sentidos, la benevolencia corporativa, el mecenazgo y 
la filantropía precedieron a la responsabilidad social corporativa de 
hoy en día; ambas se basan en el argumento de que la mejor regula-
ción es la autorregulación.129 En este caso, la filantropía corporativa 
incluía un conjunto de prácticas motivadas instrumentalmente y usa-
das para reducir la conflictividad y aumentar las ganancias y mejorar 
la imagen pública. Estas prácticas sirvieron para establecer una pre-
sencia corporativa que proveía de los servicios sociales y comunita-
rios, a la vez que disciplinaba a los trabajadores y creaba alianzas con 
los políticos locales.

En estas consideraciones, la transformación del paisaje físico y so-
cial asociada con la “penetración” del Estado y el capital, así como la 
autonomía relativa de los gobiernos locales y el fortalecimiento de los 
movimientos sociales, crearon condiciones favorables que afianzaron 
las reivindicaciones nacionalistas sobre los recursos naturales y la re-
estructuración de las geografías de regulación de los recursos mine-
ros en el Ecuador. Este proceso no podía estar libre de contradiccio-
nes. La empresa requirió la presencia y la mediación activa del Estado 
en diferentes capacidades y niveles de gobierno para garantizar la 

129	 La responsabilidad social corporativa (RSC, CSR, por sus siglas en inglés) ha estado “ca-
racterizada por la evolución de una gama cada vez mayor de códigos voluntarios, están-
dares y mecanismos alternativos de rendición de cuentas, así como por el crecimiento ex-
ponencial de los expertos en RSC, auditores y consultores” (Coumans, 2010, p. 30). Los 
estándares y códigos que pertenecen a la responsabilidad social corporativa tienen proce-
dimientos múltiples y no siempre compatibles; además, no necesariamente imponen me-
canismos de responsabilidad para asegurar el respeto a los derechos humanos o el apo-
yo y promoción de la agencia comunitaria para proteger los valores sociales, económicos 
y ambientales (Bebbington et al., 2008; Coumans, 2010).
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extracción de plusvalor. El Gobierno nacional facilitó la apropiación 
de la tierra y subsidió infraestructura productiva. La administración 
pública central actuó como un espacio para la resolución de disputas 
relacionadas con las rivalidades regionales entre las élites de Azuay 
y Loja, pero tuvo una presencia mínima en el distrito minero en sí. 
En este contexto, las autoridades locales rearticularon sus espacios 
territoriales de dominación local, organizaron la mano de obra y se 
convirtieron en clientela para obras públicas adicionales e ingresos 
derivados de la bonanza minera.

La reestructuración de las relaciones sociales de producción a ni-
vel del enclave corporativo está influenciada por —y también influ-
ye en— las regulaciones nacionales. La proletarización de la mano 
de obra, la división jerárquica del trabajo, las relaciones de género 
y la preeminencia masculina en la explotación minera, la adopción 
de conceptos liberales y el mestizaje contribuyeron a la explotación 
capitalista, pero también a la transformación de la vida cotidiana. 
Estas condiciones propiciaron la llegada de nuevos actores políticos 
al enclave y ayudaron a inspirar un mayor sentido de pertenencia a 
una comunidad nacional. La acción colectiva fue un medio para re-
gular la aparente autonomía del capital transnacional, pero también 
contribuyó a la construcción de un Estado de derechos.
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6. El dominio público de los recursos minerales: 
reestructuración de las regulaciones nacionales, 

1925-1950

Los ecuatorianos que aspiramos a que nuestro País se convierta en un 
pueblo libre dueño de su propia economía, tenemos que avizorar cada 
una de las sutiles o groseras formas con que el imperialismo nos va sub-
yugando progresivamente. La forma más visible de esa dominación im-
perialista se materializa en la explotación de nuestro subsuelo por pode-
rosas compañías extranjeras (Paredes, [1938] 1970, p. 8).

En 1938, Ricardo Paredes, secretario general del Partido Comunista, 
publicó un libro titulado El imperialismo en el Ecuador. Oro y sangre en 
Portovelo. Paredes fue miembro de una generación de intelectuales 
marxistas, anarquistas, socialistas utópicos y críticos del liberalismo 
en Ecuador. Abogaban por una reflexión crítica de los problemas so-
ciales en el país y condenaban la explotación extranjera de los recur-
sos naturales y el saqueo de la riqueza nacional. Paredes propugnaba 
por la nacionalización de los medios de producción y la aplicación 
de las leyes laborales. El Partido Socialista, el Partido Comunista y 
el movimiento Vanguardia Revolucionaria convocaron a las fuerzas 
populares a unirse al Gobierno contra las corporaciones multinacio-
nales que operaban en el sector minero, el sector petrolero y las inci-
pientes plantaciones bananeras. Argumentaban que las compañías 
extranjeras que explotaban los recursos naturales encarnaban la do-
minación imperial. De manera circunstancial, los regímenes militares 
y los movimientos izquierdistas forjaron alianzas para fortalecer las 
instituciones estatales y abordar la “cuestión social” desde un pun-
to de vista anticorporativo y antiimperialista (North, 2006; Paredes, 
[1938] 1970).

La teoría de la regulación sirve como un recurso conceptual para 
comprender la reestructuración de los códigos de minería. Este enfo-
que postula que existe una estrecha relación entre los regímenes de 
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acumulación capitalista y los modos sociales de regulación económi-
ca (Aglietta, 1976; Boyer, 2002; Lipietz, 1987; Jessop, 1996). Es de-
cir, los sistemas de producción dominantes requieren de ajustes en el 
marco normativo para sostener la extracción de plusvalor. En la me-
dida en que este proceso involucra prácticas sociales intencionales, 
también es dinámico y propenso a contradicciones internas. Dichas 
contradicciones, eventualmente, conducen a crisis en el sistema polí-
tico e institucional. Estas crisis pueden sustentar o alterar el régimen 
de acumulación. Desde tal perspectiva, las regulaciones mineras tie-
nen un estatus privilegiado: son las herramientas mediante las cuales 
los aspectos organizativos y tecnológicos del capitalismo extractivo 
se fijan e imponen en un espacio-tiempo concreto para sostener la 
acumulación. Sin embargo, también son una etapa en la disputa y 
transformación del paradigma político e ideológico.

La producción del espacio y la construcción de marcos regulato-
rios suceden en ritmos diferentes. Mientras que la primera incluye 
la transformación gradual del paisaje físico y social, las regulacio-
nes surgen en momentos históricos fundamentados por procesos 
económicos y políticos en los que determinadas coaliciones sociales 
adquieren protagonismo. Sin embargo, en el caso de las leyes que 
regulan la minería industrial en Ecuador, existió una brecha temporal 
entre su aprobación y su aplicación; una infinidad de micropoderes 
transformó las normas mediante luchas sociopolíticas, prácticas co-
tidianas o procedimientos administrativos. Esta situación nos recuer-
da que el Estado y la sociedad no tienen una existencia unitaria, sino 
que existen como una yuxtaposición y una jerarquía relacional de di-
ferentes poderes locales y regionales (Foucault, 2010, p. 156-157). 

En el caso que nos ocupa, el desempeño del Estado ecuatoriano 
era errático, incluyendo mecanismos legales, políticos y militares que a 
veces iban a favor de los intereses de la compañía extranjera y en otras 
ocasiones en contra de ella. Este capítulo cuestiona el supuesto de que 
el Estado es una institución capitalista coherente, al ilustrar la natura-
leza dinámica, contingente y controversial de las leyes de minería. En 
tal sentido, se aborda la ley como un medio para producir la estabiliza-
ción temporal de las relaciones socioespaciales, al conectar las fuentes 
de poder a diferentes escalas y así crear arreglos escalares específicos.
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En este capítulo se exploran dos dinámicas resultantes del nacio-
nalismo en la regulación del sector minero: primero, la ampliación 
y difusión internacional de políticas para proteger la inversión ex-
tranjera; y, segundo, el confinamiento de las externalidades sociales 
mediante las cuales los actores locales se hacen responsables de las 
consecuencias de la desindustrialización.130 A lo largo de este período 
(1929-1950), el Estado forjó un sistema de derechos y fortaleció su 
presencia en territorios periféricos, diseñando un nuevo rol para los 
Gobiernos municipales como proveedores de obras públicas y servi-
cios sociales, así como como defensores del desarrollo local. 

El texto inicia con una presentación cronológica y discusión crí-
tica de los sucesivos marcos normativos que establecen el “dominio 
público” sobre los recursos minerales en Ecuador. Los documentos 
analizados incluyen la Constitución de 1929, la Ley de Minería de 
1937 y los acuerdos contractuales entre el Gobierno ecuatoriano y la 
South American Development Company, SADCO, suscritos en 1923, 
1932, 1938 y 1950. A partir de ello, la segunda parte explora la serie 
de eventos, conexiones multiescalares y arreglos institucionales que 
condujeron a la desindustrialización, la municipalización de la con-
cesión minera y el confinamiento geográfico de la crisis laboral en la 
región de Portovelo y Zaruma.

6.1.	El dominio público “inalienable e imprescriptible” de los 
recursos minerales

El “dominio público de los recursos minerales” es un principio des-
tacado en la mayoría de las constituciones y legislaciones mineras en 
América Latina (Chaparro, 2002). No obstante, la relación entre los 
recursos minerales y el Estado es compleja. Teóricamente, el Estado, 
como institución comprometida con promover los objetivos del capi-
talismo, facilita las operaciones mineras definiendo y defendiendo la 
propiedad de las concesiones, subsidiando los costos de exploración 

130	 Existe una amplia bibliografía académica que debate las relaciones de escala o gobernan-
za multinivel, sin embargo, los términos anglófonos “up-scaling” and “down-scaling” tie-
nen limitaciones en su traducción al castellano. Para efectos de esta sección se habla de 
cambio de escala, de menor a mayor (i.e. del nivel nacional al supranacional) o de mayor 
a menor (i.e. del nivel nacional al local), respectivamente. 
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y desplegando medios legales, políticos y militares para controlar el 
acceso a los recursos naturales (Robbins, 2008; Whitehead et al., 
2007). Sin embargo, hay pocos estudios que investiguen las rela-
ciones políticas que apuntalan el surgimiento del principio consti-
tucional antes mencionado. En esta sección se aborda dicha brecha 
desde una perspectiva histórica mediante el análisis genealógico de 
los orígenes y la reestructuración de los marcos normativos que ri-
gen la extracción de recursos minerales en el Ecuador. En el caso de 
Portovelo, se sostiene que la regulación dirigida hacia la empresa mi-
nera estadounidense trascendía un afán netamente “rentista” para 
avanzar hacia un proyecto más amplio para establecer el rumbo de 
un Estado desarrollista.

En América Latina, las regulaciones nacionalistas sobre el subsue-
lo aparecen a principios del siglo xx.131 Morán (1992) afirma que, 
en los países en vías de desarrollo, el nacionalismo económico y la 
renegociación de los contratos mineros fueron el resultado de la re-
ducción del riesgo y la incertidumbre después de que otros proyec-
tos que requirieron de grandes inversiones de capital demostraron 
su éxito. Además, Otto & Cordes (2002) sostienen que el poder de 
negociación en el sector minero está relacionado con la vulnerabili-
dad estructural de las inversiones mineras, en la medida en que son 
intensivas en capital, no pueden ser reubicadas, usan tecnologías de 
producción relativamente estables y tienen poca competencia. 

El presente trabajo problematiza este enfoque al resaltar que las re-
formas nacionalistas y las políticas mineras estaban ideológicamente 
motivadas pues los inversionistas extranjeros tenían pocas obligacio-
nes y escasa responsabilidad ante el Gobierno, limitada transferencia 
de tecnología y poca redistribución nacional de la riqueza.132 Este 

131	 Después de la Segunda Guerra Mundial y las políticas nacionalistas del período de la Gue-
rra Fría, desde la década de 1950 hasta la década de 1970, las reformas legales dirigidas 
al control soberano de los recursos minerales generalmente estaban asociadas con la ex-
pansión de la capacidad minera (Otto & Cordes, 2002; Williams, 2005). Para un análi-
sis histórico relevante para América Latina sobre las conexiones entre las economías basa-
das en los recursos y las políticas nacionalistas, véase: Cardoso & Faletto (1971); Furtado 
(1976); Thorp (1998).

132	 En México, la Constitución de 1917 reafirmó la propiedad estatal de los recursos natura-
les y reguló la inversión extranjera en el sector petrolero, obligó a las compañías mineras 
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caso también ilustra las tensiones regionales, los debates ideológicos 
y la influencia corporativa que configura la regulación de los recursos 
en Ecuador. Así, los cambios normativos, aunque progresistas, sirvie-
ron a fines políticos y contextos geográficos muy diversos. Los deba-
tes legislativos, registros administrativos, documentos corporativos y 
correspondencia privada sustentan este análisis sobre el dominio del 
Estado sobre los recursos naturales e ilustran el carácter controver-
sial y los arreglos multiescalares de las regulaciones mineras.

6.1.1.	 El dominio público de los recursos minerales 

Corresponde al Estado el dominio de todos los minerales o sustancias 
que, en vetas, mantos o yacimientos, constituyan depósitos cuya natu-
raleza sea distinta de los componentes de los terrenos. En el caso del 
Inciso anterior, el dominio del Estado es inalienable e imprescriptible, 
y solo podrá concederse su usufructo a los particulares y a las socieda-
des civiles o comerciales, en los términos fijados en las leyes respectivas, 
con la condición de que se establezcan trabajos regulares para la explo-
tación de los citados elementos (Constitución del Ecuador de 1929, art. 
151, inciso 14).

En 1929, la Asamblea Nacional del Ecuador declaró que los depó-
sitos minerales eran de dominio inalienable e imprescriptible del 
Estado. Esta norma dio lugar a un sistema de concesiones, restrin-
gió la inversión extranjera y restableció las regalías y el laboreo de las 
minas como condiciones básicas para mantenerlas. Técnicamente, 
los extranjeros no podían poseer o adquirir concesiones mineras, 
tierras o recursos hídricos dentro de los 50 kilómetros de las fronte-
ras. Además, todos los contratos entre inversionistas extranjeros y el 
Gobierno ecuatoriano incluían una cláusula en la que se renunciaba 
a la inmunidad diplomática y el derecho a recurrir a una jurisdicción 
extranjera.

a adquirir insumos localmente, recaudó ingresos fiscales y facilitó la expansión del apara-
to estatal (Brown, 1993). En Chile, el desarrollo temprano de la capacidad estatal respec-
to de la tributación de la industria minera permitió que las inversiones en infraestructura 
y servicios públicos fueran útiles para la industrialización y mejoraran las condiciones de 
trabajo (Paredes M., 2010). En 1937, después de la Guerra del Chaco, el Gobierno boli-
viano expropió las instalaciones de la Standard Oil Company y las vendió a YPF, una com-
pañía argentina, como un medio para asegurar la frontera internacional (Philip, 1982).
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El Poder Legislativo solicitó que todos los contratos otorgados 
bajo las leyes mineras anteriores fueran revisados ​​y cuestionó el fun-
cionamiento de compañías extranjeras pues “obtienen privilegios que 
eluden las leyes ecuatorianas y no cumplen con sus compromisos”.133 
La Constitución promovió el rol activo del Estado en la regulación 
de la economía y requirió que la industria y el comercio se atengan a 
un nuevo conjunto de regulaciones laborales. La Asamblea nombró 
un comité especial para brindar asesoramiento legal con referencia 
específica a la South American Development Company y la Anglo-
Ecuadorian Oilfields Limited. Estas compañías eran las mayores in-
versionistas extranjeras en el sector minero y petrolero del Ecuador 
durante la primera mitad del siglo xx (Albornoz, 2001).

A partir de entonces, las leyes en la materia se sometieron a una 
constante negociación entre el Gobierno ecuatoriano y los actores 
corporativos. El fiscal general declaró nulos los acuerdos anteriores y 
los categorizó como procedimientos administrativos inapropiados.134 
El gerente general de SADCO, Andrew M. Tweedy, describió el movi-
miento como un “tecnicismo legal abstruso” y llamó a la legislatura 
“completamente irresponsable, semi bolchevique y decididamente 
anti-Americana”.135 El gerente de la compañía consultó con reco-
nocidos abogados que tenían influencia en los Poderes Legislativo y 
Judicial. Los abogados señalaron que la empresa estadounidense no 
había recibido ningún privilegio especial en comparación con otras 
compañías mineras. Por el contrario, los abogados argumentaron 
que la SADCO había excedido las obligaciones financieras estipula-
das en los acuerdos originales y que la renegociación contractual no 
era aplicable (SADCO, 1929).

133	 ABANE. Cámara de Diputados, Sesión extraordinaria, Acta n.º 37, 23/09/1923.

134	 En 1923 SADCO había firmado un contrato que requería que la compañía entregara ma-
teriales para construir 130 km de vías férreas que conectaran el puerto con el distrito mi-
nero. Administrativamente, tal contrato debería haber sido aprobado por el Legislativo, 
no por el Ejecutivo, ya que cualquier decisión que modificara la recaudación de impuestos 
o afectara las finanzas públicas era responsabilidad exclusiva del Congreso. Véase: Comu-
nicación de M. C. de Vaca a Remigio Crespo Toral, Informe del Procurador General de la 
Nación, 16/07/1929, en: Utreras et al. (1933, p. 58-59); Decreto Legislativo, 26/06/1929, 
Registro Oficial n.º 77, 17/07/1929.

135	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 29/02/1929 y 7/03/1929.
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Los representantes de SADCO argumentaron que sus acciones no 
solo eran legales sino también beneficiosas para todo el país. Los 
empresarios estadounidenses financiaron anuncios argumentando 
su caso en los principales periódicos, afirmando que la empresa:

Ha convertido todo el distrito sudeste de la Provincia de El Oro, de una 
selva mortífera y pobre, adonde ni los naturales de las serranías bajaban 
para comerciar, en una comarca agrícola populosa, cuyas haciendas y fin-
cas, de bien cultivados terrenos, se multiplican día a día, hermoseando 
sus amplios valles y extensas laderas como con un tachonado de riquezas 
naturales que puede con justicia ser el orgullo de cualquier país.136 

Discursivamente, el campamento de Portovelo era presentado 
como motor del desarrollo y del bienestar local y regional. La minería 
simbolizaba un sector clave en el fomento del progreso al reducir la 
pobreza, crear empleo y expandir los servicios sociales, lo que a su vez 
contribuía a satisfacer las demandas locales. El enclave extranjero fue 
descrito como un sitio industrial dinámico y moderno, con influencia 
positiva en la economía de las provincias sureñas de El Oro y Loja. 
Esta es una estrategia comúnmente aplicada por las industrias ex-
tractivas, cuyos portavoces han desarrollado un discurso destinado 
a contrarrestar las percepciones de que son perjudiciales para el de-
sarrollo social y ambiental (Bridge & McManus, 2000; Kirsch, 2010).

Además, la compañía enalteció las identidades locales para obte-
ner apoyo, alimentando las discrepancias entre las élites regionales y 
resistiendo el control estatal sobre la industria minera. Los empresa-
rios argumentaban que la compañía “creyó hacer un bien nacional 
aceptando las insinuaciones que le hicieron distinguidas persona-
lidades de Loja y Zaruma para que su compromiso sea sustituido 
con la provisión de material férreo” y “la compañía no hizo sino ac-
ceder al anhelo general, como procedió el Gobierno al celebrar la 
transacción”.137 Desde la Revolución Liberal, el ferrocarril había sido 

136	 Beaep. Comunicación de Tweedy al Ministro de lo Interior y Obras Públicas, en “Docu-
mentos relativos a los contratos celebrados por el Gobierno del Ecuador con The South 
American Development Company, para la construcción de un Camino de herradura des-
de Portovelo a Santa Rosa”, Quito: Imprenta Municipal, 1923ca., p. 28.

137	 Beaep. Exposición sobre los antecedentes y ejecución del Decreto Legislativo de 1923. 
Guayaquil: Imp. y Lit. La Reforma. Editorial Jouvin, 1932, p. 5-6
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un símbolo de progreso, pero también un asunto de intensa disputa 
entre las autoridades de Loja, Cuenca y El Oro. Además, el compro-
miso de construir un ferrocarril desde Puerto Bolívar a Zaruma des-
cartó una ruta directa desde las tierras bajas hasta Cuenca.

El senador lojano Agustín Cueva, presidente del Senado en 1929, 
se refirió al caso como un “problema de civilización nacional” que 
se había transformado en un problema de “incultura regionalista”. 
Esta narrativa se refiere a una disputa regional histórica entre Cuenca 
y Loja, que estaba exacerbándose por rumores provenientes desde 
Cuenca de que el “oro de los Yankees” era una fuente de corrupción 
en El Oro. Cueva pidió solidaridad entre las provincias en cuestión:

Hay, digámoslo, con abierta franqueza, en algunos espíritus de la provin-
cia hermana, el sentimiento inconsciente o embozado de la hegemonía 
azuaya sobre Loja y El Oro. Y allí está la raíz de las disidencias, la fuente 
lodosa que enturbia el correr cristalino y armónico del desenvolvimiento 
de tres provincias. Todos los imperialismos —hasta los pequeños— son 
la llaga putrefacta de la solidaridad social (citado en Jaramillo Alvara-
do, 1955, p. 423).

La situación reflejaba las tensiones entre el Ejecutivo y el Legislativo, 
así como entre los representantes de las provincias del sur. Los eje-
cutivos estadounidenses no podían controlar a los políticos o llegar 
fácilmente a acuerdos con la legislatura.

A diferencia de experiencias contractuales previas, el propio geren-
te de la mina se había desplazado a Quito para gestionar un acuerdo 
favorable. Tweedy señaló que “si yo no hubiera estado aquí, no creo 
que queden dudas de que ya se hubiera aprobado una legislación 
salvaje que podría haber llevado años deshacer”.138 El gerente gene-
ral de SADCO informó que “no hay una persona en quien se pueda 
creer o confiar”.139 El presidente Ayora ofreció apoyo a la compañía 
minera, pero dio pocos pasos para implementar sus promesas. En 
el Congreso, las disputas personales entre sus miembros retrasaban 
una decisión. Tweedy desarrolló estrechas relaciones con algunos 

138	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 25/05/1929.

139	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 1/05/1929.
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miembros del Senado, el cuerpo diplomático y la clase alta, pero in-
formó que “son una minoría en Ecuador, y una decisión a favor de un 
gringo nunca es popular”.140

El Estado ecuatoriano se caracterizaba por el regionalismo, sin 
una élite capaz de unificar esfuerzos en torno a un proyecto nacional, 
mientras que el aparato burocrático no lograba hacer cumplir las 
decisiones administrativas a lo largo de todo el territorio nacional. El 
Gobierno central no conseguía mediar entre los intereses territoriales. 
Los “pequeños imperialismos” que coexistían en el país dieron paso a 
una serie de debates políticos, consultas legales e inspecciones técni-
cas. Mientras tanto, la hegemonía liberal se disolvía a medida que las 
exportaciones de cacao declinaban, la balanza de pagos registraba 
déficits y la élite terrateniente perdía poder. El presidente Isidro Ayora 
fue derrocado en 1931 y cinco jefes de Estado diferentes asumieron 
el cargo en 1932.141 Ecuador se sumió en una crisis política y econó-
mica, que dio lugar a nuevas formas de mecenazgo político y nego-
ciación entre las autoridades regionales y el Gobierno central (Cueva, 
1981; Maiguascha, 1991; Quintero & Silva, 1991).

En 1932, Manuel Romero Sánchez, congresista socialista y oriun-
do de Zaruma, lanzó una nueva campaña contra SADCO, enmar-
cándola como una defensa de los intereses nacionales contra la ex-
torsión por parte de empresas extranjeras. El Congreso solicitó otro 
informe y emitió un decreto “desaprobando” el contrato de 1923.142 
Una vez más, el Congreso indicó que las obligaciones contractuales 
eran incompatibles con los beneficios que había recibido la SADCO. 
El decreto instaba al Ejecutivo a buscar un nuevo contrato sobre la 
base de los siguientes criterios: participación pública en las ganancias 
de la minería, exenciones aduaneras solo para suministros mineros y 
cumplimiento de las regulaciones laborales. Además, en caso de que 
la compañía decidiera suspender labores, el Estado tomaría control 

140	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 20/05/1929.

141	 El Congreso se negó a reconocer al presidente electo Neptalí Bonifaz, y esto dio lugar a 
protestas violentas conocidas como la “Guerra de los Cuatro Días”, del 28 de agosto al 2 
de septiembre de 1932.

142	 Resolución del 12/11/1932; Decreto Legislativo, 01/12/1932 en: Utreras et al. (1933, p. 
62-64).
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de las minas. El representante regional del Partido Socialista presen-
tó el caso como una lucha entre la dominación imperialista y el con-
trol nacional de los recursos naturales.

La amenaza de nacionalizar las minas propició múltiples nego-
ciaciones a diversas escalas, desde reclamos por mayores ingresos 
municipales, hasta aplicación de políticas hemisféricas para países 
latinoamericanos (Epps, 2009). El personal diplomático de Estados 
Unidos acreditado en Ecuador señalaba que la participación directa 
de su Gobierno ocurriría solo en casos extremos, pues se trataba de 
negociaciones entre empresas privadas y el Gobierno ecuatoriano. El 
anuncio de la Política del Buen Vecino, adoptada en 1933, reafirmó 
el compromiso de Estados Unidos de no intervención y no injerencia 
en los asuntos internos de otros países. Como resultado, los diplo-
máticos que prestaban servicios en Ecuador tenían una capacidad 
limitada para ofrecer apoyo manifiesto a la SADCO. En cambio, sugi-
rieron que la empresa buscara aliados políticos dentro del Gobierno.

La renegociación del contrato continuó a tour-de-force, pues las 
opiniones diferían entre los poderes de Gobierno. Por un lado, la 
oposición parlamentaria —compuesta por socialistas, conservado-
res y líderes populistas emergentes— exigía una revisión de todos los 
acuerdos contractuales previos, los cuales eran considerados per-
judiciales para los intereses nacionales. Por otro lado, el presidente 
Martínez Mera (1932-1933) afirmaba que un contrato implicaba la 
concurrencia de dos voluntades; la compañía podría negarse a re-
negociar el contrato, en cuyo caso habría una imposibilidad legal y 
física para un nuevo acuerdo. Además, el presidente indicó que, bajo 
el Derecho Civil ecuatoriano, declarar un contrato nulo o defectuoso 
era prerrogativa de la judicatura; por lo que expresó su “voluntad de 
buscar, dentro de marcos legales, un arreglo o conciliación con la 
Compañía para precautelar los intereses nacionales”.143 

El Estado ecuatoriano estaba dividido por el desacuerdo entre el 
Presidente, el Congreso, el Senado y el Ejército. La oposición censu-
ró a prácticamente todos los ministros, el batallón de Riobamba se 

143	 Comunicación de J. D. Martínez al Congreso del Ecuador, 07/12/1932, p. 4-5 en: SADCO 
(1938).
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rebeló y la credibilidad del Gobierno se vio socavada por el conflicto 
de Leticia entre Colombia y Perú. En medio de la crisis del cacao y 
una devaluación monetaria, los legisladores lamentaron que “nada 
es más desconsolador que conservar ingentes riquezas en el subsuelo 
y tener que llenar nuestros presupuestos con préstamos forzosos a 
los bancos [privados]” (Utreras et al., 1933, p. 8). A fines de 1933, el 
Senado impugnó al presidente Martínez Mera y el Congreso autorizó 
un nuevo contrato. SADCO tendría que pagar el 6% de regalías mine-
ras, el impuesto a las ventas y el impuesto a la renta, pero retendría 
los privilegios para la importación libre de impuestos otorgados en 
contratos anteriores.

Dada la crisis fiscal, el discurso nacionalista se enlazaba a la esta-
bilización económica, mediante la recaudación de las regalías mineras 
y la permanencia de los lingotes de oro en el país. El Gobierno ecua-
toriano exigió que las regalías e impuestos se paguen en oro, en tanto 
que todas las compras dentro del país se paguen en sucres —la mone-
da nacional— adquiridos mediante el intercambio de oro en el Banco 
Central en la tasa oficial; esa tasa era, por supuesto, muy inferior a 
la ofrecida en el mercado negro. Este procedimiento aumentaría las 
reservas nacionales en casi 500 000 dólares por año y evitaría la sali-
da de capitales debido al mercado de divisas (Utreras et al., 1933, p. 
103). Sin embargo, SADCO continuó pagando los costos operativos 
en Ecuador mediante el cobro de cheques en dólares de una cuenta 
bancaria de Nueva York. La compañía argumentaba que las medidas 
del Gobierno eran ineficientes y que, en cualquier caso, era imposible 
refinar localmente los materiales que contenían oro; así, la compa-
ñía evitó entregar los preciados lingotes de oro.144 Adicionalmente, 
SADCO buscó formas de reducir los impuestos y gastos en el exterior 
reclamando su derecho a deducciones.145

144	 Después de la instalación del sistema de cianuración en 1924, la empresa exportó perco-
lados con contenido de oro. De hecho, la técnica de amalgama con mercurio cambió a 
mediados de la década de 1920 después de dos episodios de robo de lingotes de oro, uno 
por funcionarios estadounidenses y otro por residentes locales (Kellogg, 1933ca.)

145	 Estos incluían los costos operativos de las oficinas en Nueva York y los bonos de participa-
ción en los beneficios pagados a los empleados estadounidenses (Utreras et al., 1933, p. 
100-102).
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La Legislatura predestinó las regalías mineras al financiamiento 
de infraestructura de transporte hasta que finalmente se termine de 
construir un ferrocarril o una carretera que conecte Puerto Bolívar 
con Loja. El nuevo contrato requería que SADCO hipoteque todas 
sus propiedades en Ecuador como garantía de sus obligaciones.146 
Andrew M. Tweedy, gerente general de SADCO, consideró que el 
contrato revisado no era de naturaleza confiscatoria y que todavía 
sería posible operar una empresa lucrativa a pesar del aumento de 
los costos.147

Entre tanto, José María Velasco Ibarra fue elegido presidente del 
país en 1934. El líder carismático obtuvo el respaldo de una alianza 
conservadora y gozaba del apoyo popular de todo el país. Para la 
SADCO, la inestabilidad gubernamental demandaba una búsqueda 
continua de apoyo político y la renegociación de los contratos. La 
compañía era cautelosa con el nuevo jefe de Estado que, por un lado, 
alentaba a los trabajadores a organizarse y, por otro, le pedía al su-
perintendente R. P. Luke que “como amigo personal (…) acepte los 
cambios realizados en el contrato por el proyecto de ley (de 1934)”.148 
Para 1935, Velasco Ibarra firmó un nuevo decreto que exigía que la 
compañía pagara una regalía correspondiente al 6% del producto 
bruto de sus minas, pero eximió a la empresa de las obligaciones de-
rivadas de la Ley Incautación de Giros, vigente desde 1933.149

Este caso refleja la transformación de intereses y prioridades den-
tro de la política pública nacional. Los primeros contratos, de 1910, 
1917 y 1923, enfatizaban la conectividad mediante la infraestructu-
ra de transporte, primero la carretera y luego el ferrocarril. Era una 

146	 La compañía minera asumió una hipoteca que comprendía todos sus activos, que incluían 
43 minas de roca dura, 318 concesiones mineras, 12 minas aluviales y 143 extensiones de 
tierra, así como otras pertenencias (Cortázar & Lavanda, 2008, p. 73-74).

147	 Comunicación de Chapin a Hull, 08/12/1933, NACP, Central File 1930-39, Box 5690, Re-
cord Group 59, en: Epps (2009, p. 36).

148	 Comunicación de Chapin a Hull, 03/01/1934, NACP, Central File 1930-39, Box 5673, Re-
cord Group 59, en: Epps (2009, p. 39).

149	 La compañía obtenía ganancias, incluso con aumentos de regalías, pues ya no se veía obli-
gada a cobrar el 25% de los cheques en dólares estadounidenses a un tipo de cambio fi-
jo por debajo del valor de mercado. Ver: Decreto Ejecutivo n.º 116, 02/02/1935, Registro 
Oficial n.º 173, 29/03/1935.
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época de expansión geográfica del Estado-nación, pero también de 
cabildeo regional para la asignación de recursos destinados a obras 
públicas específicas. La creación de un mercado interno y el impor-
tante crecimiento urbano experimentado por Quito y Guayaquil de-
bilitaron a las élites de Cuenca y Loja. El acuerdo contractual de 1934 
expresa esta transformación al centrar la negociación en el pago de 
regalías para financiar el presupuesto del Gobierno central. Este pro-
ceso también refleja la volatilidad de los acuerdos legales y políticos. 
El modo de regulación no es un conjunto de reglas fijas impuestas en 
espacios-tiempo concretos, sino un proceso que implica una nego-
ciación continua que conecta diferentes grupos de intereses a través 
de escalas. Diferentes actores hacen concesiones para que, a pesar 
de que se producen cambios, permanezcan los poderes preexistentes.

6.1.2.	 Los rasgos centralizadores  
de la Ley de Minería de 1937

El surgimiento de lo que parece ser un concepto legal progresista no 
garantiza, en sí mismo, cambios en la práctica política. Por tanto, 
el dominio público de los recursos minerales —según lo establecido 
en la Constitución de 1929— estuvo supeditado a las negociacio-
nes contractuales, las interpretaciones administrativas y la política 
subyacente a la acumulación capitalista. Los arreglos institucionales 
para hacer cumplir la regulación nacional todavía no se habían im-
plementado. La Ley de Minería de 1937 ejemplifica las tensiones, la 
interpretación administrativa y la centralización progresiva del apara-
to estatal que creó de manera simultánea una red de actores dispues-
tos a apoyar o resistir a la expansión de la industria minera.

El alcalde de Zaruma se preguntaba: “¿Cuál es el significado, al-
cance y efectos de la citada disposición constitucional?” 150 Había 
una contradicción interna con los marcos regulatorios existentes: 
de acuerdo con la Constitución, el Estado era el dueño absoluto de 
los recursos del subsuelo y otorgaba derechos de usufructo a indivi-
duos o corporaciones mientras se trabajara la mina. En contraste, 

150	 ANE. Comunicación de Francisco Palacio O., Alcalde de Zaruma, a la Corte Superior de 
Loja, 02/02/1935, Serie Minas, Caja 6, Expediente 10.
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los códigos del siglo xix permitían a los mineros poseer propiedades 
a perpetuidad previo pago de una patente anual; no había otros re-
quisitos. La indagación del alcalde sugiere la naturaleza interactiva de 
la regulación y resalta la contradicción entre los dos cuerpos legales. 
Los textos normativos se distribuyeron, interpretaron y transforma-
ron mediante dominios institucionales con capacidades propias.

Puesto que la Constitución tenía precedencia sobre la ley, el 
Código de Minería de 1892 quedaba abrogado tácitamente. La 
Corte Suprema declaró que todos los residentes tenían el derecho 
de informar si es que no se explotaban minas y solicitar la concesión 
en cuestión porque “el egoísmo individual, amparado por las anti-
cuadas leyes sobre minas, ha preferido el estancamiento económico 
del país, obstaculizando la explotación de la riqueza mineral”.151 La 
explotación de los recursos minerales se relacionaba con valores tales 
como el altruismo y el progreso.152 Se exigía que quienes poseían de-
rechos sobre minas las pusieran a trabajar, proporcionando empleo. 
Esta decisión empujó a los concesionarios ubicados en la región de 
Malvas, Muluncay y Minas Nuevas a reanudar las operaciones mine-
ras. Es decir, el dominio público de los recursos naturales se percibía 
como un medio para el desarrollo y la riqueza, tanto a escala nacio-
nal como local.

Sin embargo, los disturbios causados por el déficit presupuestario, 
las altas tasas de desempleo, la inversión extranjera alienante y el go-
bierno inestable se extendieron a toda la arena política. La oposición 
al imperialismo —propulsada por rivalidades regionales, así como lí-
deres izquierdistas y populistas— ganaba fuerza en diferentes zonas 
del Ecuador. Después de once meses en el cargo, Velasco Ibarra fue 
derrocado por los militares luego de intentar disolver el Congreso y 
asumir poderes dictatoriales. La Junta Militar nombró al Ministro de 
Obras Públicas, ingeniero Federico Páez, como Comandante en Jefe.

151	 ANE. “Dictamen que el Tribunal Superior de Loja, firmado por Máximo A. Rodríguez, 
Abelardo B. Aguirre, y José Miguel Carrión, somete a consideración de Vicente Enríquez, 
presidente de la Corte Suprema del Ecuador”, 14/03/1935, Serie Minas, Caja 6, Expedien-
te 10, p. 6.

152	 ANE. Comunicación de Alberto M. Arias, Ministro Fiscal de Loja, a Máximo A. Rodríguez, 
Presidente del Tribunal Superior de Loja, 12/03/1935, Serie Minas, Caja 6, Expediente 10.
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El presidente Federico Páez (1935-1937) estaba a favor de la in-
versión extranjera y era un importante aliado de la empresa minera 
estadounidense. Su administración tenía una connotación racista y 
colonialista, como lo demuestran sus declaraciones, al afirmar que el 
Ecuador necesitaba la “inmigración de capital extranjero y hombres 
blancos” y agregó que, “buscando mejorar la suerte del trabajador 
ecuatoriano, protegí todo lo que estaba a mi alcance por el bien de 
las llamadas ‘grandes empresas extranjeras’”.153 La administración de 
Páez aplastó las protestas de los trabajadores, otorgó concesiones 
mineras y brindó garantías legales para la explotación de los recursos 
naturales. La Ley de Minería de 1937 restringió el concepto constitu-
cional del dominio inalienable e imprescriptible del Estado sobre los 
recursos minerales al vincular esa noción a un sistema de concesio-
nes. Este sistema limitó el tiempo y la extensión de las concesiones: 
las concesiones tenían un plazo máximo de treinta años a cambio 
del pago de una regalía anual. La política de creación de valor y la 
apropiación de las rentas reafirmaron el rol de los recursos extrac-
tivos como fuente de ingresos para el Gobierno. La ley favoreció la 
institucionalización, la centralización y la modernización de los pro-
cedimientos de toma de decisiones en el sector minero.

A nivel institucional, en 1933 se creó la Dirección General 
de Minería y Petróleos —como entidad del Ministerio de Obras 
Públicas— para la adjudicación de concesiones mineras y petroleras. 
La oficina manejaba todos los aspectos técnicos, administrativos y 
financieros del sector extractivo. La decisión de otorgar concesiones 
era responsabilidad del Gobierno central; un cambio con respecto al 
pasado, en el que los jueces provinciales de minas tenían la autoridad 
para supervisar las minas y recolectar patentes mineras. Las consul-
tas con las autoridades locales sobre las concesiones mineras fueron 
mínimas. La ley requería que los solicitantes y la autoridad minera 
nacional anunciaran el descubrimiento en el boletín oficial; otorgaba 
treinta días para objeciones y, si no se pronunciaban las partes, se 
otorgaba la concesión. Eventualmente, los tenientes políticos en las 
regiones mineras fueron instruidos para hacer anuncios públicos en 

153	 Extractos obtenidos del editorial de Federico Páez, titulado “Explico”, que fue publicado 
en el diario capitalino El Comercio (1939, p. 31).
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las ciudades en el área de la concesión. En los archivos no existen 
rastros de la implementación de estos requisitos legales. La consulta 
previa con las comunidades locales no era una práctica común.

La producción de mapas era un elemento clave de la moderni-
zación administrativa para la adjudicación de concesiones. El espa-
cio se convirtió en un ámbito de control gubernamental mediante la 
cartografía (Crampton & Elden, 2006; Rose-Redwood, 2006; Scott, 
1998). Según la nueva ley, el peticionario debía adjuntar un informe 
técnico antes de la concesión, exploración y explotación de yacimien-
tos minerales. Esto involucró la preparación de mapas topográficos 
que indicaban los límites de la concesión, los cuales debían elaborar-
se con base en la cartografía oficial del Servicio Militar Geográfico o 
el mapa del Ecuador de Theodor Wolf en 1892. Los levantamientos 
geológicos y los mapas topográficos tenían que ser firmados por un 
ingeniero de minas. De manera práctica, la ley limitaba el proceso de 
aplicación a aquellas compañías con mayor experiencia técnica y ca-
pital, y había pocos inversores, geólogos e ingenieros civiles ecuato-
rianos con recursos financieros suficientes para emprender el costoso 
proceso de exploración.154

La Ley de Minería de 1937 establecía un sistema de concesión 
basado en regalías mineras aplicables a todos los poseedores de mi-
nas, independientemente de su nacionalidad. La adjudicación reque-
ría la prueba de pago de las garantías, patentes y regalías al Tesoro 
Nacional en Quito, y estableció una regalía base del 6% del producto 
bruto del producto de la mina. La centralización de la recaudación 
de impuestos debilitó la capacidad de las autoridades municipales y 
provinciales de supervisar la industria minera.

Las empresas mineras continuaron beneficiándose de deducciones 
fiscales para las inversiones en la construcción de la infraestructura 

154	 Por ejemplo, la Escuela de Geología y Minas se creó en la Universidad de Cuenca en 1934 
con el apoyo político de senadores y diputados que representaban a la provincia del 
Azuay. Sin embargo, nunca fue completamente operativa debido a limitaciones financie-
ras y a la falta de profesionales capaces de enseñar los cursos. En 1942 había cinco estu-
diantes matriculados en el quinto año; las autoridades universitarias decidieron cerrar la 
escuela y, en cambio, otorgar becas para que los estudiantes pudieran terminar sus estu-
dios en Chile (Chacón, 2001, p. 77-85).
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regional. Las carreteras y las vías férreas eran esenciales para la in-
dustria minera, pero también ayudaban a satisfacer las demandas 
locales. Sin embargo, la concesionaria tuvo que hipotecar sus activos 
a favor del Gobierno ecuatoriano como garantía. La hipoteca incluía 
todas las propiedades, maquinaria y equipo localizado en el campa-
mento industrial y entraría en vigencia en caso de vencimiento del 
plazo de concesión o abandono de las obras mineras. Este tema sería 
crucial cuando cesaron las actividades de SADCO en Ecuador, a fines 
de la década de 1940.

Los informes técnicos y los estados financieros anuales que pro-
porcionaban los detalles de la operación minera se volvieron obliga-
torios, así como los reportes de gastos e ingresos. Para garantizar los 
intereses nacionales, la autoridad minera supervisaba la explotación 
minera y la contabilidad mediante procedimientos administrativos 
centralizados. Las nuevas reglas requerían que la información se en-
viara en español; anteriormente las empresas extranjeras hacían sus 
informes técnicos y contables en inglés. El Estado tenía derecho a 
recurrir a medios legales nacionales o internacionales para la super-
visión y verificación de datos, a pesar de las restricciones constitucio-
nales sobre la presentación de demandas en jurisdicciones extranje-
ras. Así, las leyes mineras crearon redes burocráticas y mediadores 
administrativos dispuestos a apoyar —y a veces a desafiar— a las con-
cesionarias mineras; se trataba de un equipo de funcionarios capaces 
de producir y aprobar mapas, informes y cuentas.

Ángel Felicísimo Rojas, escritor y político socialista, ilustra el es-
cepticismo con respecto a estos burócratas, en una escena de su no-
vela Curipamba, en la que un inspector de minas aconseja a su sucesor:

Antes que nada, un consejo que hay que seguir al pie de la letra. No pe-
learse con ellos nunca. ¿Quién es un pobre inspector que está aquí de fa-
vor, contra la compañía, que hasta manda en el gobierno? Buenas a bue-
nas todo es diferente. Son amigables.

¿A cambio de qué? Ah, cholito. A cambio de que... uno deje que el infor-
me al gobierno lo redacten ellos mismos. (…) A usted le traen, mensual-
mente, unos cuantos papeles escritos a máquina, llenos de numeritos, y 
le dicen: firme. Y usted firma. Ellos mismos se encargan de franquearlo: 
ni en las estampillas lo dejan a uno gastar.
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¿Cree usted, cholito, que sacaría algún provecho de portarse como es 
debido? Eso sería no conocer a este pobre país ni por el forro. Aquí, co-
mo dice el jefe de los gringos, solo se colocan en el gobierno los vivos. Y 
a los vivos no les conviene que el inferior cumpla fielmente sus deberes. 
(…) Cuando usted pueda, fondéese. Mande al diablo los escrúpulos. El 
empleado público que pudiendo fondearse desperdicia la oportunidad, 
es un imbécil.

Porque estos gringos, maldita sean, son en el fondo unos grandes corrup-
tores de la nación. Nos acanallan. Acanallan al congreso, Acanallan al 
gobierno. Acanallan a las autoridades. Me han acanallado a mí (Rojas, 
[1983] 2010, p. 39-43).

Esta narrativa transmite la percepción popular de que por el oro 
y el poder la compañía estadounidense era capaz de corromper a los 
mediadores burocráticos. Sin embargo, también es cierto que la de-
signación de inspectores con capacidades técnicas —que reportaban 
directamente al aparato ministerial en Quito— se amplió y transfor-
mó las redes de poder tradicionales.

A partir de la independencia de la República, la presencia del 
Estado en las comunidades indígenas y campesinas en las parroquias 
rurales se había logrado por intermedio de los tenientes políticos 
(Guerrero, 2010, p. 17-99; Williams, 2003). La decadencia de estos 
funcionarios era generalizada, como indica esta comunicación del 
Gobernador de El Oro de 1935:

Los Tenientes Políticos parroquiales exigen también una mensualidad 
más aceptable, más en relación con su difícil labor administrativa. Pues, 
su renta tan estrecha es el motivo primordial de sus procedimientos inco-
rrectos en el desempeño de su cargo, con el fin de procurarse un mayor 
margen de sueldo mensual, para lo que no reparan ni en los preceptos de 
la decencia, de la moral, de la dignidad. Y juzgo que es una economía mal 
entendida la del Gobierno, aquella de mezquinar, digamos así, una sol-
dada más justa para estos funcionarios, porque de ese modo, no se ob-
tienen servidores capaces, morales i dignos, sino negociantes que apro-
vechan de su situación para realizar las más inicuas explotaciones que no 
solo comprometen la dignidad personal del empleado, sino también el 
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propio decoro de las instituciones gubernativas, por el cual tienen el de-
ber de velar los Poderes Públicos de la Nación (Gonzaga, 1935, p. 2).155

Estos relatos hablan de la corrupción, pero también de un rudi-
mentario intento de profesionalizar el aparato público y hacer cum-
plir las regulaciones y políticas nacionales. La transformación en los 
mecanismos de mediación burocrática y control de la mano de obra 
terminaría socavando y reduciendo las estructuras de poder tradi-
cionales. A partir de este período, las conexiones políticas requeri-
das para ejecutar labores mineras ya no constituían una prerrogativa 
exclusiva de las clases altas, y el control de las disputas laborales ya 
no estaba restringido a las élites locales sino a un nuevo colectivo de 
servidores públicos.

En resumen, la nueva ley minera reforzó y centralizó el aparato 
institucional, pero este proceso también creó nuevas redes de poder 
entre el distrito minero y la capital nacional. Las normas resolvieron 
algunos de los problemas asociados con el otorgamiento de conce-
siones mineras y el pago de regalías para financiar el presupuesto 
nacional, pero también dejaron lagunas legales. Además, las compa-
ñías mineras podían aprovechar los tecnicismos y las prácticas inde-
bidas para aumentar sus ganancias.

Durante este mismo período, la conciencia de las desigualdades 
estructurales comenzaba a crecer en toda América Latina. En 1937, 
el Gobierno de Federico Páez fue desacreditado debido a gastos ex-
travagantes, mecenazgo y persecución de grupos de izquierda. El 23 
de octubre, los militares destituyeron al presidente y nombraron Jefe 
de Estado al Gral. Alberto Enríquez Gallo. La nueva administración, 
empeñada en afirmar la soberanía nacional, entró de inmediato en 
conflicto con la South American Development Company y otras com-
pañías extranjeras.

155	 El ingreso promedio de los funcionarios públicos variaba de 80 a 200 sucres mensuales. 
Los salarios de los tenientes políticos, los representantes del Gobierno ecuatoriano en los 
territorios rurales, ascendían a apenas 65 sucres. Los servidores públicos del Gobierno 
central obtenían salarios más bajos que los funcionarios municipales e incluso que los mi-
neros, cuyo ingreso mensual promedio era de 150 sucres más vivienda, servicios públicos, 
educación y comidas. Fuente: ANE. Comunicación de Luis D. Gonzaga al Ministro del In-
terior, Serie Min. Interior, C.31, n.º 924, 05/10/1935, p. 2.
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6.1.3.	 El nacionalismo económico y las regulaciones 
supranacionales en el sector minero

En diciembre de 1937, el Gral. Enríquez Gallo lanzó una campaña 
para limitar las ganancias de las empresas extranjeras que operaban 
en Ecuador y para regular las relaciones laborales en beneficio de la 
economía nacional. El enclave minero —una vez aislado de los mer-
cados internos y la política nacional— se convirtió en el lugar central 
para afirmar el nacionalismo económico y reestructurar la política 
internacional. El presidente buscó los medios por los cuales “la ri-
queza minera del pueblo ecuatoriano beneficie dignamente al Estado 
ecuatoriano, contribuyendo al reajuste de su propia economía”.156

La administración militar consideraba que la tasa del 6% de rega-
lías mineras era completamente inadecuada y propuso duplicar ese 
valor. Las compañías mineras también habían estado exentas de im-
puestos nacionales y municipales. Según las nuevas reglas, SADCO 
pagaría 12% de regalías, así como el impuesto a la renta, el impuesto 
a las ventas y los aranceles de importación, además que estaría sujeto 
a multas si se la encontraba violando leyes monetarias. El Gobierno 
solicitó un pago anticipado del 2% de las regalías estimadas para 
los siguientes quince años. Según los cálculos gubernamentales, esta 
suma ascendía a 800 000 USD, una cifra basada en los márgenes de 
producción de 1937. Además, la compañía tendría que pagar 50 su-
cres por kilogramo (equivalente a 4,30 dólares por kilogramo) para 
la exportación de minerales con contenido de oro, así como los aran-
celes aduaneros para la importación de equipos, maquinaria y herra-
mientas. El Gobierno encuadró estas decisiones bajo un lenguaje de 
equidad y justicia, y le dio a SADCO cinco días para responder el me-
morándum, ya sea para llegar a un acuerdo o revisar las concesiones.

Russell P. Luke, gerente residente de SADCO, expresó su opinión 
sobre las medidas en estas palabras: “[…] la fantasía popular cree que 
[la compañía] no hace nada más que sacar oro del país…”.157 Luke 
remarcaba que el valor bruto del producto de la mina era de 2 millo-

156	 Comunicación del Gral. Enríquez, Jefe Supremo del Ecuador, a SADCO, 05/01/1938, en: 
SADCO (1938, p. 5).

157	 Comunicación del R. P. Luke al Gral. Enríquez, 16/12/1937, en: SADCO (1938, p. 13).
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nes de dólares para 1937; de este, las regalías mineras representaban 
casi 120 000 USD. El gerente agregó que los gastos operativos, los 
impuestos y las compras de equipos ascendían al 75% del producto 
bruto, lo que dejaba a la compañía con ganancias mínimas.

Los requisitos fiscales y las amenazas de incautación de minas —
tanto en Ecuador como en otros países de la región— condujeron a 
un reescalamiento de los mecanismos de negociación. La solicitud na-
cionalista parecía tan drástica y onerosa que los ejecutivos de la com-
pañía decidieron buscar ayuda en el Gobierno de Estados Unidos. A. 
M. Tweedy, gerente general de SADCO, se dirigió al Departamento de 
Estado en Washington D. C. “para prevenir que el asunto llegara a un 
punto crítico a fin de evitar dificultades más graves en el futuro”.158 
Al hacerlo, la compañía pasó por alto las rutas diplomáticas tradi-
cionales. Hasta esa fecha, la delegación de Estados Unidos en Quito 
no había participado directamente en negociaciones privadas. Había 
pocas prácticas diplomáticas formalmente establecidas con respecto 
a la protección de la inversión extranjera. Las disposiciones constitu-
cionales y las políticas hemisféricas restringían la injerencia diplomá-
tica en los asuntos internos. Epps (2009) sostiene que la indiferencia 
por la renegociación de los acuerdos contractuales y los discursos 
antiimperialistas relativos a SADCO eran motivo de inquietud den-
tro de la División de las Repúblicas Americanas del Departamento 
de Estado de Estados Unidos, en un momento en que tanto Bolivia 
como México habían nacionalizado su industria petrolera.

El lenguaje cortés de las comunicaciones oficiales prevenía de las 
divergencias con respecto a la comprensión de los conceptos jurídi-
cos. Tweedy reflexionaba sobre la seriedad de los acuerdos previos, 
explicando que “difícilmente se podrá hallar un contrato en que haya 
habido concurrencia de mayor número de altos poderes y funcio-
narios públicos, que conocieran el contrato en todos sus detalles, y 
en quienes hay que considerar que hubo el patriotismo, capacidad 
y rectitud necesarios para la defensa de los intereses nacionales”.159 

158	 Comunicación de McDonough a Hull, 13/01/1938, FRUS, 1938 V.538, en: Epps (2009, 
p. 48).

159	 Comunicación de A. M. Tweedy al Gral. Enríquez, 21/01/1938, en: SADCO (1938, p. 12).
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Las percepciones sobre las obligaciones legales y la capacidad de re-
negociar los contratos confrontaron dos enfoques radicalmente dife-
rentes e incompatibles.

La compañía sustentó su respuesta en un llamado al orden mun-
dial impuesto por las democracias occidentales y el capitalismo. Para 
los empresarios estadounidenses, un contrato era un instrumento 
legal fundamental, que facilitaba el desarrollo industrial, la inver-
sión y las transacciones comerciales. Un contrato se consideraba un 
acuerdo vinculante que no podía descartarse unilateralmente. Sin 
esta relación legal, “vendrían a paralizarse los negocios, el comercio 
y el crédito declinarían grandemente, y sufriría gran menoscabo el 
esfuerzo cooperativo que es fundamento de toda sociedad”.160 La mi-
nería se consideraba un negocio de alto riesgo que requería garantías 
mínimas para la inversión, incluida la estabilidad y la protección pro-
vistas por los contratos de concesión. Además, el gerente general de 
SADCO creía que “atacar a compañías extranjeras es popular con el 
pueblo y parece que la campaña [del general Enríquez] está motivada 
en gran medida por el deseo de obtener apoyo político”.161

El nacionalismo económico permitía regular la actividad de los in-
versores extranjeros en tanto que el Estado era considerado como un 
actor legítimo, capaz de proteger los intereses públicos sobre los pri-
vados. El Gral. Enríquez señalaba que “la exportación de metales pre-
ciosos, sobre todo el oro, no puede ser gratuita ya que tal gratuidad 
vendría en menoscabo del país, desequilibrando su balanza comer-
cial… [lo que] sería arma muy poderosa contra la misma Economía 
Nacional”.162 Nuevamente, Ecuador enfrentaba problemas internos 
relacionados con su déficit comercial, la deuda externa y las escara-
muzas en la frontera con Perú. Las reservas de oro se estaban agotan-
do; una situación que no podía continuar. 

160	 Comunicación de A. M. Tweedy al Gral. Enríquez, 21/01/1938, en: SADCO (1938, p. 19).

161	 ETSA. Carta de A. M. Tweedy a Florence Tweedy, 20/01/1938.

162	 Comunicación del Gral. Enríquez, “Contestación del Gobierno del Ecuador a las alegacio-
nes presentadas por la South American Development Company”, 28/01/1938, en: Minis-
terio del Interior (1938, p. 26).
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La administración militar consideraba inaceptable la posición 
de SADCO respecto de la inviolabilidad del contrato original, espe-
cialmente en un momento de transformación sociopolítica. Según el 
Gral. Enríquez, “la historia de todos los contratos denota la inten-
ción de la Compañía de incumplir sus compromisos y, además, ig-
norar los derechos del Estado”.163 El Presidente también enfatizó los 
“pretextos”, las “estipulaciones artificiales” utilizadas para extender 
los plazos y los “esfuerzos subrepticios” desarrollados por la empresa 
a favor de sus propios intereses. Para el Gobierno, la SADCO había 
abandonado sus obligaciones de largo plazo, pero seguía en pose-
sión de derechos sobre las minas. El Ejecutivo reafirmó que el dinero 
invertido nunca podría considerarse como una compensación justa 
por las concesiones y envió dos batallones a Portovelo. El Estado na-
cionalizaría todas las propiedades en caso de que la compañía deci-
diera suspender las actividades industriales.

Los diplomáticos estadounidenses continuaban reacios a interve-
nir, pero SADCO era una de las inversiones más grandes de Estados 
Unidos en Ecuador, en un momento en que All American Cables, 
United Fruit Company y Anglo Ecuadorian Oilfields Limited se estaban 
expandiendo. Los diplomáticos consideraron todo el proceso como 
una táctica discursiva del Gobierno ecuatoriano para distraer la aten-
ción de la debilidad interna y financiar las compras militares con moti-
vo del conflicto con Perú. Con suma cautela, Sumner Welles, subsecre-
tario de Estado de Estados Unidos, redactó una carta a la Embajada 
del Ecuador en Washington D. C., en la que expresó su deseo de que 
las partes reconsideren el contrato de manera amistosa (Epps, 2009, 
p. 54). Todos los procedimientos se enmarcaron como un intento de 
prevenir situaciones perjudiciales y construir la solidaridad hemisférica 
en el marco de la Política del Buen Vecino de Roosevelt.

La compañía trabajó para agotar las opciones políticas y di-
plomáticas antes de responder. A. M. Tweedy telegrafió un mensa-
je expresando “el serio deseo de contribuir en lo más posible a la 

163	 Comunicación del Gral. Enríquez, “Contestación del Gobierno del Ecuador a las alegacio-
nes presentadas por la South American Development Company”, 28/01/1938, en: SAD-
CO (1938, p. 26).
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vida económica del Ecuador y de cooperar para lograr un arreglo 
equitativo”.164 Simultáneamente, la representación diplomática de 
Estados Unidos en Ecuador reafirmó la “voluntad de la compañía de 
considerar comprensivamente las necesidades financieras urgentes 
del Gobierno ecuatoriano y tratar de llegar a un acuerdo satisfactorio 
para todos los interesados”.165 La propuesta incluía contribuir volun-
tariamente con un impuesto adicional del 3% sobre la producción 
bruta; limitar las exenciones aduaneras para veinte suministros esen-
ciales para los trabajos de minería y el molino; pagar los impuestos a 
la renta y a las ventas según los términos establecidos en años ante-
riores; y garantizar diez años de operación sin revisiones al contrato. 

El Gral. Enríquez Gallo rechazó enfáticamente la propuesta y 
señaló: “Sírvase comprender que no deseo que la South American 
Development Co. contribuya por favor para ayuda vida económica 
Ecuador; pues Gobierno exige solo lo que le corresponde dentro sus 
legítimos derechos sin que jamás haya tenido que pedir favor a nadie 
para arreglo [sic] su situación económica”.166

SADCO exigió que un tribunal de arbitraje o la Corte Suprema 
revisen el asunto sobre las bases legales preexistentes en el país.167 
Había lagunas normativas con respecto a las sucesivas renegociacio-
nes contractuales. Inmediatamente, el Gobierno ecuatoriano emitió 
un decreto estableciendo que los contratos adjudicados a empresas 
nacionales o extranjeras para explotar la riqueza nacional no deben 
regirse por el derecho privado sino por los principios del derecho 
público —específicamente por el Código de Minería de 1887 y sus 
posteriores reformas.168 Estos marcos legales reconocían al Estado 
como el dueño de las minas, aunque la redacción era ligeramente 

164	 Comunicación de A. M. Tweedy, “Cablegrama de New York, de febrero 5 de 1938, dirigi-
do por el señor A. M. Tweedy al señor Jefe Supremo de la República, Quito”, 05/02/1938, 
en: SADCO (1938, p. 35).

165	 AH-MREMH. Comunicación de Gerhard Gade, encargado de Asuntos ad interim, al Coro-
nel Guillermo Freile, Ministro de Defensa Nacional, Ministro de Relaciones Exteriores en 
funciones, 05/02/1938, B.18.28.

166	 Comunicación del Gral. Enríquez a A. M. Tweedy, 05/02/1938, en: SADCO (1938, p. 36).

167	 Comunicación de O. P. Ebeling al Jefe Supremo República del Ecuador, 14/02/1938, en: 
SADCO (1938, p. 36-37).

168	 Decreto Supremo n.º 45, 16/02/1938, en: SADCO (1938, p. 37-38).
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diferente en la Constitución de 1929 y en la Ley de Minería de 1937. 
Esta ley requería que el Estado hiciera cumplir las concesiones bajo 
los principios de equidad e interés común.

Posteriormente, el Jefe Supremo emitió un decreto que duplicaba 
las regalías anuales al 12%, las cuales deberían ser pagadas trimes-
tralmente a partir del 1.ero de abril de 1938.169 El Ejército respaldó el 
nacionalismo en la gobernanza de los recursos. Los batallones esta-
ban en Portovelo, listos para conminar a que los empresarios esta-
dounidenses cumplan estos requisitos. Los funcionarios de SADCO 
expresaron su preocupación por la violación enérgica, perentoria y 
unilateral del contrato, pero acordaron continuar la actividad mi-
nera en Ecuador de conformidad con las nuevas reglamentaciones 
(SADCO, 1938, p. 44).

El Gobierno militar reafirmaba la soberanía nacional. La doctrina 
sobre el dominio público, inalienable e imprescriptible de los recur-
sos naturales, entraba en vigencia, pese a los intereses extranjeros 
en la apropiación privada de la riqueza minera. Rómulo Betancourt, 
líder izquierdista y futuro presidente de Venezuela, destacó el “empe-
ño terco [que] ha puesto ese Gobierno en hacerle ver a los titulares 
de acciones de empresas explotadoras del suelo y del subsuelo del 
país que Ecuador es nación autónoma, soberana, en posesión de su 
propio destino” (Betancourt, 1938). Los regímenes de izquierda que 
gobernaban en México, Bolivia y Ecuador se mostraban exitosos en 
la nacionalización o regulación del sector extractivo, un esfuerzo por 
alejarse de la tutela extranjera.170

Sin embargo, sería una exageración sugerir que estas conquistas 
cuestionaron de manera efectiva el capitalismo extractivo o la hege-
monía extranjera. Unas semanas más tarde, el Gral. Enríquez emi-
tió normas aclaratorias, en un lenguaje más conciliador, favorable 

169	 Decreto Supremo n.º 14, 11/03/1938, Registro Oficial n.º 118-119, 18-19/03/1938, p. 
2941-2942.

170	 La Segunda Guerra Mundial marcó un punto de inflexión en la política de Estados Unidos 
hacia América Latina y una mayor presencia para asegurar la hegemonía regional, expre-
sada en la Octava Conferencia Panamericana celebrada en Lima en 1938.
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a la inversión extranjera. El presidente señaló que el propósito del 
Gobierno y el espíritu de la ley era:

[…] definir obligaciones recíprocas, garantizar la fe pública y rodear de 
toda clase de seguridades a los capitales que se interesen en negocios 
con el Gobierno del Ecuador, armonizando en forma equitativa las con-
veniencias permanentes del Estado con las de los particulares.171 

A partir de entonces, el Estado continuó regulando las industrias 
extractivas pero sin los duros términos aplicados a SADCO.172 Las 
regalías debían garantizar un rendimiento proporcional a las ganan-
cias, hasta el 12% del producto bruto. Además, otras propiedades 
bajo control de empresas junior, subsidiarias de SADCO, como la 
Cotopaxi Exploration Company y Calera Exploration Company, con-
tinuaron pagando el 6% de regalías.

La compañía no claudicó y buscó extender las negociaciones para 
aumentar el margen de ganancias utilizando tácticas de presión me-
diante los medios de comunicación, los tecnicismos administrativos 
y el cabildeo político. SADCO distribuyó materiales impresos mos-
trando las implicaciones negativas del decreto dictatorial y los pagos 
de impuestos. El 4 de julio de 1938, seis aviones aterrizaron en la 
pista de Portovelo para celebrar la independencia de Estados Unidos 
(Murillo, 2000). Esta estrategia fue celebrada por los trabajadores, 
pero vista con aprehensión por el Gobierno, ya que ocurrió en medio 
de disputas fronterizas entre Ecuador y Perú.

Un mes después, el 5 de agosto de 1938, en una carta al geren-
te residente de SADCO, el Gral. Enríquez indicó que las medidas 
anteriores no tenían la intención de “extorsionar ni atropellar” los 
derechos de SADCO y reafirmó su oferta verbal de revisar los im-
puestos si estos superan el límite del 40% de las utilidades netas; el 
Gobierno no quería “ahuyentar el capital extranjero, sino, todo lo 

171	 Decreto Supremo n.º 9, 02/03/1938, en: SADCO (1938, p. 40).

172	 Por ejemplo, Anglo Ecuadorian Oilfields Limited, que operaba en la península de Santa 
Elena, tuvo que aumentar las regalías de 6% a 10% en la producción de petróleo crudo, 
8% en gasolina y el doble en 1937 por derechos de superficie. Decreto Supremo n.º 10, 
09/03/1938, Registro Oficial n.º 118-119, 18-19/03/1938, p. 2940-2941.
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contrario, de atraerlo rodeándolo de facilidades y garantías”.173 Ese 
mismo día, el Gobierno otorgó una concesión a 211 pertenencias 
mineras a Fernando Maulme, un testaferro de SADCO, en un área 
llamada Minas Nuevas. El contrato de Minas Nuevas comprometió 
al Gobierno a “mantener al concesionario en tranquila y pacífica po-
sesión de los terrenos que … estuvieren comprendidos en esta conce-
sión; así como de los depósitos minerales que existan en toda el área 
materia de la misma, y de defenderlo contra todo reclamo de terceras 
personas que pretendan derecho en la superficie”.174

El nuevo contrato es un ejemplo de la responsabilidad del Estado 
hacia los inversionistas y sus propiedades, incluyendo la protección 
directa de la fuerza pública y la compensación en caso de expropia-
ción. Aparentemente, el cambio de opinión del Gral. Enríquez tuvo 
que ver con el acercamiento de las tropas peruanas a la frontera sur, 
lo que requirió una alianza con la diplomacia y los inversionistas esta-
dounidenses para enfrentar un posible ataque. Los discursos antica-
pitalistas cambiaron con el surgimiento del fascismo y la inminencia 
de la guerra mundial. En las últimas páginas de su libro, el propio 
Ricardo Paredes dice:

Sabemos que algunos países democráticos, y en nuestro continente ame-
ricano, Estados Unidos, son un freno contra la invasión fascista: que es 
el peligro más grande para la humanidad hoy. Por esto, nuestra tácti-
ca frente al imperialismo tiene que cambiar. Nuestra lucha debe enca-
minarse a exigir a los grandes países imperialistas que conservan formas 
democráticas, a que intervengan ante los capitalistas sus connacionales 
que operan en nuestras repúblicas, a que cesen sus extorsiones y abusos 
y que no pretendan inmiscuirse en nuestra política interna. Nosotros, 
nacionalistas demócratas, tenemos que seguir luchando ardientemen-
te porque el capitalismo extranjero que opera en el Ecuador entregue 
en forma equitativa parte de sus ganancias al Estado ecuatoriano, que 

173	 Comunicación del Gral. Enríquez al R. P. Luke, 05/08/1938, en: SADCO (1938, p. 42-43). 
El Gral. Enríquez emitió un nuevo decreto que ratificaba este acuerdo el 9 de agosto, pero 
el decreto nunca se publicó y por tanto no entró en vigencia (SADCO, 1948, p. 6-7). En-
ríquez Gallo transfirió el poder a un nuevo Gobierno y la Asamblea Nacional, instalada el 
10 de agosto, declaró nulos todos los decretos que no hayan sido publicados hasta el 9 
de agosto.

174	 Decreto Supremo, 05/08/1938, Registro Oficial, 08/08/1938, p. 189-192.
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mejore las condiciones de vida de nuestros trabajadores y que respete 
nuestras leyes y nuestra Soberanía. 

Nosotros debemos demostrar en forma práctica, que no somos opues-
tos a las inversiones de capital extranjero, pero no en condiciones de es-
clavitud para nosotros. Necesitamos del capital y la avanzada técnica de los paí-
ses industriales para desarrollar nuestra propia economía [énfasis en el original] 
(Paredes, [1938] 1970, p. 211).

Ecuador se encontraba en una encrucijada, incapaz de resolver las 
inequidades domésticas, involucrado en una guerra con su vecino del 
sur y sin ningún signo de recuperación económica. En julio de 1941, 
Perú invadió Ecuador, concentrando el discurso de la soberanía na-
cional en el ámbito territorial. 

El país no estaba preparado para el ataque peruano a las provin-
cias del sur y la compañía encontró una forma de beneficiarse del 
conflicto internacional. SADCO proporcionó refugio y atención mé-
dica a las personas desplazadas y a las tropas ecuatorianas. Poco 
después del alto el fuego, el presidente Arroyo del Río, exabogado 
de SADCO, derogó el decreto de 1938 y restableció los beneficios 
establecidos en el contrato de 1934; pero con una cláusula que es-
tipulaba el 12% de regalías hasta la firma de un nuevo contrato.175 
El Gobierno buscó apoyo internacional para defender la soberanía 
territorial; a tal efecto proporcionó preferencias económicas y garan-
tizó las inversiones extranjeras en Ecuador. En 1942, en medio de la 
Segunda Guerra Mundial, el presidente Arroyo del Río acordó con 
Estados Unidos la cesión de terrenos para establecer bases militares 
en la península de Santa Elena y en las islas Galápagos. En este con-
texto, es cuestionable el concepto de dominio público de los recursos 
naturales, contingente a los intereses capitalistas, las ideologías polí-
ticas y la dominación hemisférica.

Desde una perspectiva regulatoria, el caso de Portovelo represen-
ta un ejemplo del momento histórico y el contexto regional en el que 
surge el nacionalismo económico y su escalamiento hacia políticas 
supranacionales para salvaguardar la inversión extranjera directa y 
responsabilizar a los Estados por perjuicios a la propiedad extranjera. 

175	 Decreto Legislativo, 08/10/1941, en: SADCO (1948, p. 8-9).
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Sornarajah (2010, p. 36) afirma que las “primeras reglas sobre pro-
tección diplomática se concibieron en el contexto de lesiones sufridas 
por ciudadanos estadounidenses en países latinoamericanos”. Como 
tal, los conflictos entre los Estados y las corporaciones multinaciona-
les moldearon el derecho internacional.

Las opciones de política y la intervención diplomática —en casos 
similares a las negociaciones entre SADCO y el Gobierno ecuatoria-
no— pueden considerarse predecesoras de los tratados bilaterales de 
inversión. El riesgo de incautación de activos dio lugar a la doctrina 
de compensación, según la cual el inversionista extranjero tenía dere-
cho a protección diplomática para una pronta, adecuada y efectiva 
remediación en caso de nacionalización o resolución de conflictos 
ante un tribunal internacional si los mecanismos nacionales de con-
ciliación resultaban inadecuados. Al mismo tiempo, los Estados lati-
noamericanos exigieron igualdad de trato ante las leyes nacionales, 
tanto para los inversores extranjeros como los nacionales. Stiglitz 
(2007) señala que las obligaciones y los acuerdos comerciales inter-
nacionales no impiden que los Gobiernos modifiquen los reglamen-
tos, los impuestos o las políticas públicas, pero pueden requerir com-
pensación, renegociación o aplicación de sanciones que impongan 
limitaciones a la adopción de nuevos marcos legales.

6.2.	Portovelo: de enclave extranjero a sociedad anónima 

Harvey (2014, p. 78) señala que “la historia del capital está plagada 
de historias de bonanzas y crisis localizadas en las que la contradic-
ción entre capital fijo y circulante, entre fijación y movimiento, está 
fuertemente implicada”. Efectivamente, la construcción del enclave 
minero incluía la fijación de capital productivo en infraestructura y 
equipos que no podían ser reubicados. Sin embargo, la desindustria-
lización de Portovelo no se relacionaba con el agotamiento de los 
depósitos de cuarzo aurífero, sino más bien con los desafíos tecno-
lógicos del mineral de baja ley, los impuestos de la industria minera, 
las demandas laborales y el aumento de los costos de operación que, 
en conjunto, condujeron a la industria hasta el punto de su “destruc-
ción creativa”. En tal contexto, el declive industrial y la movilidad de 
los empresarios extranjeros requirieron acuerdos para recuperar la 
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inversión con la menor agitación política posible. La participación 
del Estado en la mediación de la crisis y la conciliación de las disputas 
laborales fue crucial para ese efecto.

En esta sección se busca demostrar que el momento de “auge” en 
los ciclos de commodities es un subproducto de las formas estructu-
rales de regulación, incluidas las prácticas institucionales y los com-
promisos políticos. La regulación y la gobernanza de los recursos 
son dos características distintivas que involucran a actores e intere-
ses políticos en todas las escalas. Para examinar este problema, se 
analiza cómo las regalías transformaron el presupuesto municipal de 
Zaruma, creando relaciones clientelares y dependencia financiera del 
Gobierno central, reemplazando así el paternalismo de la empresa 
propio de años anteriores. Seguidamente, se explican los factores que 
influyeron en la caída de la productividad, la suspensión de activi-
dades y el proceso de “municipalización”, por el cual el municipio y 
los trabajadores se convertirían en accionistas de la empresa minera. 
Finalmente, se argumenta cómo el declive de la economía primario-
exportadora transformó las relaciones centro-periferia, dando paso 
a un discurso desarrollista y arreglos institucionales con la partici-
pación de las más altas autoridades públicas. El enclave minero se 
convirtió en un importante centro de toma de decisiones políticas. 
Paradójicamente, el fortalecimiento de un sistema social de derechos 
y la descentralización administrativa conllevaron el desplazamiento 
de las externalidades de la crisis hacia los actores locales.

6.2.1.	 Los ingresos municipales y la reestructuración 
de la gobernanza local 

En Zaruma, el orgullo generado por las decisiones soberanas que 
reclamaban el control de los recursos naturales pronto se tornó en 
desencanto. Hacia fines de 1938, el concejo municipal se quejaba de 
que la Asamblea Nacional, “con una injusticia indescriptible, distri-
buía arbitrariamente el producto de estos gravámenes sin tener en 
cuenta a Zaruma, que tiene un derecho legítimo de participación”.176 

176	 AHM/Z. Sánchez, Á. P. (1938). “El Momento Histórico”. Concejo Municipal de Zaruma. 
Zaruma: Álbum Municipal, T. I., 1928-1944.
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El nacionalismo no traía réditos directos a nivel del Gobierno local. 
La Legislatura asignó la mayoría de las regalías a la construcción y 
mantenimiento de la infraestructura de transporte en las provincias 
del sur, lo que no beneficiaba directamente a la ciudad colonial.177 El 
alcalde de Zaruma se quejó de que el cantón seguía siendo una “re-
gión descuidada por los poderes centrales” y pidió la aplicación de 
cláusulas específicas incluidas en los contratos anteriores a 1938.178 
La centralización de las rentas mineras se percibió como discrimina-
toria para una región que comenzó a experimentar las externalidades 
resultado de la minería. Las tensiones escalares en la regulación de 
las ganancias mineras llevaron a negociaciones entre distintos niveles 
dentro del Gobierno. El municipio, junto con el Gobierno provincial, 
presionó a las autoridades nacionales para que destinen regalías a 
obras públicas locales.

Las ideas federalistas resurgieron en la presencia de los ingentes 
recursos monetarios derivados de las regalías mineras. Las élites pro-
vinciales formaron la Junta de Autonomía Regional, una organiza-
ción creada para presionar por una mayor autonomía económica 
y la devolución de gravámenes relacionados con la construcción de 
infraestructura vial provincial. Las necesidades locales eran más ur-
gentes y concretas que la demanda nacionalista —y de alguna forma 
abstracta— de recaudación y redistribución tributaria por parte del 
Gobierno central. El municipio estaba interesado en proporcionar 
infraestructura y servicios sociales; las regalías eran fundamentales 
para financiar dichas obras públicas en un contexto de migración 
interna, urbanización acelerada y crisis fiscal nacional. Para lograr su 
propósito, el municipio de Zaruma desarrolló estrategias para recu-
perar esos recursos.

177	 La Asamblea Nacional asignó recursos para financiar las carreteras Pasaje-Girón y Loja-
Girón. Un año después, el Congreso determinó que todas las regalías mineras, equiva-
lentes a 2,8 millones de sucres, debían utilizarse para la construcción y el mantenimiento 
de las carreteras de Piedras-Pindo, Pindo-Loja, Loja-Saraguro-Cuenca, Loja-Macará Ve-
racruz-Catacocha y Loja-Valladolid, así como para el mantenimiento de carreteras en las 
provincias de Loja y El Oro.

178	 AHM/Z. Sánchez, Á. P. (1938). “El Momento Histórico,” Concejo Municipal de Zaruma. 
Zaruma: Álbum Municipal, T.I, 1928-1944.
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La centralización y la modernización del Estado otorgaron una 
ventana de oportunidad para que los municipios dinámicos como 
Zaruma asumieran un nuevo rol. A mediados de siglo, la institucio-
nalidad municipal era una entidad mal definida; con alta rotación 
en el ámbito directivo, restricciones presupuestarias y control indi-
recto sobre las localidades rurales. Los concejos municipales se ele-
gían anualmente y los concejales trabajaban sin remuneración. Las 
actividades del concejo municipal se centraban en el área urbana, 
ya que los concejales tenían que vivir a menos de 15 kilómetros de la 
capital cantonal. Las parroquias rurales se controlaban de forma re-
mota por medio de recolectores de fondos, celadores e instructores. 
La Iglesia católica tenía una fuerte presencia en el área minera, de 
corte conservador. El Gobierno municipal de Zaruma trabajó para la 
consolidación de su territorio y luchó para evitar la separación de las 
parroquias rurales acaudaladas cuyos residentes presionaban por la 
secesión; sin embargo, Piñas logró ser reconocida como un cantón 
en 1940. En este contexto, los ingresos municipales y las obras pú-
blicas fueron clave en la legitimación de las capacidades de gestión 
de las autoridades electas, pero también crearon dependencia de los 
fondos estatales.

En Zaruma, la estructura y composición del presupuesto muni-
cipal cambió significativamente a lo largo de los años. A comienzos 
del siglo xx, el municipio zarumeño financiaba una parte importante 
de su presupuesto anual por medio de “la tarifa”, las tasas munici-
pales y los gravámenes, así como otros impuestos vinculados directa 
o indirectamente con la industria minera.179 Las principales fuentes 
de ingresos públicos locales incluían la madera, el alcohol y los im-
puestos urbanos.180 En 1937, el Gobierno aprobó un aumento en el 

179	 En Portovelo, “la tarifa”, es decir, los honorarios municipales y los gravámenes comercia-
les, registraban un incremento constante. En 1915, Portovelo aparece por primera vez co-
mo una categoría separada dentro de los registros municipales. En 1916, Zaruma recupe-
ró una tarifa total de 4603 sucres; Portovelo aportó solo con 1260 sucres a esta cifra. Para 
1940, el campamento minero contribuyó con 8000 sucres, mientras que la ciudad de Za-
ruma recolectó un total de 10 000 sucres. La importancia de la tarifa disminuyó progresi-
vamente en el balance financiero general, pero resalta la creciente importancia de Porto-
velo sobre otras parroquias rurales e incluso sobre Zaruma, la sede del cantón.

180	 En 1900, el impuesto a la madera representaba casi el 62% de los ingresos municipales. 
En las décadas siguientes, el Gobierno local diversificó sus ingresos, pero los impuestos a 
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impuesto a la madera, el impuesto sobre el café y otros gravámenes 
en el cantón de Zaruma.181 Los diputados provinciales de El Oro y los 
zarumeños con residencia en Quito cabildearon por una preasigna-
ción de las rentas mineras a favor del cantón.

Las negociaciones entre las élites locales y el Gobierno central re-
sultaron exitosas. El Congreso asignó 200 000 sucres a la ciudad de 
Zaruma para la provisión de un sistema de agua potable, la cons-
trucción de un moderno edificio escolar y la construcción de sistemas 
de agua para las parroquias de Piñas, Malvas, Paccha, Ayapamba y 
Guanazán. El monto representaba un 51% adicional del presupuesto 
municipal de 1940, originalmente estimado en 392 649,74 sucres. 
Portovelo no fue incluido en el mandato legislativo. El enclave minero 
seguía siendo un resguardo privado y la prestación de servicios bá-
sicos se consideraba responsabilidad exclusiva de la empresa minera 
extranjera.

Sin embargo, la crisis nacional, las disputas fronterizas y la desace-
leración de la industria minera restringieron los ingresos municipa-
les.182 La invasión del Perú en 1941 complicó la provisión de infraes-
tructura y servicios públicos. SADCO redujo la producción, despidió 
a trabajadores y redujo las compras de madera.183 Para financiar la 
campaña militar, el Gobierno ecuatoriano racionó alimentos y cen-
tralizó los impuestos al tabaco y al alcohol, que eran fuente impor-

la madera y al alcohol siguieron constituyendo una porción significativa del presupuesto 
anual. A fines de la década de 1930, el impuesto a la madera representaba el 16% del pre-
supuesto anual. El valor absoluto de estos impuestos aumentó de 32 000 sucres, en 1937, 
a 62 000 sucres en 1940 y más de 90 000 sucres en 1942. El consumo de alcohol, también 
relacionado con la presencia de mineros, representaba casi el 19% del ingreso municipal 
a mediados de la década de 1930, alcanzando un pico equivalente al 32% de los ingresos 
municipales en 1940. Fuente: AHM/Z. Presupuestos municipales para los años indicados.

181	 Decreto Supremo n.º 256, 09/08/1937, Registro Oficial n.º 7, 18/08/1937; AHM/Z. “Or-
denanza reglamentaria para el cobro de impuestos a las maderas de construcción, café y 
establecimientos comerciales de Portovelo”. ACM, T.35, 1937, p. 204-206.

182	 AHM/Z. “La situación económica municipal y la educación pública”. El Campamento, [Za-
ruma], 12/04/1943, p. 7.

183	 En ese momento, SADCO se convirtió en un importante benefactor, brindando techo a los 
refugiados de la costa, suministrando batallones del ejército y atendiendo a los heridos en el 
hospital Curipamba. Los oficiales de la compañía pintaron el emblema estadounidense en 
los tejados de las instalaciones industriales y levantaron la bandera de Estados Unidos en va-
rios lugares para proteger el campamento de los ataques aéreos (Murillo, 2000, p. 100).
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tante de ingresos municipales. El Gobierno central, dotado de po-
deres extraordinarios, también estableció un impuesto del 5% sobre 
los ingresos municipales para financiar el presupuesto nacional de 
1942. Al municipio de Zaruma no le quedaba dinero para financiar 
obras públicas o reembolsar préstamos, lo que vaticinaba el colapso 
financiero del cabildo.

El déficit presupuestario era particularmente oneroso para los 
concejales, responsables legales —colectiva o individualmente— del 
uso de los recursos municipales. Los mecanismos de tributación re-
lacionados con el impuesto a la madera y las regalías eran sustan-
ciales para el financiamiento de los servicios públicos, y el prestigio 
de las autoridades locales. Los representantes locales defendieron su 
derecho a una participación en las regalías mineras, argumentando 
la transparencia en la asignación de los presupuestos públicos. El pe-
riódico local pedía que los residentes de Zaruma “tomen una actitud 
firme y decidida de afrontar con patriotismo y serenidad la inminen-
te tragedia que se avecina”.184 Zaruma reclamó un porcentaje de las 
rentas mineras.

La provisión local de servicios requería financiamiento. El munici-
pio de Zaruma asumió una actitud gerencial proactiva en la identifi-
cación de nuevas formas para obtener réditos de la industria minera, 
competir por capital, crear puestos de trabajo y fomentar el desarro-
llo local. El espíritu emprendedor no es exclusivo de la gobernanza 
urbana neoliberal, como lo sugiere Harvey (1989).185 El concejo mu-
nicipal unió fuerzas con las élites locales para establecer una presen-
cia política permanente en Quito. La delegación zarumeña trabajó 
para “influir en lo posible en la prensa del país para mover todos 
resortes posibles con el objetivo de conseguir para Zaruma lo que 
hoy más que nunca anhela con vehemencia”, la participación en las 
rentas mineras.186 

184	 AHM/Z. “¿A dónde va Zaruma?”, El Campamento, [Zaruma], 12/04/1943, p. 2.

185	 En Ecuador, la descentralización se estudia como una característica del retorno a la demo-
cracia en la década de 1980, la adhesión a las políticas neoliberales promovidas por or-
ganizaciones multilaterales y la promulgación de la Constitución de 1998 (Barrera et al., 
1999; Carrión F., 2007; Ojeda, 2000).

186	 AHM/Z. “¿A dónde va Zaruma?”, El Campamento, [Zaruma], 12/04/1943, p. 2.
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Nuevamente, los esfuerzos para incidir en la distribución de las 
regalías mineras resultaron exitosos. El enclave minero ya no era una 
comunidad aislada, los partidos políticos disputaban el liderazgo de 
la fuerza de trabajo industrial y el presidente Velasco Ibarra visitó el 
distrito minero por segunda vez en 1944.187 La Asamblea Nacional 
Constituyente decidió que Zaruma debía recibir el 30% de las regalías 
de las concesiones mineras ubicadas dentro de su jurisdicción.188 El 
núcleo urbano tenía derecho a dos tercios de estas regalías, mientras 
que la porción restante debía redistribuirse entre las seis parroquias 
rurales. Hasta 1944, todos los ingresos municipales representaban 
apenas 300 000 sucres anuales; esa cifra superó el doble en 1945, 
con 769 149 sucres, y se disparó a 2 152 058 de sucres en 1947.189 
Una serie de decretos legislativos consagraron los ingresos especia-
les y las parroquias rurales comenzaron a administrar los fondos 
directamente.190

Este escenario fiscal creó un incentivo temporal para el desarrollo 
local, las obras públicas y la expansión de los servicios sociales. Las 
principales inversiones incluyeron la edificación del mercado público, 
el camal y una nueva planta de energía hidroeléctrica. Los recursos 
adicionales permitieron la construcción de un cementerio, la prisión, 
el municipio, un nuevo hospital municipal, la construcción o remo-
delación de escuelas, la pavimentación de calles y la construcción 
de un barrio obrero. Para 1948, casi 338 000 sucres —equivalentes 
al 23% del presupuesto municipal general— estaban comprometidos 

187	 La delegación que incluía a Carlos Guevara Moreno, Ministro de Gobierno, Carlos Man-
cheno, Ministro de Defensa, y Francisco Arízaga Luque, presidente de la Asamblea Nacio-
nal, visitaron Zaruma y Portovelo. Ver: AHM/Z. “La apoteósica recepción al médico José 
María Velasco Ibarra en Zaruma”, Adelante, [Zaruma], 13/09/1944, p. 5.

188	 Decreto Legislativo, 25/11/1944, Registro Oficial n.º 160, 13/12/1944; AHM/Z. “De-
creto por el cual asignan a Zaruma el 30% del Impuesto Minero”, Adelante, [Zaruma], 
17/12/1944, p. 4.

189	 AHM/Z. ACM, T.45, 1945, 85-89; AHM/Z. ACM, T.50, 1947, p. 52-54.

190	 La Ley de Régimen Municipal de 1945 aumentó las funciones de los municipios y la Cons-
titución de 1946 incorporó normas sobre la autonomía económica municipal. Estas enti-
dades asumieron el papel de las corporaciones de desarrollo urbano para la provisión de 
servicios públicos locales. En particular, Ley de Régimen Municipal de 1945, art. 40, inci-
so 2, alienta a las autoridades a municipalizar los servicios de luz, locomoción, agua po-
table y telefonía. Los municipios también asumieron la obligación de tener un plan maes-
tro de desarrollo y de construir viviendas asequibles para los trabajadores.
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para la educación pública (Municipalidad de Zaruma, 1948, p. 7-8). 
Los poblados rurales se beneficiaron de la instalación de agua pota-
ble, baños públicos y lavanderías. El municipio estableció una ruta de 
transporte público desde Zaruma hasta el campamento de Portovelo 
para facilitar el desplazamiento diario y consolidar el centro urbano. 
Todas estas inversiones representaban una pesada carga para las fi-
nanzas municipales, algunas de la cuales eran financiadas mediante 
créditos que debían devengarse con futuras regalías mineras. El flujo 
de regalías, sin embargo, no duraría mucho.

6.2.2.	 El declive de la productividad minera 

A fines de 1944, un brote de aguas termales afectó la productividad 
y el destino de toda la empresa minera. La inundación destruyó las 
galerías en el noveno nivel del pozo principal, que representaba casi el 
20% de la producción aurífera. La SADCO asignó todos los recursos 
para minimizar las pérdidas y bombear el agua a una velocidad de 
1800 galones por minuto. Los generadores de la central hidroeléc-
trica de Calera se quemaron el 22 de enero de 1945, lo que provocó 
la suspensión de los trabajos del molino por tres meses.191 Mientras 
tanto, la compañía utilizó la planta hidroeléctrica municipal, provo-
cando cortes de energía en Zaruma y las aldeas cercanas. La inunda-
ción de los socavones no era algo nuevo en Zaruma; el desagüe de las 
minas había representado un desafío para las operaciones mineras 
desde la época colonial (Anda, 1960; Lane, 2004). El cuarzo aurífero 
estaba bajo un manto subterráneo y las vetas más ricas estaban justo 
debajo del río Amarillo. Si bien se controló la inundación, los costos 
operativos aumentaron y disminuyó la rentabilidad.

En paralelo, las leyes laborales entraron en vigor. El Código de 
Trabajo de 1938 incluía aumentos salariales, vacaciones, días festivos y 
un día de descanso semanal, más compensación por desempleo, segu-
ridad social y jubilación. La dilación de la norma no impidió su aplica-
ción durante la segunda administración del presidente Velasco Ibarra 

191	 Para el 22 de abril de 1945, un generador había sido reparado con éxito mientras que el 
segundo reanudó sus operaciones en julio. Para fin de año, el agua entrante en el noveno 
nivel se estabilizó en 800 galones por minuto y los mineros bombeaban un promedio de 
1489 galones por minuto de todas las fuentes de agua subterránea (SADCO, 1946, p. 2).
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(1944-1947). En 1945, el caudillo promovió la redacción de una nueva 
Constitución, de naturaleza progresista, que señalaba a los mineros 
como un grupo específico.192 Las provisiones laborales incluían un lí-
mite diario de seis horas para el trabajo efectivo en el subsuelo, con 
turnos de máximo siete horas. La enmienda constitucional de 1946 
prescribía un salario semanal y no por jornal, como había sido la cos-
tumbre para las labores mineras. Los trabajadores tenían derecho al 
descanso el sábado por la tarde, los domingos y los festivos; en caso 
de requerir sus servicios fuera del horario laboral, se debía pagar horas 
extras. Más importante aún, los contratos colectivos lograron un esta-
tus especial que proporcionaba a los trabajadores sindicalizados una 
participación del 5% en las utilidades netas de las empresas.193 

La compañía estadounidense consideró estas medidas justas, pero 
se quejó de las recurrentes negociaciones a las que se veía avocada, 
más aún, en un contexto de desaceleración productiva. Los gastos de 
la nómina pasaron de 85 dólares por tonelada de mineral aurífero en 
1940 a 121 dólares por tonelada en 1946, lo que representa un au-
mento del 25,1% en los costos de explotación minera (SADCO 1946, 
5). La compañía implementó medidas de austeridad que incluían la 
reducción de las inversiones en nuevas exploraciones y el aumento de 
la rotación laboral, a fin de garantizar utilidades corporativas y mini-
mizar los beneficios para los trabajadores. La compañía reestructuró 
la fuerza de trabajo, propició la rotación mensual del 20 al 25% de 
los trabajadores y una reducción efectiva de 113 empleos entre 1946 
y 1947 (Barriga, 1948, p. 17).

La Constitución de 1945 incluyó, perentoriamente, una provisión 
nacionalista inminente (art. 146): el Estado tenía derecho a limitar 
los derechos de propiedad basados en el interés público y la necesi-
dad social. La norma constitucional alentaba al Estado a explotar 
los recursos minerales directamente y todos los concesionarios de 

192	 La oposición conservadora describió la Constitución de 1945 como un instrumento del 
“comunismo internacional” (Egas, 1975). Después de promulgada, Velasco Ibarra criticó 
la Constitución por sus defectos técnicos, contradicciones ideológicas y fallas dialécticas 
que, según su criterio, impidieron la gobernanza efectiva. Un año después, Velasco Ibarra 
proclamó una nueva Constitución y comenzó la persecución de los líderes de izquierda.

193	 Constitución del Ecuador de 1946, art. 185, inciso m.
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minerales tenían que garantizar la participación justa y equitativa del 
Estado en las ganancias de la minería. Además, los concesionarios 
requerían autorización gubernamental antes de transferir derechos a 
terceros. A su vez, el Estado podía nacionalizar, previa expropiación 
legal, empresas privadas y reglamentar su administración. Estas dis-
posiciones fueron relevantes pues SADCO estaba atravesando una 
reestructuración interna de sus operaciones en Portovelo. 

Nuevos patrones de organización corporativa entraron en vigen-
cia, en tanto que los accionistas originarios y gerentes sempiternos se 
jubilaban. William Kissam, quien fuera presidente de SADCO desde 
su creación, se jubiló en 1947, a la edad de 79 años. Poco antes, 
en 1943, Andrew M. Tweedy se había retirado tras casi 26 años en 
Ecuador, en un período que ocupó funciones como residente y ge-
rente general. Estos hombres de negocios representaban una gene-
ración de empresarios estadounidenses que aplicaron el fordismo en 
las minas en América Latina. Los capitalistas transnacionales imple-
mentaban modernos sistemas de producción y se aseguraban que 
las ganancias regresaran al país de origen, perpetuando relaciones 
neocoloniales de dependencia estructural.194 

Después de la Segunda Guerra Mundial, la reconstrucción econó-
mica y política propició la integración de los mercados internaciona-
les, la expansión de los sistemas de transporte y la eliminación de las 
barreras arancelarias. El acuerdo de Bretton Woods incluyó la crea-
ción del Fondo Monetario Internacional, que implementó mecanis-
mos para el control financiero y la rendición de cuentas. En ese mo-
mento, Estados Unidos captaba cerca de dos tercios de las reservas 
mundiales de oro, en tanto que el dólar experimentó una creciente 
presión en el mercado cambiario para financiar la reconstrucción de 
Europa (Bordo, 1993; Schwartz, 1997). Estos arreglos instituciona-
les internacionales eran relevantes para la industria minera en tanto 
mantuvieron el precio del oro estable, limitaron la exportación de lin-
gotes de oro y controlaron los mercados de divisas. Ello ocurría en un 
momento en que tanto las empresas mineras transnacionales como 

194	 En 1935, la compañía expandió sus intereses mineros a Kelowna Nickel Mines, en British 
Columbia, Canadá; tras la amenaza de nacionalización de 1938, muchos de los emplea-
dos de SADCO se unieron a ese equipo de administración e ingeniería de minas.
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los mecanismos de regulación nacional estaban siendo reestructu-
rados hacia la financiarización de los mercados de materias primas. 
En tal sentido, Deverell (1975, p. 172) sostiene que la productividad 
dentro del sector minero también se relaciona con su estatus prefe-
rencial con instituciones financieras internacionales.

En 1946, el directorio de SADCO eligió a un banquero como su 
presidente y gerente general. Robert McLean Stewart representaba a 
una nueva generación de empresarios mineros vinculados a intereses 
financieros, con vínculos marginales respecto de los lugares de pro-
ducción, sin mayor preocupación por el bienestar local y constantes 
viajes a la sede de Nueva York.195 Era un hombre bien posicionado y 
pragmático que preparó el camino para una operación de retirada 
rentable. McLean asumió la defensa de los importadores de oro a 
Estados Unidos, argumentando que “no hay razón para creer que el 
oro todavía vale $35 la onza”, considerando además que “los precios 
y los impuestos han subido”.196 Aparentemente, McLean obtuvo au-
torización del Gobierno de Estados Unidos para exportar oro refinado 
a partir de material aurífero importado, mientras que las restricciones 
permanecían para otros proveedores de oro.197 

Al mismo tiempo, la compañía introdujo un ligero cambio en su nom-
bre y se convirtió en la South American Development Mines Company 
Inc., registrada bajo las leyes del estado de Delaware, EE. UU., el 29 de 
agosto de 1947. Esta estrategia la amparaba a escala internacional en 
caso de incautación de minas, aunque localmente se siguió conociendo 
como SADCO. Un año después, el Gobierno ecuatoriano aprobó ofi-
cialmente la transferencia de derechos mineros a la “nueva” compañía 
sin una revisión de los acuerdos contractuales previos.

195	 “Highways and Byways of Finance”, The New York Times, 20/03/1949, F3, ProQuest Histor-
ical Newspapers: The New York Times.

196	 El Departamento del Tesoro de Estados Unidos convocó a audiencias sobre las propues-
tas de enmiendas a la Ley de la Reserva de Oro de 1934. Véase: American Chamber of Com-
merce Journal, septiembre de 1947, p. 155.

197	 Los precios del oro se mantuvieron estables en EE. UU. hasta 1972, y luego aumentaron a 
38 USD y 42 USD en 1973. Después de 1974, Estados Unidos abandonó el patrón oro y 
el precio comenzó a fluctuar libremente en el mercado. En 1948, los precios de venta del 
oro de SADCO aumentaron de 39 USD a 45,75 USD por onza troy, aunque el detalle so-
bre el destino final de las ventas es incierto (Barriga, 1948, p. 10).
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La compañía “reclamaba justicia” y “suplicaba” la firma de un 
acuerdo que incluya subsidios directos y recortes tributarios. La 
SADCO usó estrategias diversas para prolongar las negociaciones 
y desviar una auditoría financiera. Largos debates sobre conceptos 
técnicos menores —como la forma de determinar el producto bruto 
de las minas y las regalías— mantuvieron la rentabilidad durante la 
etapa de desinversión.

En octubre de 1946, la SADCO publicó un folleto titulado Los 
problemas de Portovelo. La introducción comenzaba con estas palabras:

Las minas de Portovelo han permanecido en un período de producción 
de cincuenta años. Toda mina, en algún tiempo, llega a su terminación, 
tanto como la vida del hombre, quien al llegar a una edad avanzada, no 
puede soportar mayor peso que el que su edad le permite. Si las cargas 
que tiene son demasiado pesadas, la vida con presteza llega a su fin. Sin 
duda, la edad de las minas de Portovelo, ahora las hace comparables a 
un hombre de muchos años. En caso de que algunas de las cargas e im-
puestos y otros costos que gravan dichas minas desde hace pocos años 
no se disminuyan en un futuro próximo, la continuación de las operacio-
nes puede llegar a no ser posible (SADCO, 1946, p. i).

La publicación destacaba que la extracción de mineral había sido 
rentable debido a la presencia de cuarzo de alta calidad, pero que el 
proceso no podía mantenerse sin reducir drásticamente la vida útil 
de las minas de Portovelo. Los estudios geológicos señalaban la pre-
sencia de minerales de baja ley distribuidos a través de distancias 
verticales profundas, vetas angostas y depósitos incrustados que cu-
brían áreas extensas. Casi el 21% de los yacimientos probados de oro 
de alta ley se ubicaban debajo del río Amarillo; después de tres años, 
estos depósitos se habrían agotado.198

Según estimaciones de la compañía, las regalías representaban 
el 51,3% de las ganancias netas y la empresa experimentó pérdidas 

198	 El anuncio generó escepticismo entre los viejos mineros; los estudios geológicos y los ex-
pertos en minería indicaban la existencia de grandes yacimientos. Presumiblemente, la 
compañía comenzó a planear su salida del Ecuador en 1946 y explotar las vetas más ricas 
a lo largo del río Amarillo, a pesar de la inestabilidad geológica causada por estas opera-
ciones (Barriga, 1948; Municipalidad de Zaruma, 1948, p. 32; SADCO, 1946, p. 4).
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netas después de 1946. Para ejercer presión sobre las autoridades 
nacionales, los estadounidenses señalaron la importancia de la mo-
neda extranjera para la balanza comercial del Ecuador y la necesidad 
de reducir la carga de impuestos para sostener operaciones mineras 
de baja ley. SADCO declaraba que, si bien el Estado había percibido 
más impuestos, el mineral:

[…] se ha dejado de extraer y han quedado perdidas considerables can-
tidades de toneladas de tierra mineral de bajo grado, que hubiesen sido 
aprovechadas si los impuestos hubiesen sido menos graves y, por lo tan-
to, los costos de operación hubieran sido más bajos.

El valor de esa tierra mineral, de lo que ella habría rendido en impuestos 
para el Tesoro y en salarios, pagos o inversiones para la economía nacio-
nal, es varias veces mayor que el exceso de impuestos obtenido (SADCO, 
1948, p. 19).

A escala local, el Gobierno municipal desplegó estrategias para 
asegurar recursos y respondió con un folleto público haciendo una 
referencia a la explotación minera y los problemas de Zaruma. La po-
blación tenía la sensación de que era injusto que la empresa pidie-
ra una indemnización después de dos años de pérdidas, ya que no 
había compartido años de ganancias continuas. El municipio reco-
noció la importancia del empleo, pero destacó los efectos negativos 
de la industria minera en todo el cantón —debido a la tala intensiva, 
la desertificación, el abandono de la agricultura, las enfermedades 
ocupacionales y las filtraciones de las minas. Las regalías fluyeron, 
temporalmente, fortaleciendo la economía nacional, pero finalmente 
demostraron ser un espejismo al retrasar la atención respecto de los 
problemas reales de Portovelo. Ante el anuncio del cierre de la mina, el 
presidente del Concejo Municipal de Zaruma, Nelson Reyes, expresó:

Los gobernantes, deslumbrados por una riqueza que no se supo 
aprovechar en beneficio del propio país, por el espejismo de los dó-
lares que afluían para robustecer momentáneamente nuestra econo-
mía, rodearon de toda garantía y dieron toda facilidad para la explo-
tación de las minas, pero olvidaron los intereses vitales del país. El oro 
se ha esfumado; se dice que las minas están al agotarse; que se irá la 
South American Development Company, y, en cambio, quedará una 
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gran región sumida en la pobreza y el desconcierto; la gente paupérri-
ma y enferma; la tierra agostada y todos estos problemas gravitando 
perennemente sobre el país (Municipalidad de Zaruma, 1948, p. 18).

La amenaza de cierre de la mina causó tensión entre los trabaja-
dores y la compañía. La Federación de Trabajadores de Portovelo, 
FTP, exigía estabilidad laboral, la firma de un contrato colectivo, un 
aumento salarial del 50% y salarios equitativos para los trabajadores 
que desempeñaban funciones similares. El FTP exigía el cumplimiento 
de las leyes laborales en caso de despido e indemnización en función 
de los años trabajados. Además, el sindicato solicitó viviendas lim-
pias y cómodas, ropa y tarjetas de racionamiento para los solteros.

La empresa expresó su renuencia a firmar un contrato colectivo, 
declarando que “tal proyecto es inadecuado para nuestra Industria 
[...] talvez sería preferible clausurar los negocios, antes que aceptar 
imposiciones de esta naturaleza” (Memorando de 1947 en: Murillo, 
2000, p. 103). El presidente Carlos Julio Arosemena (1947-1948) re-
solvió el conflicto laboral sin más negociaciones al otorgar el 7% de 
las utilidades netas a los trabajadores. Finalmente, el FTP y SADCO 
firmaron un acuerdo de conciliación el 1 de abril de 1947. Una vez 
más, la compañía amenazó con irse, pero solicitaba beneficios que 
prolonguen su permanencia en el país, argumentando que la “reab-
sorción y adaptación [de los trabajadores] dentro de otras activida-
des, significaría un proceso doloroso, largo y costoso para el Estado 
ecuatoriano” (SADCO, 1948, p. 26). 

Los rumores sobre la salida de la compañía se intensificaron en el 
distrito minero. Este es un tema recurrente en las minutas del concejo 
municipal y los periódicos locales a partir de 1946, pero que aparece 
con mayor frecuencia después de 1948. Después de más de medio 
siglo de operaciones mineras, el alcalde, señalando el costo social y la 
devastación ambiental de la industria extractiva, insistía que era “im-
prescindible, urgente, que se dé al cantón medios propios de vida, 
para que asegure su existencia” (Municipalidad de Zaruma, 1948, p. 
10). Los funcionarios públicos anticiparon un período de alto desem-
pleo y éxodo que requeriría de una etapa de transición.
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Al final de la década, el campamento minero estaba en una situa-
ción desesperada. El aumento y la centralización de las rentas mi-
neras entorpecieron las relaciones entre el Gobierno y la compañía, 
mientras que la disminución de las ganancias alentaba la extracción 
de reservas sensibles que redujeron la vida útil de las minas. La em-
presa amenazó con irse si no se atendía su solicitud de reducción de 
regalías al 6% del producto bruto. Los trabajadores sindicalizados 
exigieron aumentos salariales, una participación en las utilidades ne-
tas de la empresa y mejores condiciones de vida. Los movimientos 
sociales y los partidos políticos de izquierda se unieron contra el im-
perialismo y cuestionaron los informes financieros de la compañía. El 
municipio había adquirido préstamos de bancos privados para obras 
públicas pero, incapaz de cumplir con todas sus obligaciones finan-
cieras, temía la pérdida de empleos, especialmente en el sector de la 
educación. Finalmente, los estadounidenses declararon que la mina 
no era rentable, anunciaron su cierre y pusieron sus activos a la venta.

En muchos aspectos, el campamento de Portovelo comparte el 
destino de otras ciudades mineras. Las regiones extractivas generan 
arreglos socioespaciales e institucionales que son vulnerables a fac-
tores internos y externos, incluidos el agotamiento de los yacimien-
tos, las disputas laborales, el régimen tributario, las fluctuaciones del 
mercado y la regulación internacional. Las empresas rara vez aban-
donan abruptamente una mina, como consecuencia de un solo fenó-
meno aislado; más bien, la suspensión de actividades es resultado de 
una combinación de factores que se unen en el tiempo. En cualquier 
caso, la clausura o abandono requiere una planificación y coordi-
nación a largo plazo entre los diferentes actores. El ciclo de minería 
incluye no solo las fases de exploración y producción, sino también el 
cierre de minas, un proceso políticamente arriesgado que puede cau-
sar graves impactos en la sociedad local, dejando a los residentes sin 
trabajo en medio de un ecosistema degradado (Keeling, 2010; Kuyek 
& Coumans, 2003; Otto et al., 2006).
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6.2.3.	 Desindustrialización y desempleo 

La historiografía del “Campamento Americano” es, principalmen-
te, una reminiscencia romántica del fordismo (Cortázar & Lavanda, 
2008; Romero & Rueda, 2002). La creencia de un éxito en la dis-
puta por los derechos laborales y la redistribución de los activos a 
los trabajadores es minimizada de alguna manera. De hecho, hubo 
una desaceleración productiva, pero la Compañía Industrial Minera 
Asociada (CIMA) operó el campamento de Portovelo por otros 27 
años. En este caso, el término desindustrialización —como un proce-
so global y rápido de reestructuración económica— podría ser enga-
ñoso. Harvey (2006, p. xxiv) sugiere analizar las devaluaciones de ca-
pital altamente localizado en la comprensión de la geografía histórica 
del capitalismo. Esta sección explora el caso de la desindustrializa-
ción de Portovelo, como un caso específico que ayuda a desentrañar 
el proceso gradual, pero global, de reestructuración industrial que 
transformó las escalas de la regulación social en el sector extractivo.

En 1948, SADCO inició una desaceleración parcial y activó un 
plan de retirada. La compañía continuó explotando yacimientos ri-
cos debajo del río Amarillo, pero la Calera Exploration Company, 
una filial junior de la empresa minera, suspendió las actividades en 
Minas Nuevas y Macuchi. Todas las familias estadounidenses salie-
ron de Portovelo. La compañía solicitó exenciones de impuestos, un 
tipo de cambio preferencial y subsidio directo. El gerente de la com-
pañía sugirió que, si no se cumplían las demandas, el Gobierno po-
dría comprar todas las propiedades —estimadas en 600 000 USD — y 
continuar las operaciones mineras (Municipio de Zaruma 1952, p. 
29 en: Murillo 2000, p. 107). El cierre de la mina implicaba la apli-
cación de garantías colaterales; SADCO tenía una hipoteca con el 
Estado. De acuerdo con la Ley de Minería de 1937, la concesionaria 
tendría que ceder todas las instalaciones, maquinaria y otros equipos 
al Gobierno. SADCO argumentó que la cláusula no se aplicaba en los 
casos de agotamiento de los recursos minerales.

Localmente, tres actores se oponían al cierre de la mina: los miem-
bros del Comité Único de Trabajadores de Portovelo, los empleados 
nacionales organizados en la Junta de Promotores y el municipio de 
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Zaruma. La Junta de Promotores insistió en operar las minas, con el 
asesoramiento de técnicos nacionales, siempre que el Estado redujera 
los gravámenes y garantizara las condiciones necesarias para las acti-
vidades industriales. El municipio creía que la propiedad de SADCO 
debía pasar a propiedad del Gobierno mediante la Corporación 
Ecuatoriana de Fomento, pero no había una alternativa clara y dis-
tinta a la minería. El Comité de Trabajadores no se oponía a estas 
alternativas, siempre y cuando todos los obreros recibieran una com-
pensación justa en caso de cierre de la mina, o mejores condiciones 
de vida y aumentos salariales en caso de continuar las operaciones.

La elección del presidente Galo Plaza Lasso (1948-1952) allanó 
el camino para la partida “honorable” de la compañía minera esta-
dounidense.199 En su Gobierno, la inversión extranjera era importante 
para implementar políticas desarrollistas y de fomento a la agroex-
portación. El caso de SADCO requería de un complicado arreglo 
institucional, uso de capital político y aplicación de maniobras es-
tratégicas. El presidente tuvo que convencer al Congreso para que 
autorizara al Poder Ejecutivo a firmar un contrato definitivo basado 
en un informe técnico emitido por el Consejo Nacional de Economía, 
según lo ordenado por la Constitución de 1946.200 Hasta la firma 
del nuevo contrato, la Legislatura facultaba al Ejecutivo para otor-
gar créditos tributarios de hasta el 50% de los impuestos, por los 
costos operacionales relacionados con el aumento de sueldos y sa-
larios.201 La carga impositiva fue redirigida a la mediación de dispu-
tas laborales y al apaciguamiento de los trabajadores sindicalizados. 
Adicionalmente, el 6% de las regalías mineras fueron reasignadas a 
los municipios de Zaruma, Piñas y Loja, en proporción de 40%, 30% y 

199	 Galo Plaza Lasso, un acaudalado terrateniente que nació y estudió en Estados Unidos, 
promovió la inversión extranjera directa en Ecuador. Tras dos décadas de inestabilidad 
política y económica en Ecuador, Plaza Lasso creó las condiciones para una transición ha-
cia la gobernabilidad democrática. Entre sus políticas destaca el impulso a las plantacio-
nes bananeras de la United Fruit, que sería el principal producto de exportación de la eco-
nomía ecuatoriana hasta fines de la década de 1960. 

200	 Decreto Legislativo, 05/11/1948, Registro Oficial n.º 63, 18/11/1948, en: Cortázar & La-
vanda (2008, p. 98).

201	 El aumento salarial consistió en 3 sucres por día para trabajadores subterráneos, 2 sucres 
por día para trabajadores de superficie y 2,50 sucres por día para empleados con salarios 
inferiores a 800 sucres al mes, como lo sugirió la propia compañía en informes anteriores.
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30%, respectivamente. La fórmula facilitó las negociaciones políticas 
y ganó el apoyo de las municipalidades y los diputados provinciales 
de Loja y El Oro. El presidente nombró una comisión para estudiar 
alternativas definitivas.

En abril de 1950, una comisión presidencial visitó Portovelo para 
una inspección del sitio; su recomendación fue mantener la explota-
ción minera y el campamento como un centro de trabajo y una forma 
de vida organizada socialmente.202 Esta opción incluía la creación de 
una sociedad anónima con la participación de empleados, trabaja-
dores y el Gobierno local como sus accionistas. El Gobierno nacio-
nal ecuatoriano vendería maquinaria y equipo innecesarios, en tanto 
que la sociedad minera pagaría los bienes restantes con las utilidades 
mineras de los años subsecuentes. Esta opción constituye lo que en 
adelante se domina como una “municipalización” de la compañía 
minera. Todos los representantes, a excepción del delegado muni-
cipal, estuvieron de acuerdo con esta opción. El concejo municipal 
lo juzgó perjudicial para los intereses de Zaruma y los mineros; no 
habría garantías con respecto a la rentabilidad de los depósitos de 
mineral y no habría recursos complementarios para reemplazar las 
regalías mineras.203

El municipio y los trabajadores solicitaron al Gobierno una es-
trategia “justa, equitativa y práctica” para abordar la emergencia.204 
Los principales elementos incluían: parcelación de tierras cultivables, 
arrendamiento de viviendas y venta de herramientas con facilidades 
de pago para que los trabajadores pudieran adquirir esos bienes; de-
sarrollar oportunidades de empleo dentro de las instituciones regio-

202	 El comité estaba compuesto por Ángel Felicísimo Rojas, presidente; Clodoveo Jaramillo 
Alvarado, senador de Loja; Carlos Alberto Palacios, diputado por Loja; Julio B. Gallardo, 
diputado por El Oro; Alfonso Loayza, representante de la Federación de Trabajadores de 
Portovelo; Humberto Molina Astudillo, representante del municipio de Zaruma; Augusto 
Sánchez, representante de la Comisión Planificadora de la Nueva Economía de Zaruma. El 
Dr. Manuel Romero Sánchez fue delegado para representar al Municipio de Zaruma en Qui-
to, pero se excusó debido a un conflicto de intereses y horarios relacionados con su nom-
bramiento como Superintendente de Bancos. Ver: AHM/Z. ACM, T.5, 11/04/1950, p. 367.

203	 AHM/Z. “Problemas de Portovelo, Recomendación n.º 16 y Organización del Comité”. 
ACM, T. 53, Acta n.º 32, 22/04/1950, p. 398-403.

204	 AHM/Z. “Acta de convenio entre el Ilustre Concejo Cantonal de Zaruma y el Comité Úni-
co de Trabajadores de Portovelo”. ACM, T.54, Acta n.º 48, 1950, p. 21-26.



El dominio público de los recursos minerales... 245

nales; asignar locales a clubes e instituciones sociales; y transferir la 
planta hidroeléctrica de Amarillo, el hospital Curipamba, el sistema 
de agua potable, el sistema de distribución eléctrica y algunos edifi-
cios al municipio de Zaruma.205 Además, los trabajadores solicita-
ron el establecimiento de “áreas de explotación libre” para la minería 
aluvial.

Una infinidad de micropoderes pujaban en diferentes direcciones 
y los negociadores no pudieron llegar a un acuerdo definitivo. El mu-
nicipio patrocinó al Comité Pro-Defensa de los Intereses de Zaruma, 
una entidad de representantes zarumeños radicados en Quito, que 
recibía contribuciones y trabajo voluntario para defender la causa 
del cantón. Mientras tanto, la Junta de Promotores de Portovelo for-
mó la Compañía Anónima Minera Industrial Nacional Ecuatoriana 
(Camine) y solicitó la autorización para comprar los activos de 
SADCO.206 

En 1950, los legisladores recibieron la noticia de que la compa-
ñía estadounidense partiría, definitivamente, antes de fin de año.207 
Algunos diputados de los partidos de izquierda simpatizaban con la 
alternativa propuesta por los actores locales, pero hubo preocupa-
ción con respecto a los aspectos legales de la adquisición de los acti-
vos de SADCO. La incertidumbre estaba relacionada con la capaci-
dad del Estado de implementar proyectos de desarrollo y alentar una 
economía de transición efectiva en caso de desindustrialización. Las 
demoras legislativas en la búsqueda de una solución para Portovelo 
también podrían interpretarse como una estrategia deliberada, pro-
piciada por los actores corporativos, que hizo posible la extracción 

205	 Estas demandas se volverían relevantes cuando los mineros artesanales adquirieron pro-
piedades y comenzaron a explotar la riqueza subterránea, a fines de la década de 1970.

206	 La mayoría de los miembros de Camine eran empleados ecuatorianos de clase alta y ex-
miembros del Club Portovelo, que habían obtenido ganancias mediante una cooperativa 
local. Estos fueron los únicos actores con recursos líquidos para adquirir una parte de los 
activos de SADCO. La empresa estadounidense patrocinó al grupo y proporcionó aseso-
ramiento y conexiones políticas para fomentar la compra.

207	 Abane. “Se nombra una comisión para que estudie el problema de la South American De-
velopment Company”. CP 1950, Acta n.º 29, 29/08/1950.
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de todos los minerales de alta ley y los arreglos políticos favorables a 
la compañía estadounidense.208

La vida útil y el agotamiento de las reservas minerales no esta-
ban definida en términos legales, generando un vacío normativo para 
el cumplimiento de los contratos que estipulaban garantías para el 
pago de regalías y utilidades hasta 1960. Según las estimaciones pre-
liminares, había alrededor de 40 000 toneladas de cuarzo de baja 
calidad, que contenía 0,25 onzas de oro por tonelada, lo que la com-
pañía no consideraba rentable.209 En diciembre de 1950, el Ministro 
de Economía y Bienestar Social decidió que SADCO tendría derecho 
a conservar todas las máquinas e instalaciones en caso de que se ago-
taran los depósitos. Bajo ese criterio, la compañía minera no tenía 
ningún compromiso contractual, podía deshacerse de sus activos y 
abandonar Ecuador. 

En el pasado, el intento de nacionalizar la industria minera ha-
bía requerido el escalamiento del cabildeo político, llegando inclu-
so al ámbito internacional, con participación del Departamento de 
Estado de Estados Unidos. En ese punto, la aplicación de garantías 
contractuales y el posible embargo exigían que la empresa negociara, 
nuevamente, con actores nacionales.

El Congreso emitió medidas preventivas contra la SADCO y la 
Calera Exploration Company, su compañía junior, señalando que “las 
maquinarias, instalaciones y demás efectos no podrán ser materia 
de ninguna transacción y permanecerán en depósito y bajo el cuida-
do y responsabilidad de estas empresas y el Gobierno, hasta que la 
Legislatura resuelva, con arreglo a la ley, respecto al destino de las 
mismas”.210 Ante la eventualidad de suspensión total o abandono de 
los trabajos de explotación, se señalaba que el Gobierno ocuparía in-

208	 Desde el contrato de 1934, uno de los temas sensibles de dilación administrativa para la 
implementación efectiva de la recaudación de regalía había sido el cálculo de la base im-
ponible, ya sea a partir de la producción de tierra mineral, de las ventas de oro en el mer-
cado internacional o de las ganancias netas de la compañía.

209	 “Antecedentes y texto del Decreto-Ley de Emergencia. DLE. n.º 004”, Registro Oficial n.º 
767, 19/03/1950, p. 6307-6314.

210	 Resolución Legislativa, Registro Oficial n.º 666, 16/12/1950, art. 4, en: Cortázar & Lavanda 
(2008, p. 104).
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mediatamente el campamento de Portovelo, evitando su destrucción 
y buscando su mantenimiento como población, y procurando todos 
los medios posibles para continuar con la explotación aurífera.

Al finalizar el ciclo minero, las relaciones se extendieron hasta el 
despacho presidencial, el cual se convirtió en el centro neurálgico 
de cabildeo. Galo Plaza Lasso convocó una reunión de conciliación 
en Quito el 16 de diciembre de 1950.211 Para el presidente, el esta-
blecimiento de una compañía minera con participación de accionis-
tas locales constituía un “interesante ensayo de orden social”.212 El 
Gobierno ecuatoriano compraría —a precio reducido y previa com-
pensación de las obligaciones y los impuestos adeudados— los bie-
nes muebles e inmuebles de South American Development Company 
Inc. y los entregaría en donación a la nueva empresa. El municipio 
de Zaruma, los empleados nacionales y los trabajadores adquirirían 
35%, 35% y 30% de las acciones, respectivamente. George A. Davison, 
un exempleado estadounidense, permanecería durante un año como 
gerente temporal para facilitar el cumplimiento de los requisitos le-
gales y técnicos. El Cuerpo de Artillería recibió instrucciones para or-
ganizar una fuerza policial, garantizar que todos los bienes fueran en-
tregados y establecer un campamento militar en Portovelo; de hecho, 
los soldados estaban más involucrados en la prevención del robo que 
en la supervisión de la transferencia formal de activos de SADCO a la 
empresa minera nacional.213

El proceso no estuvo libre de contradicciones. La decisión de 
SADCO de suspender definitivamente la explotación minera, a pesar 
de la existencia de depósitos minerales suficientes para justificar la 
creación de una empresa minera nacional, era una paradoja. La re-
tirada de la inversión extranjera no era una cuestión de agotamiento 

211	 Las actas del concejo municipal de Zaruma documentan los eventos de ese día. El gabine-
te recibió una llamada telefónica de otra facción de trabajadores de Portovelo solicitando 
que la delegación presente en la reunión sea desestimada. La llamada no cambió el curso 
de los acontecimientos, pero refleja divisiones internas no resueltas durante años.

212	 Comunicación de Galo Plaza Lasso, presidente del Ecuador, a Alberto Larrea Chiribo-
ga, presidente Nacional del Consejo de Economía, 22/02/1951, Registro Oficial n.º 767, 
19/03/1951, p. 6308.

213	 AHM/Z. “Asuntos de Portovelo”. ACM, T.54, Acta n.º 6, 02/01/1951, Zaruma.
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de los recursos, sino una estrategia para evadir conflictos laborales 
y tributarios, propiciando la circulación del capital. El Dr. Alberto 
Larrea, presidente de la Comisión Nacional de Economía, argumentó 
que informes legislativos previos sugerían proceder con el embargo. 
No obstante, la productividad minera no estaba definida legalmen-
te y el presidente ecuatoriano ya había firmado un acuerdo transac-
cional. El Dr. Larrea consideró que el proyecto de empresa era una 
“iniciativa feliz” y un “ensayo acertado”, pero también afirmó que su 
consentimiento se daba en un momento en que todo el proceso se 
había convertido en un fait accompli, un hecho consumado.214

Foto 6.1
Segunda visita del presidente Galo Plaza Lasso a Zaruma, 1951

Nota:	 Geo A. Davison presenta el informe de trabajo de la Compañía Industrial Minera Asociada, CIMA, 
en la sesión solemne en el Palacio Municipal de Zaruma el 26 de noviembre de 1951. Galo Plaza Las-
so visitó el campamento por primera vez el 8 de octubre de 1949, durante el período de negociación 
con SADCO. Fuente: AHM/Z. “Habla el Sr. Geo A. Davidson”, Álbum Municipal, T. I. 1931-1944. 
Fotógrafo desconocido (1951).

214	 Alberto Larrea Chiriboga, Presidente Nacional del Consejo de Economía, a Galo Pla-
za Lasso, Presidente del Ecuador, 16/03/1951, Registro Oficial n.º 767. 19/03/1951, p. 
6309-6311.
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El presidente Plaza legitimó el procedimiento a través de un decreto 
ejecutivo por medio del cual la transferencia de los activos de SADCO 
al Gobierno no constituía un caso de embargo o expropiación de 
propiedad privada, sino una transacción mercantil entre las partes 
contratantes. El contrato daba por terminadas las obligaciones ante-
riores “sin cargo ni reclamo alguno entre las partes contratantes, [y] 
cancela la hipoteca que gravaba los bienes inmuebles de propiedad 
de South American Development Company Inc., hipoteca que esta-
ba respaldando las obligaciones contractuales de la Compañía”.215 
El precio de compra para todos los activos fue de 2,5 millones de 
sucres, que se pagarían en un plazo de dos semanas, previa compen-
sación de las regalías e impuestos vencidos de la SADCO y la Calera 
Exploration Company. En realidad, la adquisición de las propiedades 
industriales representaba un canje de deuda con la empresa interna-
cional, así como una venta de derechos y acciones hacia los accionis-
tas locales, los cuales debían constituirse en una sociedad anónima. 
El Gobierno vendería a plazos las acciones correspondientes al muni-
cipio de Zaruma y a la Junta de Promotores, y donaría el porcentaje 
acordado con los trabajadores. Los accionistas no podrían subastar 
o enajenar acciones por un período de dos años, en tanto que el mu-
nicipio de Zaruma tendría los derechos de primer oferente, junto con 
la Corporación de Fomento. Como parte del proceso de transición, 
SADCO prestó 50 000 dólares a la Comisión de Organización para 
comprar materiales esenciales para seguir explotando las minas. El 
préstamo debía pagarse en el momento en que se reanudara la acti-
vidad minera. Finalmente, todos los actos, contratos o beneficios de-
rivados del decreto estaban exentos automática e indefinidamente de 
regalías, obligaciones e impuestos, ya sean nacionales o municipales. 
Esto representa otra contradicción en todo el proceso, ya que estas 
prebendas constituían la condición que había establecido la SADCO 
para continuar las operaciones en Ecuador.

De alguna manera, los medios de producción fueron declarados de 
dominio público, como un activo del Estado para estimular el desa-
rrollo económico local. Sin embargo, este caso de “nacionalización” 

215	 Decreto Ejecutivo n.º 004, Registro Oficial n.º 767, 19/03/1950, p. 6311-6314.
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debe analizarse con una perspectiva crítica. El Gobierno central ad-
quirió las propiedades industriales, lo que restó protagonismo a la 
salida de le empresa extranjera y circunscribió la conflictividad social. 
Esto también es evidente en los archivos históricos. A partir de 1950 
es mucho más difícil encontrar fuentes documentales de disputas 
políticas, reclamos laborales y solicitudes de responsabilidad econó-
mica hacia la industria minera, y hay un ablandamiento del tono de 
actores críticos como el Partido Socialista Ecuatoriano. Las implica-
ciones prácticas de la “municipalización” de la industria minera serán 
exploradas en el próximo capítulo.

6.3.	Conclusión

Este capítulo remarca las diferentes escalas de regulación para la cir-
culación del capital minero. Los depósitos minerales están geográfi-
camente localizados, pero las inversiones mineras son móviles. Por 
tanto, la tensión entre el capital fijo, la rentabilidad y la distribución 
de ganancias está sujeta a regulación. En este sentido, la expansión 
capitalista no ocurre independientemente de los grupos nacionales o 
locales, como actores totalmente subordinados a los momentos de 
auge y caída de los mercados de materias primas. De hecho, las élites 
y los trabajadores tienen voz en la regulación de la industria minera, 
desarrollando una autonomía relativa con respecto a la economía del 
enclave y presionando por la redistribución de la riqueza mediante 
prebendas, regalías y salarios. 

El dominio público de los recursos minerales surgió como un con-
cepto legal radical para reclamar capacidades estatales en un mo-
mento en que el imperialismo extractivo se estaba expandiendo. Sin 
embargo, en Ecuador, las regulaciones nacionalistas eran específicas 
a un lugar —Portovelo— y fueron construidas mediante la interacción 
entre el Estado, los inversionistas extranjeros estadounidenses y los 
actores de las luchas sociolaborales. De otra parte, el sistema institu-
cional, las prácticas administrativas y las coyunturas históricas mol-
dearon la aplicación de principios progresistas, incluido el sistema de 
derechos sociales, al tiempo que garantizaban la continuidad en la 
explotación de los recursos del subsuelo.
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El surgimiento y la aplicación selectiva de conceptos legales re-
presenta un modo particular de regulación. Tanto el Gobierno como 
las corporaciones usaron estas normas para sus propios fines, con 
puntos de vista condicionados por sus antecedentes ideológicos. Los 
inversionistas extranjeros reafirmaban el derecho de propiedad y el 
contrato como elementos centrales para el progreso y el desarrollo. 
Por otro lado, los Gobiernos nacionalistas reafirmaron la noción 
constitucional del dominio público de los recursos naturales para 
sostener las finanzas nacionales y al propio Gobierno, en nombre de 
la soberanía nacional y el bien común. En este sentido, el trabajo 
cuestiona la presunción de la gobernabilidad débil como una pre-
condición de las industrias extractivas —como una realidad ex-ante 
a procesos políticos concretos— y explora las condiciones dinámicas 
mediante las cuales se transforman las regulaciones para acomodar-
se a poderes sociales y económicos específicos.

Las leyes mineras de mediados del siglo xx denotan un proceso de 
reestructuración en la regulación de los recursos, una transición que 
incluyó políticas internacionales, leyes nacionales, medidas corpora-
tivas y luchas socioterritoriales. A escala nacional, el incumplimiento 
de las obligaciones contractuales, el surgimiento de regímenes popu-
listas, el fortalecimiento de los movimientos laborales y los discur-
sos antiimperialistas transformaron la arena política. En conjunto, 
estos elementos llevaron a una reestructuración nacionalista de lo 
que otrora se consideraba una regulación confinada a un espacio 
geográfico, favorable a las relaciones clientelares creadas por la pro-
pia compañía. 

El nacionalismo de los recursos naturales no fue un caso aislado 
al Ecuador. Los gobiernos de izquierda en toda la región desafiaron 
a las compañías extranjeras, varias industrias extractivas fueron na-
cionalizadas y los activos transferidos a empresas estatales durante 
este período. Así, el conflicto entre los Estados y las corporaciones 
tuvo un papel en la retención de los ingresos mediante regalías, pero 
también en la configuración del derecho internacional. El riesgo de 
incautación de propiedad dio lugar a políticas hemisféricas y reglas 
de protección diplomática para la inversión extranjera. Aquí se in-
tenta demostrar que los principios comunes a los actuales tratados 
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bilaterales de inversión −como la responsabilidad del Estado fren-
te a los extranjeros y sus propiedades, que incluye la protección del 
Gobierno y la indemnización en caso de expropiación− se desarrolla-
ron a la luz de conflictos socioespaciales. 

El caso de Portovelo también demuestra la reestructuración de 
la regulación minera en tiempos de crisis. Cuando la rentabilidad 
disminuye, el capital internacional tiende a irse. En tales ocasiones, 
el enclave minero se convierte en un importante centro de toma de 
decisiones políticas, que requiere la participación directa de las auto-
ridades nacionales. De tal manera, el Gobierno central adquirió los 
activos de la empresa estadounidense y los transfirió a una industria 
nacional, que operaría las minas hasta finales de la década de 1970. 
La salida del capital extranjero fue una estrategia corporativa respal-
dada por el Estado, que ayudó a mediar en las disputas laborales 
y desplazar la crisis al nivel local. Así, la geografía de la regulación 
puede implicar un aumento en la escala para la toma de decisiones 
o una reducción de la escala desde lo nacional hacia lo local para la 
territorialización de las externalidades sociales y ambientales.

El enfoque de regulación también ayuda a examinar el papel del 
discurso, como una estrategia para dar coherencia a las leyes o hacer 
evidentes sus contradicciones. A fines de la década de 1930, las regu-
laciones mineras se construyeron discursivamente como una cuestión 
de justicia, desarrollo, progreso y soberanía nacional. El Estado y las 
corporaciones fueron actores poderosos en desarrollar y normalizar 
tales conceptos, dejando de lado el impacto real de las actividades 
extractivas en las condiciones de vida y en la localidad. En ese contex-
to, el nacionalismo de los recursos desafió —pero también avaló— la 
seguridad de la tenencia y la estabilidad contractual en el proceso 
de acumulación capitalista. En determinado momento, los propios 
empresarios mineros apelaron al bien común de la población para 
ganar apoyo del Gobierno ecuatoriano, evitar la desindustrialización 
y recuperar el capital fijo invertido en Portovelo. Dicho “arreglo ins-
titucional” representa una paradoja que beneficia al capital transna-
cional mientras pospone el inicio de una crisis laboral, descentrando 
la importancia de la minería de enclave en la política nacional.
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7. La municipalización del campamento minero: 
la búsqueda de una solución institucional,  

1950-1980

Portovelo era un pueblo en armonía, totalmente. […] Cuando estuvo la 
empresa CIMA, que era de los trabajadores, ahí prácticamente se vivió un 
verdadero paraíso, casi la perfección. Porque la empresa era de los mis-
mos trabajadores y ellos trabajaban pero así mismo las utilidades que 
salían se las repartían entre el municipio y los accionistas. No había pa-
trones. El error fue que la gente se distribuía las utilidades, que era una 
cantidad pequeña, mientras se descapitalizaba la empresa. No se invirtió 
en tecnología ni nada en nuevas exploraciones, el material era de segun-
da mano, las cosas estaban obsoletas, las vetas estaban profundas y tu-
vieron que cerrar. El municipio de Zaruma jamás hizo nada por Portovelo, 
lo único que hacía era beneficiarse de las utilidades, nada más (Entrevis-
ta, hombre, Portovelo, 2012).

La Compañía Industrial Minera Asociada (CIMA) operó las minas 
de Portovelo desde 1951 hasta 1980, dando paso a la “municipa-
lización” de la industria minera transnacional. El Gobierno ecuato-
riano adquirió las propiedades de la South American Development 
Company Inc. en compensación por las obligaciones tributarias de 
la empresa extranjera, y generó un arreglo institucional para trasferir 
dichos bienes a una sociedad anónima conformada por tres grupos 
de accionistas: la municipalidad de Zaruma, los trabajadores de las 
minas y los empleados técnicos nacionales.

La decisión presidencial no resulta del clamor popular o la mani-
festación ideológica de la soberanía nacional. Más bien, esta alterna-
tiva constituía una opción para la salida honorable de la compañía 
extranjera. Portovelo ya no era un catalizador del desarrollo regional 
o una fuente de ingresos para el presupuesto nacional, sino un sitio 
de conflicto potencial y una carga para la expansión del Estado desa-
rrollista. En ese contexto, la municipalización de la industria minera 
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proporcionaba un medio de subsistencia temporal para los obreros y 
creaba nuevas relaciones clientelares. 

La municipalización del enclave se produjo en tres etapas. En un 
primer momento, el Gobierno nacional descentralizó la gestión em-
presarial, posponiendo la desindustrialización y transfiriendo las dis-
putas laborales a los actores locales. La multiplicación de intereses 
propició la distribución de los bienes de superficie, incluyendo una 
repartición discrecional de las propiedades, equipos y maquinaria 
industrial. De otra parte, el debilitamiento de las estructuras subte-
rráneas, el procesamiento de los relaves mineros y el aumento en el 
precio internacional del oro, crearon condiciones para la expansión 
de la minería artesanal. En segunda instancia, los regímenes militares 
asumieron la gestión de la mina, pero permitieron actividades econó-
micas paralelas, como la agricultura y la ganadería. En este período, 
las élites locales reconcentraron esfuerzos en la ciudad de Zaruma y se 
desconectaron del campamento industrial de Portovelo. Finalmente, 
el colapso financiero de CIMA y la cantonización de Portovelo como 
un municipio independiente hicieron que la provisión de servicios 
básicos y el manejo de las externalidades de la industria minera se 
transfieran al Gobierno local recientemente constituido.

Este capítulo se sustenta en fuentes diversas que permiten recons-
truir una narrativa sobre la transición y operación de la compañía 
minera municipal, pero también denota la apertura conceptual y 
metodológica del proceso investigativo. Tras las entrevistas, varios 
participantes locales se referían de manera memorable a la parro-
quialización de Portovelo. El guion de entrevista no contemplaba este 
aspecto y los libros sobre el enclave minero apenas mencionaban este 
proceso. La aparición de nuevas jurisdicciones administrativas está 
documentada en los tiempos de auge de la minería, no así para los 
tiempos de declive.216 Un grupo de ciudadanos constituidos en un 
comité de base territorial había logrado constituir a Portovelo en 
una parroquia rural independiente en 1968, y como municipio en 
1980. Al respecto, hay pocos estudios sobre las parroquias rurales y 

216	 La provincia de El Oro se creó en 1882 (véase: capítulo 4) y el cantón Piñas se estableció 
en 1940 cuando los municipios comenzaron a recibir regalías (véase: capítulo 7).
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su papel dentro del Estado moderno en el Ecuador.217 En este perío-
do, las parroquias rurales y los municipios fueron el resultado de una 
sociedad en transformación que disputaba el acceso desigual a los 
recursos y al poder político.

En este capítulo se analiza la producción y transformación del es-
pacio en Zaruma y Portovelo en el contexto del declive industrial. 
El enclave minero se vio socavado por la progresiva ocupación in-
formal de los activos industriales, tanto en la superficie como en el 
subsuelo. La ausencia de una élite local consolidada o de un agente 
corporativo capaz de gerenciar el campamento dio paso a una nueva 
territorialidad, que se expresa en la creación de Portovelo como una 
jurisdicción administrativa independiente de Zaruma. Las narracio-
nes orales respaldan este argumento, mientras que los materiales de 
archivos, los artículos de periódicos y otras fuentes secundarias pro-
porcionan los antecedentes empíricos necesarios para fundamentar 
esta aproximación. 

7.1	 El desmembramiento del enclave minero 

[…] detener la narración histórica justo en el momento en que los grupos 
subordinados han logrado algún objetivo largamente buscado no solo 
es populista, y peligrosamente, sino que es mala historia. Es para reem-
plazar procesos con eventos (Striffler, 2002, p. 110).

Tras medio siglo de dominación estadounidense, el enclave minero había 
sido comprado por el Gobierno ecuatoriano y transferido a los actores 
locales. Sin embargo, durante el trabajo de campo, los entrevistados con-
fundían a la empresa minera nacional con la compañía estadounidense. 
Más que una memoria defectuosa, Portelli (1991, p. 19) sugiere que el 
desplazamiento temporal de los relatos orales sirve para sanar las heridas 
de las personas. Extender la historia del enclave de Portovelo hasta 1980 
es una elección deliberada para hacer evidentes procesos particulares de 
desindustrialización.

217	 Vale la pena señalar el trabajo de Andrés Guerrero (1980, 2010) sobre los tenientes polí-
ticos en el siglo xix como agentes estatales encargados de la administración étnica y la re-
caudación de impuestos, y con poderes como jueces de paz.
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El declive del modelo fordista de producción, el cierre de fábri-
cas y la reubicación de la fuerza laboral se asocian con las políticas 
neoliberales y la reestructuración empresarial de finales de la déca-
da de 1970 (Bluestone & Harrison, 1982; Harvey, 2001, 2003). Hay 
poco espacio para el análisis de los procesos de desinversión locali-
zada que ocurrieron inmediatamente después de la Segunda Guerra 
Mundial; en Ecuador —y también a escala mundial— este lapso se 
asocia con un período de crecimiento económico y recomposición de 
las relaciones políticas. En el caso de Portovelo, la incertidumbre or-
ganizacional y el desmembramiento físico del enclave minero ayudan 
a comprender los patrones iniciales de reestructuración industrial y el 
papel del Estado de bienestar en la mediación de los conflictos labo-
rales. Además, la desintegración del enclave minero y la proliferación 
de la minería artesanal coinciden con el final de la paridad cambiaria, 
dando paso a la fluctuación del oro en los mercados y a nuevas for-
mas de acumulación capitalista.

7.1.1.	 La distribución y disputa sobre bienes corporativos 

En sus inicios, la configuración del enclave minero había requerido 
de mecanismos institucionales que garanticen la apropiación de los 
recursos del subsuelo y la ingeniería socioespacial del campamento 
industrial. El desmantelamiento de la empresa transnacional deman-
daba de nuevas formas de distribución de los bienes muebles e in-
muebles existentes en Portovelo. En esta ocasión, la falta de acuerdo 
entre los accionistas y la distribución discrecional de las propiedades 
socavó la unidad y la productividad del recinto industrial. En tanto 
construcción social, el espacio evolucionó en tándem con la propie-
dad de los medios de producción y las condiciones para la utilización 
del mundo material.

En 1951, el Gobierno ecuatoriano distribuyó las acciones y los 
activos fijos de la industria minera a los actores locales organizados 
en torno a una sociedad anónima. El municipio de Zaruma adqui-
rió el 35% de las acciones más la planta hidroeléctrica Amarillo y el 
hospital Curipamba. Con el tiempo, el Gobierno local debería pa-
gar el préstamo mediante inversiones en infraestructura regional, 
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mantenimiento de carreteras y desarrollo urbano.218 Los empleados 
técnicos, organizados en Camine, adquirieron el 35% de las accio-
nes.219 El Gobierno realizó una donación del 30% de las acciones a 
los trabajadores, como compensación por las utilidades establecidas 
en el contrato colectivo de 1947, y entregó un edificio al sindicato. 
Entre los trabajadores había una confrontación de criterios sobre los 
esquemas de distribución de las acciones; los registros se refieren va-
gamente a la necesidad de aunar esfuerzos y olvidar viejos rencores. 
Sin embargo, los intereses personales y las discrepancias políticas en-
tre los obreros y los accionistas persistirían durante décadas, como 
se explicará más adelante.

Un comité de transición —compuesto por el Ministro de Economía 
y Minas y representantes de los actores locales— realizó un inventario, 
determinó el mecanismo de distribución de las acciones y elaboró los 
estatutos de la nueva compañía. Los estadounidenses designaron a 
Geo A. Davidson como gerente de la mina por un año para allanar el 
período de transición. Las autoridades locales y los líderes sindicales 
enfatizaron en la necesidad de un trabajo colaborativo, en tiempos 
considerados de vida o muerte para toda la región.220 En julio de 1951 
se distribuyeron acciones a 715 mineros y trabajadores de superficie, 
miembros de la Corporación de Accionistas de Portovelo (CAP).221

218	 El municipio de Zaruma debía redimir su participación accionaria de la siguiente manera: 
407 970,05 sucres en dividendos anuales de 100 000 sucres desde 1952 en adelante; 250 
000 sucres para el mantenimiento de la carretera Zaruma-Piñas; 50 000 sucres para la me-
jora de las escuelas de Portovelo y el desarrollo del barrio Machala; 30 000 sucres para el 
puente Capiro; y 62 614,60 sucres como inversiones en la hacienda El Tablón.

219	 Camine tuvo tres años para cancelar el capital, que ascendía a 783 498,80 sucres, equiva-
lente a 52 233,25 USD, de la siguiente manera: 200 000 sucres para un canal de riego en 
la hacienda El Tablón; 220 000 sucres en energía para Portovelo y el barrio Machala; 100 
000 para saneamiento, desarrollo urbano, reparaciones escolares y canchas deportivas en 
Portovelo, el barrio Machala y El Castillo; 200 000 sucres para nuevos equipos y maqui-
narias; y 63 498,80 para la reparación del canal de Gálvez y la planta hidroeléctrica Ama-
rillo (Astudillo et al., 1980, p. 15-16).

220	 BM/P. “Sesión Junta Directiva”, UTAP, Tomo I, 25/01/1951, 479-481.

221	 La asignación de derechos procedió de la siguiente manera: los nativos de Zaruma que 
habían trabajado para SADCO durante más de dos años y ecuatorianos que habían tra-
bajado para SADCO durante más de 10 años podían reclamar su derecho a una acción, 
por un valor de 1700 sucres. Los comerciantes, madereros y otros trabajadores ocasiona-
les fueron excluidos de la participación en acciones. Entre los accionistas, se contabilizan 
tan solo 18 mujeres.



Andrea Carrión Hurtado260

La demora en el cumplimiento de los beneficios laborales y en 
la distribución de las acciones generó inquietud, desempleo y emi-
gración. A lo largo de los años, los mineros se habían convertido 
en “asalariados”, dependientes de un sueldo regular, sin acceso al 
crédito ni a ningún otro medio para mantenerse a sí mismos y sus fa-
milias, y no podían permanecer sin ingresos durante mucho tiempo. 
Los especuladores llegaron a la región para intercambiar, de manera 
ilegal y subvalorada, las acciones que fueron entregadas a los traba-
jadores.222 El comité de transición estableció medidas para evitar la 
venta clandestina o la rotación de activos.223 Un primer paso consis-
tió en instaurar restricciones sobre la compra, venta o transferencia 
de propiedad “para evitar que se introduzcan elementos indeseables 
al campamento, y de esta, manera seguir teniendo dentro de él fami-
lias decentes que no vengan a dar una nota inmoral”.224 

La desintegración espacial del enclave ocurrió gradualmente. Los 
trabajadores de Portovelo obtuvieron una reducción del 20% en el 
valor nominal de las viviendas para adquirirlas como propiedad pri-
vada, con facilidades de pago a largo plazo, sin hipoteca, y acceso 
preferencial para los jefes de hogar. Este procedimiento limitó el ac-
ceso a la vivienda a los solteros y a aquellos que vivían en caseríos 
cercanos. Para contrarrestar parcialmente esta medida, el municipio 
ofreció vender terrenos en El Faique a tasas preferenciales para los 
trabajadores que vivían en Zaruma, pero la demanda de vivienda dis-
minuyó a medida que la emigración aumentó.

Mientras tanto, el Gobierno aplicó mecanismos coercitivos para 
supervisar la transferencia de bienes del campamento. Un resguar-
do militar debía salvaguardar las propiedades industriales y evitar 
el robo y la violencia.225 De forma circunstancial, los miembros del 
ejército se convirtieron en beneficiarios en la distribución de activos. 
Para acoger a los militares, CIMA cedió espacios de alojamiento y 

222	 BM/P, “Sesión Junta Directiva”, UTAP, T. I, 19/02/1951, p. 487.

223	 AHM/Z. “Asuntos de Portovelo”, ACM, T. 55, 13/01/1951.

224	 BM/P, “Sesión Junta Directiva”, UTAP, T. I., 02/04/1951, p. 504; “Sesión Junta Directiva”, 
UTAP, T. I., 02/04/1951, p. 504.

225	 El acuerdo se emitió el 17 de enero de 1951, como parte del proceso de transición y antes 
de la conformación oficial de CIMA.
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adiestramiento al Ministerio de Defensa.226 El comité de transición 
sugirió que todos los espacios militares estén ubicados dentro de un 
perímetro claramente delimitado para evitar la fricción entre las fuer-
zas armadas y la población civil, una franja que más tarde se conoce-
ría como la Avenida del Ejército.227

CIMA también perdió el control sobre la infraestructura clave 
necesaria para la producción y la exportación de mineral, así como 
para las negociaciones políticas locales. El Gobierno vendió la planta 
de diésel Calera para obtener efectivo y pagar los gastos operativos 
iniciales. Antes de su partida, SADCO donó a la comunidad las igle-
sias y edificaciones clericales localizadas en Portovelo, Osorio y El 
Faique; CIMA perdió así cualquier posibilidad impartir valores mo-
rales y ejercer control directo de la población por medio de servicios 
religiosos y actividades culturales. El municipio de Machala recibió 
como donación el lote de terreno y las bodegas en Puerto Bolívar. 
Otros bienes ubicados en Quito y Guayaquil siguieron siendo pro-
piedad de la empresa estadounidense, pero se desconoce su destino.

Después de cuatro años de operación, las reservas minerales dis-
minuyeron, los equipos de perforación y procesamiento estaban des-
gastados por falta de mantenimiento y las utilidades netas disminu-
yeron aún más. En 1955, Camine vendió sus acciones al municipio 
de Zaruma por 1,7 millones de sucres, casi el doble de lo que habían 
pagado en 1951.228 La municipalidad no tenía recursos financieros 
para cubrir el desembolso inicial y convertirse así en accionista ma-

226	 El Ministerio de Defensa recibió, sin costo, los edificios de la Asociación Deportiva Por-
tovelo, la sede de la Guardia Civil, la casa Club Portovelo, las casas de los empleados es-
tadounidenses, la Fonda Nacional y los establos de los arrieros ubicados dentro del cam-
pamento de Portovelo, así como la bodega de la casa hacienda El Tablón, la pista de 
aterrizaje Guichiguichi (76 200 m2), y una propiedad llamada El Osorio (50 000 m2). En 
1959, después de la salida de los militares hacia Machala, las propiedades mencionadas 
fueron abandonadas. Algunas familias eventualmente adquirirían la vivienda u ocuparían 
los edificios, pero las parcelas permanecieron vacías.

227	 AHM/Z. “Asuntos de Portovelo”, ACM, T. 55, 02/01/1951, p. 7.

228	 La transacción se llevó a cabo bajo las siguientes condiciones: 500 000 sucres al firmar el 
contrato, 250 000 sucres al 31 de diciembre de 1955 y dos cuotas de 375 000 sucres cada 
una, pagaderas en julio y diciembre de 1956. Los 200 000 sucres restantes se invertirían 
durante dos años en equipo y materiales para el hospital Curipamba, y el equipamiento 
de salud sería transferido al municipio de Zaruma en caso de liquidación.
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yoritario. La CAP proporcionó esos fondos al obtener un préstamo 
de los trabajadores de CIMA, que dieron su consentimiento para 
disponer temporalmente de sus salarios y ser reembolsados con las 
ganancias anuales. Es decir, los trabajadores financiaron la cuota ini-
cial de la compra de las acciones de Camine, pero la distribución 
accionaria favoreció a la municipalidad, pues esta conservó el 52% 
de las acciones, mientras que los trabajadores el 48%. Para garantizar 
el pago, los accionistas estaban obligados a depositar el 50% de las 
ganancias netas futuras de la compañía en una cuenta especial en el 
Banco Nacional de Fomento e hipotecar la hacienda El Tablón y la 
Central Hidroeléctrica Calera.229 Vale la pena detenerse a reflexionar 
sobre las implicaciones de tal arreglo, ya que influiría profundamente 
en el desenlace de la compañía entera.

Gráfico 7.1
Estructura administrativa de CIMA, hacia 1960
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Nota: CIMA tenía una Junta General de Administración conformada por el municipio de Zaruma y la Cor-
poración de Trabajadores Accionistas. El Gobierno local se estableció como el accionista mayorita-
rio, pero no logró consolidar la legitimidad política para gerenciar la empresa. Basado en: Astudi-
llo et al. (1980). 

229	 Posteriormente, estas dos propiedades fueron embargadas y subastadas para cubrir los 
créditos adeudados al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS).
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La estructura administrativa de la empresa creó un conflicto per-
manente entre los trabajadores y el municipio.230 Si bien el Gobierno 
local pasó a ser el accionista mayoritario, no logró consolidar la legi-
timidad política para gerenciar la empresa; la CAP había proporcio-
nado los medios financieros para consolidar dicha transacción y el 
voto del presidente de la CAP tenía más peso que el voto del alcalde 
ante la Junta Directiva de CIMA (ver gráfico 7.1). A partir de enton-
ces, CIMA tendría una permanente rotación de sus cuerpos colegia-
dos, con base en los períodos electorales y las aspiraciones políticas 
de los accionistas. 

Las elecciones municipales se celebraban cada dos años para de-
finir, de manera alternada, concejales de mayoría y concejales de mi-
noría, quienes, a su vez, elegían al presidente del Concejo. Durante 
las dictaduras militares (1963-1966 y 1972-1979), los Gobiernos 
autoritarios designaron a los concejales municipales y el gobernador 
militar provincial asistía a las sesiones clave. Frecuentemente, los re-
presentantes municipales tenían poco conocimiento sobre minería 
o administración de empresas y el gerente general de CIMA rara vez 
terminaba su período. 

De hecho, la CAP se convirtió en la entidad líder dentro de la com-
pañía, tanto a nivel administrativo como económico. La Asamblea 
General de la CAP constituía un acontecimiento político dentro del 
campamento y una piedra angular para la toma de decisiones. Las 
crónicas revelan la importancia de estas reuniones como espacios 
de intenso debate entre los accionistas, lo que podía derivar en un 
consenso o en motines (Cortázar & Lavanda, 2008, p. 128-130). Las 
facciones internas argumentaban y discutían por lo que cada una 
consideraba “el bien común”, pero también desarrollaron propues-
tas y estrategias para continuar las operaciones mineras.

230	 El municipio tuvo dificultades sistemáticas para determinar los representantes permanen-
tes y definir las pautas para la gestión industrial. Nadie parecía capaz de asumir la respon-
sabilidad relacionada con las operaciones mineras y la junta municipal no consentía en 
nombrar a un civil sin elecciones para supervisar la empresa. A lo largo de los registros, es 
evidente que la política prevaleció sobre las capacidades técnicas.
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Desde una perspectiva marxista, aplaudiríamos la redistribución 
de los medios de producción a trabajadores y accionistas locales. 
Desde una visión corporativa, los inversionistas extranjeros y los em-
pleados nacionales lograron negociar condiciones favorables para la 
recuperación de las inversiones privadas en capital fijo. En general, la 
transición incluyó una profunda inseguridad y el uso indebido de los 
bienes industriales, a pesar del intento del Gobierno de continuar con 
las actividades mineras. Los involucrados en la empresa minera no 
lograron desarrollar las habilidades gerenciales, financieras y técnicas 
necesarias para mantener la empresa a flote. En otras palabras, la vo-
luntad política no es suficiente para garantizar la gobernanza de los 
recursos o la sostenibilidad industrial; la transferencia de bienes in-
dustriales y la continuación de las operaciones mineras exigen cono-
cimientos técnicos, bases legales y procedimientos claros, que deben 
existir antes —no después— de la salida de inversionistas extranjeros.

7.1.2.	 La municipalización de la industria minera 

Tras medio siglo de enclave extranjero, y pese a los pronósticos de 
agotamiento de los yacimientos auríferos, la minería continuó y con-
tinúa incluso hoy en día. Ciertamente, la disminución de la calidad 
de las reservas conocidas representaba un riesgo y requería de nuevas 
exploraciones geológicas e inversión en tecnología. En ese contexto, 
la decisión política de continuar con la industria minera respondía al 
valor social del trabajo por sobre la acumulación capitalista. En este 
sentido, podríamos decir que CIMA se convirtió en una empresa mu-
nicipal de subsistencia, que buscaba formas de generar rendimientos 
económicos marginales y medios de vida para la población local.
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Gráfico 7.2
Toneladas de oro procedente del Ecuador vendidas  

en los mercados internacionales, 1913-1976
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Nota:	 La disminución en las ventas de oro refleja la transición de SADCO a CIMA como operador de la mi-
na. Basado en Schmitz (1979). 

En 1951, las actividades de prospección y exploración se detuvie-
ron por completo; la documentación sobre las reservas de mineral no 
pasó a manos de la administración ecuatoriana (Astudillo et al., 1980, 
p. 48). Aparentemente, Geo A. Davidson permitió la inundación de 
los niveles inferiores de la mina principal; no está claro si saboteó, 
deliberadamente, las operaciones de la nueva compañía minera o si 
la inundación fue el resultado de las estructuras geológicas debilita-
das debido a la explotación bajo el río Amarillo. Sin embargo, CIMA 
logró márgenes razonables de producción, generando rendimiento 
económico en los primeros años de operación (ver gráfico 7.2).231 La 
extracción de minerales siguió las estructuras de vetas profundas en 
Minas Nuevas, Vizcaya, Ayapamba, Portovelo y Sesmo. Sin embargo, 
la mínima inversión en la exploración de reservas existentes, la falta 
de modernización tecnológica y la baja recuperación de minerales no 
metálicos afectaron directamente la trayectoria y las ganancias de la 
compañía minera.

231	 En 1953, la compañía procesaba 250 toneladas diarias con una ley de 0,23 onzas de oro 
por tonelada. Además, el mineral contenía 1,10% de zinc, 0,36% de plomo, 0,29% de co-
bre y 30 a 35 gramos de plata por tonelada (Stoll, 1962, p. 804).
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Gráfico 7.3
Valor en dólares de la producción metálica  

y no metálica de CIMA, 1951-1976
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Nota: Producción metálica y no metálica expresada en miles de dólares a la tasa de cambio oficial. Los valo-
res informados para 1973 y 1976 incluyen, al parecer, la producción de los años anteriores no decla-
rados. Basado en Astudillo et al. (1980). 

Eventualmente, el municipio pretendió transformar a CIMA en un 
agente de desarrollo local. La Ley de Régimen Municipal de 1945 y 
la Constitución de 1946 otorgaron mayores responsabilidades a los 
Gobiernos municipales para la provisión de servicios básicos, la pla-
nificación del desarrollo urbano y la construcción de viviendas ase-
quibles para los trabajadores. La compañía planeaba amortiguar el 
declive minero mediante la promoción de la silvicultura y la ganadería 
Brahman-Cebu, o el establecimiento de fábricas de pequeña escala 
para producir mermelada, clavos de acero, alambre de púas, vidrio o 
cabuya tejida. Ninguna de estas iniciativas prosperó; los accionistas 
presionaban para recibir las utilidades en lugar de reinvertirlas en la 
empresa o en cualquier otro emprendimiento.

El surgimiento de lo que coloquialmente se llama cuarzo petrolero, 
el material aurífero recuperado por los mineros artesanales, produjo 
una bonanza temporal a principios de la década de 1960. Los esta-
dounidenses habían utilizado una técnica por medio de la cual los 
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soportes estructurales y los pilares permanecían en las galerías inde-
pendientemente de la calidad del mineral. Los mineros artesanales 
perforaron esas estructuras para recuperar material que contenía al-
tos niveles de oro.232 El cuarzo petrolero tenía 0,504 onzas de oro por 
tonelada, mientras que el cuarzo extraído por CIMA producía solo 
0,214 onzas de oro por tonelada. En 1961, el cuarzo extraído por los 
mineros artesanales representó el 25,5% de la producción total de 
oro.233 Esto demuestra que, contrariamente a lo que sostiene Lovitz 
(2006, p. 15 y 59), las operaciones a pequeña escala no comenzaron 
a fines de la década de 1970, sino mucho antes.

La minería artesanal no era intrínsecamente irresponsable, irracio-
nal o ilegal. Como señala Portelli (1991, p. 53), “actos considerados 
legítimos e incluso normales o necesarios en el pasado pueden ser [...] 
ahora vistos como inaceptables”. Los propios actores corporativos 
fueron permisivos y alentaron estas prácticas para financiar a CIMA y 
retrasar su declive. La comercialización de cuarzo petrolero era con-
siderada beneficiosa, ya que proporcionaba ingresos a las familias y 
permitió salvar a la empresa de la crisis económica. El alcance y la 
envergadura de la minería artesanal se intensificó después de 1980, 
cuando el Gobierno embargó las concesiones e instalaciones indus-
triales de CIMA, se adoptaron políticas neoliberales de desregulariza-
ción la economía, aumentó el precio internacional del oro y los tra-
bajadores agrícolas se enfrentaron al fenómeno de El Niño en 1983.

Como compañía de subsistencia, CIMA encontró formas creati-
vas de generar ganancias con poca inversión. En 1967 se comenzó 
a extraer los relaves en la pampa de arena, cerca del río Amarillo. La 

232	 En 1961, había alrededor de 70 mineros privados trabajando en las siguientes minas: 
Abundancia, Tablón, Cantabria, Miranda, Agua Dulce, Vizcaya, Minas Nuevas, Jorupe, 
Pacchapamba, Barbasco, Tres Reyes, Arcapamba, Tamayo, Lacar, Curipamba, Sesmo, 
Toscón Blanco, Castillo, Fortuna, Pacay-Hurcu, Quebrada Veta, Malvas y Mercadillo. CI-
MA adquirió 6516 toneladas de cuarzo, reportó 2957 onzas de oro y las ganancias alcan-
zaron casi 640 000 sucres después de los gastos de compra y procesamiento (Mosquera, 
1962, p. 392).

233	 Además, la tasa de cambio oficial aumentó de 15 a 18 sucres por dólar estadounidense 
en 1961. La política macroeconómica fue beneficiosa para la empresa ya que los metales 
produjeron un 20% más de ingresos monetarios que en años anteriores, mientras que los 
aumentos salariales no fueron significativos.
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compañía eliminó las arenas de nivel superior, el 85% de las cuales 
contenía sulfuro de cobre (Mora, 2008, p. 70). Además, el descu-
brimiento casual del sistema de vetas Agua Dulce generó una recu-
peración temporal de la empresa, durante los primeros años de la 
década de 1970. Entre 1951 y 1976, los ingresos después de gastos 
operativos ascendieron a 3,5 millones USD, de los cuales 923 000 
USD fueron ganancias (gráfico 7.4).

Gráfico 7.4
Las ganancias y pérdidas de CIMA en miles de dólares, 1951-1976
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Nota:	 CIMA no se pudo mantener como una compañía rentable. El gráfico demuestra las ganancias y pér-
didas de la compañía, expresadas en miles de dólares. Los mayores ingresos se relacionan con el des-
cubrimiento de nuevos depósitos seguidos de etapas de descapitalización. Basando en Astudillo et al. 
(1980, p. 27).

Durante la década de 1970, CIMA solicitó el apoyo del Gobierno 
para capitalizar la empresa, renovar equipos y realizar estudios téc-
nicos.234 CIMA no era una empresa estatal, pero requería el apoyo 

234	 “Proyecto Minero”, un proyecto del Fondo Especial de la ONU para el Ecuador, compren-
día seis actividades de campo, llamadas operaciones. Pierre Goossens fue el investigador 
principal de la Operación n.º 4, cuyo objetivo era identificar y evaluar los depósitos de sí-
lice para la fabricación de vidrio. El informe final se publicó solo en inglés y, aparentemen-
te, no se entregó a los gerentes de CIMA, ya que varias comunicaciones municipales soli-
citan al Ministerio la investigación mineralógica (Goossens, 1967).
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del Gobierno ecuatoriano para mantener su rol social y su viabilidad 
financiera. El régimen militar del general Guillermo Rodríguez Lara 
(1972-1976) emitió la Ley de Fomento Minero en 1974 y firmó un 
contrato de asociación con profundos impactos en el desempeño de 
la compañía industrial.235

El contrato era una herramienta operativa para estimular la in-
versión mediante estudios geológicos, renovación de equipos y ma-
quinaria, protección de la flora y la fauna, y prevención de la conta-
minación del agua. Sin embargo, el contrato también redujo el área 
de concesión a 4000 hectáreas, aproximadamente la mitad de la su-
perficie otorgada en 1951, y abolió los privilegios fiscales, creando 
nuevas obligaciones para la empresa.236 

Este contrato constituye un nuevo “arreglo institucional”, un ex-
perimento de política pública, que era poco común para la industria 
minera. Los acuerdos de asociación se hicieron más comunes duran-
te las décadas de 1980 y 1990, ya que los factores internos y externos 
condujeron a la reestructuración del sector minero (Andrews, 1998, 
p. 119). Los factores internos incluyeron fusiones entre compañías 
multinacionales, nuevas geografías de extracción de recursos y cos-
tos operativos más bajos. Los factores externos se refieren al papel 
decreciente del Estado, el aumento de los grupos de interés, el empo-
deramiento de las comunidades locales y de los pueblos indígenas, 
así como la influencia reducida del trabajo de la mina.

La administración corporativa cambió significativamente. El nivel 
directivo contaba con un comité de gestión que incluía al Director 
General de Minas o su delegado, quien presidía y tenía los privilegios 
de veto; un representante del Servicio Nacional de Geología y Minas; 
dos representantes de CIMA y un delegado del Comando Conjunto de 
las Fuerzas Armadas. El representante del Ejército era responsable de 

235	 Decreto Ejecutivo n.º 419, 20/05/1975, Registro Oficial n.º 813, 29/05/1976, en: Astudi-
llo et al. (1980, p. 20-21).

236	 Las nuevas reglas crearon gastos adicionales, incluyendo un impuesto de 10 centavos por 
tonelada de mineral, 200 000 sucres al año por derechos de superficie, regalías mineras 
basadas en la relación entre ganancia bruta e inversión, y gastos de viaje, vivienda y viáti-
cos para cuatro pasantes que trabajaban en la industria minera durante al menos 30 días. 
Ver: Decreto Ejecutivo n.º 101, 28/12/1973, Registro Oficial n.º 484, 31/01/1974.
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organizar y administrar la compañía, supervisar las ventas de mineral 
y verificar los informes administrativos y contables. El Gral. Rodríguez 
Lara despidió al administrador civil y nombró a un oficial, el Mayor 
de Infantería Daniel Espinoza, como director de la compañía.

Foto 7.1.
El General Guillermo Rodríguez Lara en Portovelo, 1972

Nota:	 El Jefe de Estado, General Guillermo Rodríguez Lara, en la inauguración del monumento al soldado 
ecuatoriano en Portovelo. Fuente: AMH/Z. “Intervención del Sr. Presidente de la República”, Álbum 
Municipal, T. IV, 1966-1978. Panupali, 18/09/1972.

Los militares tenían poca o nula experiencia en temas de gestión 
industrial minera. La población local recuerda esta etapa como un 
período de fiestas fastuosas, remodelación de viviendas y viajes al 
extranjero.237 El desequilibrio de la compañía era el resultado de la 
falta de responsabilidad financiera, la falta de control contable y la 
corrupción (Astudillo et al., 1980, p. 27-29). Además, la inundación y 
el colapso de varios pozos mineros en la veta Soroche y el río Amarillo 
—probablemente relacionados con técnicas inapropiadas y el debili-
tamiento de las estructuras subterráneas— disminuyeron la produc-
tividad de la mina. 

237	 Entrevistas con residentes, ver también Astudillo et al. (1980, p. 30) y Cortázar & Lavanda 
(2000, p. 140-142).
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De otra parte, la provisión de servicios públicos gratuitos —como 
salud y educación— se convirtió en una preocupación financiera y 
eventualmente sería un factor de influencia en la desaparición de la 
compañía. La reestructuración de la industria minera desestimaba 
los campamentos autosuficientes y los servicios corporativos gratui-
tos, en tanto que desplazaba la responsabilidad al Estado para la 
provisión de servicios básicos y condiciones de habitabilidad para la 
fuerza laboral.

Adicionalmente, CIMA tenía deudas impagas con los bancos. El 
crédito juega un papel crucial en la provisión de financiamiento con-
tinuo para mantener los niveles de gasto frente a la inflación y la 
erosión de los ingresos (Guttman en Boyer & Saillard, 2002, p. 60). 
En Portovelo, este proceso estuvo acompañado por la deflación de 
activos. Hacia 1977, la compañía reportaba pérdidas y la fábrica ne-
cesitaba crédito para financiar reparaciones costosas. La crisis fue el 
resultado de múltiples factores: equipo obsoleto, falta de exploracio-
nes geológicas, corrupción y tensiones entre los accionistas. Además, 
los subsidios del Gobierno central no mostraban resultados, la segu-
ridad social no se había pagado en más de diez años y los mineros no 
habían recibido sus salarios durante casi cinco meses.

Los trabajadores mineros se declararon una huelga general el 3 
de septiembre de 1977. Los miembros del Comité Empresarial de 
Trabajadores y el Sindicato de Trabajadores exigieron el pago de los 
salarios vencidos y la nacionalización de la empresa; rechazaban más 
subsidios de cualquier tipo porque, argumentaron, los fondos se des-
perdiciarían en lugar de beneficiar a los trabajadores de las minas.238 
Las organizaciones de trabajadores, tales como CTE, Ceosl y Cedoc, 
así como el Plan de Acción del Ejército, apoyaron estas demandas. 
Bajo presión, el Ministerio de Recursos Naturales y Energéticos 
(MRNE), en representación del Gobierno, accedió a reunirse con re-
presentantes obreros para analizar el caso.239

238	 “Trabajadores de CIMA merecen más atención”, El Nacional, [Machala], 14/09/1977, p. 3.

239	 El Comité incluía miembros de la CAP (Arturo Aguilera, Norman Orellana, Aldo Alva-
rado), de la Junta Cívica (José Tinajero), del municipio (Guillermo Cely Romero, Ger-
mán Gallardo Cabrera, Rubén Sánchez) y los trabajadores (Marcos Cabrera, Ángel Pa-
checo, Íntimo Cisneros). Véase: “Viajó Comisión de Portovelo”, El Nacional, (Machala), 
15/09/1977, p. 2.
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El Director General de Geología y Minas decidió aplicar garantías. 
Con base en el artículo 73 de la Ley de Fomento Minero de 1974, 
todas las concesiones mineras y todas las instalaciones industria-
les, equipos de transporte, herramientas y maquinaria se revirtieron 
al Estado. Las personas no fueron desalojadas ni desplazadas; el 
Gobierno no incautó ninguna propiedad en posesión privada. Tres 
años más tarde, el 12 de febrero de 1980, el Ministerio dio por ter-
minado oficialmente el contrato de asociación para la explotación 
y el procesamiento de minerales.240 El Estado designó a un auditor 
de minas para realizar un inventario y proceder con la entrega de 
todos los activos y elementos de valor. El MRNE resolvería todas las 
obligaciones legales y contractuales, en tanto que el Ministerio de 
Finanzas y Crédito Público cobraría los impuestos pendientes. El 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) embargó la hacien-
da El Tablón. Tras la confiscación de las propiedades y en referencia 
a la posesión de acciones de la compañía, Sauer (1980ca) informaba 
que “es dudoso si se reanudará una operación a gran escala [...] bien 
puede usted quemar sus acciones si tiene alguna en su portafolio”.

La partida de SADCO fue difícil, pero aún más traumática fue la 
disolución de CIMA. Durante una entrevista, un ingeniero de minas 
que trabajaba para el Estado recordó la oposición de los ciudadanos 
al control ministerial de las minas de oro; hubo marchas, explosiones 
de dinamita, barricadas y huelgas para oponerse a que esto ocurrie-
ra. El Gobierno eventualmente continuaría operando las minas hasta 
1986, pero el complejo industrial colapsó por completo. Hubo caos, 
dispersión y mal uso de los activos industriales, los cuales fueron 
confiscados, vendidos ilegalmente o simplemente desaparecieron del 
campamento. De acuerdo con un entrevistado,

[…] con la quiebra de la compañía CIMA vino una especie de saqueo. 
Aunque había militares resguardando las pertenencias, las instalaciones 
sufrieron las consecuencias. Como el molino, que antes era uno de los 
mejores de América. Dejaban desmanteladas las casas, todo un verdade-
ro desastre. Aquí en Zaruma no pasó nada pero a Portovelo le pasaban 
cosas malas (Entrevista, hombre, Zaruma).

240	 Acuerdo Ministerial n.º 293, 12/02/1980, en: Cortázar & Lavanda (2008, p. 144-156).
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Foto 7.2
Destrucción de las instalaciones

Nota:	 La ocupación ilegal del complejo industrial y la proliferación de la minería artesanal son percibidos 
como una época de destrucción, saqueo y pérdida de identidad. Fotógrafa: Andrea Carrión (2012).

Entre los residentes de Portovelo, la mayor fuente de nostalgia 
se refiere al desmantelamiento progresivo del Pique Americano. El 
Castillo había sido el orgullo de las instalaciones industriales. Poco 
después, el distrito aurífero de Zaruma y Portovelo se parecía a lo que 
la gente llamaba un “queso gruyere”. Sandoval (2001, p. 3) cuenta 
que “la ocupación ilegal de las concesiones abandonadas por CIMA 
fue una respuesta al desempleo y la crisis por la que atravesaban los 
mineros, que con frecuencia era alentada por los especuladores de 
metales que financiaban equipos e insumos”. Los mineros cavaban 
la tierra sin estudios, orientación o gestión. Este proceso fue seguido 
por la aparición de nuevas instalaciones, tales como plantas de tritu-
ración que vertían los relaves en el río, produciendo una contamina-
ción ambiental severa.
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El enclave de Portovelo quedó desmantelado, la maquinaria ob-
soleta no valía nada y no existían condiciones para continuar con la 
minería industrial. Efectivamente, en este caso de “nacionalización”, 
el Gobierno se hizo cargo de las minas pero no compensó a los mine-
ros, permitió que la minería artesanal y de pequeña escala continua-
ra sin asesoramiento técnico, y transfirió las externalidades socioam-
bientales a los actores locales. Además, la transición a la democracia 
y la redacción de una nueva constitución retrasaron la liquidación de 
la empresa, agravando aún más la tragedia del campamento minero.

Este proceso dio paso a un período caracterizado por la difusión 
de la minería artesanal en todo Ecuador. Los mineros de Portovelo 
exploraron otros distritos mineros, descubriendo los ricos minerales 
de oro de Nambija en la región amazónica, y en Ponce Enríquez, al 
norte de Portovelo (Guerra, 1987). Algunos de ellos formaron coo-
perativas y unieron fuerzas para establecer pequeñas empresas co-
merciales y agrícolas. Otros siguieron la fiebre del oro, viviendo pre-
cariamente y trabajando en condiciones peligrosas, caracterizadas 
por una total indiferencia hacia la salud, la seguridad y la protección 
del medio ambiente (Appleton et al., 1999; Lovitz, 2006). En los albo-
res de la década de 1980, los mineros artesanales eran en su mayoría 
familiares o antiguos obreros de la sociedad anónima que administró 
las minas de Portovelo por casi tres décadas.

7.2.	Políticas para la producción y regulación 
del espacio estatal

La territorialidad de un Estado no es un activo fijo, la base preestable-
cida o predestinada del Estado-nación (Jessop, 2008). Según Sacks 
(1983), el concepto de territorialidad involucra el “intento de afectar, 
influenciar o controlar acciones e interacciones (de personas, cosas 
y relaciones) al afirmar e intentar imponer el control sobre un área 
geográfica” (p. 55). Esta perspectiva circunscribe la territorialidad a 
la acción, y esta acción no se limita al Estado, sino que se inserta en 
las relaciones sociales capaces de estabilizar, aunque sea parcialmen-
te, los mecanismos e interacciones para la producción del espacio. 
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A mediados del siglo xx, Ecuador experimentó el avance del sis-
tema capitalista y una transformación en la configuración socioes-
pacial de la población. La producción de banano de exportación 
condujo a una bonanza económica, a la expansión del mercado in-
terno y al fortalecimiento del aparato estatal. De 1940 a 1952, las 
exportaciones aumentaron de 10 a 79 millones de dólares, mientras 
que las importaciones aumentaron de 11 a 56 millones de dólares 
(Quintero & Silva, 1991, p. 8). La inversión pública aumentó del 16% 
del presupuesto nacional en 1950 al 22,5% en 1955, y el PIB aumentó 
anualmente 4,4% entre 1960 y 1969 (Ojeda, 2000; Ramón & Torres, 
2004, p. 104). La inversión en infraestructura mejoró la conectividad 
entre Quito y Guayaquil, lo que promovió el desarrollo regional, pero 
también intensificó las desigualdades regionales (Deler, 1980). 

La relación del Estado con los territorios periféricos sufrió una 
metamorfosis. El Estado otorgaba crédito para el desarrollo indus-
trial, la modernización rural y la expansión de la frontera agrícola. 
Los grupos comerciales y financieros de la costa pujaban para la re-
distribución de los ingresos nacionales. El surgimiento del populismo 
favoreció a las clientelas electorales y los regímenes burocrático-au-
toritarios crearon una mayor dependencia de los técnicos y funciona-
rios públicos involucrados en la toma de decisiones nacionales. 

Los municipios asumieron el papel de las corporaciones de de-
sarrollo para la provisión de servicios públicos locales. La Ley de 
Régimen Municipal de 1945 aumentó las funciones de los Gobiernos 
locales y promovió la “municipalización” de la generación y distribu-
ción de energía eléctrica, el transporte público, los sistemas de agua 
y las redes telefónicas. La Constitución de Ecuador de 1946 introdu-
jo reglas sobre la autonomía fiscal de los municipios, tras lo cual el 
Gobierno nacional impulsó una planificación centralizada, respalda-
da por corporaciones de desarrollo regional. 

Ramón (2004) sostiene que la presencia de corporaciones autó-
nomas requería un proceso de negociación con las élites regionales y 
llevó a la duplicación de esfuerzos por parte de diferentes instancias 
del Gobierno, ambas características perjudiciales para la integración 
nacional. Sin embargo, la presente investigación sostiene que estos 
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mismos procesos constituyeron un hito en la formación y consolida-
ción del Estado unitario ecuatoriano. Para mitigar disputas y cons-
truir clientes en todas las escalas del espectro político, el Estado creó 
nuevas provincias, cantones y parroquias. En tal sentido, los mar-
cos regulatorios más destacados de este período incluyen las Leyes 
Municipales de 1945 y 1966, la Ley Especial del Oriente de 1960 y 
la Ley de Parroquias Rurales de 1968. Este fue el resultado no solo 
del legado histórico y del crecimiento de la población, como seña-
ló Pierre Gondard (2005), sino también de la política del espacio 
(Lefebvre 1991, 2009).

7.2.1.	 La articulación diferencial del Estado desarrollista

En Portovelo, la desindustrialización reconfiguró las relaciones de 
poder entre las élites locales, los movimientos sociales, los partidos 
políticos y los actores institucionales, todos estableciendo y dispu-
tando su rango de acción dentro del aparato público. La paradoja 
entre el crecimiento económico nacional y el declive industrial, como 
se explicó en la sección anterior, indica la falta de coordinación entre 
los procesos de desarrollo a diferentes escalas. 

CIMA tuvo escasa autonomía administrativa y financiera, en tanto 
fue incapaz de independizarse de las autoridades nacionales y muni-
cipales para la toma de decisiones corporativas. La empresa minera 
no era una empresa del Gobierno central, pero dependía del apo-
yo y los subsidios estatales para su funcionamiento.241 Las minas de 
Portovelo eran marginales para la economía nacional y los funcio-
narios locales comenzaron sus “peregrinajes a Quito” para enfrentar 
los obstáculos administrativos y políticos en la asignación de recur-
sos fiscales para obras públicas. Los representantes locales iban de 
una oficina a otra, lidiando con los burócratas estatales. Durante sus 
viajes, los representantes locales fueron creando redes de contactos 

241	 En 1952, el Gobierno autorizó a CIMA a invertir pasivos por hasta 407 970 sucres para 
resolver problemas sociales y económicos en Portovelo. En 1955, la deuda del municipio 
de Zaruma de 875 000 sucres por la porción de las acciones (35%) que había adquirido 
en CIMA fue perdonada, porque había invertido cantidades similares en el suministro de 
agua potable para Portovelo y el barrio Machala y en otras obras públicas. Véase: Decre-
to Ejecutivo n.º 518-G, Registro Oficial n.º 781, 08/12/1952, y Decreto Legislativo, Regis-
tro Oficial, 01/01/1955, en: Cortázar & Lavanda (2008, p. 130-131).
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con las autoridades nacionales, así como legitimidad a escala local. 
Este proceso podría verse como una forma de conectar instancias del 
Gobierno, pero también como un medio para desacreditar y reforzar 
la especificidad de cada nicho. Dada su dependencia del Gobierno 
central, las élites regionales ya no estaban en posición de promover 
movimientos separatistas o incluso un Estado federal; en su lugar, 
contribuyeron a la idea de un Estado corporativo pero unitario.

Los eventos rutinarios y aparentemente intrascendentes son, de 
hecho, momentos importantes que definen las relaciones adminis-
trativas entre niveles de Gobierno. Por ejemplo, en 1951 el alcalde 
de Zaruma viajó a Quito para reunirse con el Ministro de Economía 
para agilizar los decretos para la creación y operación de CIMA. El 
ministro transfirió la solicitud al Departamento Legal y autorizó a los 
funcionarios locales a que redacten los documentos. Sin embargo, 
los funcionarios municipales informaron retrocesos, dando “la im-
presión de que [los abogados] trataban de obstaculizar las gestiones. 
Ante esta situación, procuramos interesarlos ofreciéndoles abonar el 
trabajo que realizaran, logrando, de este modo, que se formularan 
tres proyectos de decretos”.242 Posteriormente, los decretos fueron 
retrasados por nuevos procedimientos administrativos zanjados con 
nuevas “propinas” a los funcionarios nacionales. Así, durante sus 
muchos viajes a la capital, los burócratas locales se involucraron en 
la toma de decisiones nacionales y en actos de corrupción.

Hasta la década de 1970, un viaje de ida y vuelta de Zaruma a 
Quito tomaba casi una semana. Los altos costos administrativos, 
las frecuentes demoras por parte de las autoridades nacionales y los 
compromisos personales que impedían los viajes hicieron que el pro-
ceso de cabildeo por fondos públicos se convirtiera en un largo y ex-
tenso asunto. Eventualmente, la municipalidad contrató abogados y 
tramitadores para agilizar los procesos burocráticos. Además, el mu-
nicipio pagó a un grupo de zarumeños que vivían en Quito para faci-
litar los contactos políticos, una táctica que se hizo posible a medida 
que aumentaba la emigración hacia la capital. Esta práctica creó a 
un grupo de intermediarios y políticos con estrechas conexiones entre 
la capital nacional y las localidades rurales.

242	 AHM/Z. ACM, T. 55, 22/06/1951, p. 203.
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Machala y Guayaquil también adquirieron un papel destacado en 
la toma de decisiones locales en la medida en que los impuestos, 
préstamos y ganancias comenzaron a ser administrados por bancos 
públicos y privados ubicados en esas ciudades.243 El municipio reci-
bía fondos públicos en forma de cheques girados en la sucursal del 
Banco Central en Machala. Esos fondos eran luego transferidos a 
cuentas en bancos privados en Guayaquil. Además, los accionistas 
individuales, socios de la CAP, también depositaban sus ganancias 
en cuentas en el Banco La Previsora de Guayaquil. Debido a que ca-
recía de capital operativo, CIMA solicitó préstamos para continuar 
con la minería. En 1977, la compañía debía 2,1 millones de sucres al 
Banco Nacional de Fomento (Astudillo et al. 1980, 73). La fuga de di-
visas descapitalizó la región y aceleró el declive de la industria minera 
pues el capital financiero no tenía intereses en el área.

Los cambios en la producción y la articulación diferencial con la 
economía capitalista cambiaron el posicionamiento del distrito mi-
nero dentro del país. Las élites de la zona alta de la provincia de El 
Oro perdieron escaños legislativos y acceso a la toma de decisiones 
nacionales. Al mismo tiempo, la aparición de movimientos sociales 
y partidos políticos creó redes alternativas entre los grupos subal-
ternos. La concentración espacial de las obras públicas en Zaruma, 
en detrimento de las parroquias rurales, generó tensiones entre zo-
nas urbanas y rurales, las cuales reclamaban una mayor asignación 
presupuestaria.

Para contrarrestar el declive industrial, el Estado estableció enti-
dades públicas y programas para promover la agricultura.244 Los pro-
yectos de desarrollo, la apertura de caminos a las parroquias rurales 
y la asignación de tierras mediante políticas de reforma agraria245 

243	 Machala consolidó su papel como la capital de la provincia con fuertes vínculos con la agri-
cultura orientada a la exportación, las élites financieras en Guayaquil y compañías transna-
cionales como United Fruit. Este proceso también refleja un cambio en el poder económico 
de la sierra a la costa, así como cambios en los regímenes laborales (Striffler, 2002).

244	 Algunas de las entidades que se establecieron en el cantón Zaruma incluyen el Banco Na-
cional de Fomento, el Centro Agrícola del Cantón, la Federación Nacional de Cooperati-
vas de Café y el Banco de Machala (Rueda & Romero, 2002).

245	 En 1964, la Junta Militar emitió la primera Ley de Reforma Agraria y Colonización y es-
tableció el Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización. En 1972, el general 
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fueron fundamentales para enfrentar la depresión económica. En la 
zona baja de la provincia de El Oro se establecieron plantaciones 
de plátano y piña, así como piscinas camaroneras; en la sierra, los 
pequeños productores se dedicaban a la agricultura de subsisten-
cia.246 En el área de Zaruma, las autoridades locales y provinciales 
promovieron la producción de café, ganado y leche, en tanto que los 
agricultores continuaron cultivando productos tradicionales como la 
caña de azúcar.

Tabla 7.1
Valor bruto total del sector primario por producto 

Provincia de El Oro, 1974

Sector y subsector Costa Sierra Provincia

Agricultura  119 454,0  4536,9  123 990,9 

Banano  106 103,2  442,1  106 545,3 
Cacao  5249,6  583,3  5832,8 
Café  406,5  1045,2  1 451,6 
Caña de azúcar  464,1  1083,0  1547,1 
Fréjol  24,2  24,2  48,4 
Yuca y vegetales  640,3  449,6  1089,9 
Maíz  625,4  705,2  1330,6 
Otros  5940,7  204,4  6145,0 

Ganado  1369,4  1346,8  2716,2 

Bovinos  1131,8  1131,8  2263,7 

Animales domésticos  237,6  215,0  452,5 

Pescado y camarón  23 366,9  -  23 366,9 

Minería  -  4019,8  4019,8 

Total  144 190,3  9903,5  154 093,8 

Fuente: Predesur (1980, T.3, p. 253 y 257).

Rodríguez Lara firmó una nueva Ley de Reforma Agraria que enfatizaba la regionalización 
en la redistribución de tierras, lo que tuvo un impacto diferencial en las zonas bajas de la 
costa, la región amazónica y la región sur del Ecuador. Para una discusión sobre las im-
plicaciones de las reformas agrarias, véase: Barsky (1984); Chiriboga (1988); Gondard & 
Mazurek (2001). Para un estudio detallado de las plantaciones de banano, véase: Striffler 
(2002); Larrea (1987).

246	 En la parte superior de la provincia de El Oro, los campesinos tenían organizaciones comu-
nitarias dispersas y quintas diseminadas geográficamente, a diferencia de los espacios den-
samente poblados de la sierra del norte del Ecuador (Fauroux, 1984). Había pocos indíge-
nas en El Oro, la mayoría de ellos eran saraguros de las provincias cercanas de Loja y Azuay.
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La modernización del sector rural transformó las relaciones so-
ciales y políticas. Las reformas agrarias de 1964 y 1973 favorecieron 
la adquisición de pequeñas parcelas. El Ejército ecuatoriano influyó 
en la forma en que se estableció la frontera agrícola en El Oro, una 
provincia estratégica que fuera ocupada por las fuerzas peruanas en 
1941 (North, 2006). Campesinos, mineros y empresarios locales in-
virtieron en plantaciones de café, lo que permitió la captación de 
rentas locales y el fortalecimiento de los cafetaleros como un nuevo 
grupo de interés. La Feria del Café en Zaruma se convirtió en una 
celebración nacional que reunía a pequeños productores de todo el 
país. Se podría sostener que el café fue uno de los pocos cultivos 
comerciales producidos por pequeños agricultores que proporcionó 
recursos para satisfacer sus necesidades básicas (Castillo & León, 
1979; Predesur, 1980, T.9). El proceso de diversificación condujo a 
una reducción en el número de representantes políticos del sector 
minero y un aumento en los diputados y senadores vinculados a los 
sectores ganadero y cafetero.

En paralelo, el Estado desarrollista adoptó políticas de sustitución 
de importaciones y una reforma fiscal para centralizar la recaudación 
de impuestos, una reforma administrativa para racionalizar el sector 
público y un sistema de planificación nacional para simplificar la in-
tervención pública. El Estado también adoptó normas que establecían 
los derechos y responsabilidades de los empleados del sector público 
y, en 1954, creó la Junta Nacional de Planificación y Coordinación 
Económica (Junapla). Esta institución desempeñó un papel central en 
la planificación nacional y promovió corporaciones autónomas para 
generar mecanismos de apoyo para el desarrollo regional.247

Al igual que otros Estados latinoamericanos, Ecuador aplicó me-
didas centralizadas para maximizar los ingresos fiscales, promover la 
industrialización sustitutiva de importaciones y propiciar la redistri-
bución de la riqueza. La intervención estatal incluyó el control directo 

247	 El primer organismo de desarrollo regional fue el Centro de Conversión Económica Azuay 
(CREA - 1958); posteriormente, se crearon la Junta de Reconstrucción y Desarrollo de Lo-
ja y Morona Santiago (1961), el Centro de Reconversión de Manabí (CRM - 1962) y el 
Centro para el Desarrollo de la Cuenca del Guayas (Cedege - 1965). Las iniciativas para 
las provincias del sur de El Oro, Loja y Morona Santiago se unificarían más tarde en el Pro-
grama Regional para el Desarrollo del Sur del Ecuador (Predesur - 1980).
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de sectores económicos estratégicos, como los hidrocarburos. En tér-
minos políticos, los regímenes socialistas y las democracias naciona-
listas eran vistos como un desafío a la hegemonía estadounidense; lo 
cual, sumado a la bonanza económica derivada de la exportación de 
materias primas, facilitó la consolidación de Gobiernos autoritarios 
(Wantchekon, 2002). Si bien muchas de las reformas mencionadas 
no estaban dirigidas directamente a Portovelo, el modelo desarrollis-
ta, nacionalista y modernizador tenía por objetivo la integración del 
espacio nacional y el control directo de las industrias extractivas.

7.2.2.	 La búsqueda de una nueva solución institucional

El enclave minero “municipal” se convirtió en un espacio de disputa 
política, en búsqueda de su propia autodeterminación. Harvey (1989) 
señala que cualquier intento de democratizar y dispersar el poder polí-
tico implica algún tipo de estrategia espacial y una política del espacio 
y lugar. Zaruma, como cantón, tenía un sistema de gobierno com-
puesto de varios niveles: el municipio representaba a las élites locales 
urbanas; los agentes del Gobierno central protegían los intereses y 
los reglamentos nacionales; la Iglesia mantenía vínculos directos con 
Loja; en tanto que la Junta General de CIMA estaba gobernada por 
una coalición inestable de trabajadores y representantes municipales. 

Los trabajadores y habitantes de Portovelo querían mayor inde-
pendencia respecto de Zaruma, a fin de aumentar su posición social 
y capacidad de decisión política.248 Esta no era una solicitud aislada. 
En todo Ecuador, la reestructuración de los poderes locales vincula-
dos al boom bananero y el velasquismo dio paso a una nueva territo-
rialidad. Entre 1940 y 1970, el Estado creó 306 parroquias rurales y 
43 cantones, un aumento del 39% y el 33%, respectivamente.249

248	 Hasta su salida en 1950, la SADCO nunca permitió que el campamento se transforme en 
una jurisdicción administrativa independiente. Los estadounidenses usaron los sistemas 
de poder preexistentes; era más fácil controlar a los trabajadores por medio de las relacio-
nes clientelares, la coerción, una alta rotación del electorado y la cooptación de represen-
tantes en el concejo municipal.

249	 Esta cifra corresponde a la fecha de constitución de cada jurisdicción, según la informa-
ción publicada en el Registro Oficial.
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Gráfico 7.5
Escudo del cantón de Zaruma

Nota:	 El escudo de Zaruma cambió para el aniversario de su fundación, a mediados de la década de 1930. 
La identidad del cantón se forjó en plena tensión entre la villa colonial de Zaruma, el enclave minero 
de Portovelo y la producción agrícola en lugares como Piñas. Cada uno de estos lugares se conver-
tiría en una jurisdicción independiente a lo largo del siglo xx. Fuente: AMH/Z. “Escudo de la Ciudad 
de Zaruma”, El Municipio, [Zaruma], 26/111936, 1:14, 1.

En una perspectiva histórica, los límites internos y las jurisdiccio-
nes administrativas deben entenderse como un legado colonial mol-
deado por la distribución de la población y la ocupación efectiva del 
territorio (Gondard, 2005). Desde la independencia, los sucesivos 
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procesos de centralización y descentralización, conflictos internos 
y externos, cambiaron la territorialidad del Estado. Después de la 
guerra con Perú, en 1941, el nacionalismo se exaltó mediante expre-
siones cívicas, símbolos patrios y reivindicaciones de autodetermi-
nación y soberanía (Jonhston, Knight & Kofman, 1988; Radcliffe & 
Wetwood, 1996). El Estado ecuatoriano inició una política de fron-
teras vivas que facilitó la colonización de la Amazonía y la creación 
de jurisdicciones administrativas. A fines de la década de 1960, la 
territorialidad del Estado se convirtió en una categoría política a ser 
distribuida, delimitada, controlada y disputada mediante relaciones 
políticas de escala local. En este proceso, los roles y funciones de las 
jurisdicciones administrativas fueron mediados, negociados, redefi-
nidos o impuestos, lo que dio como resultado formas de reorgani-
zación geográfica y formas de gobernanza territorialmente cambian-
tes.250 Como sostiene Lefebvre, existía una política del espacio porque 
el espacio del Estado era, en sí mismo, político.

Foto 7.3
Batallón de niños de Zaruma durante la guerra con Perú, 1941

Nota: La invasión peruana tuvo un profundo impacto en la memoria colectiva en el sur del Ecuador e infun-
dió sentimientos nacionalistas que se expresaban mediante manifestaciones cívicas. Por ejemplo, 
el Batallón de Niños, compuesto por estudiantes en los grados superiores de la Escuela Municipal. 
Aquí visten uniformes militares blancos con ribetes rojos y llevan rifles de madera mientras hacen el 
juramento de lealtad durante los eventos cívicos del 26 de noviembre de 1941. Fuente: AMH/Z. “Ba-
tallón infantil del Centro Escolar Mpal,” Álbum Municipal, T. I., 1931-1944; Cevallos (2011, p. 96). 
Fotógrafo: León Jiménez Ramírez (1941). 

250	 Para una discusión teórica, ver: Brown & Purcell (2005); Honey (1977); Swyngedouw (2000).
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El primer intento de crear una jurisdicción independiente implicó 
mover las oficinas del vicariato católico de Zaruma a Portovelo.251 Los 
ciudadanos de Portovelo tenían una autonomía relativa para nom-
brar representantes religiosos, ya que SADCO había donado todas 
las propiedades religiosas y los mineros pagaban por todos los ser-
vicios litúrgicos mediante deducciones de salarios. Jorge Guillermo 
Armijos, el nuevo sacerdote que apoyaba a los mineros, logró que se 
haga la transferencia a Portovelo. La comunidad católica de Zaruma, 
dirigida por Clemencia Carrión de Maldonado, se indignó. Desde su 
perspectiva, la acción del sacerdote era política y ella lo acusó de 
trabajar con el proletariado por intereses personales. Los feligreses 
zarumeños apelaron al Gobierno municipal como la entidad política 
capaz de defender lo que consideraban los intereses de todo el can-
tón para interceder ante la arquidiócesis provincial de Loja.

Loja continuaba siendo un centro de influencia social, religiosa y 
judicial para la zona alta de El Oro, y Zaruma era una fuente de ingre-
sos para la Iglesia católica en la región. El municipio respondió a la 
solicitud de la congregación organizando un viaje conjunto a la ciu-
dad de Loja. Al llegar, el obispo señaló que la reubicación era un acto 
administrativo secundario, una solicitud transitoria, que no tenía la 
intención de afectar a la comunidad religiosa de Zaruma. Cuestionó 
al clérigo: sus deberes específicos requerían explicar asuntos teológi-
cos, no entrometerse en política.252 El asunto puede parecer un pro-
blema menor, propio de diferencias de clase entre congregaciones 
religiosas, y las tensiones internas en la aplicación de los valores mo-
rales. Sin embargo, este caso demuestra la imbricación de la Iglesia 
con las autoridades locales, así como una sutil transformación en la 
ordenación administrativa del espacio. A pesar de los esfuerzos por 
separar el aparato estatal de la estructura institucional religiosa, di-
cha relación sigue siendo prominente en el sur del Ecuador.

251	 Las capitales departamentales tenían una arquidiócesis eclesiástica, las capitales provin-
ciales tenían una diócesis, mientras que las principales ciudades mantenían un vicariato 
apostólico. Zaruma fue uno de los pocos cantones que contaba con vicariato apostólico 
debido a la importancia histórica de la villa colonial, pero el campamento solo tenía una 
iglesia y un sacerdote.

252	 AHM/Z. “Comisión a Loja”. ACM, T. 55, 19/03/1951, p. 127.
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Aun así, el deseo de Portovelo de independizarse de Zaruma per-
sistió durante años. Como recuerda un residente:

Promesas, más promesas, nadie paraba bola hasta que en 1967 ya los 
hijos de Portovelo estaban regresando ya de la capital, de Guayaquil, de 
Quito, de Machala, Cuenca, estaban ya regresando preparados. Ellos se 
arman y se reúnen una noche de tragos y amigos, risas y ñatos, con un 
grupo de personas mayores que con el señor Gonzalo Díaz Aguilar y for-
man el Comité Pro Parroquialización de Portovelo en noviembre de 1967 
(Entrevista, hombre, Portovelo).

La historia es mucho más compleja que una manifestación in-
formal de resistencia a las prácticas administrativas municipales. 
Lefebvre (1991, p. 281) sugiere que la fragmentación del espacio 
apuntala la reestructuración de las relaciones socioeconómicas y los 
arreglos institucionales a medida que cada nueva forma de poder 
político introduce su propia división del espacio.

Desde 1950, la participación accionaria en la industria creó nue-
vas jerarquías internas y colocó a la fuerza de trabajo en una situación 
de ser trabajadores y socios de CIMA. Los obreros tenían limitacio-
nes para reclamar contra sus dirigentes, pese a que experimentaban 
varias dificultades en el trabajo en la mina: calor, mala ventilación, 
trato rudo y prohibición de reuniones. Esta contradicción interna 
condujo a un nuevo proceso de organización y demanda de derechos 
laborales.253 Las primeras reuniones clandestinas tuvieron lugar en 
1955. Un grupo de 22 trabajadores se unió al Sindicato General de 
Trabajadores de Pasaje, ubicado en un cantón cercano, y designaron 
a Máximo Jaramillo como su representante para recibir instrucciones 
sobre cómo organizar y defender sus intereses. Jaramillo provenía de 
la clase trabajadora, con capacidad de asumir roles que requerían co-
nocimiento, conciencia de clase, liderazgo y toma de decisiones, para 
lo cual buscó asesoramiento en el Partido Comunista Ecuatoriano 
(PCE) y la Confederación de Trabajadores del Ecuador (CTE) para 

253	 Algunas figuras clave en este proceso incluyen a: Máximo Jaramillo, Expedito Cisneros, 
Manuel Rogel, José Loján, Enrique Ocampos, Luis Espinosa, Expedito Cisneros, Luis Ca-
macho, Víctor Silva, Vicente Salinas, Jubentino Romero, Jorge Meyer, José Vásquez y César 
Villegas. El Dr. Victoriano Toledo brindó asesoramiento legal. Ver: Astudillo et al. (1980, 
p. 68) y Entrevista ID-2012-25 (hombre, Machala).
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organizar a los trabajadores y redactar los borradores de los estatu-
tos. En 1960, se formó el Sindicato General de Trabajadores Mineros 
de Portovelo con más de 50 miembros.

CIMA rechazó los estatutos, argumentando la arbitrariedad de las 
organizaciones sindicales dentro de una compañía que era de pro-
piedad de los mismos trabajadores, y despidió a los líderes sindica-
les. CIMA convenció al sacerdote del campamento minero, el padre 
Armijos Valdiviezo, para que organice a la ciudadanía de Portovelo y 
Zaruma para firmar una petición contra el sindicato, argumentando 
que muchos de sus miembros también eran accionistas. Oswaldo 
González, senador del Partido Conservador, y Luis Pallares, Ministro 
de Bienestar Social y Trabajo, apoyaron la maniobra (Astudillo et al. 
1980, p. 68-69). El despido de los líderes sindicales y los mecanis-
mos para controlar a los trabajadores fueron similares a las prácti-
cas corporativas implementadas por SADCO años atrás. A partir de 
entonces, algunos trabajadores vendieron sus acciones para poder 
organizarse y exigir sus derechos libremente. El PCE estableció una 
célula provincial con sede en Portovelo y Zaruma para apoyar las 
demandas laborales y organizar talleres de capacitación en todas 
las provincias del sur.254 La Unión General de Trabajadores de CIMA 
se estableció formalmente el 28 de agosto de 1966, con Expedito 
Cisneros como secretario general. Máximo Jaramillo se convirtió en 
el primer representante de los trabajadores en el Concejo Municipal 
de Zaruma en 1967.

254	 Los líderes de CTE y PCE también ayudaron a organizar el Sindicato de Trabajadores Mu-
nicipales de Zaruma; el Sindicato Fiscal de Obras Públicas de El Oro, con sede en Piñas; el 
Sindicato Fiscal de Obras Públicas de Zamora Chinchipe; la Asociación de Residentes de 
Huaquillas y el Sindicato General de Trabajadores de Huaquillas. Fuente: Entrevista, ID-
2012-25 (hombre, Machala).
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Foto 7.4
Manifestaciones callejeras del Partido Socialista 

durante la campaña presidencial en Zaruma, 1967

Nota: El Partido Socialista y el Partido Comunista asesoraron al movimiento obrero en distintas ocasiones. 
En 1967, pese al fracaso nacional de la campaña “Parra-Carrión Revolución”, los representantes del 
Partido Socialista en Zaruma se fortalecieron y ganaron un curul en el concejo municipal de Zaruma. 
Fuente: Archivo del Centro Cultural Benjamín Carrión (1967).

Adicionalmente, la municipalidad de Zaruma estaba en medio de 
un cambio institucional. Una junta militar gobernó Ecuador entre 
1963 y 1967. Los militares implementaron algunas políticas progre-
sistas, como la primera Reforma Agraria (1964), pero también intro-
dujeron medidas represivas, anticomunistas y autoritarias, incluido 
el nombramiento directo de representantes ante los concejos mu-
nicipales. En 1967, el retorno a la democracia incluyó la redacción 
de una nueva Constitución, la cual modificó las relaciones de poder 
entre circunscripciones territoriales. Los municipios mantuvieron su 
autonomía, pero las parroquias rurales adquirieron más responsa-
bilidades, incluido el derecho a elegir la junta parroquial por medio 
del voto directo y popular, determinar las obras de interés para la 
parroquia y controlar los fondos para las obras públicas dentro de 
su jurisdicción. Las elecciones se llevaron a cabo y las autoridades 
locales asumieron el cargo el 1.ero de agosto de 1967.
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Los nuevos concejales municipales se opusieron al concejo muni-
cipal anterior. De 1966 a 1967, la junta militar había designado los 
concejales que incluyeron a tres miembros vinculados directamen-
te al campamento minero: Gonzalo Díaz Aguilar, Eduardo Aguilar 
Romero y Miguel Armijos Espejo. Las nominaciones formaban parte 
de vínculos personales de larga data con el Partido Conservador y el 
regimiento militar, establecido en Portovelo desde inicios de la dé-
cada de 1950. En 1967, la transición democrática produjo rencores 
personales y represalias entre los concejeros entrantes y salientes. El 
nuevo concejo municipal, formado por liberales y socialistas, intentó 
destituir al Dr. Díaz de su puesto en el hospital; Díaz respondió exi-
giendo el estatus de parroquia para el campamento de Portovelo. En 
una sesión del concejo municipal, Máximo Jaramillo, concejal socia-
lista y representante de los trabajadores de Portovelo, señalaba que 
en el período anterior nunca se tocó el asunto, pese a que existían 
motivos legítimos y condiciones de presionar por el estatus de la pa-
rroquia; pero que ahora “por odios personales, quieren presionar a 
la I. Municipalidad”.255 

De hecho, las dificultades económicas también eran un problema; 
CIMA reportaba pérdidas, la minería artesanal iba en aumento y la 
prolongada sequía que afectó a las provincias del sur del Ecuador ge-
neró escasez de alimentos. Para solventar las restricciones presupues-
tarias, el municipio intentó aumentar los impuestos a los servicios, 
las viviendas y a las patentes comerciales. Residentes, comerciantes 
y pequeños empresarios se quejaron y unieron sus fuerzas contra el 
municipio.

En enero de 1968, los miembros del Comité Pro-Parroquialización 
de Portovelo (CPPP) enviaron una petición con 1033 firmas de res-
paldo, solicitando que Portovelo fuera declarada parroquia rural. La 
municipalidad de Zaruma respondió con argumentos administrativos 
y legales. La Ley de Régimen Municipal establecía requisitos mínimos 
para adquirir el estatus de parroquia rural: contar con al menos 10 
000 habitantes, de los cuales 2000 debían ser residentes de la futura 
cabecera parroquial; además, era necesario demarcar los límites de la 

255	 AHM/Z. “Intervención de Máximo Jaramillo”. ACM, T. 76, Acta n.º 38, 10/05/1968, p. 165.
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jurisdicción político-administrativa. Estos límites debían basarse en 
elementos geográficos tales como ríos, arroyos y divisiones de cuen-
cas hidrográficas. La demarcación territorial cambiaría las relaciones 
de poder entre las ciudades. Zaruma y Portovelo, juntos, tenían solo 
15 430 habitantes; si se separaban en dos parroquias, una de ellas 
tendría menos habitantes de lo que exigía la ley.

La solicitud de Portovelo fue denegada. Esto provocó descontento 
en la población local, pero la negativa no limitó los ímpetus del co-
mité local. El proceso electoral nacional favorecía la creación de las 
alianzas. El Partido Comunista tenía presencia en la zona y Velasco 
Ibarra siempre había tenido el apoyo de la población minera. Camilo 
Ponce Enríquez, candidato presidencial del Partido Social Cristiano 
(PSC), visitó Portovelo el 5 de mayo de ese año. El candidato conser-
vador estaba a favor de la creación de la nueva parroquia.256 Una se-
mana después, los residentes de Portovelo y las comunidades vecinas 
se unieron en contra de Zaruma. La acción tenía como objetivo aislar 
la sede del cantón bloqueando su acceso.

Las autoridades locales tenían opiniones divergentes sobre la ten-
tativa de parroquialización. El concejo municipal se pronunció al 
público, señalando que no tenía la intención de obstaculizar los de-
seos legítimos de la población local y sugirió formar un comité para 
proceder con un censo y un estudio de límites, que verifique el cum-
plimiento de los requisitos legales antes de la creación de la nueva 
jurisdicción.257 El juez civil de Zaruma aplaudió el deseo de progreso; 
la creación de una parroquia permitiría delegar la administración de 
justicia a Portovelo.258 Otros consideraron que la parroquialización 
no garantizaría, en sí misma, el cumplimiento de las aspiraciones de 

256	 En abril de 1968, las parroquias rurales fueron declaradas personas jurídicas de derecho 
público con patrimonio propio y capacidad para realizar actos jurídicos. La junta parro-
quial debía trabajar con el concejo municipal para formular un programa de obras y ser-
vicios públicos, pero el municipio debía transferir el presupuesto para administración di-
recta por parte de la junta parroquial. Las nominaciones para los candidatos del consejo 
parroquial estaban programadas para el 22/06/1968. Fuente: Ley n.º 038, CL, Registro 
Oficial n.º 348, 01/04/1968.

257	 AHM/Z. “En torno a la parroquialización de Portovelo”, Sección Municipal, Atalaya, [Zaruma], 
12/05/1968, 3.

258	 AHM/Z. ACM, T. 76, Acta n.º 38, 10/05/1968, p. 162.
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desarrollo. Portovelo necesitaba saneamiento, agua potable y carre-
teras. Adicionalmente, la creación de un consejo parroquial llevaría a 
divisiones internas. Máximo Jaramillo señaló que la clase trabajadora 
no estaba de acuerdo con la demanda. La compañía proporcionaba 
vivienda, agua, electricidad y saneamiento gratuitos; convertirse en 
una parroquia rural significaría pagar impuestos y tarifas por servi-
cios básicos. 259 El gobernador provincial declaró: “No podemos ir 
contra ellos, todos tienen derecho a mejorar, no podemos decirles 
que no sigan adelante”.260 El ejército recibió instrucciones de mante-
nerse fuera del conflicto.

El municipio optó por una estrategia defensiva: reafirmar la au-
tonomía municipal, informar a las autoridades nacionales, solicitar 
apoyo militar, desacreditar las protestas y pedir ayuda a los ciuda-
danos de Zaruma. Las autoridades municipales pidieron la concu-
rrencia del teniente político, el comandante militar en Portovelo y 
al gerente interino de CIMA para concertar una reunión entre las 
partes. El municipio se negaba a ir a Portovelo, exigiendo, en cam-
bio, que una delegación de Portovelo suba a Zaruma para discutir 
alternativas.

En ocasiones la geografía adquiere un rol preponderante como 
representación de poder, pero también como espacio de negociación 
política. Abajo vivían los proletarios, obreros y mineros de Portovelo. 
Arriba, en la cima de la colina, estaba la cabecera cantonal de Zaruma. 
El concejo municipal propuso recibir a dos delegaciones en una se-
sión privada, una de los representantes de los trabajadores y otra 
de miembros del comité de huelga. La división interna de Portovelo 
podría ser utilizada para favorecer los intereses municipales. Por otro 
lado, el comité de huelga intentó obligar a las autoridades locales a 
bajar a Portovelo. Su desventaja numérica favorecería un acuerdo.

Los residentes recuerdan este evento como un acto de convivia-
lidad y rebeldía; uno de los entrevistados decía que “la parroquia-
lización era la guerra”.261 Era una oportunidad para confrontar a 

259	 AHM/Z. ACM, T. 76, Acta n.º 38, 10/05/1968, p. 165.

260	 AHM/Z. ACM, T. 76, Acta n.º 38, 10/05/1968, p. 166.

261	 Entrevista ID-2012-17 (hombre, Portovelo).
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las autoridades locales y redimir las heridas dejadas por la fallida 
compañía minera. El comité de huelga comenzó las movilizacio-
nes el 11 de mayo de 1968. Los residentes tomaron posiciones es-
tratégicas para cortar la llegada de provisiones y aislar a Zaruma. 
Las medidas incluyeron bloquear todos los caminos de acceso y 
asegurar el puente con carros cargados de dinamita. La central hi-
droeléctrica era otro puesto clave para cortar la energía eléctrica 
al anochecer. Las minas continuaron operando parcialmente para 
evitar pérdidas económicas adicionales. Geólogos extranjeros del 
Proyecto Minero de Naciones Unidas fueron detenidos en Portovelo 
como una táctica de presión. Además, la residencia de Guillermo 
Celi, vicepresidente del municipio y uno de los principales oposi-
tores de la nueva jurisdicción, fue atacada con piedras durante la 
noche. Al relatar estos eventos, los entrevistados de Portovelo insis-
ten en que los recursos que usaron para su lucha, como el sabotaje, 
eran legítimos. Como señala Portelli (1991, p. 52-54), la memoria 
oral no es un repositorio pasivo de eventos, sino un proceso activo 
de creación de significados que permite justificar comportamientos 
individuales y colectivos. 

El 13 de mayo, el escuadrón Bolívar, comandado por el capitán 
Santamaría, llegó para sofocar las protestas. El silbato de la com-
pañía anunció la necesidad de refuerzos. Un entrevistado recuerda 
que Emilia Aguilar, madre de Gonzalo Díaz, recorrió las calles lla-
mando a las mujeres: “Vamos, vamos, que nos rompen el paro”.262 
Todos se dieron el encuentro en el puente. Matilde Vargas se envolvió 
en una bandera ecuatoriana y comenzó a cantar el himno nacional. 
Los hombres iban detrás de las mujeres y habían acordado disparar 
la dinamita en caso de una provocación. Los militares se encontra-
ron con una población dispuesta a entregar sus propias vidas por 
la independencia territorial. Para evitar el enfrentamiento, el capitán 
Santamaría intercedió llevando a los representantes de la huelga a 
negociar con el concejo municipal. La gente de Portovelo los siguió 
en tropel hasta la plaza central de Zaruma. Sin embargo, los recuer-
dos épicos se confrontan con los registros oficiales.

262	 Entrevista ID-2012-18 (hombre, Portovelo).
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Foto 7.5
Mujeres sosteniendo un cartel en defensa  

de los intereses de Portovelo, 1968

Nota:	 Las mujeres de Portovelo fueron participantes activas en la demanda de autonomía administrativa 
respecto del municipio de Zaruma. El cartel dice: “El altivo pueblo de Portovelo defenderá con digni-
dad sus derechos inalienables, hoy conculcados”. Fuente: Colección privada de Alex Rodríguez. Fo-
tógrafo: Enrique Rodríguez (1968).

Las minutas municipales incluyen una plétora de insinuaciones y 
tácticas dilatorias.263 El concejo decidió designar un comité conjunto 
para realizar estudios técnicos para demarcar la nueva jurisdicción y 
realizar un censo. El comité comenzaría el trabajo preliminar el 18 de 
mayo, para preparar bocetos, mapas y fotografías aéreas que pos-
teriormente justificarían la cartografía. El trabajo de campo real co-
menzaría el 3 de julio, después de las elecciones, y la propuesta final 
estaría lista para el 30 de julio. El concejo municipal de Zaruma ten-
dría que tomar una decisión y emitir una ordenanza basada en dicha 

263	 Los representantes del municipio incluían a Guido Sotomayor, Guillermo Celi, Dr. Artu-
ro Aguilar, Ángel Espinosa, Eduardo Espinosa y Máximo Jaramillo. Los representantes del 
CPPP eran el Dr. Gonzalo Díaz, Fausto Redrovan, Juan Zúñiga, Dr. Marco Novillo, Gilber-
to Macanehy y el Dr. Carlos Burneo (consejero legal). También estuvieron presentes en la 
reunión el gobernador provincial, el capitán Santamaría, el secretario municipal y el abo-
gado municipal. Véase: AHM/Z. ACM, T. 76, Acta n.º 42, 13/05/1968, p. 205-222.
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información.264 Mientras tanto, las partes acordaron que se suspen-
derían todas las formas de presión; la responsabilidad de mantener 
el orden público se transfirió al gobernador provincial.

El concejo municipal no pudo acordar una decisión favorable para 
Portovelo. Algunos concejales argumentaron que si Portovelo era re-
conocida como parroquia rural, más tarde insistiría en convertirse en 
un cantón. Otros temían que, en caso de disolución de CIMA, los 
activos municipales se transfirieran a la nueva junta parroquial. Los 
representantes de CPPP presionaron para incluir la planta hidroeléc-
trica de la Calera dentro de la nueva jurisdicción. Dos meses después, 
los representantes municipales presentaron un informe argumentan-
do que Portovelo no cumplía con los requisitos legales para el estatus 
de parroquia rural. El concejal Aguilar destacó los beneficios de otor-
gar el estatus de parroquia urbana a Portovelo; esa opción incluía las 
mismas prerrogativas presupuestarias y legales que las conferidas a 
todas las parroquias rurales. El concejal Gallardo sugirió negociar con 
la recién elegida administración de Velasco Ibarra para suspender, en 
el caso de Portovelo, los requisitos para convertirse en una parroquia 
rural o lograr una compensación. Dentro del Concejo, nadie quería 
ser cuestionado como un traidor a los intereses de Zaruma; por tanto, 
transfirieron su responsabilidad al Ministerio del Interior.265

Entre tanto, Velasco Ibarra fue reelegido por quinta vez como 
presidente del Ecuador en 1968; su administración estaba interesa-
da en otorgar estatus legal a nuevas jurisdicciones. El CPPP apeló 
al Tribunal de Garantías Constitucionales y al Comité Legislativo 
Permanente del Congreso. La activación de las redes políticas fue 
fructífera y Portovelo se convirtió en parroquia rural el 11 de diciem-
bre de 1968. De hecho, el velasquismo fragmentó la división político-
administrativa: durante sus cinco períodos de gobierno se crearon 
144 parroquias rurales y 22 cantones. 

264	 Los residentes de Zaruma no estaban contentos con la posibilidad de otra división terri-
torial. El municipio apoyó y financió la formación del Comité Pro-Defensa de los Intere-
ses de Zaruma (CPDIZ) como una fuerza contraria al CPPP. Braulio Carrión, expresidente 
del sindicato de madereros, aparece como representante de CPDIZ. Los leñadores, nego-
ciantes y comerciantes adinerados que no habían recibido acciones de la compañía mine-
ra nacional se instalaron en Zaruma; las tensiones se mantuvieron entre este grupo y los 
accionistas durante varios años.

265	 AHM/Z. ACM, T. 76, 29/07/1968, 314-322 y 6/08/1968, p. 338-341.
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Gráfico 7.6
Establecimiento de parroquias rurales en Ecuador, 1900-2000
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Nota:	 Las parroquias rurales se consolidaron como una forma de clientelismo político y penetración ad-
ministrativa del Gobierno central. Los tenientes políticos eran intermediarios para el control de la 
población y la aplicación de regulaciones nacionales, integrando a los caciques en el Estado corpo-
rativo. Las columnas rojas en el gráfico indican los períodos presidenciales de Velasco Ibarra. Actual-
mente (2018), Ecuador tiene 769 parroquias rurales, 224 cantones y 24 provincias. Fuente: eSilec. 
Registro Oficial, varios números.

Para el siglo xx, la división político-administrativa no puede expli-
carse como la perpetuación de las instituciones coloniales o un deseo 
centralista de otorgar estatus legal a los caciques locales (Deler, 2007, 
p. 253-254). El proceso de creación de nuevas parroquias y cantones 
refleja procesos de diversificación de la base productiva y el surgimien-
to de nuevos actores sociales. Además, el rediseño de las fronteras 
internas también fue un medio para consolidar el Estado-nación. El 
Gobierno municipal era una institución obsoleta, controlada por la 
élite blanco-mestiza, producto de la inercia institucional. El adquirir 
estatus de parroquia rural o de cantón permitía a los residentes acce-
der a recursos nacionales, ingresos fiscales y rentas locales.266

266	 Piñas se convirtió en un cantón en 1940 después de más de 40 años de lucha con Zaruma 
para adquirir estatus político independiente. Otras parroquias se convirtieron en canto-
nes poco después: Salati en 1945, Curtincapa en 1945, Huertas en 1948.
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El 22 de julio de 1980, el Congreso proclamó a Portovelo como 
municipio independiente, conformado por las parroquias rurales 
de Portovelo, Curtincapa y Salati. Según el censo nacional de 1982, 
Portovelo tenía solo 8826 habitantes, muy por debajo del requisito 
legal. El preámbulo que justifica la cantonización declara: 

Portovelo [es] en la actualidad necrópolis de sus ricos yacimientos aurí-
feros en el cual sus habitantes se debaten en la pobreza y el olvido […] 
Mientras la Cabecera Cantonal presenta buen aspecto, Portovelo tiene 
índices de marcado descuido.267

Assad Bucaram, presidente del Congreso, finalizaba su inter-
vención con palabras proféticas y algo condescendientes: “Espero 
compañeritos que unidos todos de común acuerdo, elijan un buen 
Concejo, unos concejales que siempre lleven en su pecho ese cari-
ño para su terruño”.268 Para aquel entonces, Portovelo ya no era el 
enclave transnacional de los regímenes liberales o el “ensayo social 
interesante” del Estado desarrollista, sino un municipio independien-
te sin recursos fiscales, inmerso en disputas políticas y acusaciones 
de corrupción. Además, la nueva jurisdicción sería la responsable de 
proporcionar servicios a una población empobrecida, con problemas 
de salud pública, en un contexto en el cual proliferaba la minería 
artesanal y la concesión minera había sido revertida al Estado. Este 
caso refleja una tendencia en la que es el declive —y no la bonanza 
económica— la que genera soluciones institucionales para la organi-
zación territorial, desplazando las responsabilidades a los Gobiernos 
locales para lidiar con los efectos ambientales y sociales de una in-
dustria tóxica.269

267	 Abane. “Exposición de motivos. Informe sobre la petición de creación del Cantón Porto-
velo en la Provincia de El Oro. Propuesta de Decreto Legislativo suscrito por Assad Buca-
ram, Jorge Fadul, Carlos Falquez, Cleónedes Ollague”. I-79-263, 01/10/ 1979.

268	 Abane. “Exposición de motivos. Informe sobre la petición de creación del Cantón Porto-
velo en la Provincia de El Oro. Propuesta de Decreto Legislativo suscrito por Assad Buca-
ram, Jorge Fadul, Carlos Falquez, Cleónedes Ollague”. I-79-263, 01/10/1979.

269	 Un análisis de este tema está más allá del alcance del presente trabajo trabajo, pero se pue-
de explorar en: Appleton (2001); Loayza (2005); Sandoval (2001); Tarras-Wahlberg (2002).
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7.3.	Conclusión

Lefebvre (1991) señala que cada cambio en el modo de producción 
dominante incluye una transformación en la territorialidad del espa-
cio del Estado; la fragmentación del espacio por parte del Estado es 
un medio para centralizar los ingresos y el poder político mientras se 
desplazan las externalidades a los niveles locales de Gobierno, apa-
rentemente autónomos. De otra parte, Pierre Gondard (2005) sugie-
re que la frontera interna del espacio estatal, o la forma específica 
de las circunscripciones administrativas, puede explicarse como un 
legado de jurisdicciones pasadas y la evolución demográfica del país. 
Sin embargo, la historia, la demografía y las prácticas administrativas 
no son suficientes para explicar la evolución de las jurisdicciones; esta 
investigación incorpora una reflexión complementaria que analiza la 
creación de circunscripciones territoriales desde una perspectiva eco-
nómica y regulatoria.

El declive de la minería industrial y la articulación diferencial 
con la economía capitalista cambiaron el posicionamiento relativo 
de Portovelo y Zaruma dentro del país. La “municipalización” de la 
empresa minera articuló discursos con connotaciones radicalmente 
distintas a la etapa nacionalista, en la cual habían prevalecido la rei-
vindicación de la soberanía nacional y la recuperación del patrimonio 
del Estado frente al usufructo de las empresas extranjeras. La munici-
palización era un compromiso político que permitía dilatar la desin-
dustrialización, promover el desarrollo local, generar un mecanismo 
de subsistencia para los obreros e inspirar confianza en potenciales 
inversionistas estadounidenses en Ecuador. La parroquialización y 
posterior cantonización de Portovelo no implicaba, per se, un pro-
ceso de descentralización que pudiera empoderar al Gobierno local 
en la regulación de las industrias extractivas y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población.

De otra parte, Brenner (1997, p. 275) sostiene que los cambios 
en las políticas públicas están relacionados con la reconfiguración 
de la forma espacial del Estado bajo el capitalismo global, expresada 
como una transformación de la escala espacial sobre la cual se des-
pliega el poder estatal. Este proceso incluye funciones diferenciales 
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para los aparatos burocráticos y una transformación de las jurisdic-
ciones, la escala y la ubicación de los objetivos de la intervención 
estatal. En tal sentido, en un contexto de expansión capitalista en 
Ecuador, la municipalización de la mina fue una combinación com-
pleja entre una política de desarrollo, un programa populista, un ex-
perimento progresista e intentos para establecer lo que actualmente 
denominaríamos una alianza público-privada.

Ciertamente, la división político administrativa no es un entra-
mado estático e inmutable de entidades autocontenidas. La configu-
ración territorial del Estado, la capacidad de acción de los diversos 
niveles de Gobierno y los mecanismos de regulación del espacio cons-
tituyen elementos de la territorialidad gubernamental. En Ecuador, 
la multiplicación de jurisdicciones administrativas habla de la rees-
tructuración de las relaciones de poder, la transformación de los pa-
trones socioeconómicos, el surgimiento de la ciudadanía activa y la 
persistencia de caudillismos y rivalidades, tanto locales como nacio-
nales. En muchos casos, la creación de nuevas jurisdicciones sirvió 
para consolidar al Gobierno central o negociar un liderazgo político.
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8. Conclusión: la reestructuración espacial  
de la regulación minera 

A inicios del siglo xxi, el boom de los commodities ha favorecido empren-
dimientos mineros a gran escala, con la instalación de campamentos 
que se asemejan a —y a la vez difieren de— las ciudades de una sola 
industria, desarrolladas en el siglo xx bajo el fordismo.270 Los encla-
ves mineros son proyectos de lugar; sitios en los que la “producción 
del espacio” adquiere una materialidad concreta. Sin embargo, la 
ciudad-empresa —como un tipo de espacio— no se puede replicar 
mecánicamente; su forma varía de un lugar a otro. El proceso pro-
ductivo genera una interacción dialéctica entre las fuerzas externas y 
los procesos locales que transforman el espacio y el lugar. Por tan-
to, la producción del enclave minero debe entenderse mediante un 
análisis capaz de captar las dinámicas socioterritoriales, los procesos 
multiescalares y las prácticas significativas situadas geográficamente. 

Este texto realiza un estudio extendido del enclave minero de 
Portovelo y Zaruma, para explorar cómo las formas institucionales 
entran en escena o actúan para producir lugares particulares, y cómo 
la reestructuración espacial de la regulación minera transforma el ré-
gimen de acumulación a diferentes escalas. La contribución teórica 
más importante se remite a reafirmar la conexión entre la geografía 
crítica y la teoría de la regulación. Ciertamente, el régimen de pro-
piedad y la renta de la tierra son conceptos clave dentro de la teoría 
marxista. Sin embargo, a pesar de sus orígenes marxistas, la escuela 
francesa de regulación descuida esas categorías para enfocarse en 

270	 En el caso de Ecuador, las compañías mineras canadienses, chinas y chilenas, con el apoyo 
del Gobierno ecuatoriano, planean establecer o ya están instalando campamentos mine-
ros para proyectos como Mirador, Fruta del Norte, Quimsacocha, Río Blanco, Panantza-
San Carlos y Junín (ahora conocido como Llurimagua) (Chicaiza & Yáñez, 2013; Sacher, 
2015). En esos lugares, los campamentos incluirán viviendas para trabajadores, oficinas 
administrativas e instalaciones industriales, incluidas áreas de extracción, trituración, se-
dimentación, procesamiento, transporte y descarga de relaves.
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otras formas institucionales para la apropiación del plusvalor, como 
son las relaciones salariales, el sistema monetario, las formas de com-
petencia, el régimen internacional y la forma del Estado (Boyer 2002, 
1990). Este trabajo analiza esas formas institucionales resaltando 
la importancia de comprender su variabilidad mediante las escalas, 
pero también explora el régimen de propiedad, el sistema de con-
cesiones y la territorialidad en la apropiación de la renta como un 
mecanismo necesario para la producción de espacio dentro y fuera 
del enclave minero. Dichas formas institucionales son una condición 
previa y un medio para reafirmar el control sobre el proceso produc-
tivo, pero también un mecanismo de formación del Estado nacional. 
Al hacerlo, esta investigación politiza la espacialidad del enclave para 
demostrar su imbricación con la gobernanza multiescalar dentro del 
sistema capitalista.

La interpretación genealógica y etnográfica de la regulación es una 
de las contribuciones metodológicas del presente trabajo. El objetivo 
no se limita a cuestionar la doctrina legal, interpretar la aplicación de 
la norma o demostrar la débil institucionalización de las leyes, sino 
que busca descifrar las tensiones en la producción del espacio y el 
lugar por medio del ordenamiento jurídico e institucional. Esta inves-
tigación contribuye a comprender la difusión, la interpretación y la 
negociación de los códigos de minería a fines del siglo xix y principios 
del siglo xx al vincular las tendencias internacionales, las regulaciones 
nacionales y los procesos locales que configuraron el desarrollo de 
la minería industrial. Ello implica explorar las prácticas discursivas 
para vislumbrar cómo la expansión del régimen capitalista y el con-
texto político-ideológico adquieren significado y establecen vínculos 
entre las formas estructurales, los textos legales, las políticas públicas 
y la movilización social. Este tipo de análisis requiere un trabajo ex-
haustivo con material de archivo de diversas fuentes para explorar las 
intersecciones y divergencias entre documentos normativos, minutas 
municipales, registros sindicales, medios de comunicación y memo-
rias personales. Este enfoque hace posible la exploración de cómo 
los textos surgen a través de demandas socioterritoriales —basadas 
en situaciones y lugares concretos— y cómo las prácticas discursivas 
crean un sentido de lugar, que puede ser reclamado tanto por las 
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regulaciones nacionales como por las movilizaciones sociales. Con 
tales consideraciones, queda claro que el “modo de regulación” no 
es una entelequia a-espacial económica y política, sino, más bien, 
resulta de procesos concretos en la producción del espacio.

La producción del espacio en el enclave minero

En una aproximación inicial, se podría decir que el enclave aurífero 
de Portovelo fue diseñado por actores capitalistas transnacionales. 
Las instalaciones industriales garantizaban la extracción de la riqueza 
nacional; la segregación socioespacial reforzaba el distanciamiento 
de la sociedad local; la diferenciación regional era funcional al pro-
ceso extractivo y el comercio internacional permitía la acumulación 
capitalista en los centros metropolitanos. El espacio así producido 
recreaba relaciones centro-periferia dentro de la división internacio-
nal del trabajo. No obstante, debemos evitar la acepción de que las 
ubicaciones periféricas son marginales para el régimen de acumula-
ción: los campamentos mineros son elementos fundamentales para 
el capitalismo y la formación del Estado, independientemente de su 
localización geográfica.

El marco teórico desarrollado por Lefebvre ayuda a comprender 
la espacialidad del enclave minero y la reestructuración espacial de 
la regulación de recursos desde diferentes puntos de vista. En primer 
lugar, dirige nuestra atención hacia la producción del espacio en el 
campamento minero, como un proyecto de lugar, en el que el entor-
no construido es una expresión de prácticas espaciales pertinentes a 
un modo de producción y un régimen de acumulación en diferentes 
escalas. La construcción del complejo industrial y las inversiones re-
queridas para conectar la región extractiva con los mercados metro-
politanos son condiciones previas necesarias para la expansión ca-
pitalista. Tal proceso está lleno de contradicciones y conflictos en la 
medida en que la ingeniería socioespacial del distrito industrial es un 
ámbito de disputa y competencia entre diversas prácticas económi-
cas, valores sociales y poderes políticos. En segundo lugar, el enclave 
minero —como espacio social— contiene y transforma las relaciones 
de producción y el “orden” que imponen esas relaciones. Por tanto, 
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la producción del enclave minero contempla una ideología, un co-
nocimiento y una praxis discursiva que presenta al capitalismo y la 
modernidad como un modo de vida deseable y alcanzable.

El espacio del enclave minero es mucho más que el paisaje físico de 
la ciudad-empresa; incluye las reivindicaciones nacionalistas, las políticas 
territoriales y las instituciones supranacionales que supervisan y garanti-
zan la inversión extranjera directa. Esto significa que diversas formas ins-
titucionales se crean o actúan para producir tales lugares. Es decir, el es-
pacio del enclave no está restringido al lugar de su ubicación física —aun 
cuando determinados lugares configuran la percepción social sobre las 
industrias extractivas— sino que existe una tensión dinámica entre diver-
sas escalas para la regulación de los recursos.

El análisis crítico de las relaciones sociales de producción es cru-
cial para este punto. En el caso de Portovelo, la compañía minera 
estadounidense no era un maestro titiritero, sino un nodo dentro de 
una compleja red de relaciones sociales que pugnaba con otros ac-
tores para crear las condiciones necesarias para sostener la produc-
ción industrial. Tal proceso ocurre en un contexto de transición del 
Ecuador desde un Estado oligárquico terrateniente, con fuerte rai-
gambre en su tradición colonial, hacia un Estado liberal con mayores 
derechos ciudadanos y conexiones con la economía internacional. 
En tal sentido, la proletarización, la jerarquización y el mestizaje fue-
ron tácticas para retener la fuerza laboral, junto con la provisión de 
vivienda y servicios sociales como educación y atención médica. De 
otra parte, la rotación laboral, los rígidos horarios y la segregación 
socioresidencial mitigaron (pero no eliminaron) los lazos territoria-
les. A su vez, los trabajadores desarrollaron una conciencia de clase 
y vínculos con movimientos sociales para exigir la expansión de sus 
derechos sociales. Las relaciones clientelares y la filantropía fueron 
estrategias útiles para crear alianzas con élites locales; sin embargo, 
estas mismas prácticas llevaron a una puja por una mayor reinversión 
de las rentas mineras a través proyectos de infraestructura y transfe-
rencia de las regalías al ámbito local.

La producción del enclave minero también involucra la repro-
ducción y reconstrucción del espacio estatal. La territorialidad de 
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la regulación minera operaba de manera dialéctica: por un lado, el 
Estado requería alianzas con los poderes regionales para abrir y ga-
rantizar los espacios de explotación de las industrias extractivas; por 
otro lado, necesitaba socavar los poderes regionales para captar las 
rentas mediante una red de procesos administrativos y agentes bu-
rocráticos directamente conectados con el Gobierno ecuatoriano. 
La desconcentración fue un medio para la centralización. En estas 
circunstancias, la fragmentación del espacio —mediante concesiones 
mineras, jurisdicciones administrativas, políticas urbanísticas o zoni-
ficación de usos del suelo— se convirtió en un escenario y un mecanis-
mo para reorganizar el poder social, económico y político.

Por ejemplo, la creación de la provincia de El Oro fue el resul-
tado de una alianza de empresarios mineros que buscaban mayor 
autonomía respecto de las élites económicas y políticas de Cuenca y 
Loja. En cambio, la creación de los cantones de Piñas y Portovelo res-
pondió a demandas locales de autodeterminación frente a Zaruma, 
en un intento por beneficiarse de las ganancias extraordinarias y la 
circulación de capital derivado de la bonanza minera, así como rete-
ner el control sobre las regalías mineras; en estos dos casos, la can-
tonización también apalanca una estrategia estatal de organización 
territorial para aumentar las clientelas y socavar los poderes regiona-
les. El afirmar que la creación de jurisdicciones administrativas está 
correlacionada única y exclusivamente con los ciclos mineros podría 
llevar a subestimar otros procesos que inciden en su creación, pero 
los intereses económicos y los conflictos sociales asociados con la 
minería ciertamente favorecieron la demarcación territorial en los ca-
sos analizados.

El nacionalismo de los recursos es un concepto legal difuso que 
puede adquirir diferentes significados, con matices que van desde una 
negociación contractual para reinvertir en infraestructura de transpor-
te; una demanda patrimonial sobre los recursos del subsuelo; un espa-
cio de movilización contra la dominación imperialista; un mecanismo 
para captar rentas mineras; una facultad administrativa para determi-
nar las áreas de concesión; un derecho social para la redistribución de 
la riqueza nacional; o una política de desarrollo para dilatar la desin-
dustrialización. El nacionalismo se hizo particularmente visible en la 
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década de 1930, cuando el Estado reivindicó su derecho como actor 
legítimo para regular y hacer cumplir el dominio público de los recur-
sos minerales, pero que sucumbió a los vaivenes de la política interna. 

La intervención estatal —como actor político y económico de so-
porte a la minería industrial— se expresa con proyectos territoriales, 
políticas nacionales e instituciones desconcentradas que moldean las 
formas estructurales de dominación y los modos locales de regulación, 
facilitando así la expansión capitalista. Por ejemplo, la construcción 
de infraestructura de transporte y comunicaciones es un subsidio in-
directo que reduce los costos de producción. Las políticas sociales de 
salud y educación desplazan la responsabilidad de reproducción de la 
fuerza de trabajo desde las empresas hacia el Estado. Las corporacio-
nes municipales facilitan la inversión en proyectos urbanísticos como 
mecanismo de promoción del desarrollo local, pero ello también sirve 
para apaciguar el conflicto social.

Dicho enfoque ayuda a “repolitizar” la territorialidad del enclave 
al mirar más allá de una única escala geográfica de análisis, a fin de 
comprender las circunstancias políticas y económicas, las interaccio-
nes socioespaciales y las regulaciones que surgen o actúan para produ-
cir determinados lugares. Este enfoque también ayuda a desnaturalizar 
los enclaves mineros como recintos controlados por el sector privado, 
al analizar la porosidad, la fluidez y las relaciones multiescalares que 
permiten que las industrias extractivas puedan existir, operar y cambiar 
con el tiempo.

La reestructuración espacial de la regulación minera

Metodológicamente, el estudio de caso extendido —capaz de vislum-
brar la producción del espacio en el enclave minero— requiere de un 
enfoque genealógico y etnográfico que dé cuenta de los procesos 
globales del capitalismo extractivo, así como de los micropoderes a 
escala local. Es decir, para comprender cómo intervienen las relacio-
nes de poder y las formas institucionales es necesario desentrañar las 
minucias de la regulación en múltiples escalas. Una vez que las cone-
xiones espaciales se sitúan en el centro del análisis, resulta difícil sos-
tener que las normas y los arreglos institucionales para la regulación 
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de los recursos surgen como algo exclusivo de los intereses capitalis-
tas o de coaliciones políticas ideológicamente coherentes. Además, 
la codificación de las relaciones sociales no se rige exclusivamente por 
la lógica económica, sino que surge de la resolución de conflictos y la 
construcción de lazos sociales a diferentes escalas (Boyer & Saillard, 
2002b, p. 37). Por tanto, las instituciones, leyes y regulaciones forma-
les en el sector minero son mecanismos mediante los cuales el Estado 
—en sí mismo— se constituye en su interacción con los poderes eco-
nómicos y sociales, a diferentes escalas.

Esta aproximación permite abordar dialécticamente la relación 
entre la estructura económica y la superestructura política. La va-
riabilidad de la acumulación capitalista está condicionada por la in-
teracción entre los actores dentro del sistema legal y político en un 
territorio dado. Sin embargo, la subordinación de lo histórico a lo 
económico es parcial, siempre mediada por el espacio y la práctica 
social (Lefebvre, 1991, p. 324). Esto implica reconocer las limitacio-
nes estructurales del capitalismo y los procesos y la resistencia que 
configuran las formas específicas en que el capitalismo adquiere ma-
terialidad en lugares concretos. Este estudio muestra que la fijación 
temporal de ciertos lugares, escalas y temáticas para la regulación de 
recursos corresponde a un proceso activo de producción del espacio.

La crisis no es una anomalía en un sistema económico y políti-
co estable sino, más bien, la manifestación de contradicciones in-
ternas o externas que pueden estar latentes y que existen no solo en 
el campo de la producción, sino también en otras esferas de poder 
y organización sociopolítica. Por tanto, la naturaleza y el alcance 
de las regulaciones mineras se transforma en el espacio y el tiempo. 
Consecuentemente, se debe situar los procesos regulatorios tanto 
geográfica como históricamente, en la medida en que esta compren-
sión permite reconocer y descifrar el papel de los conflictos socio-
territoriales en la configuración de las regulaciones, tanto a escala 
nacional como internacional.

Los vínculos entre la producción y la regulación del espacio tienen 
que desarrollarse conceptualmente —más allá de un análisis de leyes, 
instituciones formales o escalas de regulación— para descifrar los pro-
cesos que constituyen la “historia del espacio”. Siguiendo a Lefebvre 
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en su reflexión sobre la historia del espacio, los enclaves auríferos 
son una forma espacial distintiva dentro capitalismo, en la medida 
en que las reservas de oro han respaldado el sistema monetario y —a 
pesar del colapso del patrón oro— siguen siendo un potente símbo-
lo de valor social. Esta perspectiva replantea la periodización de los 
ciclos mineros en una tensión dinámica entre los procesos globales 
de expansión capitalista y la formación del Estado a escala nacional.

El caso de Portovelo es particularmente adecuado para ilustrar 
esta idea. El campamento minero inicia su desarrollo como un en-
clave industrial en 1896, cuatro años después de que Estados Unidos 
adoptara el patrón oro y comenzara su búsqueda de yacimientos au-
ríferos a escala global. Simultáneamente, en Ecuador la Revolución 
Liberal desplazaba el poder político y económico de la sierra a la cos-
ta al ampliar los derechos ciudadanos, liberalizar la fuerza de trabajo 
y abrir tierras para la agroexportación. El primer intento de regular 
el enclave minero, a principios de la década de 1930, ocurre en un 
momento en que el país estaba implementando reformas estructu-
rales, incluyendo la modernización del Estado, el establecimiento del 
Banco Central y la supresión del patrón oro. Más tarde, tras el acuer-
do de Bretton Woods y en respuesta a las regulaciones monetarias, 
SADCO experimentó una reestructuración interna hacia la financiari-
zación de la industria minera.

El enclave transnacional perduró hasta 1950, seis años después de 
que se implementaran mecanismos para regular el régimen moneta-
rio internacional por medio de tasas de cambio estables, basados en 
la paridad entre el oro y el dólar estadounidense. La transferencia de 
los bienes muebles e inmuebles al Estado ecuatoriano desplazó los 
riesgos de producción y de desindustrialización a los actores locales, 
mientras que los empresarios norteamericanos retenían el control del 
comercio de oro. Este proceso coincide con la difusión de las políticas 
hemisféricas de inversión y desarrollo en Ecuador y en toda América 
Latina. Durante la década de 1970 el desmembramiento físico del 
distrito industrial y la proliferación de la minería artesanal coinciden 
con el fin de la paridad del oro, cuando el precio del metal comienza 
a fluctuar libremente en el mercado internacional. El aumento en el 
precio del oro, la aplicación de políticas neoliberales de reducción 
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del Estado y la adopción de la Ley de Minería de 1991 favorecieron 
la proliferación de la minería artesanal y de pequeña escala en el sur 
del Ecuador.

En un esfuerzo por recuperar el rol regulador del Estado, la 
Asamblea Constituyente de 2008 promulgó el Mandato Minero, un 
régimen normativo para revocar las concesiones otorgadas duran-
te la época neoliberal. Efectivamente, las regulaciones neoliberales 
habían flexibilizado las obligaciones de las empresas mineras bajo 
un esquema especulativo con escasa o nula responsabilidad social y 
ambiental. Sin embargo, el programa desarrollista de la Revolución 
Ciudadana requería financiamiento para costear la estrategia nacio-
nal de largo plazo. Así, el presidente Rafael Correa impulsó la minería 
a gran escala como un proyecto emblemático capaz de generar recur-
sos y redistribuir la riqueza a escala nacional.

Actualmente, las políticas públicas enfatizan el uso racional y res-
ponsable de los recursos naturales, la soberanía del Estado sobre los 
sectores estratégicos y la necesidad de generar conocimiento, lideraz-
go y capacidades administrativas para regular la minería (Senplades, 
2013). En el sector minero, la responsabilidad social empresarial 
(RSE) aparece como una de las estrategias para mejorar las relacio-
nes comunitarias y la rendición de cuentas, tanto de las empresas 
públicas como privadas. La RSE facilita la producción rentable con 
una inversión mínima para reducir las externalidades, mientras que 
el Estado sigue siendo responsable en la prestación de los servicios 
sociales necesarios para la reproducción ampliada de la fuerza de tra-
bajo. La consulta libre, previa e informada se debe aplicar a los planes 
y proyectos ubicados en tierras indígenas o comunitarias y podrían 
afectarles ambiental o culturalmente (CRE, 2008, art. 57:7 y 398).

Esta perspectiva crea contradicciones entre el Gobierno central, 
dispuesto a extraer recursos naturales para promover el desarrollo 
nacional; las empresas mineras, que buscan desplazar los riesgos de 
producción al Estado; y las comunidades afectadas, que rechazan 
la minería de gran escala en tierras indígenas, ecosistemas frágiles y 
fuentes de agua (Moore & Velásquez, 2011).
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A modo de ejemplo, la minería a gran escala requiere servidumbres 
de agua y predios superficiales, un principio que se deriva de la legis-
lación colonial. Esto entra en conflicto con la protección constitu-
cional de los derechos de la naturaleza (un concepto polisémico que 
podría entenderse como el derecho humano a vivir en un ambiente 
saludable, la Pachamama, la justicia ambiental, o la vida en armonía 
con la naturaleza). La misma contradicción crea un espacio para afir-
mar la soberanía nacional, que se representa simultáneamente como 
la autodeterminación de las comunidades locales, el bien común, la 
redistribución de la riqueza nacional y la regulación de las actividades 
extractivas de las empresas transnacionales.271 En cualquier caso, la 
gobernanza de los recursos es mucho más que la institucionalización 
formal de las regulaciones mineras; implica, más bien, una negocia-
ción constante entre los actores que operan en múltiples niveles. 

271	 El debate sobre la relevancia y la sostenibilidad de la minería a gran escala con afectación 
al ambiente alcanzó connotaciones nacionales sobre la gobernanza de los recursos y deri-
vó en la inclusión de una pregunta al pueblo ecuatoriano, ratificada en la consulta popu-
lar de febrero de 2018, que prohíbe sin excepción la minería metálica en todas sus etapas 
en áreas protegidas, zonas intangibles y centros urbanos.
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Lista de acrónimos

Abane Archivo-Biblioteca de la Asamblea Nacional del Ecuador

ACM Actas del Concejo Municipal de Zaruma

AH-MC Archivo Histórico, Ministerio de Cultura

AHM/Z Archivo Histórico Municipal de Zaruma

AI-MPS Archivos Intermedios, Ministerio de Previsión Social

ANE Archivo Nacional del Ecuador

Beaep Biblioteca Ecuatoriana Aurelio Espinosa Pólit

BM/P Biblioteca Municipal de Portovelo

Camine Compañía Anónima Minera Industrial Nacional Ecuatoriana

CAP Corporación de Accionistas Propietarios

Cedoc Central Ecuatoriana de Organizaciones Clasistas

Ceosl Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres

Cigma Centro de Información Geológica, Minera y Ambiental

CIMA Compañía Industrial Minera Asociada

CPDIZ Comité Pro Defensa de los Intereses de Zaruma

CPPP Comité Pro Parroquialización de Portovelo

CTE Confederación de Trabajadores del Ecuador

DGGM Dirección General de Geología y Minas

eSilec Sistema Integrado de la Legislación Ecuatoriana

ETSA Elizabeth Tweedy Sykes Archive

PIB Producto Interno Bruto

IESS Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social 

Inemin Instituto Ecuatoriano de Minera

Junapla Junta Nacional de Planificación y Coordinación Económica
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LME London Metal Exchange

MREMH Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana

NYMEX/
COMEX

New York Commodity Exchange/Commodity Exchange

PCE Partido Comunista del Ecuador

PSC Partido Social Cristiano 

PSE Partido Socialista del Ecuador

SADCO South American Development Company

UTAP Unión de Trabajadores Accionistas de Portovelo
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